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UN TERCERO EN DISCORDIA. 


No hay Crisis del Derecho ni del Legalismo, sino una transición 


peligrosa de grandes reformas sociales 


La palabra crisis, viene de] latín crisis 
o de la griega Krisis, y se traduce, etimo- 
lógicamente, por una “mutación que cae en 
una enfermedad” determinada, “ya sea pa- 
ra mejorarse, ya para agravarse más el en- 
fermo”... 


Hablando de las fiebres, los tratadistas 
creen que la crisis, supone una fijación del 
día y de las consecuencias que habrán de 
manifestarse en bien o en mal de los pa- 
cientes. Es la crisis generalizando el con- 
cepto, una decisión muy grave, cuyas con- 
secuencias se manifiestan más tarde con 
caracteres especialísimos. 


La crisis, es una expresión completamen- 
te antitética, de lo que debe llamarse crí- 
tica científica, literaria, económica, etcé- 
tera, a menos que, acerca de este par- 
ticular se hubiesen equivocado en sus mag- 
níficas apreciaciones Baralt, Cuervo, Or- 
túzar y el mismo padre Juan Mirandan, 
quienes según nuestras investigaciones 


idiomáticas, están acordes y son del pare-' 


cer, en designar o más bien originar la pa- 
labra crísis, de la «xpresión griega ya men- 
cionada, porque según ellos, el término 
krisis sólo puede tomarse como un juicio, 
una sentencia o una determinación. 

Quiere esto decir, si hemos de mirar ha- 
cia más lejos, allá por el siglo XIX, que el 
diccionario de la Academia Española nos 
habla del término, como refiriéndose a una 
apreciación actual, presente, especlal; y 
que en manera alguna, el vocabio de refe- 
rencia puede emplearse como sinónimo de 
“conflicto, lucha, perturbación, aprieto pe- 
ligro, tribulación, alteración, mudanza, 
perplejidad, pelea, apuro y esa serie de im- 
propiedades que, según ellos pues y con 
gran razón, menoscaban la casticidad 
del idioma”. 

No se debe hablar de crisis del Derecho 
ni del Legalismo porque con ello, se co- 


Por Juan José Orozco Posadas. 


mete un error científico, ya que el término 
Krisis, es inapropiado para referirse a 
cuestiones de tal naturaleza. 

Siguiendo a los tratadistas, vemos, que 
la palabra crisis, está muy bien empleada 
en las cuestiones económicas, porque en 
este caso, se refiere a “malestar o sufri- 
miento, a un momento difícil de pasar y al 
que no se sabe si se podrá resistir”. 

También sabemos de crisis industriales, 
de crisis agrícolas y comerciales, moneta.- 
rias o financieras, crisis políticas y esa gran 
variedad de patologías sociales, que deter- 
minan los grandes flagelos que azotan de 
vez en cuando a la humanidad entera. 

Para una mejor explicación de los mó- 
viles, que nos han obligado a escribir estas 
apreciaciones, debemos puntualizar el si- 
guiente caso o clasificación, que acerca de 
las crisis comerciales hemos podido encon- 
trar: crísis comerciales, tres períodos: 1o— 
El preparatorio, dura diez años; 20—El de 
explosión que es en el que realmente con- 
siste la crisis (un golpe, poca duración no 
soliendo exceder de quince días); 30.—El 
de liquidación, calma, marcha normal. 

Como las crisis obedecen a muchas cau- 
sas diferentes, o bien diferenciada, según 
sea la naturaleza del fenómeno social; y . 
porque siempre habrán de proyectarse más 
o menos de acuerdo con la clasificación, 
anterior, en manera alguna podemos acep- 
tar que el Derecho como función social y 
el Legalismo como movimiento de reajuste, 
puedan científicamente, y en todo rigor de 
filosofía, entrar en crisis, ya que esta pa- 
labra sólo podría ser usada acaso para es- 
tos asuntos, en lenguaje figurado. Mas, 
cuando se trata de hacer crítica como su- 
ponemos fué el propósito Cel abogado Re- 
cinos, no debe el escritor situarse sino, 
en un verdadero centro de gravedad funda- 
mental, 


Y siguiendo el análisis respecto del tér- 
mino crísis, sin pretender originalidades 
tampoco, y sí observaciones de carácter 
personal y tal vez algunas intuiciones por- 
veniristas, diremos: que también admi- 
timos que haya crísis literarias, crísis de 
moralidad que por cierto es la que más 
abunda, crísis patológica y hasta crísis del 
amor, que en un momento histórico deter- 
minado, producen los grandes cataclismos 
que llevan en sus ramblas las nuevas orien- 
taciones culturales y educativas de la hu- 
manidad. 

Hipócrates, dice un autor, que al refe- 
rirse a la crísis, “designaba la solución de 
una enfermedad ya feliz, ya funesta y a 
veces a las simples exacervaciones y mejo- 
rías durante su curso”. 


Pero basta ya de aquellas apreciaciones 
que respecto de la consabida crísis, traen 
los autores y queriendo entrar en materia, 
veamos algo de lo que pasa. en los Estados 
que se organizan sobre los regímenes cons- 
titucionales parlamentarios, como aquellos 
que tienen estructuras políticas diferen- 
tes, “cuando se rompe la armonía o la in- 
terdependencia de funciones entre los Mi- 
nistros y las Cortes, que ejercen el legis- 
lativo, por razones de votación, en un 
asunto que ha hecho cuestión de gabine- 
te O QUe es incompatible con las Cámaras, 
ocurre un conflicto; y como no es posible 
gobernar dentro de normalidad constitu- 
cional sin que exista, la armonía entre 
ambos poderes”, entonces sobreviene una 
crísis, 

Expresadas pues, las consideraciones an- 
teriores, diremos por qué nuestro punto de 
vista, está en completo desacuerdo con las 
ideas y apreciaciones de los dos distingui- 
dos compañeros, referentes al empleo que 
hicieron de la palabra crísis aplicada al 
“Derecho y al Legalismo”. 

Si la crísis es un estado anormal de ca- 
rácter patológico y que se refiere más a las 
estructuras, a los Gabinetes, a los organis- 
mos, a las situaciones determinadas, enten- 
demos que no debe emplearse cuando que- 
remos plantear ¡problemas y soluciones 
cientificas, desde el punto de vista jurídi- 
co, a menos que se hable como ya lo pun- 
tualizamos, en lenguaje figurado. 

Las grandes reformas sociales y no “la 
crísis del Derecho ni del Legalismo”, supo- 
nen, manifiestan, encaran y proyectan si- 
tuaciones, catástrofes, grandes desgracias, 
que se ciernen sobre la sociedad para lue- 
go florecer en acontecimientos de suyo 
trascendentales. 


cuestión de gabinete, las instituciones, 1 
conglomerados, los individuos y todo lo le 
puede ser susceptible de accidentes pato 
lógicos entran en crísis, filosóficamen' 
hablando, hay siempre un fondo, un prin. 
cipio, un quid inamovible, esencial, gue 
sirve para mantener en vigor todas las ve: 
leyes del destino humano y es así, como 
podemos cumplir mejor nuestra propia mi- 
sión sobre la tierra. 


“Las crísis políticas por ejemplo, se re- 
fieren a situaciones anormales, a ciertas 
agitaciones especiales por las que atrayie- 
san los Estados determinadas por períodos 
electorales, por luchas políticas que oca- 
sionan los partidos” y precisamente den- 
tro de los propios marcos rigoristas de una 
ley electoral. 


Las revoluciones son características de - 
tales anormalidades, porque después de 
ellas, cualquiera sea el resultado, triun- 
fantes o sofocadas, presentan todos los ca- 
racteres propios de una crísis; y aún más, 
en períodos normales, como es bien sabido 
y muchos autores se ocupan de ello, los - 
Gobiernos se declaran en crísis, los Mi- 
nistros presentan sus renuncias al Jefe del 
Estado, quien las acepta parcial, total, 
considerada 0. irrevocablemente, según 
convenga a los intereses e ideales del Es- 
tado. De modo, que si situándonos en un 
punto, o un centro en firme y que sea rigu- 
rosamente científico no podemos aceptar 
que porque los regímenes gubernamentales 
de un país, se declaran en crísis, exista la 
Crisis del Derecho y del Legalismo ya que 
el uno conserva siempre un quid filosófi- 
co y el otro, es, digámoslo así. una doctri- 
na jurídica muy especial, de la que habra 
de sacar para sus inteligentes obseryacio- 
nes, el mejor partido el abogado Acevedo. 


Insistimos en que para nosotros es un 
error de carácter científico, el de aplicar 
la palabra crisis al Derecho y al Legalis- 
mo, porque si bien tales fenómenos se ma- 
nifiestan en la vida social, como una cues- 
tión primaria y antes de las mejores re- 
formas, en términos rigoristas y tratando 
de fijar el conocimiento, no se puede ha- 
hlar del Derecho ni del Legalismo, como 
dos cuestiones diferenciadas, sino perfec- 
tamente correlativas. Y si existiese la Crí- 
sis del Derecho, es lógico pensar que al 
mismo tiempo, tendría que manifestarse - 


yl 1 Lepalismo, pues como se sabe, 
es una. manifestación externa y con- 
del derecho positivo. 
movimiento o fenómeno del “Lega- 
lismo”, aplicado a las instituciones jurídi- 
de Guatemala, indudablemente traerá 
ES una gran utilidad, porque sí plantea situa- 
- ciones muy dignas de tomarse en cuenta, 
con mirajes hacia la reforma social por me- 
dio de la ley. Y el mérito que nosotros en- 
contramos en las apreciaciones del compa- 
ñero Acevedo, es el que se refiere a parar 
mientes en Jo que a diario ocurre en mate- 
ria de jurisprudencia, ya que no se trata 
sólo de seguir un interés puramente profe- 
sional y por consiguiente económico, sino 
Eo e] de investigar las mejores teorías, escue- 
las o tendencias jurídicas, que puedan ser- 
PR virnos para una mejor inteligencia y ecua- 
nimidad en la administración de Justicia. 
4 El Legalismo, como fuente de conoci- 
5 miento y observación no como fenómeno, 
lo comprendemos claramente, pero “la 
-Crísis de] Legalismo”, cuando la Ley posi- 
E tiva es también correlativa del dedecho 
positivo, no creemos que este comprensi- 
bie del todo, pues si para nosotros no exis- 
y te la “Crisis de Derecho”, tampoco nos 
ee parece aceptable que no existiendo la cri- 
e sis de aquél, pudiese admitirse la crisis «e 
éste, De modo, que el término crisis está 
ma] usado en uno y en otro caso. 


: El Licenciado Acevedo, pudo haber di- 
e cho simplemente “Legalismo”; en tanto 
4 que el Licenciado Recinos, también .pudo 
A haber intitulado su artículo: “Derecho y 
E Legalismo”, es decir, sin “crisis”, y nada 
hubiéramos tenido que extrañar y sí ha- 
bríamos tomado sus respectivos trabajos, 
YN como muy importantes colaboraciones ju- 
4 rídicas en la Gaceta de los Tribunales. 

“No sin sorpresa, para algunos espíritus 
poco permeables a las nuevas orientacio- 
nes del derecho, se está registrando, el mo- 
vimiento que ha dado en llamarse “crísis 
del legalismo”. y que en el fondo, no es 
más que un reajuste de los conceptos y un 
acercamiento más a los ideales de Justi- 
cia”. 

Las nuevas orientaciones jurídicas en el 
mundo, no son un resultado tan sólo de la 
letra muerta de la Ley, sino de una serie 
ininterrumpida de factores que directa o 
indirectamente, influyen en las reformas 
sociales y que constituyen de una manera 
indudable, un imperativo categórico de la 
hora presente; y las cuales se caracteri- 
zan, por la inseguridad, de todo lo que ha- 
- bía de consubstancial en el] hombre, 


- GACETA DE LOS TRIBUNALES 
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¿Es realmente “un movimiento” el Lega- 
lismo, ya que no podría ser una crisis tam- 
poco, o es algo que se manifiesta como 
una característica de la reforma jurídica 
que de verificarse en las mejores condi- 
ciones de justicia y de equidad, será una 
función social importante, en este ava- 
tar de la vida nueva? Creemos que no po- 
dría en realidad suponerse otra aprecia- 
ción a este respecto. 


La Ley no es un “sostén” ni mucho me- 
nos timón “del orden social en la vida de 
los pueblos”, ella es la norma de una con- 
ducta de carácter colectivo, que habrá co- 
mo €l Derecho, de ir evolucionando, a me- 
dida que la humanidad se perfecciona en 
todas sus actividades cuotidianas. Trata. 
rá de reglar la existencialidad de los hom- 
bres para proyectarse siempre, según sean 
las fluctuaciones que se presenten a flor 
de examen. El aspecto variable de la Ley, 
ta vez sea su cualidad más sobresaliente, 
porque no podría nunca mantenerse nin- 
gún orden social establecido, y la persona. 
lidad humana tampoco podría desarro- 
larse cuando, el desatino de una vida sin 
sentido fuese la única razón vital. 


Todas las leyes del mundo, tienen exac- 
tamente el mismo principio fiosófico como 
base fundamental. Y si a veces hablamos 
de reformas a la Ley, es porque los ele- 
mentos creadores de la misma, orientan 
sus grandes ideales de justicia, de equi- 
dad y de estados afectivos de conciencia, 
hacia una mejor comprensión de los des- 
tinos humanos. 


La autoridad, el imperium, el mandato, 
el poder, nunca podrían ejercitar «una fun- 
ción que garantizase la existencia de las 
infra y superestructuras jurídicas, sin que 
el precepto “lex es lex”, que tiene tantas 
y tantas interpretaciones diferentes, fue- 
ra la norma que entrañase toda la serie_ 
dad que se necesita para hacer posible la 
cultural social del mejor conglomerado. 


“Por eso, no debe de extrañarnos en ma- 
nera alguna, que a cada poco las leyes se 
cambien, con el objeto de ajustarlas en la 
medida de lo posible, a las necesidades so- 
ciales, políticas y económicas de los pue. 
blos”. Nosotros pensamos —ojalá pensá- 
ramos bien— que son las necesidades so- 
ciales, políticas, económicas y en tesis ge. 
neral culturales, las que hacen evolucio- 
nar la Ley, pues que la consabida norma 
es un resultado, un efecto, una consecuen- 
cia del estado social en que se vive, un 
efecto y no la causa. 
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La Ley, es una de las manifestaciones 
externas del hecho social: 

¿Una pugna entre el legalismo y el dere- 
cho? No creemos tal, porque el Legalismo 
es un fenómeno que entraña las obserya- 
ciones particulares de algún observador 
jurídico; y la Ley, debe guardar una rela- 
ción perfectamente correlativa con el De- 
recho en todas sus manifestaciones socia- 
les, en vista de que ella es en realidad, una 
de las expresiones externas del derecho 
positivo. Para cada letrado, el docto y el 
instruido, en estos asuntos tan importan- 
tes, como para el abogado, todo será objeto 
de experiencias, estudios y observaciones; 
y a medida que el tiempo transcurre, se 
van dando cuenta de su propio centro 
de gravedad social, “libido dominandi, pa” 
sión de dominio”... 


El Legalismo, nos da a nosotros la sen. 
sación de algo así como el Quietismo en el 
orden literario, un movimiento anunciador 
del romanticismo galante, una doctrina. 
una tendencia, una apreciación; pero no 
puede señalarse como una efectiva trans- 
formación del concepto total de la Ley, en 
lo que ella tiene de fundamental. No 
existe esa puena entre el Legalismo y el 
Derecho, ni son los Tribunales de Justicia, 
las instituciones en las cuales habrán de 
manifestarse aquellas rivalidades, sino en 
la vida social por e] desorden, ya que los 
Tribunales en realidad, son también como 
todo aquello que es de carácter institucio- 
nal, un resultado del medio ambiente so- 
cial en que se vive. 


Los Tribunales de Justicia, no hacen ni 
crean la justicia, ellos la distribuyen, la 
administran. Y al hacer aplicación de las 
leyes, cumplen con un momento histórico- 
jurídico, determinado, cuyas múltiples 
funciones dentro de la misma Ley. tan sólo 
podrían variar exactamente en la forma 
ya preestablecida, del perfeccionamiento 
de la especie humana, pues a mayor o me- 
jor perfección del conglomerado mediante 
la educación jurídica y por consiguiente, 
elevación del nivel medio de existencia, 
standard of life, corresponderán no a un 
cambio simplemente de la ley, sino una 
evolución, una reforma, un mejoramiento, 
integral de la misma. 

“Y entre la Ley y la Justicia”, no creemos 
que exista una disputa de triunfos inme- 
recidos, porque si bien la ¡justicia es un 
sentimiento desde el punto de vista psico- 
lógico ese sentimiento tiene que manifes- 
tarse —como el Derecho— en una forma 
externa periférica, que es la Ley positiva. 


Son términos correlativos, que sólo admiten 
una separación para facilitar una mejor 
comprensión del proceso jurídico, ya que 
en materia de derecho, de justicia y de le- 
galismo, absolutamente todo, es correlativo 
y no puede ser de otra manera, porque se 
hace indispensable una unidad filosófica 
en el deber, e] derecho, la justicia y la ley. 

¿Habrá perdido preponderancia la Ley 
en un sentido social? ¿Ha dejado de ser un 
imperativo completo de la Justicia? 

Nosotros creemos que conserva siempre 
todas sus modalidades y energías, así como 
la seriedad consiguiente para predetermi- 
nar una armonía de factores congénitos 
que explican mejor el sentido de la vida. 
Que algunas leyes son injustas, si es una 
verdad incontrovertible, por cuanto que al 
dictarse vor el poder creador de ella, aca- 
so no se hayan tomado en consideración 
las necesidades fundamentales, sirviéndo- 
se para la objetivación positiva de dicha 
norma, de métodos inductivos que orienta. 
sen su contenido esencial. 


Que “el Derecho ha avizorado nuevos ho- 
rizontes”, es por otra parte, una cuestión 
innegable, porque de no ser así, tampoco 
sería posible el progreso humano ya que 
es condición precisa en realidad la del 
hombre, la de tratar de ir siempre huro- 
neando lo que sea más justo para cumplir 
su destino. 

Siguiendo en el análisis, vemos una se- 
rie de apreciaciones personales muy impor- 
tantes, respecto de la labor que llevan a 
cabo los Tribunales del Poder Judicial; y 
para el licenciado Acevedo, el Legalismo, 
sigue manifestándose como fenómeno re_ 
pulsivo o más bien, obstaculizante de la 
administración de justicia.' En ésto, tiene 
mucha razón, porque como es bien conoci- 
do, los Tribunales son necesariamente es- 
clavos de la Ley y deben aplicarla con Jus- 
ticia y equidad, según el caso particular 
que se presente como un móvil preciso y 
concreto. Ahora bien, como son muchas 
las situaciones que se podrían plantear, 
desde los primeros hasta los últimos pel- 
daños de generalización jurídica, enten- 
demos que el Legalismo, puede ser una 
doctrina, que habrá de dar sus frutos efec_ 
tivos más tarde, cuando las observaciones 
atentas en asuntos jurídicos, se lleven a 
cabo por los abogados estudiosos. 

El término “Levatlismo”, no es una ex- 
presión castellana, pues en el diccionario 
de la Lengua no está aceptado, y quizá sea 
como uno de los neologismos o galicismo 
—quien sabe—, que tanto abundan por 
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esos mundos de la literatura jurídica. 


- Encontramos las palabras legal, legalidad, 


legalización, legalizar, legalmente; pero 
legalismo no. 

Y nos Parece que pueda ser como una 
patología jurídica, que tiene sus caracte- 
res alarmantes en todas las actividadades 
de la administración de justicia. Bien val- 
dría la pena de conocer sus fundamentos 
en otra rama del derecho, porque para nos- 
otros no hay tampoco “principios consa- 
grados” por la Ley, ni es el legalismo el 
que habría de modificarlos, sino la evo. 
lución inteligente del conglomerado social. 

Si los Tribunales Supremos, actuasen 
como Tribunales de conciencia, no podría 
subsañarse la dificultad, porque tienen co- 
mo lo apuntamos antes, que guardar la 
misma unidad de acción, respecto de los 
Tribunales de jerarquía inferior, ya que su 
función primordial es juzgar y hacer que 
se ejecute lo juzgado. 

Para evitar el Legalismo, que no está en 
crísis, se hace indispensable ir a las fuen. 
tes de la Ley, hacer un estudio de las ne- 
cesidades, clasificándolas económica y so- 
ciológicamente, en fundamentales, acceso. 
tias y supérfluas, para que al llegar a ela- 
borar la Ley basada en esta o parecida cla- 
sificación, viniese a darnos y también a 
ser, la expresión fiel o más o menos apro. 
ximada, en un tiempo determinado, de to- 
das las utilidades sociales. 


No creemos pues en la Crisis del Legalis- 
mo como patología jurídica; y sí pensa- 
mos que ello, es el resultado de observa. 
ciones jurídicas muy personales, que ex- 
plican la necesidad de un mejor funciona- 
miento en el servicio de justicia. Pero, por- 
que se acuse un anhelo de cooperación cien- 
tífica en tal sentido, no significa que la Ley 
vaya a la deriva y sin rumbo determinado. 
Hay que fijarse en las causas principales 
que han dado margen al Legalismo y que 
están en la sociedad misma para poderse 
explicar por qué la Ley, es esencial- 
mente correlativa del Derecho. 

No debe admitirse la crísis del Derecho, 
ni del Legalismo como una cuestión sepa- 
rada, por cuanto que las dos funciones se 
complementan y se traducen en el campo 
social por hechos esencialmente prácticos. 
Tanto más que la ley, y para el joven pro- 


fesional, el Legalismo, indudablemente e€s. 


una manifestación externa del Derecho 
positivo. 

De modo que para nosotros, el Derecho 
nunca ha estado en crísis, y no estando 
en crisis el Derecho, tampoco puede estar- 
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lo la Ley, porque no se puede hablar de lo 
uno sin comprender lo otro, los dos tér_ 
minos son complementarios, se integran y 
para hablar de uno de estos aspectos di- 
ferenciado de su correlativo —repetimos— 
se comete un error científico —cometido 
por el compañero Recinos— al pensar que 
aquellas dos aptitudes congénitas del hom- 
bre, pueden separarse, el Derecho como 
quid filosófico y la Ley como una norma 
de conducta social. 

Y porque unos cuantos regímenes guber- 
namentales actualmente en el mundo, es- 
tán manifestándose en una u otra forma, 
según sus respectivas infraestructuras po- 
líticas, no vamos a afirmar que el Derecho 
está en crisis, porque él sigue siempre su 
curso evolutivo en el devenir universal, muy 
a pesar de los contratiempos, que en los di- 
ferentes períodos históricos, se le presen- 
tan a la pobre humanidad, precisamente 
de acuerdo con el cumplimiento de sus le. 
yes biológicas. 

El Derecho y con él la Ley, parece re- 
cogerse como un caracol —admítasenos 
esta expresión— al advenir el momento 
histórico social de difícil solución para lue- 
go, explayarse otra vez, con sus mismos 
caracteres esenciales y sirviendo como di- 
remos adelante, a manera de termómetro, 
cuya única finalidad es mantener en un 
nivel medio de existencia, todos los aspec- 
tos y cardinales manifestaciones de la vi- 
da cotidiana. 

Muchas y muy variadas han sido las es- 
cuelas, que han tratado de explicar e] con- 
tenido filosófico del Derecho, unas con- 
siderándolo como natural y congénito de 
la naturaleza humana, hasta el apareci- 
miento de la Ley; y las otras, desde tal 
manifestación externa, considerándolo po- 
sitivo hasta la fecha. Mas, una de las di- 
visiones fundamentales del mismo, no es- 
tá precisamente en considerarlo sólo co- 
mo una fuerza o más bien, que tenga co- 
mo un contenido la fuerza, tal es la apre- 
ciación del distinguido jurisconsulto ale- 
mán von Ihering, quien dice que: “El de- 
recho representa el principio de la fuerza 
y que ella constituye una parte esencial 
del mismo”, queriendo éstd significar, que 
para dicho tratadista y para una gran ma- 
yoría, de jurisconsultos e intelectuales ale- 
manes, es la fuerza una determinante 
fundamentalísima del derecho. 

Hay teorías pesimistas, que establecen 
de antemano, que necesariamente el De- 
recho tiene que ser violado por la maldad 
de los hombres y es entonces, cuando su- 
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ponen ciertas regresiones que ocurren en 
la vida social y creen en la no existencia 
de él en determinadas circunstancias. 
Pero, porque una persona viola y trata 
de perturbar en. alguna forma el De- 
recho, no vamos nosotros a negar su pro- 
pia existencia filosófica como quid, ni mu- 
cho menos aceptar que se encuentra en 
crisis, ya que por otra parte, los miembros 
del foro están acordes en que “todo el mun- 
do Se presume bueno y justo mientras no 
se ¡pruebe lo contrario”... 

Marthens, no está de acuerdo con la 
apreciación de Ihering, cuando afirma que 
éste, confunde dos cosas distintas “el de- 
recho mismo y su violenta aplicación, ve- 
rificándose ordinariamente ésta última, 
cuando la Ley y el Derecho son violados”. 
- La fuerza, ya está considerada como “un 

elemento más bien de iniquidad que de 
derecho, porque éste en el estado normal 
nunca ha recurrido a la fuerza para pre- 
valecer”; y desde luego, tiene que ser la 
voluntad humana libremente expresada, 
la que habrá de determinar el cumplimien- 
to armónico de todas las relaciones de los 
hombres en sociedad. 

“Ni la coacción misma puede ser eficaz, 
tanto en lo civil como en lo penal” en el 
primer caso, de no cumplirse el derecho, 
se da lugar a la indemnización de daños 
y perjuicios; en el segundo, a la pena; pe- 
ro ni la una ni la otra hacen que se cum- 
pla la obligación o se vuelva la vida al 
que ha sido asesinado”. 

Son muchas pues, las vinculaciones que 
pueden establecerse por medio del dere- 
cho, como cuando dicen que las costum- 
bres ligan los elementos de la sociedad de 
una manera espontánea, que el derecho Se 
manifiesta dentro de la ética jurídica, co- 
mo en el debitum conyugale y tantas otras 
relaciones del derecho con los factores de 
coexistencia social. 

Siguiendo en la búsqueda de las relacio- 
nes jurídicas, nos encontramos con las “le- 
yes hegelianas”, que tratan de la unidad, 
de la variedad y de la armonía, siendo que 
las leyes tienen dada su propia naturaleza 
y mutabilidad,* que estar perfectamente 
vinculadas con el derecho positivo, ya que 
ellas significan su mejor manifestación ex- 
terna. 


¿Cómo admitir entonces una separación 


entre el Derecho y la Moral? Asunto és- 
te de gran interés allá por el siglo de las 
grandes confunciones jurídicas, a raíz de 
lo que se ha llamado “seudo reforma pro- 
testante”, porque “La Reforma predicada 


GACETA DE LOS TRIBUNALES 


5% A 43% 
por Lutero y Calvino” y que “fué en su 
origen un gran movimiento místico, per: 
de inspiración principalmente histórica y 
erudita”, siguió su curso de transforma- 
ciones sociales hasta que Grocio y Puffen- 
dorf, orientaron científicamente más o 
menos la cuestión, para llegar al movimien- 
to que cobraba cada día más seriedad con 
Thomasio, y que habría de tenr manifsta- 
cions filosóficas muy sobresalientes dentro 
de las propias teorías de Kant y de Fiche. 

Por todos es bien conocida, la división 
del derecho en subjetivo y objetivo que 
comprenden: el “1o.—Conjunto de facul- 
tades para cumplir deberes exigibles; Y 
20.—Derecho objetivo como “conjunto de 
normas o reglas para ejercitar estas fa- 
cultades y cumplir dichos deberes”. Y el 
mismo Kant, dió una concreción del De- 
recho, significando que él es “la facultad 
de ejecutar aquellos actos cuya ejecución 
universalizada no impide la coexistencia”, 
ya que indudablemente todo derecho sig- 
nifica una relación humana, a menos que 
un Demiurgo de la mitología antigua, es- 
tableciese una separación. 

Sigamos consultando y luego, veremos 
que se han hecho ya grandes estudios, tra- 
tando de establecer con mucho acierto que 
la diferencia de los climas, la posición geo- 
gráfica, la situación de los países, todas 
sus riguezas, sus relaciones comerciales, lo 
que se ha. dado en llamar la civilización, 
los hábitos que constituyen una segunda 
naturaleza del individuo, las distintas cos- 
tumbres y todos aquellos factores o cir- 
cunstancias que no son inventadas por el 
hombre, pero que según los observadores 
del medio ambiente natural y social así 
como los tratadistas de derecho y de socio- 
logía; están en la personalidad humana, 
son factores que constituyendo asimismo, 
las bases del derecho, siendo que la prin- 
cipal está en la legislación positiva. 


¿Es variable el derecho o por el contra- 
rio, habrá de tomársele como algo esen- 
cialmente variable sólo en cuanto a sus 
manifestaciones externas y esa misma 
condición de mudanza, necesariamente 
determina el mejoramiento de la cultura 
y el efectivo progreso de la sociedad ? 


E] Derecho evoluciona y se perfecciona 
(no está en crisis), en razón directa de 
las leyes que lleven a cabo el perfeccio- 
namiento humano, pues es una condición 
que Se traduce por ascender, la que carac- 
teriza a los hombres en ese afán de un 
mejoramiento constante. 
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derecho positivo está en todo de con- 
mua producción y mudanza (génesis, me- 
morfosis, octogenia, palingenesia, trans- 


- formismo, jurificación)”. 

Y es por lo que la mudanza del Derecho 
- en su acepción total, tiene que determinar 
- implícitamente la mudanza también en 


sus manifestaciones de carácter par- 
cial y externo. Pero hay que afirmar efec- 
tivamente como todos lo saben, que existe 
en el Derecho una parte “esencialmente 
fija”, dentro de su propia estructura, es 
decir, en sus elementos constitutivos, así 
como en sus grandes y constantes finalida- 
des, pues no debe ser de otra manera. El 
Derecho está fundado no en el superpsi- 
quismo o “Psiquismo superior del hombre”, 
sino en la propia naturaleza congénita e 
integral de toda la humanidad. Ahora 
bien, si es inadmisible una separación ab- 
soluta y realmente filosófica entre la Jus- 
ticia, el Derecho, la Moral y la ley, y se 
hace indispensable separar dichos concep- 
tos para facilitar el estudio de sus mani- 
festaciones correspondientes a la gran va- 
riedad de actitudes de los hombres, ¿cómo 
vamos a aceptar del distinguido compañe- 
ro Recinos, la “Crisis del Derecho”, como 
una cuestión separada de la “Crisis del Le- 
galismo”? ¿No os parace que es lógico que 
si para el compañero y para quienes par- 
ticipan de la misma creencia, existiendo la 
“Crisis de Legalismo, se debe aceptar lógi- 
camente la “Crisis del Derecho” como una 
relación de contenido filosófico? ¿Cómo es 
posible, insistimos, admitir la crisis del de- 
derecho al mismo tiempo sin la crisis del 
legalismo, ya que si existiese lo uno en 
esencia, tendría que determinar lo otro en 
resultados prácticos y positivos? 

No creemos con el abogado Recinos, 
en su “Crisis del Derecho y no del Lega- 
lismo”, y menos, en que este fenómeno, “se 
haya repetido innumerables veces en la 
historia”, porque si las crisis de los regíme- 
nes y demás estructuras, se han manifes- 
tado efectivamente en el decurso histórico, 
es bastante atrevido asegurar que el Dere- 
cho ha estado en crisis también. 


El Derecho no es propiamente la norma 
jurídica, porque ella es una regla fría y 
muerta que mantiene tan sólo el equili- 
brio, a la manera de un alambre tenso, y 
tal precepto, el Derecho, debe ser consi- 
derado acaso como un termómetro social 
por excelencia; y si gráficamente hablan- 
do, en un momento dado la temperatura 
de las instituciones sociales está muy alta 
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(guerras o revoluciones), no vamos a de- 
cir que es porque el termómetro está des- 
compuesto.... 

Por consiguiente, el Derecho no está en 
crisis. El Derecho es un principio esencial 
y con perdón del compañero Recinos, se 
ha cometido por parte suya un gran error 
científico al atribuirle como principal ob- 
jetivo en sus manifestaciones, el de ser- 
vir tan sólo para una época determinada 
de salud social y luego entrar en esa crisis 
patológica, necesitándose para la vida de 
los conglomerados, de un regulador éual- 
quiera completamente distinto. Si está 
en crisis el Derecho y hay crisis del Lega- 
lismo, ¿cómo pues, se mantiene actual- 
mente la vida social? No comprendemos 
como puede verificarse el hecho normal de 
las sociedades y ser posible la salud y vida 
de los organismos, dentro de la crisis de 
una enfermedad de carácter fulminante. 


De un estado social o jurídico a otro de 
diferente índole, y de consecuencias dis- 
tintas no diferenciadas en su esencia, es 
absolutamente razonable que sólo a base 
de transiciones más o menos peligrosas, 
según sean las fluctuaciones derivadas del 
derecho social, se puede salir avante. 
Pues no es cosa de así por así, ya que la de- 
cadencia aparente y superficial del Dere- 
cho en ciertas ocasiones, en manera algu- 
na implica que esté en crisis y que sea en 
el fondo una cosa diametralmente opues- 
ta a su propio contenido filosófico. 


El Licenciado Recinos dice: “Se contem- 
pla el fenómeno de la crisis del derecho”. 
Nosotros no podemos asistir a tal contem- 
plación y por el contrario, pensamos que 
dadas las relaciones económicas, políticas 
y sociales de la vida presente, está suce- 
diendo algo extraordinario en el mundo y 
que tiene todas las características que 
presentan las épocas históricas pues va 
2, Operarse un cambio fundamental en 
las infraestructuras sociales; y es en- 
tonces, cuando el Derecho como una espe- 
cie de metamorfosis en cuyos principios la 
educación integral de los hombres habrá 
de jugar el papel más excelente, se recoge 
dentro de su propio capullo, se transfor- 
ma en crisálida y después de algún tiem- 
po, en la gran mariposa de mil colores y 
matices diferentes, para orientar felizmen- 
te las grandes reformas sociales del por- 
venir, 

Como una especie de incubación de los 
principios filosóficos y jurídicos, se operan 
los cambios de una época anterior, para 


e 
e q A Cía 


Ve AA 


248 GACETA DE LOS TRIBUNALES 


preparar el futuro con nuevas manifesta- 
ciones de cultura que tiendan a armonizar 
todos los valores, 


El abogado Recinos expone: “El derecho 
necesariamente habrá de ponerse a tono 
con el nuevo orden de cosas, para poder 
por ese único medio realizar su misión con 
más o menos idoneidad”; Nosotros creemos, 
que el Derecho nunca se pone a tono con 
nada, pues indudablemente él es un resu!- 
tado, un efecto, una relación, una circuns- 
tancia, una derivación y un principio ae 
las cuestiones económicas, sociales y jurí- 
dicas, esencialmente variables, pero que 
no por eso le quitan sus esencias funda- 
mentales. 


“El Derecho, hará crisis, pero no sola- 
mente por las dificultades que surjan en 
el momento de su aplicación; precisa in- 
vestigar las causas etiológicas del proble- 
ma, y entonces natural es referirse a to- 
dos los fenómenos sociales, especialmente 
a los de carácter político y económico”. 


Acerca de tal afirmación, de que el De- 
recho hace crisis, no estamos de acuerdo, 
ya que para nosotros no existe tal crisis, 
como no podría existir un eclipse entre el 
Sol y la Luna por interposición de una es- 
trella lejana. 


No son simples dificultades ni problemas 
corrientes las causas que pueden determi- 
nar semejante apreciación, como las ex- 
traordinarias, porque aunque no fuera el 
Derecho inmanente el que se tomara en 
cuenta en este caso, siempre tendríamos 
que defender nuestro punto de vista de la 
no crisis del Derecho ni del Legalismo, pues 
que siempre tienen que salvarse sus prin- 
cipios, cualquiera que sea el cataclismo 
que se presente, 


El compañero Recinos más adelante 
anuncia, que “para pensar fundadamente 
en “La Crisis del Legalismo”, sería una 
investigación interesantísima aquella que 
tratase de demostrar en qué número de ca- 
sos, las decisiones fundadas en Una ley 
cualquiera han sido contrarias a la justi- 
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cla”. 


Eso de la investigación interesantisima, 
es algo que sí está muy bien, porque tan- 
to él, como el compañero Acevedo, estu- 
diando asuntos tan escabrosos, en los cua- 
les se manifiesta el anhelo, que indudable- 
mente y con toda sinceridad sentimos nos- 
otros también, por un mejoramiento de 
las instituciones jurídicas de nuestro país. 


Acevedo, endilga sus observaciones con- 
cretamente al medio jurídico y social gua- 


temalteco; y por eso, es muy importante 


su trabajo, mientras que Recinos se va por 
aquellos mundos de la filosofía y de la 
ciencia hacia donde nosotros tuvimos que 
ir a huronear, para poder siquiera medio 
abordar, humildemente, una discusión de 
jurisprudencia, y de la jurisprudencia 
precisamente no sólo como práctica de los 
Tribunales, cuyo conocimiento lo da el tra- 
bajo, el estudio, la experiencia, la obser- 
vación y el tiempo sino como conjunto de 
doctrinas emitidas por las personas ver- 
sadas en el arte de las cortes, 


El Derecho, la Ley y los Tribunales asi 
como la Justicia y la Equidad, no pueden 
nunca estar en desacuerdo, una en crisis 
y el otro en salud. Deben guardar la uni- 
dad correspondiente con el hecho social y 
jurídico dentro del cual se manifiestan; y 
querer culpar sólo a los Tribunales, siendo 
que ellos también son un resultado de to- 
das las relaciones del medio ambiente, nos 
parece anticientífico, porque debe guardar- 
se, como decimos, la unidad de acción en- 
tre los elementos que constituyen la tota- 
lidad de las estructuras y “organizaciones 
que garantizan el destino de la humani- 
dad. 


“El ideal será que tanto Jos hombres co- 
mo las normas, sean idóneos”. Idóneo 
quiere decir —Sin que hayamos tenido en 
este trabajo el propósito de discutir pa- 
labras— “que tiene suficiente para una 
cosa”; y no encontramos congruente esta 
apreciación, pues nosotros vemos el ideal, 
no en la idoneidad, sino en una mejor 
orientación de las instituciones jurídicas, 
rectificando errores y afirmando princi- 
pios, que deben mantener la unidad, la re- 
lación y no la crisis entre el Derecho y la 
Ley. 


“Finalmente, pensamos que sefectiva- 
mente existe “La crisis del Derecho”. Pero, 
se nos preguntará: ¿por qué tal cosa? sen- 
cillamente, y a riesgo de que se estime co- 
mo una observación empírica, porque los 
tiempos actuales tiempos son de crisis en 
todos los órdenes del pensamiento y del 
actuar humanos; y, para darse cuenta de 
la inquietuáa que tan universal fenómeno, 
causa en los hombres de pensamiento de 
todo el mundo, basta con hojear ligera- 


mente un catálogo de obras que versen 


sobre problemas sociales, en él, encontra- 


tente para nosotros es una o0b- 
servación empírica la de considerar al De- 
recho en crisis, y no creemos que sea sufi- 
ciente “hojear ligeramente un catálogo”, 
para admitir la crisis, que no existe del 
Derecho. Crisis Política, Crisis Económica, 
Crisis Industrial, Crisis Comercial, que hi- 
zo su crisis la tifoidea, si son apreciaciones 
científicamente aceptables, porque se tra- 
qu ta de patologías inherentes a los organis- 
AN rnos y a las estructuras sociales. Pero la 
“Crisis del Derecho”, para nosotros no exis- 

j - te y mucho menos desvinculada de la “Cri- 
A sis del Legalismo” que le sería lógicamen- 


>. te correlativa, 

dE “No es el derecho heraldo, sino escolta 
» de la realidad. Y a veces tan desidiosa y 
A olvidadiza, que deja a su señora abando- 
de nada en las más arriesgadas aventuras, sin 
hs cuidarse siquiera de marchar a su lado para 
E prestarla apoyo o para infundir respeto a 
Pal los buscadores que traten de forzarla en 


satisfacción de su codicia”. Y si tomamos 

para su estud'o, un procedimiento ana!í- 

tico, es indispensable admitir la existencia 
. áel derecho en sí mismo, sin los otros adi- 
| tamentos que le son característicos. Por 
otra parte, el procedimiento sintético, se- 
ría en realidad el de tomarlo como una 
aáeducción que nace de un todo fundamen- 
tal. “El orden jurídico no es más que una 
| de las órdenes particulares que componen 
el total orden social”, pues como principio 
filosófico de Derecho, no debe perturbarse 
el orden social, cualquiera sea el régimen 
político; y conforme a las experiencias, 
que enseñan que sí puede el Derecho ser 
perturbado, siempre dentro de tal pertur- 
bación, surge gallarda otra vez la impe- 

riosa, imperiosísima necesidad de reparar- 
| lo. Son cuestiones estas, muy conocidas ya 
| de todos los abogados investigadores de las 

ciencias jurídicas, pero muy necesarias de 
tener presentes, para una mejor compren- 


. sión respecto del uso que deba hacerse de 
los términos. “Derecho es un conjunto de 
medios (facultades, deberes o normas pa- 
ra ejercitar aquéllas y cumplir éstos) pre- 
cisos para mantener el orden en las rela- 
ciones esenciales a la consecución del fín 
que le ha sido señalado a la naturaleza 
humana”. 
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Las transiciones sociales se verifican, 
cuando se va a operar un mejoramiento 
cultura en la vida de los seres humanos 
y se trata del cumplimiento de las le- 
yes biológicas, para pasar de un estado 
anterior a otro más o menos diferenciado. 
En materia social, hay que fijar la obser- 
vación en los fenómenos económicos, jurí- 
dicos, industriales y característicos que se 
presentan en un momento histórico deter- 
minado, porque toda transición es un pe- 
ríodo de prueba, un cambio a veces repen- 
tino, una acción pasajera que hay que to- 
mar muy en cuenta como factor también 
del hecho social, porque dentro de las 
transiciones, existen los más grandes su- 
frimientos y las decepciones más amar- 
gas. Es una situación muy peligrosa, por 
donde va pasando actualmente la huma- 
nidad, y si bien muchas instituciones es- 
tán en crisis y las leyes se cambian cons- 
tantemente, ello no explica la Crisis del 
Derecho como principio esencial, sino que 
la transición tiende a producir reformas 
sociales muy excelentes. ¿Pero, qué es una 
reforma? ¿Cuándo se dice que estamos ve- 
tificando una reforma? Pues indudable- 
mente reformar es hacer una cosa, tratar 
de reparar un daño, reponer lo que se hu- 
biese perdido, el arreglo, el hecho de corre- 
gir todo lo que está malo y una honrada 
rectificación de nuestros errores, es el prin- 
cipio cardinal y efectivo de toda la cultu- 
ra general, 

Las grandes reformas sociales, se están 
zhora manifestando transitoriamente, por 
los acontecimientos que de toda índole 
amenazan destruir hasta lo que existe de 
más consubstancial en el hombre, ni si- 
quiera el hecho fundamental de respetar, 


al único valor esencialmente humano que 
nos queda y que es, el niño. 


Muy amarga es la realidad presente, pa- 
ra quienes tienen y sienten un ideal de 
mejoramientos culturales; y por lo cual, 
negamos la Crisis del Derecho y del Lega- 
lismo y por nuestra parte, afirmamos, que 
lo que ocurre actualmente en el mundo, es 
una transición peligrosa de grandes refor- 
mas sociales, 


Aterrizando en los estadios americanos, 
diremos que en aquellas reformas, son 
nuestros países los que tienen que mani- 
festarse con caracteres completamente 
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distintos y esencialmente fraternos, porque 
no sólo son países jóvenes, acaso niños to- 
davía, sino que tendrán que vivir en un 
futuro que nosotros no veremos, como ver- 
daderos orientadores de la vida nueva. 
Por lo que está actualmente ocurriendo 
en Europa, la guerra, no debemos globali- 
zar jurídicamente el porvenir de América. 
Muy agradecidos de los estimados y 
cultos compañeros, los jóvenes abogados 
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Carlos Leonidas Acevedo y Mareos . 
Recinos, por habernos propor 
cportunidad de escribir estas humildes 
apreciaciones acerca de sus importantísi- 
mos trabajos, así como de la Gaceta delos 
Tribunales por la ofrenda tan bondadosa 
de sus páginas, ofrenda que debe ser apro- 
vechada convenientemente, por los aboga- 
dos y por la juventud que se dedica a ob- 
tener una eficiente educación jurídica. 


Juan José Orozco Posadas. 


De las excepciones en general y sus fundamentos 


y 

? 

Como cuestión previa al estudio, debe- 
mos hacer algunas consideraciones sobre 
lo que se entiende por ACCION en el sen- 
tido jurídico y las diversas formas que, en 
lo general, se reconocen por nuestra legis- 
lación; y, así mismo, hacer un análisis de 
relación entre las leyes positivas y proce- 


sivas que tratan sobre el particular. 


Las definiciones más comunes del con- 
cepto ACCION, quedan comprendidas por 
las siguientes: “Acción es la facultad de 
perseguir en juicio la afirmación de un 
derecho, su reconocimiento jurídico o el 
cumplimiento de una obligación refleja 
del derecho que se afirma o reconoce”. 
“Acción es el acto de acudir a la autoridad 
competente para que se nos administre 
justicia, especialmente como de deman- 
dante”. 

Estas definiciones son completamenta- 
rias; la primera define el concepto desde 
un punto de vista estático, y la segunda, 
desde un punto de vista dinámico; es de- 
cir, que la primera implica un derecho fa- 
cultativo o el reconocimiento de la vo- 
luntad a manifestarse y la segunda, es la 
voluntad misma ya exteriorizada; la pri- 
mera implica el reconocimiento de lo que 
puede hacerse y la segunda, la proceden- 
cia de lo que se hace. 

Desde ese viso, la acción es consecuencia 
del derecho en sí, ya sea fijo o determina- 
do con anterioridad y sólo se busca hacer- 
lo efectivo por los medios coercitivos o, 
que sea simplemente una pretención que 
buscamos formalizar para acoplarle la 
exigibilidad que debe estimarse como una 
característica inseparable de toda obliga- 
ción; hablamos del derecho que se origi- 
na en la necesidad jurídica de dar, hacer 
o no hacer alguna cosa: del derecho en- 
tendido como reflejo de una obligación, ya 
sea ésta preestablecida y exigible o sim- 
plemente pretendida y justificable. 

Así pues, quien intenta una acción puede 
encontrase en Cualesquiera de estas dos 


Por el Lic. Carlos Martínez Oliva. 


situaciones: Que teniendo un derecho pre- 
establecido y exigible trata, naturalmen- 
te, de hacerlo efectivo mediante interven- 
ción de autoridad competente: O, que te- 
niendo una pretención de derecho, trate 
de preestablecerlo con sus caracteres de 
formal y exigible. 

Igualmente debe decirse de quien puede 
ser perseguido con una acción: Que tenga 
reconocida una obligación y ésta Se en- 
cuentre legalmente formalizada: O, que 
tenga fundamentalmente una obligación 
pero sin haberse formalizado en ley. El 
reconocimiento de una obligación puede 
ser legal o contractual; es decir, que pro- 
viene de principios legalmente definidos 
o bien de pactos, convenios o manifesta- 
ciones voluntarias. 

Como una simple información va la di- 
versidad de Acciones que son mas comu- 
nes: Civiles, Criminales y Mixtas; Reales, 
Personales y Mixtas; Interinas y Definiti- 
vas; Públicas y Privadas; Perpetuas y Tem- 
porales; Transmisibles e Intransmisibles; 
Directas e Indirectas; Y, finalmente, Pre- 
judiciales y Judiciales efectivas. Esta cla- 
sificación no es completa pero contiene las 
formas: más generalmente conocidas. 

De las situaciones de demandantes y de- 
mandados y en relación a las formas de 
acción que aparecen del párrafo anterior, 
resulta: Que la primera situación se re- 
suelve por las acciones malamente llama- 
das interinas o que se persiguen en proce- 
dimiento ejecutivo: Y, que la segunda si- 
tuación queda comprendida por las accio- 
nes perpetuas o perseguidas en juicios ple- 
narios u ordinarios; pero ésto tan sólo 
desde el punto de vista de la cosa juzgada. 

Es digno de considerar el principio jurí- 
dico de que toda Acción se estima volun- 
taria, salvo casos específicos como el de la 
jactancia: Y, que así como se considera un 
derecho consecuencial el acto de pedir .j¡us- 
ticia, también se reconoce el derecho ina- 
lienable de defensa. El derecho de pedir 
y perseguir es la acción y, los medios de 
defensa se comprenden por la excepción. 


252 


Hay pues, una contra-acción y ésta se 
traduce en excepciones: a) Negando las 
obligaciones imputadas o el derecho ejer- 
citado, gue es el funamento de la verda- 
dera “Falta de Acción” en su sentido tá- 
cito; o, b) Aceptando la existencia de obli- 
gaciones que, por una u otra causa, han 
perdido la característica de exigibles. En 
el segundo caso la tendencia es a destruir 
o simplemente a diferir la acción del coli- 
tigante: En términos generales, se trata 
de excluir la acción o mas claro, de exclu:rr 
la exigibilidad del derecho pretendido. 

Hay dos maneras de defenderse: Una 
provisional que sólo tiende a diferir la ac- 
ción para cuando se subsanen oO llenen 
ciertas deficiencias o formalidades, res- 
pectivamente, que son las excepciones lla- 
madas DILATORIAS: Y, una definitiva 
que tiende a destruir el derecho exigido o 
quitarle a la obligación perseguida, la exi- 
gibilidad jurídica, que son las excepciones 
curiosamente llamadas PERENTORIAS. 

Nuestro estudio se encamina a las ex- 
cepciones dilatorias, pero antes hacemos 
una advertencia: Que sólo vamos a tratar 
de las enumeradas en el Artículo No. 239 
del Código de Enjuiciamiento Civil y Mer- 
cantil y que, para el estudio nos vamos 
a atener a un análisis de relación entre 
los preceptos del Código Civil que son apli- 
cables y los del Código mencionado de En- 
juiciamiento y en lo que ambos tienen de 
relacionable al caso. Seguiremos el orden 
que trae el Código de Enjuiciamiento. 


II 
FALTA DE CAPACIDAD LEGAL. 


La capacidad legal no puede ser otra que 
la capacidad civil para el ejercicio de los 
actos consecuentes de la libre determina- 
ción: Queda contenida o definida por los 
principios que establecen los Artículos 60., 
To. y 80. del Código Civil (Dcto. 1932) 
en lo que respecta a las personas natura- 
les y por los Artículos 15 y 17 del mismo 
cuerpo de leyes, en lo que refiere a las 
personas jurídicas. 


Se entiende, la capacidad como sinóni- 
mo de mayoría de edad que se ha fjiado en 
diez y ocho años cumplidos; dejan de ser 
capaces o no han podido serlo: en carác- 
ter de para mientras, los menores de edad, 
e interina o definitivamente, los declara- 
dos en interdicción judicial. La capaci- 
dad de las personas jurídicas siempre es 
condicional y ajustada al fin o al motivo, 
fundamentales, de su constitución. 
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Pero la capacidad queda siempre enten- 
Cida en absoluta o relativa; de manera 
que los mismos menores de edad, en de- 
terminados Casos, se consediran capaces 
para el ejercicio de algunos derechos que 
son tasados expresamente por los Artícu- 
los 86, 96, 119, 171, 189, 192, 237, 242 y 275 
Código Civil; 15 Ley de Notariado y 11 
Dcto. 630. Estos son los mas comunes. 

Como consecuencia de los principios ci- 
tados y del Código Civil, el código de En- 
juiciamiento Civil y Mercantil, contiene 
en su Artículo 39 (Dcto. 2009) e] prin- 
cipio que sigue: “No pueden demandar 
por sí el menor de edad ni el incapaz por 
quienes tienen la obligación de hacerlo 
sus representantes legales”. La incapacidad 
se deriva de la minoría de edad o de la in- 
terdicción judicial. 

Hay, sin embargo, una excepción: que los 
actos ya se hubiesen ejecutado y que és- 
tos, a juicio discrecional, en nada hayan 
perjudicado los intereses de los incapaces 
o que, por el contrario, tales actos les ha- 
yan favorecido o les favorezcan; pero este 
principio mas bien se deriva o excepciona 
del contenido del Artículo IX de los pre- 
ceptos fundamentales de la Ley Constitu- 
tiva del Poder Judicial y para el sólo efec- 
to de la nulidad de los actos ejecutados 
contra el tenor de la ley: Se juzga aquí a 
posteriori. 

En realidad de verdad, ésta excepción 
de falta de capacidad tiende a prevenir 
las nulidades consecuentes de los actos a 
dilucidarse o ejecutarse con posterioridad 
a la resolución o sentencia que debe poner 
fin a las contiendas judiciales; como con- 
secuencia, ese es su fundamento o esa es 
su mejor justificación: Proceder con los 
requisitos legales ante Juez competente, 
entre partes legítimas con la libre deter- 
minación o en el ejercicio legítimo de la 
libre voluntad. 

Desde un punto de vista netamente es- 
peculativo y teorético-general, la excep- 
ción de falta de capacidad guarda una re- 
lación directa con la personalidad; sin em- 
bargo, a rigor de principios jurídico-dife- 
renciales los conceptos se apartan comple- 
tamente y tan sólo para la comodidad en 
la discriminación: No deben confundirse 
estas excepciones. 

Así mismo, con respecto de la falta de 
personería guarda, la falta de capacidad, 
una relación constante en cuanto aquella 
nace por necesidad e imperio de las leyes, 
como en el caso de la Patria Potestad, la 
Tutela y sus casos similares; tienen puntos 
de contacto pero son diferentes en el fon- 
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do y en la forma: La incapacidad, en mu- 
chos casos da origen a la personería o és- 
ta es consecuencia directa de aquélla. 

En resumen: La excepción de falta de 
capacidad no es otra que la consecuencia 
indefectible de la minoría de edad y de la 
interdicción judicial; siempre con las sal- 
vedades apuntadas para los casos que ta- 
xativamente el Código Civil determina la 


capacidad de los menores de edad; nunca 


para los declarados en interdicción: Y, 
también es consecuencia 'de las lagu- 
nas u omisiones de los pactos que contie- 
nen la constitución para las personas ju- 
rídicas. 

La finalidad principal de esta excep- 
ción, es: que las contiendas judiciales lle- 
nen las condiciones que se requieren para 
el concepto juicio en toda su plenitud y 
para evitar las nulidades consecuentes de 
la falta de libre determinación en una de 
las partes; es decir que la legitimidad de 
las partes no sólo abarca la relación en- 
tre las personas y los derechos, sino entre 
las personas y su situación y condición. 

Es una excepción dilatoria por cuanto 
sólo tiende a diferir la acción para mien- 
tras se hace representar a los incapaces 
por persona llamada conforme a la ley o 
la naturaleza: Es, en cierto modo y forma, 
el origen de una mayoría de los casos de 
la personería legal y judicial y tiene dife- 
rencias de comodidad con la excepción de 
falta de personalidad, aunque guarda mu- 
chos puntos de contacto con ella. 

Finalmente, su fundamento descansa en 
las prescripciones que se han citado del 
Código Civil y sólo consecuentemente de 
esos principios, Se subordina su justifica- 
ción al precepto citado también del códi- 
go de Enjuiciamiento Civil y Mercantil. 


pp 
FALTA DE PERSONERIA 


La personería o representación es na- 
tural y legalmente reconocida o es artifi- 
cial y reglamentada por Jas leyes. En el 
primer caso tiene su origen en los medios 
de subsanar la incapacidad de las perso- 
nas y tiende a que éstas no sean privadas 
del ejercicio de las acciones consecuentes 
de sus derechos legalmente reconocidos por 
su condición vital. 

Y, en el segundo caso, tiene origen en la 
libre contratación o en la naturaleza de 
ciertos contratos que, como los de socie- 
dad, dan origen a una persona distinta de 
las naturales que la constituyen, la perso- 
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na jurídica; es contractual pues, cuando 
nace de un convenio cualesquiera, de una 
necesidad urgente o no pero permisiva en 
la subsanación y no imperativa como en 
el caso de subsanar la incapacidad. 

La personería natural tiene sus funda- 
mentos en los Artículos 184 y 185 Código 
Civil, porque éstos determinan los alcan- 
ces de la Patria Potestad fincándola pri- 
meramente en el padre, luego por ausen- 
cia u otro impedimento de éste, que pasa a 
la madre: Y, en el segundo artículo, se- 
ñala el camino con el nombramiento de 
un Tutor Especial, para cuando faltan 
aquéllos o el impedimento es común a 
ambos. 

También la personería natural pero 
consecuencia de la ley, queda. comprendi- 
da por los Artículos 265 y 267 Código Ci- 
vil, porque éstos fincan la representación 
de los pupilos y en sus respectivos Tuto- 
res; pero esa personería se entiende con- 
dicional para los casos comprendidos por 
el Artículo 271 del mismo cuerpo de leyes. 
En iguales circunstancias debe juzgarse 
la personería de los Protutores y que con- 
tiene, condicional y específica, el Artícu- 
lo 243 Código Civil y en su inciso segundo. 

Con respecto a la personería artificial, 
es de creación de las leyes y para la como- 
cidad: proviene de mandatos, ya Sean ex- 


“presos o Simplemente tácitos, pero siem- 


pre de origen en una definición legal y una 
formalidad judicial; entre esos casos se 
tiene la que definen los Artículos 954, 955 
y 963 del Código Civil con respecto a los 
albaceas testamentarios o de los albaceas 
judiciales. Esta personería es limitadísi- 
ma y taxativa para facultades ya sean con- 
cedidas por el testador o concedidas por 
las leyes en caso de omisión por el testa- 
dor o de nombramiento judicial. 

De conformidad con el Artículo 19 del 
Código Civil, la representación de las per- 
sonas jurídicas la tienen las personas que 
designan, la escritura social, los estatutos 
o las propias leyes. Igualmente ocurre con 
la representación de los ausentes, cuya 
personería se acredita por nombramiento 
judicial en un defensor judicial y según 
el contenido del Artículo 51 del mismo Có- 
digo. 

Ahora, en la personería contractual o 
de origen en el llamado mandato, ésta no 
ofrece ninguna dificultad, salvo el caso de 
los mandatos o poderes insuficientes. En 
efecto, hay una variedad de mandatos o 
poderes: Generaies, de Administración, 
Especiales y aun hay Especialísimos en cu- 
yos casos debe estarse a la extención o al 
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límite de las facultades que son legalmen- 
te inseparables de cada variedad o a las 
cláusulas facultativas que la escritura con- 
tiene. 

Además de la extensión y del límite le- 
gal o contractual, puede ser objeto de falta 
de personería la informalidad del acto 
que dió nacimiento al mandato o al poder; 
es decir, que puede haber falta de perso- 
nería por causa de la credental. Lo rela- 
tivo al mandato se regula por los Artícu- 
los 2184 al 2216 Código Civil Antiguo (De- 
creto 175). 


Hay una ¡personería curiosísima, por 
cuanto tiene más límites que facultades: 
es Casi negativa o por lo menos da origen 
a muchas dudas y mas discuciones; esta 
personería €s la consecuencia de los Ar- 
tículos 2251 al 2257 Código Civil (Dcto. 
175) osea la Gestión de Negocios, que 
hasta cierto punto implica la simple repre- 
sentación urgente y condicional, sujeta a 
la consideración última de sí los actos son 
confirmados por el representado ya sea en 
forma expresa o tácita o si tales actos sólo 
le favorecen y de esa condición se deriva 
su validez o invalidez. 


El Código de Enjuiciamiento Civil y 
Mercantil, siguiendo los principios estable- 
cidos por el Código Civil, trae a su vez los 
Artículos 39, 40, 42, 43 y 46 (Decreto 2009) 
que establecen: (Que los menores e inca- 
paces deben hacerse representar por las 
personas llamadas a ello, tutores, protu- 
tores etc.; Que las personas jurídicas de- 
ben hacerse representar por las personas 
que conforme a la ley, el contrato, los esta.- 
tutos etc., estén obligadas a ello; Y, que 
cuando fueren varios los demandantes o 
demandados deben unificar su personería 
otorgando un mandato a favor de una sola 
persona o en su rebeldía el Juez la unifica 
en una sola y esa simple designación ju- 
dicial, ya notificada, surte los efectos de 
un poder legal-judicial. 


En el articulado del Código de Comercio 
kay un sin número de casos que implican 
el reconocimiento de personería legal y 
especialmente en lo tocante a los auxilia- 
res del comercio; no hacemos comentario 
sobre esos casos, por cuanto hemos que- 
rido limitar estas consideraciones a la re- 
lación de las excepciones en lo que respec- 
ta simplemente al Código Civil y al de 
Enjuiciamiento Civil y Mercantil. 


Es digna de consideración la adverten- 
cia que sigue: Con excepción del ejercicio 
de la Patria Potestad casí todos los casos 


de representación son limitadísimos y de- 
ben atenerse a las facultades legalmente 
extensivas o a las limitaciones de esa mis- 
ma naturaleza, o finalmente, deben ate- 
nerse a las facultades expresamente con- 
feridas y sus limitaciones o a lo que se 
considera tácitamente una consecuencia 
del propio mandato. 


También la Ley Constitutiva del Poder 
Judicial (Decreto 1862) trae reglamenta- 
ción para los mandatos; lo cual queda 
contenido en los Artículos del 206 al 213. 
Especialmente estos preceptos se refieren a 
los poderes judiciales, aun cuando por 
ciertas determinaciones que traen, tam- 
bién se extienden a toda otra clase de po- 
deres o mandatos. 


En resumen: La personería se tiene co- 
mo sinónimo de representación, pero en 
su sentido judicial o más claro, en Su sen- 
tido de comparecér a nombre de otra per- 
sona: Esa representación nace, natural- 
mente, para subsanar la incapacidad de 
los menores de edad, los incapaces, los 
ausentes o los muertos, o contractual de 
facultades concedidas por el representado; 
Y, tinalmente, de la necesidad legal en los 
casos de las personas jurídicas. 


En la personería por necesidad natural, 
son las leyes quienes determinan las fa- 
cultades, prohibiciones y limitaciones de la 
representación; Y, en la artificial, las le- 
yes solo reglamentan, los límites, prohi- 
biciones y facultades quedan contenidos 
expresa o tácitamente enel documento 
credencial. 


El fundamento original de la persone- 
ría, debe buscarse en los principios de la 
ley positiva, el Código Civil o el Código 
de Comercio; la reglamentación corres- 
ponde al Código de Enjuiciamiento Civil 
y Mercantil y a la ley Constitutiva del Po- 
der Judicial, así como también en parte 
mínima, al Reglamento de los Tribunales 
de Justicia. 


En ningún Caso puede confundirse la 
personería con la personalidad, la capaci- 
dad etc. es bien definida y, precisamente 
en lo que respecta a la capacidad, debe 
considerarse como consecuencia de aque- 
lla para los efectos de Subsanarla, para 
cuando se trata de la personería de origen 
natural. Es una excepción dilatoria que 
sólo tiende a diferir la contienda para 
cuando la falta sea subsanada en la forma 
conveniente. 


EOS y y ¿O 


1 


FALTA DE PERSONALIDAD. . 


Si nos atenemos al contenido de los Ar- 
tículos lo. y 20. del Código Civil, la ex- 
cepción de falta de personalidad sería de 
imposible ejercicio, puesto que, aquellos 
preceptos indican que principia, la per- 
sonalidad civil, con el nacimiento y con- 
cluye con la muerte; que la única condí- 
ción es que la criatura nazca viva y por 
su constitución sea viable y que, el que 
está por nacer sólo tiene personalidad en 
lo que le favorece. 


Partir de estos principios fundamentales 
sería el orden lógico para determinar 
cuándo y por qué hay o no personalidad 
en un litigante; pero, nuestros legisladores 
parece que se hubieran apartado de esas 
consideraciones para fincar un criterio de 
apariencia diferente sin embargo, deben 
indicarse las razones que se suponen en 
los legisladores para tal proceder. 

En efecto: no se trata de la personalidad 
en su sentido material único, sino de la 
personalidad consecuente de la relación 
de las personas con respecto de los bie- 
nes jurídicos y, especialmente, de las for- 
malidades legales e indispensables para 
acoplar los bienes al dominio y sus conse- 
cuencias, con respecto a los que preten- 
den, tienen o detentan un derecho cuales- 
quiera. 


Así pues, se considera una modalidad 
jurídica del concepto personalidad y no 
de su contenido general; es la verdadera 
sustitución en los derechos, pero informal 
para las acciones consecuentes de esos de- 
rechos y, tiende precisamente a una garan- 
tía reglamentaria y no a herir un fondo 
jurídico definitivo: Persigue las formali- 
dades para el logro de la eficacia en la re- 
glamentación o normación de las seguri- 
dades del mismo derecho. 

Se diferencia de la personería, en esta 
modalidad especialísima, en lo que sigue: 
La personería no sustituye la persona ni el 
derecho, sino la simple gestión o el ejer- 
cicio de las acciones consecuentes; mien- 
tras la personalidad, sustituye a las perso- 
nas en relación a los derechos y como con- 
secuencia, gestiona o acciona en represen- 
“tación propia: En la personería se pide 
para el representado y en la personalidad 
se pide para sí lo que fué de otro pero se 
transformó en propio en virtud de un con- 
trato o en virtud de una definición legal. 
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Hiere al título y a las formalidades “de 
éste: Hay personalidad sí el título es bue- 
no y formalmente requisitado y falta la 
personalidad en el caso contrario; pero an- 
te todo, debe considerarse que existió un 
derecho o bien jurídico a favor de una per- 
sona determinada quien pudo accionar sin 
estorbo ni condiciones previas, que ésta 
persona lo transfirió a otra y ésta, preten- 
de la efectividad de aquel derecho median- 
te la acción consecuente, pero sin haber 
formalizado o requisitado el título. 

Se busca la relación de dominio y sus 
consecuencias entre las personas y los bie- 
nes jurídicos, o la relación de los bienes 
con la posesión de los derechos; pero que 
tal relación aparezca de un título formal- 
mente requisitado; La falta de personali- 
dad puede ser la falta de esas relaciones o 
la simple falta de formalidad en el título 
presentado. 

Ejemplos: La promesa de venta implica 
el derecho de exigir la compraventa for- 
mal; quien con tal título pretenda ejercer 
actos de dominio, carece de personalidad: 
La compraventa para la adquisición del 
título se puede justificar por otros medios 
de prueba, entre otros principales, la con- 
fesión judicial; quien pretenda ejercer ac- 
tos de dominio o actos consecuentes de 
éste, aun justificada la compraventa, no 
tiene personalidad si tal contrato no se ha 
formalizado, 

La cesión de derechos implica la forma- 
lidad de notificarla a las personas que los 
derechos cedidos pueden afectar; quien pre 
tenda el ejercicio de esos derechos cedi- 
dos sin la conveniente notificación, carece 
de personalidad: La venta de bienes co- 
munes o de los hereditarios se encuentra 
sujeta a la prefencia por el tanto; quien 
pretenda vender esos derechos sin noticia 
y trámite del tanteo para con sus comu- 
neros o coherederos, no tiene personalidad. 

Todo título inscribible en el Registro ce 
Inmuebles, debe presentarse a esa Institu- 
ción para que sea operado y razonado: 
quien pretenda el uso de un título no ra- 
zonado, carece de personalidad por infor- 
malidad del título. 

De los ejemplos anteriores se deduce que 
el concepto “Falta de personalidad” es di- 
ferente en las formas de apreciación y 
contenido de los prineipios citados del Có- 
digo Civil; sin embargo, puede asegurarse: 
Que el fondo jurídico tiene su justifica- 
ción en esos artículos citados, puesto que 
en el Código Civil, siempre se trata de las 
personas con respecto de los derechos o 
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de los bienes jurídicos o a la inversa, de los 
derechos y de los bienes jurídicos con res- 
pecto de las personas, naturales o jurídi- 
cas. 


Parace que la falta de personalidad se 
trae del concepto de que los bienes jurídi- 
cos o la propiedad se consideran como la 
extensión de las personas y, en ese concep- 
to, la personalidad procesal proviene de 
la sucesión o de la sustitución de las per- 
sonas, unas por otras, en la tenencia de 
los derechos; cuya sucesión es hereditaria 
y Cuya sustitución proviene de los contra- 
tos o pactos o convenios voluntarios; y, no 
parece, sino creemos que este sea el fun- 
damento real y efectivo de la excepción 
antes dicha. 

En resumen: La excepción de falta de 
personalidad tiene relación indirecta, pero 
no directa, con los preceptos civiles que se 
citaron: Tiende a la exigencia de formali- 
dades y requisitos de las credenciales de su- 
cesión y de traslación de derechos: Su 
fundamento descansa en la sustitución de 
los tenedores de un derecho a exigirse con 
la acción intentada: Afecta a las forma- 
lidades complementarias de las credencia- 
les de sucesión o de las de traslación de 
bienes. 


Es, en cierto modo, distinta de la capa- 
cidad aun cuando debiera de considerarse 
inseparable de aquella y sólo por la como- 
didad se ha definido como diferente. Res- 
pecto de la personería sólo tiene semejan- 
zas aparentes: En la personería se ges- 
tiona o acciona en nombre del represen- 
tado, mientras en la personalidad, se ges- 
tiona o acciona por sí en virtud de dere- 
chos adquiridos en sucesión o en sustitu- 
ción. 

Por su naturaleza se estima como excep- 
ción dilatoria por que sólo tiende a diferir 
la acción intentada o a una espera para 
mientras se llenan o subsanan las forma- 
lidades o requisitos del título; sin embar- 
go, hay casos en que con esta excepción 
se destruye por completo la acción inten- 
tada, pero esos casos son de dirección di- 
ferencial; Cuando la espera provoca el 
ejercicio de derechos ajenos que hechos 
efectivos, transforman la situación jurídi- 
ca de los litigantes, como en el caso de la 
cesión de derechos y acciones que notifi- 
cada, provoca una compensación, un pago 
o una novación cualesquiera; o en el caso 
de la notificación de comuneros o cohere- 
deros, que éstos hagan uso de su prefe- 
rencia por el tanto. 


== NN == 
LITISPENDENCIA. 


Muchos autores, confundidos, miran en 
esta excepción una identidad completa 
para con la acumulación de autos; miran 
en ambas cosas: identidad en los funda- 
mentos, identidad en los fines y hasta iden- 
tidad en los procedimientos. Esas iden- 
tidades son imaginarias o supuestas y tra- 
tamos precisamente de hacer claridad pa- 
ra dar explicaciones que nos saquen de 
esos errores. : 


Para nosotros, la excepción de litispen- 
dencia tiene para con la acumulación de 
autos: diferencia de fundamentos, diferen- 
cia de fines y hasta diferencia en el pro- 
cedimiento ordinario y sólo se confunde el 
procedimiento extraordinario para cuando 
se propone en cualquier tiempo distinto 
de su período previo a] juicio pleno y por- 
que.en ese entonces se tramita en inciden- 
te o sea en igual forma que la acumula- 
ción, 

En efecto: la litispendencia es una defen- 
sa o medio defensivo que tiende a diferir 
la acción intentada o sea a obtener una 
espera, mientras que la acumulación de 
autos sólo tiende a evitar sentencias con- 
tradictorias. Si bien hay una espera en 
la acumulación, esa espera tiende o se di- 
rige al juicio más tramitado para ajustar- 
lo al trámite del que va mas atrasado y 
con el fin de que una misma sentencia 
comprenda a los dos. 

La litispendencia sobre diferir la acción, 
su tendencia, es precisamente, permitir la 
oportunidad de “La cosa juzgada” y nun- 
ca a esperar dilaciones o trámites de na- 
turaleza alguna, ni menos produce el efec- 
to de la acumulación de autos: Suspende 
la tramitación del juicio para cuando el 
otro se resuelva con sentencia ejecutoria 
que sirva de cosa juzagada. 

La litispendencia puede tener los funda- 
mentos legales que siguen: a) Que en el 
juicio donde se propone haya discución de 
derechos, acciones y obligaciones idénticas 
y entre las mismas personas que ya discu- 
ten en otro juicio las mismas cosas; es de- 
cir, que se funde en el contenido del Ar- 
tículo 118 inciso lo. del Código de Enjui- 
ciamiento Civil y Mercantil: Y, b) Cuan- 
do la sentencia dictada en un juicio, al ser 
ejecutoria, cause o pueda causar la excep- 
ción perentoria de “Cosa Juzgada” en el 
juicio o en que se propone, Inciso lo. del 


PR 
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Artículo 117 del mismo Código citado y 
237 Ley constitutiva del Poder Judicial. 

La verdad es: que el fundamento es uno, 
pues al haber identidad de derechos, obli- 
gaciones y acciones perseguidas, esa misma 
identidad camina hacia la sentencia que 
causa o puede causar cosa juzgada. La 
razón es una y aunque venga de dos pre- 
ceptos procesales dististos en el número o 
lorma de exposición, puesto que su funda- 
mento jurídico es el mismo o al menos se 
llega a las mismas concluciones con cua- 
lesquiera de los dos, a lo estatuido por la 
ley Constitutiva indicada. 


Pero, debe advertirse, no se trata de apli- 
car esos principios porque se considere 
“dividida la continencia”, sino porque de- 
be diferirse una acción para terminarla 
por destrucción al caer sentencia ejecuto- 
ria en el juicio anterior: La litispenden- 
cia es un medio defensivo condicional para 
cuando aparezca la cosa juzgada, mien- 
tras que la acumulación de autos es un 
simple medio de prevención judicial para 
evitarse dos o más sentencias contradic- 
torias e ineficaces por esa razón. 

En resumen: Si la condición y situación 
jurídica de las excepciones dilatorias es 
diferir la acción para cuando se llenen o 
subsanen las formalidades, los requisitos 
indispensables para un juicio formal, la 
litispendencia no puede apartarse de ese 
criterio y fundamento: Su finalidad no es 
acumular los autos sino dar la espera in- 
dispensable para que haya una sentencia 
ejecutoria que cause cosa juzgada y des- 
truya la acción intentada. 

Y finalmente, su procedimiento ordina- 
rio difiere del que corresponde a la acu- 
mulación de autos y sólo tienen semejan- 
za de procedimiento, cuando se propone 
la excepción en cualquier tiempo o fuera 
del período legal de las excepciones, para 
cuando, como la acumulación, se tramita 
en incidente; pero de esta identidad par- 
ticular, no puede deducirse su identidad 
general. Son dos cosas jurídicamente dis- 
tintas en el fundamento, en la finalidad 
y hasta en el procedimiento general. 

Para mayor claridad: La Litispendencia 
SUSPENDE la tramitación del juicio en 
que se propone y éste no puede seguirse 
sino simplemente “espera” su sobresei- 
miento en virtud de cosa juzgada: La acu- 
mulación de autos, manda un juicio a su- 
bordinarse a otro, tanto en sus trámites 
como en la sentencia a proferirse: La li- 
tispendencia procede aún cuando los jui- 


cios se encuentren en diversas instancias, 
mientras la acumulación requiere que am- 
bos se encuentran en una misma instan- 
cia. 


VI 


FALTA DE CUMPLIMIENTO DEL: PLAZO 
O DE LA CONDICION A QUE ESTA SU. 
JETA LA ACCION INTENTADA. 


La tenencia o posesión de un derecho es 
un reflejo inseparable de una obligación 
para alguien; es decir, que la tenencia o 
posesión de un derecho implica que al- 
guien está abligado y que sólo pende la 
efectividad de un acto voluntario para exi- 
gir ej cumplimiento o que la exigibilidad 
tiene motivos legales de suspensión hasta 
cierto tiempo o hasta que se realice cierta 
condición impuesta de antemano. 

Ese es el fundamento de la división de 
los contratos en absolutos y condicionales y 
Cebe agregarse, que también las obliga- 
ciones admiten esa división pues para mu. 
chos casos en que las partes contratantes 
han omitido fijar términos, son las leyes 
quienes los prescriben o finalmente, hay 
un sinnúmero de condiciones suspensivas 
que las mismas leyes prescriben para la 
exigibilidad de los derechos que son re- 
fleio de cbligaciones. 

Si la acción es un medio de hacer efec- 
tivos los derechos mediante la coerción o 
un medio de hacer cumplir las obligaciones 
preestablecidas o finalmente, un medio de 
establecer un derecho o una obligación, es 
innegable que la acción se subordina a la 
exigibilidad £n el tiemvo, que no es más 
que Ja subordinación al plazo o la condición 
a que se encuentra sujeta la exigibilidad 
del derecho o de la obligación perseguidas. 

Hay muchísimos casos en aue las obli- 
gaciones están sujetas a un plazo v sería 
desvirtuar el principio contractual o el 
principio sobre obligaciones, permitir ane 
se ejercitara una acción exigiendo aauello 
que aun no es exigible; el mismo princi- 
pio priva para los casos de condición, sea 
ésta suspensiva en especial o resolutiva en 
lo general, porque Ja primera caracterís- 
tica es la eixgibilidad, pero la segunda es 
regla de esa misma exigibilidad. 

Los contratos. especialmente. todos o ca. 
si todos son a término ya sea éste de pla- 
zo fijo o de condición preestablecida, salvo 
algunos qve sen definitivos como la com- 
praventa, Ja permuta, etc.; otros son mix- 
tos, como la donación; pero, repitiendo, ca. 
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si el resto de contratos es a término, co- 
mo £l mutuo, el comodato, la sociedad, la 
hipoteca, etc. 

Es, precisamente, en el caso de los con- 
tratos donde más se ofrece la Situación 
jurídica de pretender la exigencia antes 
del plazo o de que se realice la condición 
o condiciones impuestas; de aquí nace la 
excepción de “Falta de cumplimiento del 
plazo o de la condición a que se está suje- 
ta la acción intentada”. Y como natural- 
mente el plazo tiene que vencerse o la 
condición qué realizarse, la excepción tie- 
ne que ser dilatoria per dirigirse única y 
exclusivamente a diferir la acción para 
cuando se cumpla el plazo o se realice la 
condición. 

Los plazos son voluntarios o legales, los 
primeros son los que provienen de pactos 
o convenios y se encuentran determinados 
en los contratos; los segundos los fi- 
jan las leyes para cuando las partes los 
hubiesen omitido y para no dejar las obli- 
gaciones a término, con el carácter de inde- 
finidades; y aún mas, hay términos de 
plazo llamados judiciales ¡porque las 
leyes facultan a los jueces para que 
los señalen, ya sea a su prudente ar- 
bitrio o dentro de un límite comprendido 
dentro de un mínimo y un máximo: Esto 
da lugar a la excepción que estudiamos. 

Las condiciones son también voluntarias 
y legales, las voluntarias no ofrecen difi- 
cultad porque siempre se encuentran asen- 
tadas dentro del contenido de los contra- 
tos o simplemente sujetas a preestable. 
cerse dentro de una discusión judicial; las 


'- segundas son casos generales de compagi- 


nación de leyes, que es lo más diflcil de 
establecer y casos concretos de simple 
aplicación de las mismas leyes. 

Ejemplos: Una condición muy concreta 
es la devolución de los objetos dados en 
comodato para determinado servicio: pres. 
tado el servicio preestablecido, concluye 
el contrato y hay derecho de exigir la de- 
volución: Y, una condición muy general 
es la rectificación de medidas de terrenos 
para los asientos del Registro de la Propie- 
dad Inmueble, que se sujeta a los trámites 
de la Ley Agraria y de los Reglamentos de 
Agrimensura. Ambos casos son de la ex- 
cepción que venimos estudiando. 

El segundo ejemplo planteado ha sido 
objeto de múltiples discuciones por cuanto 
hay quienes aseguran que eso corresponde 
a trámites diversos: Cuestiones Judiciales 


por un parte, y cuestiones Administrativas 
por la otra; sin embargo, si nos atenemos 
21 principio general de que las leyes espe- 


ciales privan sobre las generales, la cues-: 


tión queda resuelta y se afirma la proce- 
dencia de la excepción antes indicada. 


En resumen: La excepción de falta de 
cumplimiento del plazo o de la condición 
a que se sujeta la acción intentada, tiene 
su origen y fundamento en la naturaleza 
ae los contratos o de las obligaciones que 
se exigen o pretenden establecer en e] jui- 
cio donde se plantea. Es una excepción 
típicamente dilatoria, puesto que tiende a 
diferir la acción para cuando el plazo se 
cumpla o la condición se realice, 


Debe entenderse que también hay pla- 
zos legales y judiciales y en estos casos, 
también procede la excepción ya porque 
éstos plazos no se han determinado con- 
venientemente, porque no han corrido o la 
exigibilidad no se ha consumado: Y que 
también hay condiciones de carácter legal, 
sobre las muy reconocidas de caráter vo- 
luntario; es decir que hay condiciones le- 
gales y estas son generales o concretas, de 
aplicación simple o de compaginación de 
leyes diversas. 


Esta es una excepción típicamente dila- 
toria porque tiende a diferir la acción in- 
tentada o a otorgar una espera para cuan- 
do se considere vencido un plazo volunta- 
rio, legal o judicial, o se considere realiza- 
da una condición impuesta voluntariamenr- 
te o de naturaleza legal. 


VI 
DEMANDA DEFECTUOSA 


La naturaleza general de los procedi- 
mientos nos manda a las formalidades 
que deben llenarse en los juicios para que 
haya uniformidad en las demandas, que- 
rellas y pedimentos judiciales; todo con 
el fín de que se facilite la información 
inteligente de los jueces y para que h2- 
yan normas reguladoras que impliquen 
un límite a los facultativos: Es cuestión 
de orden y reglamentos. 


Como la demanda acoplada a la contes- 
tación, son las bases fundamentales de to. 
Ca sentencia, pues de ellas se deduce la ac- 
ción intentada o el derecho exigido, así 
como la contra-acción o excepciones que 
se oponen y, sólo. resta al juzgador: com- 
paginar los extremos planteados con las 
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pruebas rendidas para formarse el crite. 


rio jurídico que emita en su fallo, es in- 


discutible que tales peticiones o memoria- 
les se ajusten a una norma especial jurí- 
dica y legalmente establecida para que sir. 
van o llenen su condición especialísima. 

Tratándose de la excepción dilatoria de 
demanda defectuosa, nos apartamos de la 
contestación de la demanda, encaminando 
el estudio sólo a las formalidades y requi- 
sitos de ella, pero hacemos una adverten- 
cia: Que la contestación de demanda, cuan- 
do implique no sólo oposición de excepcio. 
nes, sino réplica de hechos y derechos ale- 
gado, o contrademanda, debe sujetarse a 
las mismas consideraciones de la deman- 
da, ya que las leyes también ordenan que 
se ajuste a Jas mismas formalidades. 

De conformidad con el artículo 81 del 
Código de Enjuiciamiento Civil y Mercan- 
til, todo escrito de primera solicitud debe 
ccntener: Designación del Juez o Tribuna] 
a quien se dirige: Individualización del so. 
licitante o sea su nombre, generales, vecin- 
dad y domicilio: Individualización posible 
del demandado o persona contra quien se 
pide: Firmas legibles del solicitante u otra 
persona a su ruego cuando no sabe firmar: 
Firma del Abogado Director en asuntos de 
mayor cuantía o de juicios extraordinarios: 
Lugar y fecha en que se suscribe la peti. 
ción, etc. 

De conformidad con la misma ley citada 
y para mayor abundancia en lo relativo 
a demandas, se exige: Fijar en las deman- 
das, con claridad y precisión lo que se pide: 
Exposición de los hechos sujetos a prue- 
bas que se van a rendir, dentro o fuera 
del Territorio de la República, según los 
casos y los fundamentos de Derecho. Esto 
conforme Artículo 229 Código de Enjuicia- 
miento Civil y Mercantil. 

Respecto a las pruebas que se ofrecen, 
el Artículo 230 del mismo Código, prescri- 
be: Que se acompañen los documentos en 
que se funde el Derecho a exigirse o en ca. 
so de no tenerlos, fijar con la mayor in- 
dividualidad posible, lo que de ellos resulte 
y donde se encuentran originales o sus co. 
pias auténticas. 

Lo anterior nos demuestra que hay nor- 
mas que regulan el contenido general de 
toda demanda y hasta, en cierto grado, el 
orden en que deben exponerse los funda- 
mentos básicos o hechos y los formalmen.. 
te reconocidos por las Instituciones, o sean 
los fundamentos de derecho y concluirse 
con la PETICION que es la base definitiva 
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de la voluntad puesta en evidencia ante los. 
Tribunales y para que sea justificada o 
desechada oportunamente. 

Toda demanda carente de los requisitos 
o formalidades apuntadas, tiene que estar 
fuera de la ley y eso es lo que le dá el ca- 
lificativo de “Defectuosa”; sin embargo, 
debe considerarse el defecto en sus dos 
extremos lógicos: De defecto sustancial 
que pueda afectar los principios fundamen- 
tales que informan la base de las normas 
ppuntadas: O, de defecto subsanable que, 
sobre no afectar esos principios y pueda 
en adelante del juicio, sin dervirtuar las 
leyes, ser llenado por las partes. 

Los defectos sustanciales, son precisa. 
mente los que tienden a evitar la excepción 
diatoria antes relacionada y con el fin de 
no dar curso al juicio pleno que puede re- 
sultar baldío o ineficaz por falta de bases 
sólidas para fundamentar un fallo inamo- 
vible y jurídicamente aceptable y porque, 
esos defectos sólo puedan subsanarse con 
NUEVA demanda que llene los requisitos y 
formalidades legalmente requeridos. 

Por ejemplo, una demanda sin pedimen. 
to, sin exposición de hechos, sin designación 
de demandante o de demandado, sin fun- 
damentos de Derecho o sin proposición de 
pruebas; es decir, sin todos o cualesquie- 
ra de esos requisitos, no sería demanda 
en el sentido lógico ni menos en el senti. 
do jurídico: Daría lugar a la procedencia 
de la excepción indicada. 

Una demanda sin fecha, sin generales 
del demandante, sin lugar, sin designar el 
Juez a quien se dirige, etc., no puede con- 
siderarse defectuoso, porque tales extre- 
mos pueden subsanarse ya sea por insi. 
nuación judicial al ser rechazada por la 
propia Secretaría del Tribunal o por auto 
o providencia en que el Juez usando de la 
facultad de “Enmendar los defectos y omi- 
siones de las partes”, mande que se subSa- 
nen las omisiones: Esto no puede dar lu. 
gar a la excepción antes dicha, salvo casos 
justificados de falta de cumplimiento de 
los deberes reglamentarios de la Secreta. 
ría o del Propio Juez o Tribunal. 

Se requiere, pues, que la falta de requi- 
sitos o formaidades de la demanda afecten 
el fondo o la forma sustancial, para que 
la excepción sea procedente; en una pa- 
labra, que no haya oportunidad ni otra 
forma legalmente aceptable de subsanar 
las omisiones y que éstas sean de tal na. 
turaleza, que sea imposible informarse del 
derecho que se va a declarar en la senten-* 
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cia que indefectiblemente tiene que poner 
fin a la controversia que se propone o pre- 
tende proponer. 


En resumen: Toda demanda debe ajus. 
tarse a los requisitos y formalidades que 
las leyes prescriben: Esos requisitos o for- 
malidades sustanciales o son subsanables 
sin afección de los principios legales: Si 
son sustanciales, hay demanda defectuo- 
sa y si son subsanables sin afección de los 
princivios, no la hay: Si son sustanciales, 
la demanda defectuosa informa la excep- 
ción dilatoria respectiva que tiende a dife- 
rir la acción para cuando tal demanda 
sea requisitada y formalizada en ley. 


VIII 
DIVISION, ORDEN Y EXCUSION 


Del tratado de la Fianza en el Código Ci- 
vil, se deduce: Que los fiadores son sim- 
ples y solidarios o mancomunados con res- 
respecto del deudor: Que la fienza simple 
sólo es sustitución de deudor, para los ca- 
sos en que éste no pueda cumplir sus obli- 
gaciones: Que hay dos clases de beneficios 
legalmente reconocidos, los que correspon- 
den a toda clase de fiadores como la ex. 
tinción de la fianza o caducidad y la re- 
petición: Y, finalmente, que además de 
esos beneficios, los fiadores simples gozan 
de los de orden, excusión y división. 

El beneficio de orden tiene su fundamen- 
te en el principio que sigue: “Toda pres- 
tación debe exigirse primeramente al obli- 
gado principal, mientras tanto, no puede 
pedirse de él o los fiadores.” Tal principio 
jurídico asienta la condición “mientras 
tanto”, lo que indica con claridad que el 
orden para cobrar o exigir una obligación 
preestablecida es: primero al deudor prin- 
cipal y en segundo término, al fiador si el 
principal no puede cumplir. 

El beneficio de excusión se funda en el 
principio a seguir: “No hay exigibilidad 
contra: él o los fiadores, mientras no se 
justifique la imposibilidad económica oO 
materia] de el o los deudores. El deudor 
excluye al fiador en igualdad de circuns- 
tancias”. Este principio implica también 
una condición “mientras no se justifique”, 
es decir que, como cuestión condicional 
no puede exigirse o pedirse a los fiadores 
hasta tanto no se encuentre justificada 
la condición y calificada de efectiva o con- 
venientemente realizada. 

Y, finalmente, el beneficio de división se 
funda en el principio: “Habiendo varios fia” 
dores las obligaciones, en sustitución, co- 


rresponden a todos; no hay sustitución to- 
tal en cada fiador, se entiende mancomu- 
nada”. Hay un imperativo en este principio 
a él debe subordinarse toda cuestión sobre 
el particular, a manera de que si existe la 
condición de “varios fiadores” y la otra de 
que sean simples, se entiende que cada uno 
se ha obligado en parte, nunca por el todo. 

Siguiendo esos principios, en toda acción 
enderezada contra uno o varios fiadores, 
debe justificarse previamente que se han 
“llenado las condiciones” requeridas para 
los dos primeros casos o enderezarse la ac- 
ación contra uno sólo o contra todos los 
fiadores, al haber varios, pero por el tan- 
to que se obligaron o por la parte propor- 
cional que del cumplimiento de la obliga- 
ción les puediera tocar. 

Es indiscutible, pues, que la justificación 
o la ponderación de los extremos “condi- 
cionales” apuntados, implica una contra- 
acción y que tiende a diferir la acción in- 
tentada para cuando las condiciones se 
hayan realizado o para cuando se justifi- 
que proceder en regla, o al final, para 
cuando se enderece la acción dentro de 
los principios jurídicos apuntados. 

El fundamento legal de estas excepcio- 
nes se encuentra con toda claridad por los 
artículos 2,225 inciso 1o., 2.226 y 2.227 (321 
Decreto 272) del Código Civil 322 y 323 
Decreto 212. 


IX 
FIANZA DE ESTAR A DERECHO 


Una pretensión de derecho que se for- 
malice en una demanda cualesquiera, pue- 
de irrogar daños y perjuicios a la parte 
perseguida o demandada y esos daños y 
perjuicios pueden ser de carácter irrepa- 
rable si las leyes no facultan una garan- 
tía en determinados casos; así, tanto. la 
ley de extranjería como el Código de. En- 
juiciamiento Civil y Mercantil, establecen 
una fianza que, de no prestarse, suspende 
e] juicio para cuando tal condición jurídi- 
ca se llene. 

Esta es una limitación de los derechos y 
como tal, solo corresponde a los extran- 
jeros o a lcs transeuntes puesto que lcs 
guatemaltecos domiciliados por lo menos 
están fijos en un lugar para hacerles efec- 
tivas las responsabilidades que pudieran 
adquirir con un juicio baldío, juicio perdi- 
do o juicio abandonado: Están expeditos 
para continuar el propio juicio hasta su 
terminación. 
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Es exigible a toda clase de extranjeros, 
domiciliados o no, siempre que la acción 
sea enderezada por éstos en contra de un 
guatemalteco y que no recaiga sobre hacer 
efectivos derechos provenientes de asun- 
tos de puro comercio; aun los extranjeros 
de esa clase están exentos de ella, cuando 
justifican que en el país de su nacionali- 
dad no se exige a los guatemaltecos esa 
previa formalidad. 

Como la tendencia es buscar reciproci- 
dad en el tratamiento de los extranjeros 
ya sea de aquéllos aquí en Guatemala o 
de los guatemaltecos allá en el exterior, la 
fianza tampoco es exigible entre extranje- 
rOS, ya que estos quedan bajo las mismas 
consideraciones dentro de sí; esta conside- 
deración es igual para el caso de los tran- 
seuntes en cuanto resulten ambos con la 
misma situación y si no hacen uso del ar- 
tículo de competencia. 

Algunos opinan que para la efectividad 
de la fianza de estar a derecho se requie- 
ren dos condiciones: Ser extranjero y Ser 
transeunte; esto no es cierto, tales condi- 
ciones son alternativas y no conjuntas. 
Los guatemaltecos a] tenor del Artículo 
48 del Código Civil son transeuntes cuan- 
do teniendo su domicilio fijo en un lugar, 
accidentalmente se encuentran en otro si 
en éste pertenden alguna acción se obli- 
gan a prestar la fianza: Por ello es que 
también se denomina “Arraigo personal”. 

Empero, la fianza de estar a derecho, en 
este aspecto de “Arraigo personal” no dehe 
confundirse con el “Arraigo simple”, por- 
que éste último es derecho del demandan- 
te y el anterior es derecho del demandado; 
el primero es excepción dilatoria, mientras 
el otro es diligencia precautoria; el pri- 
mero tiende a una garantía sobre indem- 
nización y el segundo solamente a la per- 
manencia personal o fincar una represen- 
tación para seguir los trámites del juicio. 

Siendo la fianza una garantía que debe 
prestarse a condición, debe justificarse y 
tiende a diferir la acción para cuando se 
preste: Por ello se denomina excepción di- 
latoria. El monto a garantizarse es cues- 
tión que corresponde al Juez para deter- 
minarlo, no se trata del monto total de la 
acción intentada, sino del monto posible 
del lucro cesante, del daño emergente o de 
ambos a la yez, 

Habida la condición, como dilatoria, pro- 
cede en todos los juicios ordinarios o ple- 
rarios, pero no en todos los procedimientos 
ejecutivos; en efecto, en los ejecutivos 


siempre se procede con títulos provenien- 
tes de sentencias ejecutorias o de docu- 
mentos auténticos o públicos, en tal caso 
aEbe considerarse: lo.) Que las senten- 
cias provengan de juicios seguidos en los 
Tribunales de la República o que los docu- 
mentos se hayan autorizado dentro del te- 
rritorio nacional y con las formalidades 
respectivas: Y, 20.) Que las sentencias 
vengan de Tribunales extranjeros o que 
los documentos se hayan autorizado fuera 
del territorio nacional. 

En la primera consideración sería ma- 
nifiestamente injusta la fianza de estar 
a. derecho puesto que hubo la oportunidad 
de exigirla dentro de la discusión formal 
o en los documentos se renunció expresa- 
mente o tácitamente a tales privilegios. 
Pero estos casos deben tomarse en cuenta 
sólo en lo relativo a extranjeros, domici- 
liados o transeuntes, para los guatemalte- 
cos transeuntes debe estarse a la jurisdic- 
ción proyrogada sea ésta por renuncia ex- 
presa del domicilio o por prórroga de ju- 
risdicción en forma tácita. 

En la segunda consideración, queda 
comprendida perfectamente la fianza de 
estar a derecho ya sea por la falta de opor- 
tunidad para exigirla, ya por falta de ma- 
bifestación de la voluntad o finalmente, 
por no existir justificación de prórroga de 
jurisdicción: En esta forma es procedente 
la excepción. 

En resumen: De conformidad con el 
Artículo 240 del Código de Enjuiciamiento 
Civil y Mercantil, a los extranjeros o tran- 
seuntes se exige la fianza de estar a dere- 
cho o el arraigo personal, según el caso 
para los guatemaltecos: Esta fianza no 
pbrocede entre extranjeros ni para cuando 
éstos justifican que tal privilegio no existe 
para ellos en su país de origen y con res- 
pecto de los guatemaltecos, en asuntos de 
puro comercio. ni en los procedimientos 
ejecutivos cuyo título sea una sentencia 
caída en juicio plenario seguido aquí o un 
documento autorizado dentro del territo- 
rio nacional. 

Y, es una excepción dilatoria porque só- 
lo tiende a diferir la acción para cuando 
sea prestada la garantía de indemniza- 
ción de los daños y perjuicios que pudie- 
ran irrogarse con una demanda peregrina 
o baldía: No sólo se exige a los extranje- 
ros, sino también a los guatemaltecos, 
cuando por su condición llegan a califi- 
carse de transeuntes. 
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SECCION JUDICIAL 


RESOLUCIONES DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA 


CIViL 


JUICIO ORDINARIO contra Pascual Duar- 
te y doña Enriqueta Pinto viuda de 
Duarte. 


DOCTRINA: Para que la prescripción se 
interrumpa es necesario que la persona 
a cuyo favor corre, reconozca de una 
manera expresa, de palabra o por escri- 
o tácitamente por hechos indudables, el 
derecho de la persona contra quien pres- 
cribe. 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
diecisiete de Julio de mil novecientos 
treinta y nueve. 


Vista en virtud de recurso de casación 
la sentencia proferida por la Sala Tercera 
de la Corte de Apelaciones, con fecha del 
veintidós de abril del año próximo pasado, 
en el juicio ordinario seguido sobre las 
cuestiones de que en seguida se hará refe- 
rencia, bajo la dirección del Licenciado H. 
Abraham Cabrera, por don Pascual Duar- 
te, contra doña Enriqueta Pinto viuda de 
Duarte, que actúa con el auxilio del Li- 
cenciado Filadelfo Salazar. El recurso fué 
interpuesto por el actor citando como in- 
fringidos los artículos 1069 inciso 3o0., 1075, 
1043 del Código Civil contenido en el De- 
creto Legislativo número 1932; 1935, frac- 
ción primera, 1422, 1902, 2369 del Código 
Civil de 1877; 259, 282, 364 del Código de 
Enjuiciamiento Civil y Mercantil; y 227 de 
la Ley Constitutiva del Poder Judicial. 


RESULTANDO: 


Que el cuatro de Febrero del año de mil 
novecientos treinta y siete, don Pascual 
Duarte se presentó ante el Juez Tercero 
de Primera Instancia de este Departamen- 
to, exponiendo: a) que don Ernesto Duar- 
te lo instituyó heredero universal en tes- 
tamento autorizado por el Notario Fila- 
delfo Salazar en esta ciudad, el catorce de 
Abril de mil novecientos veintiséis; b) que 
abierto el correspondiente juicio de suce- 
sión y practicado el inventario repectivo 
por el propio Notario Salazar, doña Enri- 
queta Pinto Hernández, 


en concepto de: 


viuda ldel causante con derecho a ganan- 
ciales, lo aceptó y convino en los precios 
que se dieron a cada uno de los bienes de 
la mortual; c) que en escritura autoriza- 
da bajo el número doscientos sesenticinco 
por el Notario Manuel María Rivera, en 
esta capital, el veintiocho de Noviembre 
de mil novecientos treinta y uno, de co- 
mún acuerdo, ambos hicieron la división 
de los bienes, y como resultado, en su ca- 
rácter de heredero, le fué adjuidicada la 
finca “Tesalia”, inscrita bajo el número 
ochenta y uno (81), folio ciento cincuenta 
y nueve (159) del Libro ochentisiete (87) 
antiguo, y además, con el objeto de evitar 
toda clase de pleitos y reclamaciones pos- 
teriores a la liquidación, división y adjudi- 
cación de bienes, la una, por su parte de 
gananciales y el otro, en concepto de here- 
dero, declararon que se habían partido en- 
tre sí los dineros, semovientes, créditos, 
objetos y valores, de todo lo cual cada uno 
estaba en posesión y disfrute de su par- 
te, y en su consecuencia, se otorgaron com- 
pleto y total finiquito por cuanto aorres- 
pondía a los bienes referidos, así como a 
las cuentas, manejo y administración de 
los mismos durante el tiempo en que los 
poseyeron de modo proindiviso; d) que no 
obstante que en escritura: autorizada bajo 
el número doscientos sesentiséis por el 
Notario Manvel María Rivera, el vein- 
tiocho de Noviembre de mil novecientos 
treinta y uno, se hizo constar que por el 
precio ya pagado de ocho mil quinientos 
sesenta y ocho pesos doce centavos oro 
americano, cedió a doña Enriqueta Pinto 
viuda de Duarte, un crédito hipotecario 
por diez mil pesos oro americano consti- 
tuído sobre la finca rústica número vein- 
titrés mil cincuenta y nueve (23059), fo- 
lio doscientos cuarentidós (242) del Libro 
doscientos veintiséis (226) de Guatemala, 
no recibió el precio de esa cesión ni antes 
ni después de ser firmada dicha escritu- 
ra; e) que a pesar de este antecedente, la 
señora Pinto viuda de Duarte, percibió en 
pago de este crédito diez mii setecientos 
treinta pesos oro americano con ocho 
centavos y lo canceló en escritura autori- 
zada, el veinticinco de marzo de mil nove- 
cientos treintitrés por el Notario Alejan- 


264 


GAFETA DE LOS TRIBUNALES 


dro Arenales; f) que en escritura autori- 
Zada por el Notario Manuel María Rivera, 
bajo el número doscientos sesenta y siete, 
a veintiocho de Noviembre de mil nove- 
cientos treinta y uno, celebró con la se- 
ñora Pinto viuda Duarte un contrato de 
mutuo con garantía hipotecaria constitui- 
da sobre la finca denominada “Tesalia”, 
de que ya se hizo referencia, por la suma 
de diez mil trescientos seis pesos oro ame- 
ricano, incluyendo en la garantía todo el 
ganado de crianza y de engorde que en 
ella existía; que en tal escritura se hizo 
constar que había recibido a su entera sa- 
tisfacción la susodicha cantidad; pero ese 
(préstamo fué ficticio porque no recibió 
ninguna cantidad de dicha señora; g) que 
ro obstante la falsedad del mutuo a que 
dicha escritura se contrajo, la señora Pin- 
to viuda de Duarte entabló contra él una 
ejecución por capital, intereses y costas, 
el veintiséis de Abril de mil novecientos 
treinta y cuatro; logró, por una parte, la 
intervención de la finca hipotecada con 
inclusión, de cuarenta y tres vacas paridas, 
veinticuatro horras, noventa y un novillos, 
veintiuna novillas, cinco toros, tres bueyes, 
seis toretes, once caballos de silla, cinco 
carañones dos yeguas paridas ocho ye- 
guas horras, seis mulas, dos mulos, una 
potranca y un potro, más todos los mue- 
bles, útiles y enseres que se detallaron en 
el inventario respectivo: y por la otra, la 
adjudicación de la finca mediante escritu- 
ra otorgada en su rebeldía y autorizada 
por su Abogado director, el Licenciado Fi- 
ladelfo Salazar, a veintitrés de mayo de 
mil novecientos treinta y cinco. Y funda- 
da en tales hechos, en las razones de de- 
recho que adujo a continuación y en los 
documentos de que en seguida se hará de- 
tallada relación, demandó de la señora 
Pinto viuda de Duarte las siguientes de- 
claraciones: lo. que es falsa la causa del 
contrato de cesión de crédito que consta 
en la escritura mencionada en el párrafo 
0d); 20. que es nula dicha escritura; 30. 
que es legítimo propietario del crédito cu- 
ya cesión se hizo constar en esa escritu- 
ra; 40. que, en consecuencia, doña Enri- 
queta Pinta v. de Duarte debe restituirle 
dentro de tercero día, diez mil setecientos 
treinta pesos oro americano con ocho cen- 
tayos que recibió en pago del propio cré- 
dito de la casa Bancaria Schlubach Sapper 
y Compañía, en liquidación, más dos mil 
doscientos cincuenta y tres con treinta y 
dos centavos oro americano por intereses 
hasta el ocho de noviembre de mil nove- 
cientos treinta y cinco, y ochocientos cua- 


tro con setenta y seis centavos oro ameri- 
cano, hasta el ocho de Febrero del año 
de mil novecientos treinta y siete, por in- 
tereses legales correspondientes desde el 
veinticinco de marzo de mil noyecientos 
treinta y tres, fecha en que Se otorgó la 
cancelación, más los intereses que siguie- 
ran devengando hasta la efectiva devolu- 
ción del dinero valor del crédito; 50. que 
es falsa la causa del contrato de mutuo 
con hipoteca de la finca “Tesalia”, men- 
cionado en el párrafo f); 60. que es nula 
la escritura en que consta ese contrato; 
7o. que los dos contratos, esto es, el de ce- 
sión de crédito y el de mutuo, son inexis- 
tentes porque la causa es ficticia; 80. que 
es nulo todo lo actuado en el juicio eje- 
cutivo que siguió contra él la señora viuda 
de Duarte por ser falso el contrato de mu- 
tuo que sirvió de fundamento a la ejecu- 
ción; 9o. que, en consecuencia, es nulo di- 
cho juicio ejecutivo, nulo el remate de la 
finca “Tesalia”, efectuado el veinte de 
junio de mil novecientos treinta y cuatro, 
nulo el auto en que fué aprobado dicho 
remate con fecha once de agosto del mis- 
mo año y nula la escritura traslativa de 
propiedad de la finca “Tesalia”, que otor- 
gó en su rebeldía el Juez Tercero de Pri- 
mera Instancia de este Departamento, que 
autorizó el Licenciado Filadelfo Salazar en 
su carácter de Notario, a veintitrés de 
mayo de mil novecientos treinta y cinco, 
y se registró bajo el número ochenta y 
uno, (81) folio ciento cincuenta y nueve 
(159) del Libro sesenta y siete (67) Anti- 
guo; 100. que debe cancelarse en el Regis- 
tro de la Propiedad Inmueble, la inscrip- 
ción hipotecaria que se hizo a favor de la 
señora viuda de Duarte sobre la finca men- 
cionada; 110. que debe cancelarse la ins- 
cripción de dominio que se hizo a favor de 
ella de la misma finca; 120. que el propio 
inmueble es de su legítima propiedad; 130. 
que la señora viuda de Duarte, por consi- 
guiente, debe restituirle dentro de tercero 
día, la posesión de la finca susodicha, con 
todos los muebles, enseres, útiles y semo- 
vientes que se detallaron en las actas ju- 
diciales levantadas el cuatro y el seis de 
mayo de mil novecientos treinta y cuatro, 
por el Juez de Paz de Santa Lucía Cotzu- 
malguapa, departamento de Escuintla; 
140. que la demandada debe restituirle, en 
el perentorio término de tres días, todos 
los frutos y productos de la expresada fin- 
ca, con sus respectivos intereses; 150. que 
debe pagarle las costas del juicio lo mismo 
cue los daños y perjuicios ocasionados por 
su temeridad y mala fé. 
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RESULTANDO: 


Que el Licenciado Filadelfo Salazar, en 
concepto de apoderado de doña Enriqueta 
Pinto viuda de Duarte, eyacuando la au- 
diencia que se le dió a ésta de la deman- 
da: primero, afirmó los siguientes hechos: 
a) que don Ernesto Duarte, difunto espo- 
so de su poderdante, falleció en esta ca- 
pital, el veintiséis de Noviembre de mil 
novecientos veintiséis, bajo disposición 
testamentaria autorizada por él, en su ca- 
rácter de Notario, disposición en la cual re- 
conoció que la mitad de sus bienes corres- 
pondían a su esposa en concepto de ga- 
nanciales, instituyó heredero al demandan- 
te, y declaró que las casas y mausoleo del 
Cementerio General de esta ciudad eran 
de la propiedad exclusiva de su cónyuge, 
pues al efecto le donaba la parte que por 
tales bienes le correspondía como ganan- 
ciales; b) que don Pascual Duarte, como 
antes de la muerte del causante, princi- 
pio a tomar ingerencia en los negocios y 
a disponer de los fondos depositados en la 
casa Bancaria Rosenthal e Hijos, a saber: 
el veinticinco de Noviembre de mil nove- 
cientos veintiséis, sacó del depósito cin- 
cuenta mil pesos y al siguiente, del falleci- 
miento del causante, cobró un cheque de 
quince mil dólares y otro de seiscientos 
mil pesos, y de dichas sumas, depositó diez 
mil dólares donde A. Peyré y Compañía 
y con el resto de quince mil dólares se hi- 
zo abrir una cuenta corriente en el Banco 
Colombiano; que en pocos días dispuso has- 
ta de treinta y dos mil setecientos treinta 
y un quetzales, cuarenticinco centavos, 
sorprendiendo la buena fé de la señora 
de Duarte, con manifiesto abuso de con- 
fianza; c) que además tomó posesión de 
las fincas “San Rafael” y “Tesalia”, y prin- 
cipió a vender el ganado gordo y a comprar 
flaco, sin el consentimiento de la señora 
de Duarte, y como consecuencia de todas 
esas irregularidades, vino e] rompimiento 
de relaciones entre el demandante y su 
señora tía política; d) que al cabo de cin- 
co años de gestionar en vano para que el 
actor rindiera cuentas de todo lo que ha- 
bía tomado indebidamente, la señora Duar- 
te resolvió aceptar una transacción, con 
el objeto de evitarles mayores gastos y di- 
ficultades; e) que en vía de transacción 
convino la demandada con el actor en re- 
cibir como suma total de lo que correspon- 
día, la cantidad de veinte mil doscientos 
ochenta y cinco quetzales con cincuenta 
y seis centavos, y como consecuencia de 
esa transacción, ambas partes subscribie- 
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ron las tres escrituras autorizadas por el 
Notario Manuel María Rivera bajo los nú- 
meros doscientos sesenta y cinco, doscien- 
tos sesenta y seis y doscientos sesenta y 
siete, el veintiocho de noviembre de mil no- 
vecientos treinta y uno; f) que como el 
demandante no pagó a la señora de Duar- 
te los diez mil trescientos seis dólares que 
reconoció adeudarle en la tercera de di- 
chas escrituras, procedió a ejecutarlo ju- 
dicialmente; g) que entonces el señor 
Duarte solicitó la intervención de la Se- 
cretaría de Estado en el Despacho de Go- 
bernación y Justicia, a efecto de lograr 
una prórroga de su acreedora y con ese 
fín presentó dos memoriales fechados, el 
trece y veintisiete de junio de mil nove- 
cientos treinta y cuatro; h) que como sus 
gestiones en el orden administrativo no 
le dieron resultado, con el auxilio del Li- 
cenciado Alejandro Ch. Suazo, articuló po- 
siciones a la ejecutante y el diez y ocho 
de Septiembre del mismo año, entabló una 
demanda a efecto de que se declarara la 
nulidad por error y dolo de las escritu- 
ras números doscientos sesenta y seis y 
doscientos sesenta y siete, autorizadas por 
el Notario Rivera y del juicio ejecutivo 
que entabló la demandada con fundamen- 
to en la segunda de ellas, demanda de la 
que fué absuelta ésta en sentencia de doce 
de Febrero de mil novecientos treinta y 
cinco, que confirmó la Sala Tercera de la 
Corte de Apelaciones, en veintiocho de Ma- 
yo del mismo año y quedó firme por ha- 
berse desestimado en la audiencia del vein- 
tiocho de Agosto siguiente, el recurso de 
casación que contra ella interpuso el señor 
Duarte; e i) que aunque redactada en una 
forma distinta, la demanda de que fué 
absuelta su poderdante, era exactamente 
igual a la que dió origen al juicio de que 
ahora se trata; segundo, con tales funda- 
mentos, interpuso las excepciones de cosa 
juzgada y de prescripción, alegando por 
una parte, que habían transcurrido más 
de cuatro años desde que se otorgaron las 
dos escrituras públicas cuya nulidad se de- 
mandaba y por la otra, que en cuanto al 
juicio ejecutivo, “la acción para entablar 
el ordinario estaba prescrita, al tenor de 
lo dispuesto por el artículo 882 del Código 
ce Enjuiciamiento Civil y Mercantil”; ter- 
cero, negó la demanda; y cuarto, ofreció 
como prueba: a) el juicio ordinario de 
que se hizo mérito; b) la sentencia en que 
éste Tribunal desestimó el recurso de casa- 
ción que interpuso el demandante contra 
la ejecutoria que recayó en ese juicio; c) 
las escrituras que el actor acompañó a su 
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demanda; y d) las posiciones que absol- 
vió don Pascual Duarte y de las que a con- 
tinuación se hará referencia. 


RESULTANDO: 


Que durante el término correspondiente, 
a solicitud del acter, se recibieron las si- 
guientes pruebas: Primero, los documen- 
tos que acompañó a su demanda, que con- 
sisten: a) en el segundo testimonio del 
testamento otorgado por don Ernesto 
Duarte, en esta capital, a las diez de la ma- 
ñana, del catorce de Abril de mil novecien- 
tos veintiséis, ante el Notario Filadelfo 
Salazar, en el que constan los hechos que 
respecto a él, se afirmaron, tanto en la 
demanda, como en la contestación; b) co- 
pia certificada del auto en que el Juez 
Primero de Primera Instancia de este de- 
partamento, con fecha veintitrés de di- 
ciembre del año indicado, tuvo por herede- 
ro y legatarios a los intituidos en dicho 
testamento; c) copia certificada del in- 
ventario extrajudicial de los bienes corres- 
pondientes a la sucesión de don Ernesto 
Duarte, practicado por el Notario Filadel- 


fo Salazar, el veinticuatro de marzo de mil 


novecientos veintisiete. Los bienes com- 
prendidos en dicho inventario consistieron 
exclusivamente en la casa número tres de 
la Cuarta Calle Poniente de esta ciudad 
(Guatemala), valorada en la cantidad de 
siete mil quetzales, e inscrita bajo e] nú- 
mero noventisiete (97), folio ciento no- 
venta y nueve (199), del libro sesenta y 
seis (66) antiguo; las fincas “San Rafael” 
y “Tesalia”, ubicadas en las jurisdicciones 
municipales de Masagua y de Santa Lucía 
Cotzumalguapa, e inscritas bajo los nú- 
meros trescientos catorce (314), folio cin- 
cuenta y cuatro (54) del Libro séptimo 
(70.) de Escuintla, y ochenta y uno (81), 
folio ciento cincuenta y nueve (159) del 
Libro cincuenta y seis (56) antiguo, res- 
pectivamente, que por su orden fueron jus- 
tipreciadas en nueve mil y en diez y ocho 
mil quetzales; en los semovientes que exis- 
tían en ambas fincas, una cama, un amue- 
blado de dormitorio, un reloj, el mausoleo 
número catorce, cuadro noveno del Ce- 
menterio General de Guatemala, y un 
crédito hipotecario por sesenta y nueve mil 
quetzales a cargo de Rafael Rodezno. El 
valor de todos los bienes enunciados, des- 
contando el pasivo que ascendió a quinien- 
tos sesenta y siete quetzales con diez y siete 
centavos, produjo un haber líquido de cien- 
to ocho mil novecientos doce quetzales con 
cchenta y tres centavos; d) el segundo tes- 


timonio de la escritura número doscientos 
treinta y nueve, autorizada por el Notario 
Manuel María Rivera, el veintisiete de Oc- 
tubre de mil novecientos veintiocho, en la 
cual consta que el señor Fernando Van der 
Henst, en concepto de apoderado del señor 
Juan Florencio Calderón, recibió a mutuo 
de don Pascual Duarte, diez mil quetzales, 
cuyo pago garantizó con hipoteca consti- 
tuida sobre las fincas que pasaron a formar 
la número veintitrés mil cincuenta y nue- 
ye que aparece inscrita al folio doscien- 
tos cuarenta y dos del libro doscientos vein- 
tiséis de Guatemala. En dicho testimonio 
mediante una razón puesta por el Regis- 
trador General de la Propiedad Inmueble, 
consta que tal hipoteca fué cedida a doña 
Enriqueta Pinto v. de Duarte, quien la 
canceló totalmente el diez y siete de Abril 
de mil novecientos treinta y tres; e) el 
primer testimonio de otra escritura auto- 
rizada el veintiocho de Noviembre de mil 
novecientos treinta y uno por el Notario 
don Manuel María Rivera, en la cual otor- 
garon doña Enriqueta Pinto viuda de 
Duarte y don Pascual Duarte: que a con- 
secuencia de la sucesión hereditaria de 
don Ernesto Duarte, poseían proindivisa- 
mente las ya mencionadas fincas “San 
Rafael” y “Tesalia”, que estimaban respec- 
tivamente en las sumas de nueve mil y diez 
y ocho mil quetzales; que con el deseo de 
poner fín a dicha proindivisión, se adjudi- 
caban recíprocamente tales fincas, libres 
de todo gravamen, como sigue: la denomi- 
nada “San Rafael” a la señora viuda de 
Duarte, y la nombrada “Tesalia”, a don 
Pascual Duarte; que la diferencia de nue- 
ve mil pesos oro americano dentro del va- 
lor de una y otra finca,la tenía recibida en 
efectivo la señora Pinto viuda de Duarte, 
y respecto de ella, le otorgaba eficaz y to- 
tal carta de pago a don Pascual Duarte; 


que de común acuerdo se habían partido 


entre ellos los dineros, semovientes, crédi- 
tos y demás bienes, objetos y valores habi- 
dos por ellos de don Ernesto Duarte, la 
una por su parte de gananciales y el otro 
como heredero de entera. conformidad con 
el testamento respectivo y que cada cual 
había recibido y estaba en posesión y dis- 
frute de lo que le correspondía por ese mo- 


«tivo; que en ese concepto, al aceptar lo 


antes puesto, se otorgaban entre sí, de mo- 
do recíproco, completo y total finiquito por 
todo lo que se refería a los bienes, dere- 
chos y acciones correspondientes a la su- 
cesión de don Ernesto Duarte y a las cuen- 
tas, manejo y administración de tales bie- 


nes durante el tiempo en que los poseye- 
ron proindivisamente, no quedándoles en- 
tre sí derecho, acción o reclamo alguno, y 
si en lo venidero les llegase a aparecer al- 
guno, lo renunciaban desde luego en fayor 
de la parte responsable, obligándose al 
efecto con pacto de no pedir; f) escritura 
del veintiocho de Noviembre de mil nove- 
cientos treinta y uno, autorizada por el 
Notario Manuel María Rivera, bajo el nú- 
mero doscientos sesenta y seis, en la cual 
aparece que por el precio ya pagado de 
ocho mil quinientos setenta y ocho pesos 
con doce centavos, oro americano, don Pas- 
cual Duarte cedió a doña Enriqueta Pinto 
viuda de Duarte, el crédito hipotecario 
constituido a cargo de don Juan Florencio 
Calderón, de que ya se hizo mérito, cuyo 
saldo ascendía a la suma indicada en la 
fecha de la cesión, con la advertencia de 
que las fincas hipotecadas, que formaban 
un solo cuerpo y que fueron posteriormen- 
te unificadas bajo el número de que se 
hizo referencia, habían pasado a ser de la 
propiedad de los señores Schlubach Sapper 
y Cía. por escritura otorgada ante el No- 
tario Alejandro Arenales; g) escritura nú- 
mero doscientos sesenta y siete (267), au- 
'torizada por el susodicho Notario Manuel 
María Rivera, el veintiocho de noviembre 
de mil novecientos treinta y uno, en la 
cual don Pascual Duarte otorgó que ha- 
biendo recibido a mutuo y a su entera Sa- 
tisfacción de doña Enriqueta Pinto viuda 
de Duarte, diez mil trescientos Seis pesos 
cro americano, se declaraba su deudor por 
dicha suma, y garantizaba el pago de la 
misma con hipoteca constituida sobre la 
finca “Tesalia”, de cupa inscripción se hi- 
zo anterior referencia, quedando compren- 
dido en la hipoteca todo el ganado de crian- 
za y de engorde existente en dicha finca; 
h) dos pliegos de posiciones absueltas por 
la demanda ante el Juez Primero de Pri- 
mera Instancia de este departamento, el 
treinta y uno de agosto de mil novecientos 
treinta y cuatro, y el veintiocho de octubre 
de mil novecientos treinta y seis, docu- 
mentos en los cuales consta que confesó, en- 
tre otros hechos de importancia secunda- 
ria: que no entregó al demandante en 
efectivo, el valor del crédito de diez mil 
pesos oro americano cuya cesión consta en 
la susodicha escritura número doscientos 
sesenta y seis (266), y que tampoco le en- 
tregó el dinero contante y sonante, los diez 
mil trescientos pesos oro americano a que 
se refiere la escritura de mutuo número 
doscientos sesenta y seis, autorizada por 
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el Notario Manuel María Rivera; que para 
hacer la división y liquidación de los bie- 
nes que poseyeron de manera proindivisa, 
la absolvente aceptó como bueno el inyen- 
tario extrajudicial practicado por el Nota- 
rio don Filadelfo Salazar, el veinticuatro 
de Marzo de mil novecientos veintisiete, que 
se le puso a la vista en ese acto, y aceptó 
como justos los precios que en ese inyen- 
tario se dieron a los bienes de la mortual; 
que con la división y adjudicación de bie- 
nes que consignaron en la escritura nú- 
mero doscientos sesenta y. cinco, autoriza- 
da por el Notario Manuel María Rivera, el 
veintiocho de Noviembre de mil novecien- 
tos treinta y uno, quedaron completamen- 
te terminadas las reclamaciones de la ab- 
solvente provinientes de sus gananciales; 
que efectivamente fué ficticio el préstamo 
de dinero a que se refiere la escritura de 
que se ha venido haciendo referencia, 
“pues ella no le entregó ninguna cantidad 
al señor Pascual Duarte, sino que él lo 
tomó del dinero que su esposo tenía depo- 
sitado en la casa Rosenthal = Hijos, pero 
que el contrato sí existió”; que en conse- 
cuencia la absolvente no fué prestamista 
del señor Duarte; que la propia absolven- 
te aceptó como magníficos los consejos 
técnicos, científicos de su abogado direc- 
tor el Licenciado Filadelfo Salazar y que 
la partición extranjudicial de los biénes, la 
cesión del crédito y el contrato de mutuo 
con garantía hipotecaria, lo celebró bajo 
la dirección técnica de dicho facultativo, 
cuando aún le estaba debiendo sus honora- 
rios, que le cubrió después de terminados 
los arreglos que se hicieron constar en esas 
escrituras: i) testimonio de la escritura 


ra número treinta (30), autorizada por el 


Notario Filadelío Salazar, el tres de Ma- 
yo de mi] novecientos treinta y cinco, en 
la que consta que el Licenciado Guillermo 
Herrera Rodríguez, en concepto de Juez 
Tercero de Primera Instancia de este de- 
partamento, en virtud de ejecución que co- 
menzó por señalamiento de día para re- 
mate, seguida por doña Enriqueta Pinto 
viuda de Duarte contra don Pascual Duar- 
te, con fundamento en el contrato de mu- 
tuo tantas veces mencionado, en rebeldía 
del señor Duarte, por el precio de nueve 
mil trescientos veinte dólares, setenta y 
nueve centavos (9320.79), a que ascendió 
el setenta por ciento de la base señalada 
para la subasta, otorgó escritura traslati- 
va de dominio, a favor del ejecutante, de 
la finca hipotecada, esto es la inscrita 
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bajo el número ochenta y uno (81), folio 
ciento cincuenta y nueve (159) del Libro 
sesenta (60) antiguo; j) copia certificada 
de las operaciones practicadas en el Re- 
gistro de la Propiedad Inmueble sobre las 
fincas que hipotecó don Juan Florencio 
Calderón, a don Pascual Duarte, inclusi- 
ve respecto a la cancelación del crédito 
por la demandada. Segundo: El testimo- 
nio de la escritura número veintinueve, 
autorizada por el Notario Alejandro Are- 
nales, el veinticinco de Marzo de mil no- 
vecientos treinta y tres, en la que consta 
que la señora Enriqueta Pinto viuda de 
Duarte, otorgó a los señores Schlubach 
Sapper y Cía, en liquidación la carta de 
pago total correspondiente al crédito hi- 
potecario constituido sobre las finces que 
adquirieron de don Juan Florencio Calde- 
rón. Tercero: durante una inspección ocu- 
lar practicada en el protocolo del Notario 
Manuel María Rivera, correspondiente. al 
año de mil novecientos treinta y uno, se 
puso constancia en el acta respectiva de 
que entre los folios trescientos setenta y 
nueve y trescientos ochentitrés, se encon- 
traban asentadas las tres escrituras au- 
torizadas bajo los números doscientos se- 
senta y cinco, doscientos sesenta y seis 
y doscientos sesenta y siete; que en dichos 
tres instrumentos, aparecon como otorgan- 
tes don Pascual Duarte y doña Enriqueta 
Pinto viuda de Duarte, y como testigos la 
señorita Carmen Cuevas y el Licenciado 
Filadelfo Salazar; que por su orden, ta- 
les escrituras se refieren a una división 
de bienes y al otorgamiento de finiquitos 
recíprocos, a la cesión de un crédito hipo- 
tecario a cargo de don Juan Florencio Cal- 
Gerón Canis, y a un contrato de mutuo 
por diez mil trescientos seis pesos oro 
americano, garantizados por hipoteca 
constituida sobre la finca “Tesalia”: que 
confrontados los testimonios con sus ori- 
ginales, se encontraron conformes entre 
sí; que a solicitud del Licenciado Filadel- 
fo Salazar, que compareció al acto en su 
caracter de apoderado de la demandada, 
el notario Manuel María Rivera, respon- 
diendo al interrogatorio que se le hzio ma- 
nifestó que las escrituras relacionadas fue- 
ron leídas a los otorgantes en su orden y 
suscritas en el mismo acto después de la 
lectura de cada una; que tales escrituras 
están ligadas entre sí; que la cesión de 
crédito y el otorgamiento de mutuo fue- 
ron operaciones reales y como resultado 
de no haber podido pagar el señor Duarte 
a la señora viuda de Duarte el saldo que 


resultó adeudándole de la liquidación co- 
irespondiente a la sucesión de don Ernes- 
to Duarte; que intervino en tal asunto en 
Caracter de amigable componedor, y que 
hizo las escrituras susodichas autorizado 
por ambos otorgantes. Cuarto: se practi- 
có una inspección ocular en la contabili- 
dad de los señores Schlubach, Sapper y 
Compañía con el objeto de poner constan- 
cia en los autos de la forma en que dicha 
casa pagó a la señora viuda de Duarte el 
crédito de que Se ha venido haciendo mé- 
rito y de las cantidades que ella percibió 
en ese concepto. Al final de la diligencia, 
a Solicitud del personero de la demandada, 
se puso constancia de “que el veintiocho 
de octubre de mil novecientos treinta y 
uno, el Banco Schlubach, Sapper y Compa- 
ñía depositó en el Banco Central de Gua- 
temala, la suma de doscientos cuarenta y 
cuatro quetzales, setenta y cinco centavos 
y el dos de Noviembre del mismo año, de- 
pesitó la suma de cuatrocientos sesenta 
y siete quetzales, trece centavos en el 
Banco Central de Guatemala, para abonar 
a la cuenta de doña Enriqueta Pinto viu- 
da de Duarte, cantidades que procedían de 
ventas de lotes de las fincas hipotecadas 
por don Florencio Calderón y en virtud de 
orden del acreedor hipotecario”. 


RESULTANDO: 


Que la representación de la demanda- 
da, durante el término respectivo también, 
pidió que se tuvieran como pruebas de su 
parte: a) el juicio ordinario iniciado el 
diez y ocho de Septiembre de mil nove- 
cientos treinta y cuatro, sobre la nulidad 
de las escrituras números doscientos sesen- 
ta y Seis y doscientos sesenta y siete, que 
obran en el protocolo del Notario Manuel 
María Rivera correspondiente al año de 
mil novecientos treinta y uno, seguido con- 
tra su poderdante por don Pascual Duar- 
te; b) la sentencia pronunciada en dicho 
juicio por éste Tribunal el veintiocho de 
Agosto de mil novecientos treinta y cinco; 
c) los testimonios de las dos escrituras 
mencionadas y de la número doscientos se- 
senta y cinco, autorizada en el mismo año 
por el propio Notario, que el actor acom- 
pañó a su demanda; y d) las posiciones 
absueltas por el demandante el veintio- 
cho de Octubre de mil novecientos treinta 
y seis, esto es, las que absolvió a continua- 
ción de las que articuló a la demandada 
en la misma fecha, ante el Juez Tercero 


e 


de Primera Instancia de este departamen- 
to, acto durante el cual, solamente con- 
fesó que cobró en la casa Rosenthal e Hi- 
jos los cheques librados por la artículante 
del veinticinco de noviembre de mil nove- 
cientos veintiséis, en adelante, que figuran 
en los dos extractos de cuenta que le fue- 
ron presentados, pero que la cuenta era de 
don Ernesto Duarte, es decir, de la mortual 
de éste y no de doña Enriqueta Pinto viuda 
de Duarte, y la mayor parte de ese dinero 
se empleó en la construcción de la casa 
número sesenta y dos de la octava aveni- 
da sur, propiedad de dicha señora, y en 
la compra de un automóvil, así como tam- 
bién en el pago de los legados que el cau- 
sante instituyó a favor de sus hermanas; 
y, por otra parte, reconoció ocho misivas 
que dirigió a la señora viuda de Duarte, 
en las cuales le pidió que subscribiera otros 
tantos cheques, destinados al pago de di- 
versos materiales de construcción, pintura, 
un aparato de calefacción, impuestos he- 
reditarios y planillas de las fincas “Tesa- 
lia” y “San Rafael”. De estas misivas so- 
lamente a dos se les puso fecha, una que 
se refiere al pago de tapices, tubos de ce- 
mento y al valor de una planilla, fué fe- 
chada el doce de Marzo de mil novecien- 
tos veintisiete, y la otra, el veintiuno de 
Abril del año mencionado y referente a 
cubrir al “señor González”, la cuenta de 
pintura de la casa número sesenta y dos 
de la Octava Avenida Sur de esta ciudad, 
(Guatemala). 


RESULTANDO: 


Que en veintisiete de Agosto del año de 
mil novecientos treinta y siete el Juez 
Tercero de Primera Instancia de este de- 
partamento: primero, desestimó la excep- 
ción de cosa juzgada; y segundo, declaró 
procedente la de prescripción, y como con- 
secuencia, absolvió de Ja demanda a la 
señora Pinto viuda de Duarte; y que la Sa- 
la Tercera de la Corte de Apelaciones, en 
la audiencia del veintidós de Abril del año 
retropróximo, confirmó dicho fallo. 


CONSIDERANDO: 


Que el artículo 2369 del Código Civil 
emitido el año de mil ochocientos setenta 
y siete, establece que la acción para de- 
ducir la nulidad de un contrato dura cua- 
tro años, los cuales se empezarán a con- 
tar desde el día en que la obligación fué 
contraída. En el presente caso, según cons- 
ta en las escrituras públicas autorizadas en 
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esta ciudad (Guatemala), por el Notario 
Manuel María Rivera, los contratos que 
han sido redargúidos de nulos fueron ce- 
lebrados a los veintiocho días del mes de 
Noviembre de mli novecientos treinta y 
uno, por consiguiente el lapso a que se re- 
fiere la disposición legal precitada debe 
de contarse desde la fecha susodicha, y 
como la acción se inició hasta el cinco de 
Febrero del año de mil novecientos trein- 
ta y siete, es evidente que la prescripción 
invocada por doña Enriqueta Pinto viuda 
de Duarte ya se consumó. 

El recurrente estimando como infrin- 
gidos el artículo que se deja ya menciona- 
do y el 1069 inciso 30. (Decreto Legislativo 
número 1932), alega que la prescripción 
fué interrumpida por la confesión que pres- 
tó la demandada. La señora viuda de 
Duarte al responder a las preguntas mar- 
cadas con los números cinco (5) del pliego 
de posiciones absueltas con motivo del pri- 
mer juicio; y diez y seis y diez y siete (16 
y 17) correspondientes al segundo, dijo: 
que sí es cierto que no entregó el dinero 
En ese acto, que efectivamente el préstamo 
a que se refiere la pregunta anterior fué 
ficticio, pues ella no le entregó ninguna 
cantidad al señor Pascual Duarte, sino que 
él la tomó del dinero que su esposo tenía 
depositado en la Casa Rosenthal e Hijos, 
pero que el contrato sí existió; y que es 
cierto que ella no fué prestamista del se- 
ñor Duarte. Resulta de lo expuesto por 
12 absolvente, que si bien es verdad, que 
en el mismo acto de celebrarse los con- 
tratos no entregó la cantidad consignada 
en las escrituras respectivas, también lo 
es, que agregó que el dinero lo había to- 
mado el señor Duarte con anterioridad, y 
por consiguiente existe “la razón o motivo” 
que tuvieron Ja señora Pinto viuda de 
Duarte y el señor Duarte para celebrar 
los referidos contratos; o sea “su por qué”; 
y que el actor no justificó por el medio 
probatorio que acaba de relacionarse, nj 
la falsedad de la causa de estos, ni que 
sean nulos; hay pues. una relación jurí- 
dica que desde luego debe producir dere- 
chos y obligaciones entre los contratantes, 
y tan así es, que don Pascual lo ha reco- 
nocido, desde el momento en que no se 
opuso al procedimiento ejecutivo y única- 
mente se concretó a pedir que se practi- 
cara la correspondiente liquidación con el 
objeto de cancelar la suma que se le cobra- 
ba, y más tarde, solicitó una prórroga para 
cubrir el valor del crédito tantas veces 
mencionado. Por otra parte, para que la 
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prescripción se interrumpa es necesario 
que la persona a cuyo favor corre esta, 
reconozca de una manera expresa, de pa- 
labra o por escrito o tácitamente por he- 
chos indubitbles, el derecho de la persona 
contra quien prescribe. Y como ya se di- 
jo, la confesión prestada por la señora Pin- 
to viuda de Duarte no reune los mencio- 
nados requisitos; y además, fuera de esa 
confesión, en los autos no obra constancia 
alguna que lo establezca. Y que de todo lo 
relacionado se deduce que no fueron in- 
fringidos los artículos 2369, 1422 y 1902 del 
Código Civil de 1877; 1069 inciso 3o0., 1075 
y 1043 del Decreto Legislativo número 
1932; 364 del Código de Enjuiciamiento Ci- 
vil y Mercantil. 


CONSIDERANDO: 


- Que por ser procedente la prescripción 
invocada por la señora viuda de Duarte, 
no es el caso de entrar a conocer de los 
artículos 259 y 282 del Código de Enjuicia- 
miento Civil y Mercantil; ni de la fracción 
primera del artículo 1935 del Código Civil 
de 1877, por que el recurrente alegó que 
se había equivocado al citar como inírin- 
glda la susodicha disposición legal, pero 
debe tenerse presente a este respecto, que 
el recurso fué interpuesto el veinticuatro 
de Mayo (1938), el veinticinco del mismo 
mes, se fijó día para la vista del asunto, 
y hasta el once de Julio fué invocada tal 
equivocación, la cual al tenor de lo esta- 
tuído por el artículo 512 del Decreto Legis- 
lativo número 2009, es improcedente to- 
mar en cuenta per haber rectificado el 
error después del señalamiento de día pa- 
ra la vista, y a mayor abundamiento, cuan- 
do esta ya se había efectuado. 


CONSIDERANDO: 


Que el Tribunal sentenciador se concre- 
tó a confirmar el fallo del Juez aquo, quien 
como ya se dijo, estimando la improceden- 
cia de la excepción de cosa juzgada, la de- 
claró sin lugar y apreció que la prescrip- 
ción estaba consumada; que por consi- 
guiente, siendo inoficioso, no entró a re- 
solver acerca de los puntos a que se refie- 
re el demandante. La última de las excep- 
ciones susodichas sí existe, destruye la ac- 
ción intentada, y si ésta ha desaparecido 
como acontece en el caso sub-judice, son 
inaplicables los preceptos contenidos en 
los incisos quinto y sexto del artículo 506 
del Código de Enjuiciamiento Civil y Mer- 


cantil, en relación con el último de los 
artículos que citó el señor Duarte como 
quebrantado. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, en obser- 
vancia de lo que estatuyen los artículos 
921 y 524 del Código de Enjuiciamiento 
Civil y Mercantil, declara la improceden- 
cia del recurso de que se ha hecho mérito, 
y condena al recurrente al pago de las 
costas del mismo y a una multa de veinti- 
cinco quetzales. En caso de insolvencia 
purgará veinticinco días de prisión simple 
conmutables a razón de un quetzal por 
cada día. Notifíquese, con certificación 
ce lo resuelto, devuélvanse los anteceden- 
tes al Tribunal de su procedencia, y re- 
póngase el papel de acuerdo con lo esta- 
blecido por el artículo veintisiete (27) del 
Decreto Legislativo número 2009. 


Raf. Ordóñez Solis. — José Serrano Mu- 
ñoz. — Alberto Argueta S. — Francisco E. 
Rodríguez. -— Carlos Castellanos R. — Max 
García R. Secretario. 


CIVIL 


JUICIO ordinario: seguido entre el Licen- 
ciado Baudilio Jordán y Cándida Emilia 
López Lira. 


DOCTRINA: Desde la muerte del causante, 
los herederos adquieren derechos sobre 
sus bienes; y acerca de ellos pueden ce- 
lebrar los contratos permitidos por las 
leyes, 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
dos de Agosto de mil novecientos treinta 
y nueve. 

Por recurso de casación interpuesto por 
el Licenciado Baudilio Jordán, como parte 
en el juicio ordinario que le siguió ante el: 
Juzgado de Primera Instancia del departa- 
mento de Zacapa doña Cándida Emilia 
López Lira, se examina la sentencia que 
dictó la Sala Quinta de Apelaciones, que 
adelante se relaciona, siendo ambas par- 
tes capaces para litigar. 

La expresada señora López se presentó 
al Juez de Zacapa, en escrito, manifestan- 
do: que no estaba de acuerdo con un con- 
trato celebrado por don Baudilio Jordán 
con Rosalina López Lira viuda de Sosa, por 


id o 


el cual ésta le vendió a aquel, por cinco 
quetzales, los derechos hereditarios que te- 
nía en la mortual de su padre don Agapi- 
to López, así como los otros de sus her- 
manos, algunos de los cuales habían deja- 
do hijos que eran menores de edad, y otros 
que estaban ausentes del país y, sin per- 
dir nada en concreto, solicitó que a su opo- 
sición se le diera el trámite correspon- 
diente. Se proveyó que manifestara con 
claridad qué era lo que pedía y entonces 
manifestó: que en el contrato de cesión 
de derechos, contenido en un documento 
privado reconocido, no se llenaron los re- 
quisitos legales y por consiguiente su opo- 
sición se fundaba en la nulidad del docu- 
mento y es esta misma nulidad la que de- 
mandaba. Como el demandado no con- 
testara la audiencia que se le concedió, se 
tuvo por contestada negativamente la de- 
manda y se abrió el juicio a prueba. La 
actora presentó algunas partidas de naci- 
miento y defunción y se refirió a otras 
existentes en el juicio testamentario del 
causante, respecto del cual pidió la acu- 
mulación que ni siquiera se tuvo en cuen- 
ta, y por último, alegó: que el contrato a 
que se ha referido es nulo, porque para 
celebrarlo la vendedora no dió aviso a los 
demás herederos para que ejercitaran su 
derecho de tanteo; la vendedora aún no 
estaba reconocida como heredera, porque 
e testamento del causante no había sido 
declarado legítimo; no se hizo constar en 
el contrato el valor de los bienes cedidos, 
y no estando hecha la liquidación se ig- 
noraba qué porción correspondería a cada 
heredero; con la información rendida se 
estableció que Baudilio Jordán no es pa- 


riente con ninguno de los herederos, ni ha 


prestado a éstos servicios de ninguna cla- 
se. Que el contrato era oneroso, porque 
se incluyeron los derechos de Lisandro y 
Maximiliano que estaban ausentes, sin que 
se cumpliera lo que establece el Código 
Civil; también se incluyó la parte de Ire- 
ne, fallecida mucho antes que el testador; 
que los menores hijos de Piedad López es- 
taban bajo su protección; y en definitiva 
se refirió a que se declarara nulo “ez docu- 
mento del contrato” de cesión de derechos 
hereditarios, de que se ha hecho referen- 
cia. 


Como no fué presentado el original ni co- 
pia certificada de contrato a que se refie- 
re la demanda, el Juez, en su sentencia 
resolvió que no podía hacer el análisis de 
él y en esa virtud, absolvió al demandado. 


GACETA DE LOS TRIBUNALES 271 


Con vista de esta deficiencia que puede 
decir se dejó baldía la primera instancia, 
la actora apeló de la sentencia y en se- 
gunda instancia acompañó una certifica- 
ción de las diligencias seguidas por Jor- 
dán ante el Juez de Primera Instancia de 
Chiquimula, sobre el reconocimiento hecho ' 
por doña Rosalina López viuda de Sosa 
Portillo, del contenido y firma del docu- 
mento que suscribió con fecha primero de 
marzo de mil novecientos treinta y ocho, * 
por el cual cedió a título gratuito y en 
remuneración de servicios al Licenciado 
Baudilio Jordán, los derechos hereditarios 
gue adquirió de las mortuales de su pa- 
dre Agapito López y sus hermanos Irene, 
Maximiliano y Lisandro López Lira, parti- 
cularmente la parte que le correspondía 
en un sitio circulado de paredes, registra- 
do al número mil cuarenta y seis (1046), 
folio noventa y ocho (98), del libro nueve 
(9) de Zacapa. 


Aunque insistió la demandante para que 
se trajera a la vista el testamentario de don 
Agapito López, seguido en el mismo tri- 
bunal, nada se resolvió acerca de esto y la 
Sala dictó sentencia con fecha treinta 
de noviembre del año próximo pasado, en 
la, cual consideró que el documento con- 
tiene un contrato de donación, en remune- 
ración de servicios, y como las mortuorias 
a que se refiere no están liquidadas, la 
señora Sosa Portillo donó lo gue todavía 
no poseía, violando el artículo 708 del Có- 
digo Civil del 77, es decir, que esa dona- 
ción es nula ipso-jure, puesto que se con- 
trae a bienes o derechos futuros, y aunque 
las partes quisieron hacer aparecer en 
el documento un contrato diferente o sea 
cesión o venta de derechos, también es nu- 
lo ya que el comprador no es co-heredero. 
Y la Sala revocó la sentencia del Juez y. 
declaró que es nulo el contrato contenido 
en el documento de que se ha hecho mé- 
rito, siendo las costas a cargo de ambas 
partes. 


Contra el pronunciamiento de segunda 
instancia, el Licenciado Jordán Archila 
introdujo el recurso de casación, denun- 
ciando como violados los artículos siguien- .- 
tes: 708 del Código Civil del 77 del cual se. 
hizo aplicación indebida y se le dió inter-. 
pretación errónea; 368 inciso 4o. 387, 388, 
397, 479, 50€, 789, 818, 1033, 1034, 1035. y 
1196. del Decreto Legislativo 1932; 195 del 
Decreto 272; 1070, 1396, 1404, 1406 en todos 
sus incisos, 1418, 1425 y 1426 del Código 
Civil del 77. 
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CONSIDERANDO: 


Que la Sala sentenciadora incurrió en 
error de derecho al fundamentar su reso- 
lución en que el contrato celebrado entre 
doña Rosalina López Lira viuda de Sosa 
y el Licenciado Jordán Archila, se refiere 
a bienes o derechos futuros, contrarián- 
dose con esto a lo estatuído por el ar- 
tículo 708 del Código Civil de 1877 y que 
por consiguiente esa donación es nula ipso- 
jure; pues consta en el documento fir- 
mado y reconocido por ella, que se trata 
de la enajenación de bienes que le corres- 
ponden como heredera de personas ya fa- 
MNecidas, respecto de los cuales bienes la 
ley le dá derechos desde la muerte de los 
propietarios, de tal manera que ha sido 
mal aplicado y por consiguiente infringi- 
da la citada disposición legal, por cuya 
razón es procedente el recurso interpuesto 
y debe casarse y anularse la sentencia re- 
currida y dictarse la que en derecho corres- 
ponde. 


CONSIDERANDO: 


Que ia sentencia que ha de dictarse en 
todo juicio debe ser congruente con la de- 
manda. Apareciendo que era confusa la 
primera solicitud de la demandante, el 
Juez tuvo el buen acuerdo de prevenirie 
explicara claramente qué era lo que pe- 
día y, entonces, se refirió indistintamente 
2 que no estaba de acuerdo con la cesión 
de derechos hecha por Rosalina López Li- 
ra a favor del Licenciado Baudilio Jordán; 
a que en ese contrato no se llenaron los 
requisitos legales; que su oposición la fun- 
da en la nulidad del documento y por eso 
mismo demanda la nulidad del menciona- 
do documento materia del contrato, y con- 
signó que se fundaba en los artículos 81, 
89, 227, 228, 289, 290, 293 y 634 del Código 
de Enjuiciamiento Civil y Mercantil. 


Planteada en esta forma la litis y ce- 
rrada en virtud de haberse tenido por con- 
testada negativamente la demanda proce- 
de entrar a examinarla de acuerdo con las 
pruebzs presentadas y las disposiciones le- 
gales en que Ja misma está apoyada. Des- 
de luego se vé que el documento así lo ex- 
presa y tanto la demandante como el tri- 
bunal sentenciador, están de acuerdo en 
que el contrato celebrado por doña RosSa- 
lina López Lira con el Licenciado Jordán, 
consiste en donación que la primera hizo 
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al segundo, en remuneración de servicios 
recibidos, de derechos hereditarios que le 
correspondían en las mortuorias de su 
padre y hermanos, sin especificar en qué 
consisten tales derechos, salvo un sitio 
que fué determinado con los números de 
su inscripción en el Registro de la Propie- 
dad Inmueble. 


Como hay libertad para disponer de los 
bienes y conceptuándose en esta denomi- 
nación de bienes los derechos, conforme 
el artículo 368 Código Civil, no cabe duda 
que la operación verificada entre estos 
contratantes, es legítima por estar cate-' 
góricamente reconocida por la ley; sin que 
la interrumpa la oposición de la demandan- 
te en los términos concebidos en la de- 
manda, y menos en cuanto se apoya en el 
artículo 634 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil y Mercantil, que obliga a los herede- 
ros que quieran enajenar sus derechos a 
un tercero, hacerlo saber a los demás para 
que puedan ejercitar su derecho de tanteo, 
porque no se ha advertido por la deman- 
dante, que esa prohibición solamente se 
refiere a las enajenaciones hechas a títu- 
lo oneroso y la que sirve de objeto a esta 
litis, está fundada en un contrato a titu- 
lo gratuito, respecto de cuya nulidad no 
se ha rendido más prueba que algunas cer- 
tificaciones de nacimiento de personas cu- 
yos derechos —en caso de estar vivas— no 
pueder: ser perjudicados por no haber sido 
parte en la contienda ni en el relaciona- 
do documento. Artículos 818, 1033, 1035, 
1196, 500 Código Civil; 1070: Código Civil 
de 1877. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con apoyo 
en lo dispuesto en los artículos 506 inciso 
lo., 518 Código de Enjuiciamiento Civil y 
Mercantil, 233 Ley Constitutiva del Poder 
Judicial, CASA Y ANULA la sentencia re- 
currida y, resolviendo, absuelve al Licen- 
ciado Baudilio Jordán Archila de la de- 
manda que le instauró doña Rosalina Ló- 
pez Lira viuda de Sosa, siendo las costas 
a Cargo de ambas partes. Notifíquese, re- 
póngase el papel y devuélvanse los autos, 
con cerfiticación, al Tribunal de su origen. 


Raf. Ordóñez Solis. — José Serrano Mu- 
ñoz. -- Abel Paredes. — Alberto Argueta 
S. — Francisco E. Rodríguez.— El Secreta- 
rio, Max García R. 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
veintiséis de Septiembre de mil novecien- 
tos treinta y nueve. 

VISTOS Y CONSIDERANDOS: que la 
solicitud presentada por el Licenciado 
Baudilio Jordán Archila, pidiendo aclara- 
ción y ampliación de la sentencia dictada 
por este Tribunal con fecha dos de Agosto 
último en el juicio seguido contra él por 
la señorita Cándida López Lira. en vista 
de que equivocadamente se consignó en el 
“Por Tanto” que la demandante era doña 
Rosalina López v. de Sosa, es procedente 
en Cuanto a la aclaración, por estar de 
manifiesto el error en que se incurrió, no 
así en cuanto a la ampliación, porque es- 
tando absuelto de la demanda el señor Li- 
cenciado Jordán, no queda por hacer nin- 
guna otra declaración acerca de algún 
punto que se hubiese omitido; 


POR TANTO: 


Esta Corte Suprema de Justicia, con 
apoyo en los artículos 456, 457 y 458 del 
Decreto 2009, Aclara la sentencia relacio- 
nada, en el sentido que la absolución de- 
clarada del Licenciado Jordán Archila, es 
de la demanda que le entab'ó la señorita 
Cándida Emilia López Lira y no como equi- 
vocadamente aparece la señora Rosalina 
López v. de Sosa, y declara sin lugar la 
ampliación pedida. Notifíquese. 


Ordóñez Solis. — Serrano Muñoz. — Pa- 
redes, — Argueta S. — Rodríguez. — Max 
García R. — Secretario. 


CIVIL 


JUICIO tercería excluyente de dominio se- 
guida por Florentín Abac Rodríguez, en 
concepto de apoderado de Julio Mora- 
les Flores, contra el Licenciado Maria- 
no López Pacheco y Mariano López Ma- 
yorical, en el Procedimiento Ejecutivo 
entablado por José Luis Aguilar de León. 


DOCTRINA: Solamente cuando se prueba 
que los semovientes han permanecido «al 
servicio de la finca hipotecada, procede 
estimar que forman parte de la garan- 
tía constituida en favor del acreedor. 


Corte Suprema de Justicia: Guatemala, 
catorce de Agosto de mil novecientos trein- 
ta y nueve, 
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Vista por recurso de casación y con los 
antecedentes que la originaron, la senten- 
cia que más adelante se relatará, pronun- 
ciada en la tercería excluyente de domi- 
nio, seguida por don Florentín Abac Ro- 
dríguez, como apoderado de don Julio Mo- 
rales Flores, en el procedimiento ejecutivo 
entablado por don José Luis Aguilar de 
León, contra el Licenciado Mariano López 
Pachecho y don Mariano López Mayorica!. 


RESULTA: 


Que don Florentín Abac Rodríguez, en 
el concepto ya expresado, se presentó ante 
el Juez Tercero de Primera Instancia de 
este Departamento (Guatemala), el once 
de Febrero del año de mil novecientos 
treinta y cinco, manifestando, entre otras 
cosas, lo que sigue: que al efectuarse el 
embargo de la finca “Santa Adela” ubi- 
cada en San Antonio Suchitepéquez, del 
Departamento de Suchitepéquez, con mo- 
tivo del Procedimiento Ejecutivo que don 
José Luis Aguilar de León sigue contra el 
Licenciado don Mariano López Pacheco 
y don Mariano López Mayorical, se inclu- 
yó el ganado de su propiedad que se en- 
contraba pastando en dicha finca. Que 
ese ganado se compone: a) de cuarenta 
vacas herradas con las letras A . M.; de 
tres vacas marcadas con las letras M. L. P.; 
de siete novillos herrados con las letras A. 
M.; de veintidós terneras marcadas con las 
letras A. M.; de una ternera herrada con 
las letras M. L. P.; de cinco toros herrados 
con las letras A. M.; de cuatro bueyes he- 
rrados con las letras M. L. P.; de ocho no- 
villos marcados con las letras A. M. y de 
quince terneros herrados con las letras A, 
M.; ganado que arroja la cantidad de 
ciento siete cabezas; b) nueve caballos; 
cuatro potros; tres yeguas; cuatro potran- 
cas; un mulo; y una mula; semoviente3 
que forman la suma de veintidós cabezas 
de ganado caballar y mular. Y que por 
la causa que se deja ya expresada, enta- 
bliaba la correspondiente tercería de domi- 
nio a efecto de que en definitiva se declara- 
ra que el ganado de que se trata debía ser 
excluído del embargo y entregado al com- 
pareciente. El señor Abac Rodríguez acom- 
pañó a su demanda, el primer testimonio 
de la escrivura pública número ciento ca- 
torce, autorizada en la ciudad de Quezalte- 
nango, a los veintitrés días del mes de No- 
viembre de mil novecientos treinta y cua- 
tro, por el Notario Isaí Cabrera A., y en la 
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cual consta: que el señor Julio Morales 
Flores por el precio de setecientos quetza- 
les (Q.700), compró a los señores Mariano 
López Pacheco y Mariano López Mayorical, 
los semovientes que se detallan en el es- 
crito de demanda; y además, se estipuló 
que el ganado susodicho quedaría pastan- 
do en la finca Santa Adela, hasta que el 
comprador señor Morales Flores, lo retira- 
ra de la propiedad mencionada. 

Que en escrito firmado por el Licencia- 
do don Mariano López Pacheco por sí y 
por don Mariano López Mayorical, el señor 
López Parhecho manifestó ser ciertos los 
conceptos expresados en la referida terce- 
ría y que por lo tanto ellos no se oponían 
a su tramitación. Este memorial fué ra- 
tificado por el Licenciado López Pacheco. 
Y la referida demanda se tuvo por contes- 
tada en sentido negativo por parte del se- 
ñor Aguilar de León. 


Que don José Luis Aguilar de León in- 
terpuso la excepción de falta de persona- 
lidad, la cual fué declarada sin lugar en 
primera instancia y confirmada en segun- 
da la resolución respectiva, 


Que don Luis Aguilar de León alegó, en- 
tre otras cosas, lo que sigue: que la finca 
denominada “Santa Adela”, pertenecía a 
“Mariano López Pacheco e Hijo Ltd.”; y 
fué embargada por él (Aguilar de León), 
por falta de pago el dos de Diciembre de 
mil novecientos treinta y cuatro, y al veri- 
ficarse la traba, se incluyó todo el ganado 
que para la explotación de dicho fundo se 
encontraba en ese lugar, y que su admi- 
nistrador entregó como pertenecientes a 
la finca embargada, los mencionados se- 
movientes que —parecen ser los reclama- 
dos por el tercerista— nunca han pertene- 
cido al Licenciado Mariano López Pacheco, 
ni a don Mariano López Mayorical consi- 
derados individualmente; pertenecían a la 
sociedad ya expresada propietaria de la 
finca “Santa Adela”; en primer lugar. por 
que la sociedad hipotecó la susodicha fin- 
ca y tedo lo que conforme a la ley se re- 
puta inmueble (accesiones naturales); las 
vacas y sus crías, destinadas a producir 
los frutos o rendimientos de la finca, los 
toros, bueyes y novillos de trabajo, mulas, 
caballos, yeguas y sus crías que sirven para 
explotación de la misma; y como la hipo- 
teca limita el dominio sobre. las cosas 
objeto del gravamen, se supone salvo do- 
cumento público en contrario, que las co- 
sas pertenecían a la persona que las gra- 
yó.. Los animales puestos al servicio de la 


explotación de una finca se reputan in- 
muebles por su destino; y la hipoteca de 
una finca se extiende a sus accesiones na- 
turales; en segundo lugar, porque los se- 
movientes mencionados como afectos a la 
hipoteca, los poseía “Mariano López Pache- 
co e Hijo Ltd.” en la época del embargo, y 
servían para la explotación de “Santa 
Adela”; porque los animales que entregó 
el administrador, como de esta finca, es- 
tán marcados con el hierro que en la mis- 
ma se usa para identificarlos; unos lleyan 
el hierro que antiguamente se usaba en la 
finca, a saber, A. M.; y otros, el figurado 
por las letras M. L. P., registrado nueva- 
mente a favor de la sociedad “Mariano Ló- 
pez Pacheco e Hijo Ltd.” según se estable- 
Cía con la certificación que presentaba 
juntamente con su alegato. Que cuando 
los componentes de la sociedad que se de- 
ja ya mencionada se dieron cuenta, el dos 
de Diciembre de mil novecientos treinta y 
cuatro, de que se les había embargado la 
finca “Santa Adela”, y sus accesiones natu- 
rales, trataron de burlar sus derechos de 
acreedor hipotecario, y poniéndose de acuer- 
do con don Julio Morales Flores (antiguo 
empleado suyo), buscaron al Notario Isaía 
Cabrera, quien no había cartulado desde el 
veintitrés de Noviembre anterior (nueve 
días antes del embargo, y seis después de 
la demanda), para simular una escritura 
de compra-venta de los animales de la 
finca. En la escritura se consignó que 
procedían individualmente a verificar la 
venta, sin acordarse de que los semovien- 
tes eran propiedad de una tercera perso- 
na, la sociedad “Mariano López Pacheco 
Ltd.” Que del examen de este instrumen- 
to público se deduce lo siguiente: que la 
venta fué hecha por personas que no eran 
Ccueños de los animales, y que se descuida- 
ron de describir la cosa vendida: la raza, el 
color, la edad y tamaño de los animales, 
y las marcas del ganado caballar, omisio- 
nes que harían imposible su identificación 
para poder perfeccionarse la venta. La es- 
critura referida, en el caso de que se hu- 
biese otorgado por la sociedad “Mariano 
López Pacheco e Hijo Ltd.” y no por per- 
sonas diferentes, sería buena, si en la fal- 
ta descripción de los semovientes, se hu- 
biesen “venteado”. Que por el hecho de 
que el ganado pertenece a la finca “Santa 
Adela”, y estaba hipotecada, y que en las 
escrituras comparecieron en su carácter 
individual los señores López Pacheco y Ló- 
pez Mayortical, la venta resulta sin valor 


alguno, pues “no hay venta de lo ajeno ni 
compra de lo propio”. Y finalmente, el 
señor Aguilar de León pidió que al ser ab- 
suelto de la demanda se condenara en las 
costas a las personas que habían promo- 
vido la tercería. 

Que el señor Abac Rodríguez alegó, en- 
tre otras cosas, lo que sigue: que la “So- 
ciedad Mariano López Pacheco e Hijo 
Ltda.” cuando garantizó el pago de la can- 
tidad recibida a mutuo, hipotecó solamen- 
te la finca “Santa Adela” pero no mencio- 
nó en la escritura respectiva, el ganado 
que en dicha finca había ni constituyó 
prenda ni gravámen alguno sobre aquél. 
Que ese ganado provenía de operaciones 
mercantiles anteriores, efectuadas por los 
señores López Pacheco y López Mayorical 
y había sido traído para repasto, de la fin- 
ca “Las Animas”, que se vendió y cuyas 
pasturas estaban agotadas. Que es indu- 
dable que cuando se verificó el embargo 
de la finca “Santa Adela”, el ganado refe- 
rido ni era de los señores López Pacheco y 
López Mayorical, ni dichos señores lo po- 
seían, pues pastaban en los potreros de 
aquella finca bajo la guarda del adminis- 
trador y amparado por la cláusula segunda 
de la escritura fecha veintitrés de Noviem- 
bre de mil novecientos treinta y cuatro, 
en la que se estipuló la permanencia de 
esos semovientes en “Santa Adela”, hasta 
que el comprador los retirara. Y que la 
comparecencia de los dos únicos socios al 
ser autorizado el instrumento público men- 
cionado, implica la conformidad de los 
mismos en la celebración del contrato de 
compra-venta, y en consecuencia son ellos 
y únicamente ellos, quienes podrían alegar 
su nulidad, pero nunca un tercero que 
ninguna ¡intervención ha tenido 
asunto y que no forma parte de la socie- 
dad. 

Que el Juez Tercero de Primera Instan- 
cia de este Departamento (Guatemala), 
puso fin al juicio, declarando: a) que de- 
be ser excluído de la traba el ganado va- 
cuno compuesto de ciento siete cabezas; 
b) que el ganado caballar no deberá ex- 
cluirse; c) deja expedito el derecho del 
demandado para entablar la acción que le 
compete; y d) que no hay especial conde- 
nación en costas. 


Que el apoderado del señor Morales Flo- 
res pidió ampliación de la sentencia fun- 
dado en que se omitió hacer una declara- 
ción expresa con respecto a la entrega de 
las crías o aumentos naturales del ganado, 
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al importe del esquilmo de las vacas, y al 
valor de los servicios a que se les ha dedi- 
cado. 


Que por auto fecha cinco de Marzo 
(1938), fué declarada sin lugar la amplia- 
ción que pidió el señor Abac Rodríguez. 
Que don José Luis Aguilar de León y don 
Florentín Abac Rodríguez apelaron de la 
sentencia, y el segundo de dichos señores 
también interpuso apelación contra el au- 
to en que fué denegada la ampliación del 
mencionado fallo.. Y, en segunda instan- 
cia, ambos litigantes alegaron: el señor 
Aguilar de León repitiendo sus anteriores 
argumentos pidió la revocatoria de la sen- 
tencia de primer grado, y presentó las po- 
siciones absueltas por don Julio Morales 
Flores, en la ciudad de Quezaltenango, a 
los veintitrés días del mes de Marzo del 
año de mil novecientos treinta y siete, an- 
te el Juez Segundo de Primera Instancia 
de aquel Departamento, y en las cuales 
el señor Morales Flores confesó: que nun- 
ca se ha dedicado a la crianza, engorde 
o esquilmo de ganado por cuenta propia 
y que tampoco trafica con esa clase de se- 
movientes; y que como la sociedad López 
Pacheco Mayorical le debía cierta canti- 
dad de dinero, le ofreció pagarle con ga- 
nado, lo que se efectuó, quedando ese ga- 
nado pastando en la finca “Santa Adela”, 
hasta que él, Morales Flores, lo fuera sa- 
cando, según consta en la escritura que 
autorizó el Notario Isaí Cabrera; que no 
ha tenido terrenos propios para poderse 
dedicar a los negocios que se dejan ya 
mencionados; que tampoco ha tomado en 
arrendamiento terrenos con el objeto de 
llevar a cabo los negocios de referencia; 
que no conoce a Florentín Abac Rodríguez, 
pero por recomendación de su abogado le 
tiene confianza; que es verdad que no co- 
noce los semoviemtes, pero por estar espe- 
cificado en la escritura respectiva, si pue- 
de indicar cual es el ganado de su perte- 
nencia y los hierros con que está marca- 
do; que sabía que el ganado se encontraba 
en la finca “Santa Adela”; pero no le cono- 
cía; que “desde tiempo atras ha sido em- 
pleado de los señores López Pacheco y Ló- 
pez Mayorical; que no recibió la posesión 
material del ganado, ni concurrió al acto 
de “ventear” y marcar dichos semovien: 
tes; que las deudas que le tenían los seño- 
res López Pacheco y López Mayorical no 
eran de plazo vencido, pero agregó, acla- 
rando esta respuesta, que ya eran exigi- 
bles. El apoderado del señor Morales Flo- 
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res, manifestó su inconformidad con las 
resoluciones apeladas por los motivos si- 
guientes: lo. porque no se ordenó la entre- 
ga de los frutos naturales y civiles del ga- 
nado que se reclamó, ni se dejaron a sal- 
vo los derechos de su representado para 
deducirlos en cuerda separada; 20. por no 
haber sido también excluído el ganado ca- 
ballar; y 3o. porque el ejecutante no fué 
condenado en costas. 

Que la Sala Tercera de la Corte de Ape- 
laciones, el ocho de Julio del año próximo 
pasado, confirmó la sentencia del referido 
funcionario, y el auto en que fué denegada 
la ampliación de ese fallo, “con la modifi- 
cación de que también deben excluirse las 
veintidós cabezas de ganado caballar y 
mular”. 


Que el Ingeniero don Juan de Dios Agui- 
lar de León, en concepto de apoderado del 
señor don José Luis de los mismos apelli- 
Gos, acreedor hipotecario y ejecutante del 
Licenciado Mariano López Pacheco, don 
Mariano López Mayorical y Mariano López 
Pacheco e Hijo Ltd. y como demandado en 
la tercería excluyente de dominio tantas 
veces mencionada, y el Ingeniero don Luis 
Aguilar P.. como rematario de la finca 
“Santa Adela”, y todo lo rematado, inter- 
pusieron el recurso de casación con auxi- 
lio del Abogado don Manuel Franco R., 
denunciando como violados los artículos 
que siguen: 22 379, 480, inciso 1o. del 493 
y 693 del Decreto Legislativo número 1932; 
1825 y 1498 del Decreto Gubernativo 175; 
259 y 261 del Decreto Legislativo número 
2009. 


CONSIDERANDO: 


Que según consta en el testimonio de la 
escritura pública número ciento once, que 
fué certificado en autos, el contrato de 
mutuo con hipoteca se celebró en esta ciu- 
dad (Guatemala), a los cinco días del mes 
de Mayo del año de mil novecientos trein- 
ta y dos, y por consiguiente aun no estaba 
en vigor el nuevo Código Civil emitido por 
la Asamblea Legislativa, Cuerpo legal que 
entró en vigencia hasta el treinta de Ju- 
nio de mil novecientos treinta y tres; y co- 
mo el referido contrato fué celebrado ba- 
jo el imperio de las disposiciones conte- 
nidas en el Decreto Gubernativo número 
175 y sus reformas, estas leyes deben con- 
siderarse incorporadas a dicho convenio 
y aplicarse a las controversias que puedan 
surgir con motivo de lo pactado por los 


contratantes. Durante la tramitación de 
la tercería no se probó que los semovientes 
reclamados por el apoderado del señor Mo- 
rales Flores, hayan permanecido al servi- 
cio de la finca “Santa Adela”, y por esta 
causa no procede estimar que formen par- 
te de la garantía constituida en favor del 
acreedor. En consecuencia al apreciar la 
Sala sentenciadora en ese sentido, la ex- 
tensión del gravámen de que se trata, hizo 
recta aplicación de los principios que re- 
gulan la extensión de la hipoteca. 


CONSIDERANDO: 


Que el embargo de los bienes, en mane- 
rz2 alguna implica que el acreedor adquie- 
ra la posesión de los mismos, como parece 
darlo a entender el ejecutante, pues el día 
de la vista, nada alegó, al citar también 
para fundamentar su recurso leyes relati- 
vas a esa materia. La retención de la co- 
sa, a virtud del mandamiento librado por 
Juez competente, en los casos de incum- 
plimiento de la obligación convenida, tie- 
ne por objeto sujetar a aquella a las resul- 
tas del procedimiento ejecutivo a que tie- 
ne derecho el acreedor hipotecario. Que 
por lo expuesto en el considerando que 
precede, y además, por el motivo que acaba 
de expresarse carecen de aplicación los 
artículos que citaron los recurrentes y que 
se refieren a la posesión. 


CONSIDERANDO: 


Que al formularse la escritura pública de 
compra-venta de los semovientes cuestio- 
nados comparecieron ambos socios a fir- 
mar el precitado instrumento público, es- 
tando por consiguiente, expresada su con- 
formidad con ese convenio de una manera 
categórica; y como solamente incumbiría 
a los que formaron la sociedad de referen- 
cia, controvertir en su caso, la validez 
de aquella escritura, es induvitable que no 
fueron infringidos los artículos que esta- 
klecen respectivamente que la sociedad 
fcrma una persona jurídica distinta de los 
socios individualmente considerados; y que 
no hay venta de lo ajeno ni compra de lo 
propio. 


CONSIDERANDO: 
Que entre las disposiciones generales de 


la prueba se encuentran dos citadas por 
los recurrentes, a saber: una, relativa a 
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que el que afirma está obligado a probar; 
y la otra, que prescribe que también tiene 
esa obligación, el que contradice la pre- 
sunción legal que el colitigante tiene a su 
favor. El primero de los preceptos men- 
cionados no se quebrantó, porque la Sala 
sentenciadora estima establecidos los he- 
chos que fundamentan la demanda, con el 
testimonio del instrumento público pre- 
sentado por el representante de don Julio 
Morales Flores. Y el segundo, es inapli- 
cable 2 virtud de no haber surgido la si- 
tuación a que se refiere el precepto suso- 
dicho. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, en obser- 
vancia de lo estatuído por los artículos 
521 y 524 del Código de Enjuiciamiento Ci- 
vil y Mercantil, declara la improcedencia 
del recurso interpuesto, condena a los re- 
currentes al pago de las costas del mismo 
y a una multa de vinticinco quetzales ca- 
da uno. En caso de insolvencia purgarán 
dichas personas veinticinco días de prisión 
simple conmutables a razón de un quetzal 
diario. Notifíquese y con cerficación de 
lo resuelto, devuélvanse los autos al Tri- 
bunal de su origen. 


Raf. Ordóñez Solís. — José Serrano Mu- 
ñoz. — Abel Paredes. — Alberto Argueta 
S. — Francisco E. Rodríguez. — Max Gar- 


CIVIL 


JUICIO ordinario seguido por el Dr. Luis 
E. Ocaña. 


DOCTRINA: Los propietarios de un inmue- 
ble no estan obligados a permanecer pro- 
indiviso; y una vez fijado el lugar donde 
deben ser localizados los derechos de 
ellos, es procedente la avorobación de la 
medida practicada por el Ingeniero de- 
signado al efecto. 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
catorce de Agosto de mil novecientos trein- 
ta y nueve. 


Vista por recurso de casación y con sus 
antecedentes, la sentencia fecha treitiuno 
de marzo del año próximo pasado, dictada 
por la Sala Quinta de Apelaciones, en el 
juicio ordinario seguido por el Doctor Luis 


E. Ocaña con Onofre Estrada y Concep- 
ción Salazar, confirmando la que dictó el 
Juez de primera instancia de Jalapa, apro- 
bando la medida practicada por el Inge- 
niero Valeriano Aquino, de la que se hará 
relación en seguida. 

Hace ya cerca de treinta años, don Luis 
E. Ocaña presentó al Juez de Primera Ins- 
tancia de Jalapa, un escrito cuyo conte- 
nido literal es el siguiente: “con título le- 
gal soy dueño de un lote de terreno en el 
lugar de “Wishoro” de esta jurisdicción, 
donde también posee don Onofre Estrada 
dos caballerías de terreno, que según la 
escritura de transacción con mi vendedo- 
ra doña Casilda de Marroquín y sus hijos 
le corresponden del mojón nombrado 
“Cuscateca” con dirección al Centro: como 
no me conviene permanecer por más tiem- 
po proindivisamente con el señor Estrada 
vengo a suplicar a Ud, se le prevenga se- 
pare por medio de ingeniero las dos caba- 
llerías que le corresponden conforme los 
documentos de transacción que tiene en 
su poder: con el objeto de evitar cualquier 
dificultad nombro por mi parte al Inge- 
niero don Emilio Aragón Gálvez para que 
en compañía con el que debe nombrar la 
otra parte hagan la segregación correspon- 
diente”. 

En vez de tramitarse esta solicitud en 
forma voluntaria cual correspondía, se le 
dió trámite de demanda y se le mandó dar 
iraslado en vía ordinaria; sin que acerca 
de esto se hiciera ninguna objeción. El 
demandado señor Estrada contestó dicien- 
do que a él también le convenía poner tér- 
mino a la proindivisión que tenía con el 
señor Ocaña, y con el objeto de segregar 
las dos caballerías que le correspondían, 
nombraba al Ingeniero Benedicto Cárca- 
mo; y para que sirviera de base a las Ope- 
raciones acompañó la escritura menciona- 
Ga por el demandante, consistente en la de 
transacción celebrada entre su padre Ce- 
sario Estrada y la señora Casilda Casta- 
ñeda y Sus hijos, autorizada por el Nota- 
rio Gregorio A. Recinos en Jalapa el prii- 
mero de Mayo de mil novecientos cuatro. 
En este estado del juicio intervino la se- 
ñorita Concepción Salazar, acompañando 
una certificación del Registro de Jalapa 
relativa a la tercera inscripción de domi- 
nio de la finca tres mil novecientos no- 
venta y ocho (3.998), folio ciento cincuen- 
ta y dos (152) del tomo cuarenta (40) a 
favor de la expresada señorita por compra 
gue hizo a Onofre Estrada; y en ese con- 
cepto se proponía continuar el expediente 
de división promovido por el Doctor Oca- 
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ña, proponiendo como experto al Ingenie- 
co Valeriano Aquino, pidiendo que se pre- 
viniera a Ocaña nombrara el que le co- 
rrespondía, a lo que el señor Ocaña con- 
testó que estaba muy de acuerdo con la 
solicitud de la señorita Salazar, pues ha- 
cía como catorce años él también lo había 
solicitado, con la diferencia de que ahora 
era a ella a quien correspondía nombrar 
el ingeniero y pagarle sus honorarios, pues 
ya él, por su parte, había mandado a me- 
dir en globo todo el terreno, quedando pen- 
diente, como aún está, la localización de 
las dos caballerías en el mojón “Cuscate- 
ca”, como estaba convenido, 


Con estos antecedentes se llegó al año 
de mil novecientos veintinueve y el inge- 
niero Aquino practicó la medida y división 
del terreno correspondiente a la señorita 
Concepción Salazar; y puede verse en el 
respectivo plano que se cumplió con de- 
terminarlas del mojón “Cuscateca” para 
adentro, y que por tres de sus lados está, 
colindando con propiedades del señor 
Ocaña, siendo Su forma un cuadrado bas- 
tante perfecto. 


Al tener conocimiento de esta medida el 
señor Ocaña la protestó, originándose un 
juicio, el cual fué fenecido, según expre- 
sión de la señorita Salazar, por sentencia 
interlocutoria fecha catorce de agosto de 
mil novecientos treinta y cuatro, aproba- 
da por la Sala jurisdiccional de seis de fe- 
brero del mismo año. El Juez mandó se 
tuviera a la vista este juicio de oposición, 
y dictó sentencia aprobando la medida 
practicada por el ingeniero Aquino. 


Apeló de ésta sentencia el Doctor Oca- 
ña, quien en su escrito de expresión de 
agravios expuso que las operaciones téc- 
nicas del ingeniero carecían de base, pues 
la que tenían o sea la escritura de tran- 
sacción de que se ha hecho referencia, ha- 
kbía sido declarada nula, por sentencia 
ejecutoriada de los tribunales, como lo jus- 
tificaba con la certificación que acompa- 
ñaba. Consta, efectivamente en dicha cer- 
tificación que entre el Doctor Ocaña y Ca- 
silda Castañeda y Concepción Salazar se 
siguió un juicio para Que se declarara la 
nulidad de la referida escritura, fundán- 
dose en que habían menores y no podían 
partirse sus bienes ni transigir sobre ellos 
sin la autorización correspondiente; y con 
fecha cuatro de agosto de mil novecientos 
treinta y siete, el Juzgado de Primera Ins- 
tancia de Jalapa dictó sentencia declaran- 
do la nulidad e insubsistencia de la tan- 
tas veces mencionada escritura. 


La señorita Salazar contestó la expre: 
sión de agravios manifestando que el mis- 
mo Doctor Ocaña fué quien promovió es- 
te expediente sobre que se separaran los 
derechos que en el terreno “El Wishoro” 
correspondían a Onofre Estrada, hoy de 
ella, señalando un lugar que había fijado 
un convenio celebrado antes de la entrada 
de Ocaña como dueño de otros derechos. 
Después Ocaña pretendió cambiar de lu- 
gar la colocación de estos derechos y de- 
mandó la nulidad de la medida y como le 
fuera desfavorable la resolución, pretende 
resucitar su derecho perdido para anular 
la medida, fundado en la nulidad del con- 
venio que sirvió para localizar los dere- 
chos, como punto de referencia nada más, 
aceptado por él desde el principio de su 
demanda. 


Cuando ya se había dictado sentencia 
en segunda instancia, se presentó el Doc- 
tor Ccaña auxiliado por el Abogado J. 
Luis Charnaud manifestando: que Onofre 
Estrada también había sido demandado 
por él y a quien no se le mandó dar tras- 
lado de su expresión de agravios, con lo 
que estaba viciado el procedimiento y pe- 
día su enmienda, de conformidad con el 
inciso 20. del artículo 91 del Decreto 1862; 
pero sólo se le hizo saber el estado de los 
autos. 


Contra la sentencia de la Sala de Apela- 
ciones, el Doctor Ocaña con auxilio del 
mismo señor Licenciado Charnaud, inter- 
puso el recurso de casación, tanto por in- 
tracción sustancial del procedimiento al 
no darse traslado de su expresión de 
agravios a uno de los demandados, don 
Onofre Estrada, como por violación de ley, 
citando para este segundo caso, como in- 
fringidos, los artículos V fracción 3a., 250 
inciso 13, 84 de la Ley Constitutiva del Po- 
der Judicial, 248 y 249, 269 inciso 1o., 282 
del Decreto 2009. 


En el alegato presentado a esta Corte, 
firmado por el recurrente, auxiliado esta 
vez por el abogado Juan Córdova Cerna, 
se hace referencia a que en su primer me- 
morial, pidió se previniera a Onofre Es- 
trada la segregación de las dos caballerías 
que le correspondían, conforme a la escri- 
tura de transacción, y que se nombraran 
expertos para verificar la desmembración 
y a estos puntos debió reducirse la senten- 
cia, de manera que al extenderse hasta la 
aprobación de la medida, ya no está con- 
gruente con la demanda, y se violaron los 
artículos 227 y 84 de la Ley Constitutiva 
del Poder Judicial. 
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Reproduce el argumento relativo a que 
habiéndose declarado nula la escritura de 
transacción, carecía de base la medida del 
ingeniero Aquino, y que por esta razón 
fueron violados los artículos 269 inciso lo. 
y 282 Ley de Enjuiciamiento Civil y Mer- 
cantil. 


Que, además se había tomado en cuenta 
como excepción de cosa juzgada, la que 
se originaba del juicio de oposición a la 
medida, sin que tal excepción se hubiese 
cpuesto, violándose con esto otra vez el 
artículo 84 del Decreto 1862, así como el 
248 y 249 del Código de Enjuiciamiento Ci- 
vil y Mercantil, que determinan que las 
excepciones deben ser alegadas por las 
partes y fijan en qué oportunidades. 


CONSIDERANDO: 


Que para que el recurso de casación por 
quebrantamiento sustancial del procedi- 
miento sea admitido, es indispensable que 
se haya pedido la subsanación de la falta 
en la instancia en que se cometió y reite- 
rado la petición en la segunda, cuando la 
infracción se hubiese cometido en la pri- 
mera. Artículo 510 del Código de Enjui- 
ciamiento Civil y Mercantil, 


La infracción alegada por el recurrente 
relativa a haberse omitido en segunda ins- 
tancia dar traslado del alegato de expre- 
sión de agravios a Onofre Estrada, como 
demandado, no la pidió ni el mismo inte- 
resado a quien correspondía pedirla, ni el 
Doctor Ocaña, pues ambos quedaron noti- 
ficados de la providencia fecha veintidós 
de marzo (1938), en que se llamaron “au- 
tos con citación”, sin que hicieran ningu- 
na manifestación, por cuya razón dicha 
providencia quedó firme. 


El otro argumento del recurrente, aun- 
que se ampara bajo el concepto de viola- 
ción de ley, también se refiere a vicios del 
procedimiento como es el relativo a la ad- 


misión de la excepción de cosa juzgada; y . 


no hay tal infracción, porque la Sala no 
se ha fundado en esa excepción para con- 
firmar la sentencia del Juez, de manera 
que si la hubo, nació en primera Instan- 
cia, y bien pudo rebatirse en la segunda. 
Habiéndose omitido, pues, pedir la subsa- 
nación oportuna de la falta que se dice se 
cometió, es inadmisible el recurso por 
quebrantamiento del procedimiento y no 


hay razón para analizar en otra forma, los 


artículos relativos al mismo, como son los 
84 Ley Constitutiva, 248 y 249 del Código 
de Enjuiciamiento Civil y Mercantil. 


CONSIDERANDO: 


Que es inconducente lo alegado respecto 
del artículo 227 del Decreto Gubernativo 
1862, porque tal disposición legál no ha 
sido citada en el escrito de interposición 
del recurso. | 


CONSIDERANDO: 


Que no se ha expuesto cuál es la verda- 
dera causa por la que el recurrente se 
considera lesionado en sus derechos con la 
aprobación de la medida practicada por el 
Ingeniero Aquino, localizando y desmem- 
brando las dos caballerías de terreno que 
pertenecían a Onofre Estrada, hoy de Con- 
cepción Salazar, pues, tal era el deseo del 
demandante, y la medida no ha sido ob- 
jetada en su fondo ni en su forma en este 
juicio, y si lo fué en otro, esa acción ha 
sido adversa al opositor, sin que el reco- 
nocimiento de esa resolución implique la 
existencia de cosa juzgada. Por otra par- 
te, si la escritura de transacción se tomó 
en cuenta, para verificar la medida con- 
sistió, primero, en que el mismo Doctor 
Ocaña, en su demanda así lo solicitó; y 
segundo, en que no ha tenido más influen- 
cia que como punto de orientación o re- 
ferencia, sin que de ella se haya hecho na- 
cer derechos distintos de los ya existentes 
y reconocidos por el señor Ocaña; y ter: 
cero, por que este señor no ha expresado 
en qué otro lugar debieron localizarse los 
derechos de la otra parte, pues la existen- 
cia de perjuicios a que se refiere no han 
tenido ninguna confirmación. En concep- 
to de lo expresado, sí se dió al documento 
presentado por él, el mérito y valor que le 
conceden los artículos 269 inciso 1o. y 282 
del Código de Enjuiciamiento Civil y Mer- 
cantil, razón por la cual no han sido in- 
fringidos. 


CONSIDERANDO: 


Que no cuidando el recurrente de hacer 
ver en qué consiste la infracción de los ar- 
tículos V inciso 30. y 250 inciso 13 de la 
Ley Constitutiva del Poder Judicial cuya 
cita hace en su escrito de introducción del 
recurso; y refiriéndose esos artículos a la 
aplicación inmediata que tienen las leyes 
brocesales, no se explica en qué sentido 
distinto al en ellas contenido debieron 
aplicarse o que se aplicaron incorrecta- 
mente y por consiguiente no ha sido posi- 
ble su infracción 
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POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, en obser- 


vancia de lo dispuesto en los artículos 506, 
512, 521 Código de Enjuiciamiento Civil y 
Mercantil y 233 de la Ley Constitutiva del 
Poder Judicial, declara improcedente el 
recurso interpuesto, y condena al que lo 
interpuso al pago de las costas de casa- 
ción y a una multa de cincuenta quetza- 
les, que en caso de insolvencia se desqui- 
tará a razón de un día de prisión por cada 
quetzal. Notifíquese, repóngase el papel y 
cevuélvanse los antecedentes con certifica- 
ción, al Tribunal de su origen. 


Raf. Ordóñez Solís. — Abel Paredes. — 
Alberto Argueta S. — Francisco E. Rodri. 
guez. — Francisco Menéndez B. Max Gar- 
cia R. — Secretario. 


CIViL 


JUICIO ordinario seguido por Lucila Oliva 
viuda de de León contra la Sociedad “Pa- 
relli Shirt Manufacturing Company”. 


DOCTRINA: Siendo los tribunales de ins- 
tancia los llamados a calificar la falta 
de razón o motivo de las partes, no pro- 
cede el recurso extraordinario de casa- 
ción con respecto a las costas del juicio. 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
diecisiete de Agosto de mil novecientos 
trienta y nueve. 

Por recurso extraordinario de casación, 
se ve la sentencia que dictó la Sala Pri- 
mera de la Corte de Apelaciones, el pri- 
mero de diciembre del año próximo pasa- 
do, de la que se hará relación más adelan- 
te, en el juicio ordinario seguido por Lu- 
Cila Oliva v. de de León, contra la sociedad 
“Parelli Shirt Manufacturing Company” 
sobre que se le indemnice por los daños 
sufridos en el accidente de trabajo que su- 
frió en la fábrica de esta compañía. El 
fallo confirma, con modificación, el que 
Gictó el Juez Primero de Primera Instan- 
cia de este departamento el siete de sep- 
tiembre del mismo año. 

También se examina el auto de la mis- 
ma Sala que deniega los recursos de am- 
pliación y aclaración de la sentencia. 

DEMANDA.—El nueve de Junio del año 
de mil novecientos treinta y siete, se pre- 
sentó la señora Oliva viuda de de León, al 
Juzgado Primero de Primera Instancia de 


este departamento, manifestando: que 
siendo empleada de la fábrica “Parelli 
Shirt Manufacturing Company”, había si- 
do víctima de un accidente de trabajo, el 
veintiuno de octubre del año anterior, mil 
novecientos treinta y seis, mientras traba- 
jaba, cosiendo pantalones, en el cual un 
eje trasmisor le había arrancado total- 
mente el cuero cabelludo, parte de la piel 
de la cara y de la nuca y le dañó los ojos, 
pues los párpados le quedaron inutilizados 
y no podía cerralos para dormir. Este im- 
pedimento no sólo era un suplicio, sino 
que le ocasionaría alguna complicación 
fatal, que la imposibilitaba totalmente pa- 
ra trabajos de cualquier clase, por los de- 
fectos fisiológicos indicados, ya que si se 
dedicaba al trabajo, sucumbiría pronto o 
quedaría inulitizada de la vista 

Que el accidente se produjo por culpa 
de los dueños de la fábrica, quienes no to- 
maron las medidas necesarias para evitar- 
lo, porque el extremo de uno de los ejes 
de trasmisión estaba precisamente donde 
ella trabajaba y ofrecía peligro para todas 
las obreras y únicamente, dicen los seño- 
res Pasarelli, propietarios de la fábrica, 
que lo cubrían con una mesa, lo que no es 
cierto, toda vez Que la mesa no cubría el 
eje, y aún siéndolo, no era la manera de 
prevenir el peligro; y que no habiendo bus- 
cado ella intencionalmente el accidente, 
debía ser indemnizada, de conformidad 
con la ley protectora de obreros; pero los 
obligados se habían negado al pago de tal 
indemnización, a darle para comprar una 
peluca y para curarse por medio de un es- 
pecialista, porque las lesiones sufridas re- 
querían operaciones delicadas, que no se le 
podían hacer en el Hospital General, por 
falta de tiempo y de dinero. 


Por adolecer de una incapacidad perma- 
rente total, ocasionada por el accidente de 
trabajo, demandaba, en la vía ordinaria, 
de la sociedad “Parelli Shirt Manufactu- 
ring Company”, el pago de la indemniza- 
ción, consistente en una pensión vitalicia, 
mensual, equivalente al sesenta por cien- 
to del salario que devengaba en la fábrica; 
el pago de los gastos que ocasionara su cu- 
ración, comprendiendo en él, el valor de 
las pelucas que tendría que usar durante 
el resto de su vida, porque eso equivalía a 
gastos de curación, gastos de curación que 
fijaba en ochocientos quetzales; pero que 
serían determinados por expertos durante 
el juicio; y las costas e intereses lega- 
les, hasta el efectivo pago. Acompañó cer- 
tificación extendida por el Juzgado Quin- 
to de Primera Instancia, en la que apare- 
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cen las declaraciones de los señores Pasa- 
relli y de otras personas, recibidas en la 
causa que se instruyó en ese Juzgado, por 
lesiones, con motivo del accidente y foto- 
grafías de la demandante, en las que se 
pueden apreciar los daños sufridos. 


AUDIENCIA Y CONTESTACION DE LA 
OTRA PARTE. — El señor Rafael Pasare- 
1li Panella, como representante de la so- 
ciedad demandada, negó la demanda, ex- 
poniendo: que la señora viuda de de León 
había sido contratada por la empresa para 
coser pantalones, siendo su obligación lle- 
gar a la hora de entrada, sentarse en e! 
banquillo de la máquina, recibir del obrero 
cortador las piezas sueltas de que se com- 
pone todo pantalón, conectar el conmuta- 
dor individual de su máquina, coser las 
piezas del pantalón según la técnica del 
oficio, entregarlas una vez terminado: el 
trabajo al jefe del taller y llegada la ho- 
ra de salida, desconectar el conmutador y 
retirarse a su descanso diario. El trabajo 
es bien sencillo, no podía dar origen a nin- 
gún accidente, haciéndolo cuidadosamen- 
te; y conforme a la organización de la fá- 
brica, había un empleado para atender a 
las operarias cuando necesitaban que se 
les alcanzara algo necesario para el traba- 
jo, como, hilo, agujas, bobinas y demás im- 
plementos; de modo que la operaria no te - 
nía porqué levantarse de su banquillo pa- 
ra conseguir los útiles necesarios, ni para 
recoger los objetos que se le cayeran, pues 
para ello se pagaba a un empleado espe- 
cial, que era el único encargado y contra- 
tado para recoger los objetos que se caye- 
ran debajo de las máquinas. Al hacerse 
saber a las obreras esta disposición, su tra- 
bajo se limitaba única y exclusivamente a 
coser sentadas en su sitio, sin tener que 
agacharse a levantar nada que se les caye- 
ra al suelo, 


Las secciones de máquinas están insta- 
ladas con un eje trasmisor común, que co- 
rre debajo de las máquinas y las fajas que 
las ponen en contacto con los motores, se 
cubren con madera, precaución que evita- 
ba todo daño. Sin embargo, como el eje 
de la sección donde trabajaba la señora 
Oliva viuda de de León, salía fuera de la 
propia sección como treinta centímetros, 
poco más O menos, se había cubierto pro- 
visionalmente con una mesa pesada, que 
no era movible por una sola persona, y se 
previno a todas las obreras que no la mo- 


vieran. El eje quedaba, con esa mesa, en ' 


situación de no causar daño, y si el acci- 
cente se produjo, fué porque la señora Oli- 
va viuda de de León se introdujo debajo de 


la mesa, el veintiuno de octubre de mil 
novecientos treinta y seis, cuando dejó 
caer un carretel y una bobina y aún sa- 
biendo que ella no era la encargada y con- 
tratada para recoger tales objetos, Se le- 
vantó de su banco, abandonando su traba- 
jo, anduvo hasta llegar al extremo sur de 
su sección, se agachó metiendo la cabeza 
debajo de la mesa, que tuyo que mover, y 
fué entonces cuando el eje de rotación le 
aprisionó las trenzas que llevaba echadas 
adelante, al querer recoger el carretel que 
estaba debajo del eje; pero antes, una de 
las empleadas le hizo ver que no debía ha- 
cerlo, porque “el eje le podía agarrar el 
pelo, y causarle daño”; no obstante lo cual 
y prescindiendo del empleado encargado 
de hacerlo, contra toda prudencia y aún 
aceptando la posibilidad del daño, ya que 
se le había prevenido, se produjo el acci- 
dente. 

En la contestación se hace un análisis 
de la prueba presentada por la actora y 
ofreció, a su vez, la prueba que la parte 
demandada rendiría en su defensa. Invo- 
ca que la Ley protectora de obreros, esta- 
blece el derecho a la indemnización, salvo 
el caso de que la víctima lo haya provoca- 
do intencionalmente y que los patrones es- 
tán en la obligación de tomar precaucio- 
nes para evitar accidentes: que los acci- 
dentes deben sucederse durante el trabajo 
del obrero, requisito éste que no concurría, 
porque cuando ocurrió, no estaba dedica- 


da a su trabajo, sino iba a recoger el ca-. 


rretel y lo tenía prohibido. El trabajo lo 
suspendió, por cuya razón la empresa no 
estaba obligada a responder por el acci- 
cente, desde el momento que cuando lo su- 
frió, no ejecutaba actos propios del traba- 
jo que tenía la obligación de hacer, sino 
que estaba violando el reglamento interno 
del taller, que le prohibía recoger por sí 
¡os objetos que se le cayeran: que el acci- 
dente había sido provocado intencional- 
mente por la víctima y por ésto carecía de 
derecho para reclamar indemnización. 

Terminó alegando a su favor, la falta 
absoluta de derecho de la Oliva viuda de 
de León, para cobrar la indemnización y 
la falta absoluta de obligación de la socie- 
dad para responder por este pago, por na 
haber ocurrido el accidente durante el tra- 
bajo. 

TERCEROS COADYUVANTES.—El cua- 
tro de septiembre de ese año, se presentó 
el señor Emilio Pasarelli, solicitando que 
se le tuviera como tercero coadyuvante con 
la compañía demandada, por haber sido 
llamado a absolver posiciones, habiendo 
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dejado en ese entonces de pertenecer a la 
sociedad “Parelli Shirt Manufacturing 
Company”; y el diecisiete de noviembre, 
compareció el señor José Víctor Pasarelli 
Ramazzini, pidiendo que se le tuviera co- 
mo coadyuvante con la compañía deman- 
dada y su petición fué resuelta de confor- 
midad. 

TERMINO PROBATORIO. — Durante el 
término probatorio fueron recibidas las si- 
guientes pruebas, por la parte actora: 

lo.—Certificación extendida por el Juz- 
gado Quinto de Primera Instancia de este 
departamento, de las diligencias instruídas 
con motivo del accidente; 

20.—Informe del Hospital General de 
esta ciudad; 

30.—Posiciones absueltas por la propia 
actora y fotografías del lugar donde ocu- 
rrió el accidente; 

40.—Certificación de la policía nacional; 

59.—Ratificación de varios pasajes del 
juicio por el demandado y certificación de 
las declaraciones de los testigos que presen- 
Ciaron el accidente; 

60.—Expertaje propuesto para estable- 
cer el valor de las pelucas; 

7o.—Expertaje sobre las lesiones sufri- 
das y clase de incapacidad que produjeron; 

80.—-Inspección ocular en el lugar del 
hecho e informe de la policía; y 

90.—Posiciones articuladas a Emilio Pa- 
sarelli 


Por la empresa demandada: 


lo.—Informes sobre distintos puntos, re- 
lacionados con el asunto, emitidos por el 
Hospital General; 

20.—Certificación de las posiciones ab- 
sueltas por Lucila Oliva viuda de de León, 
a petición de Emilio Pasarelli; 

30.—Cerficación de los pasajes de la in- 
vestigación seguida en el Juzgado Quinto 
de Primera Instancia sobre el accidente; 

4o.—Ratificación pedida a la señora Oli- 
va viuda de de León, sobre diversos pasa- 
jes del juicio; y 

5o.—Expertaje sobre la incapacidad de 
la lesionada, posiciones absueltas por el 
Bachiller Carlos  Zachrisson, fotografías 
autenticadas y certificación de la policía y 
Juzgado Quinto de Primera Instancia. 

VISTA Y FALLO DE PRIMERA INSTAN- 
CIA. — Después de la vista señalada por 
el Tribunal de primera instancia, se re- 
solvió declarando improcedente las excep- 
ciones perentorias de falta de derecho de 
la demandante y falta de obligación de la 
parte reo: que la compañía “Parelli Shirt 


Manufacturing Company”, es responsable 
del pago de la indemnización solicitada 
por Lucila Oliva. viuda de de León, por ac- 
cidente de trabajo; que por ahora y sin 
perjuicio de modificarlo más tarde, la com- 
pañía debía pagar a la actora, una pensión 
semanal de noventa y ocho centavos de 
quetzal, y en concepto de gastos de cura- 
ción, el valor de tantas pelucas, del precio 
de veinte quetzales, que son las de pelo 
corto y mediana calidad, como vaya nece- 
sitando, desde que le Sea posible usarlas 
hasta cuando cumpla cincuenta y dos 
años, calculando que cada peluca duraría 
tres años; y que las costas son a cargo de 
la compañía, porque procedió maliciosa- 
mente al denegar una indemnización a to- 
das luces justificada irrogando gastos in- 
¡ecesarios, a una persona desprovista de 
medios de fortuna, 

APELACION. — En la segunda instancia 
los demandantes promovieron las excep- 
ciones de falta de incapacidad permanen- 
te para el trabajo, o en otros términos, ca- 
pacidad actual para trabajar, basada en 
que la señora Oliva viuda de de León está 
trabajando en el Hospital General; y la 
de falta de obligación de reconocer el pre- 
cio excesivo de las pelucas, por haber com- 
prado la demandante pelucas a menor pre- 
cio que el dictaminado por los expertos. 

Para establecer estas excepciones, el 
proponente, durante el término respec- 
tivo, propuso las pruebas siguientes: 
confesión judicial de la actora; informe 
del Hospital General sobre si la señora 
de de León es empleada y el sueldo que de- 
venga; y ratificación del memorial presen- 
tado por el apoderado de dicha señora, el 3 
de octubre del año pasado, contestando las 
excepciones. 

VISTA Y FALLO DE SEGUNDA INS- 
TANCIA. — Después de la vista, resolvió 
la Sala Primera de la Corte de Apelacio- 
nes, el primero de diciembre del año pasa- 
do, confirmando la sentencia con las mo- 
dificaciones siguientes: que la incapacidad 
de que adolece la señora de de León, es 
permanente parcial y en tal concepto, tie- 
ne derecho a una indemnización vitalicia 
del sesenta por ciento de la suma que ga- 
naba semanalmente, que llegó a ser de dos 
quetzales setenta y cinco centavos, siendo 
a indemnización equivalente a un quet- 
zal, sesenta y cinco centavos semanales, 
“or todo el tiempo que subsista su incapa- 
cidad para el trabajo; indemnización que 
deberá pagar la sociedad “Parelli Shirt 
Manufacturing Company”, la cual no que- 
da obligada a pagar el valor de las pelu- 
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cas que deba usar la señora viuda de de 
León. Y declara sin lugar la excepción 
propuesta en segunda instancia, relativa 
a capacidad actual para trabajar y proce- 
dente la de falta de obligación de pagar 
el valor excesivo de las pelucas. 


En auto de fecha trece de diciembre, la 
propia Sala declaró sin lugar los recursos 
de aclaración y ampliación de su senten- 
cia. Contra estas resoluciones, fallo y au- 
to, interpuso el señor Rafael Pasarrelli Pa- 
nella el presente recurso extraordinario de 
casación, por quebrantamiento substancial 
del procedimiento y violación de ley; el 
primero porque al folio trescientos dos de 
la pieza de primera instancia, se fijó día 
para el examen de testigos; pero como és- 
tos no fueron notificados, no concurrie- 
ron, y después ya no le fué posible por los 
recursos ordinarios interpuestos. Siendo 
causas que no le son imputables pidió en 
la Sala que fueran examinados, sin haber- 
lo logrado, porque basándose el tribunal en 


€! artículo 473 de la Ley de Enjuiciamien- 


to Civil y Mercantil, siendo varios y no uno 
los testigos que no habían sido examina- 
dos, denegó la prueba y posteriormente la 
reposición de la denegatoria; y de acuerdo 
con los artículos 506 inciso 20., 507 inciso 
40., 510 y 519 de la misma ley, a su juicio, 
procedía casar la sentencia, anular lo ac- 
tuado y mandar a reponer los autos por 
haber sido infringido el artículo 473, ya 
citado. 

La confesión pedida a la actora fué des- 
calificada en cuatro de sus preguntas, por 
la misma Sala, apoyándose en que versaba 
sobre hechos ajenos a las excepciones y que 
se había pedido como prueba de éstas y la 
reposición fué denegada, infringiendo el 
artículo 345 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil y Mercantil, que establece que las 
posiciones deben referirse a hechos objeto 
del juicio y que sólo se repelen de oficio 
las que no llenen este requisito. Le dene- 
gó una prueba admisible que ya no podía 
dirigir otra vez, conforme al artículo 359, 
porque no se puede pedir dos veces con- 
fesión sobre los mismos hechos; y con és- 
to, también hubo infracción del procedi- 
miento. 


Solicitó que los testigos mencionados en 
el acto de inspección ocular, obrante en 
las diligencias criminales, estuvieran pre- 
sentes cuando se practicó la inspección, 
pero se le denegó y notificó después de la 
diligencia, no pudiendo ya pedir la subsa- 
hación de la falta. Se violó con este pro- 
ceder el artículo 372 de la Ley de Enjui- 
ciamiento Civil y Mercantil. 
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Las repreguntas a los testigos Pedro 
Guerra, Delia Arévalo, Flora Aquino, Lau- 
ra Samayoa y Concepción Rivas, siendo un 
medio probatorio utilizado por el coliti- 
gante, tenía derecho a dirigirlas y sin em- 
bargo tanto el Juzgado de Primera Instan- 
cia como la Sala sentenciadora, se lo de- 
negaron, con perjuicio del artículo 411 de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil y Mercan- 
til. Por todos estos motivos, repite, pro- 
cede casar, anular el fallo y mandar a re- 
poner lo actuado desde cuando se dejó de 
cumplir con la ley. 


El segundo, o sea la infracción de ley, 
consiste en que, por no haber apreciado las 
declaraciones que aperecen en la certifi- 
cación, se dejó de cumplir con lo dispuesto 
en los artículos 278 inciso 1lo., 282, 431 y 
432 de la Ley de Enjuiciamento Civil y 
Mercantil; al no haber admitido la rati 
ficación de la actora, con lo que se prueba 
la veracidad de los testigos, se infringió 
el artículo 369 del mismo cuerpo de leyes, 
que tiene la confesión como un medio pro- 
batorio; al no tener como probado el he- 
cho de la existencia de avisos fijados a la 
pared, prohibiendo recoger objetos debajo 
de las máquinas, avisos que vió el Juez de 
lo Civil al practicar su inspección ocular, 
violó el artículo 374 de la Ley de Enjui- 
ciamiento Civil y Mercantil; violó asímis- 
mo los artículos 282 y 441 de la misma ley 
al no tener como probado que la mesa cu- 
bría el extremo del eje, sin embargo de 
que, en el acta levantada por el notario 
Julio Camey Herrera y la certificación ex- 
tendida por la policía nacional, consta que 
la mesa sí estaba cubriendo el eje y que 
la actora al sufrir el accidente, tuvo que 
meterse entre la mesa y el eje para levan- 
tar el carretel; al calificar como acciden- 
te de trabajo el hecho, la Sala violó el ar- 
tículo lo. de la Ley protectora de Obreros, 
decreto Gubernativo número 669, enten- 
ciéndola erróneamente, en la frase que di- 
ce “cualquiera que haya sido la causa del 
accidente” que no implica que esas causas 
sean fuera del trabajo; cometió error de 
derecho el mismo tribunal, al afirmar que 
la víctima adolece de incapacidad perma- 
nente, e infringió los artículos 378, 384 y 
385 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y 
Mercantil y 3o. y 9o. del Decreto Guber- 
nativo 669, lo mismo que el 100. de este De- 
creto; en la inspección que la propia Sala 
practicó en la persona de la obrera, no se 
vuntualizan los hechos en que consta la 
incapacidad permanente parcial, para sen- 
tar como real esta incapacidad y como en 
los informes se dice que curará en el Hos 
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pital, lo que indica que no le quedará in- 
capacidad, violó los artículos 374 y 385 del 
Decreto Legislativo 2009; al tomar el extre- 
mo mayor del sueldo que, raras veces, 0.2- 
vengaba, dió lugar a que proceda el recur- 
so de casación por infracción de los artícu- 
los 364 Decreto. Legislativo 2009 y 192 Ley 
Constitutiva del Poder Judicial, aplicables 
al caso. Si lo que procedía era una canti- 
aa fija como indemnización de incapaci- 
dad temporal, entonces el tribunal violó 
los artículos 90. y 100. del Decreto Guber- 
nativo 669, violando el primero y aplican- 
do indebidamente el segundo; al apreciar 
como cierta la temeridad, violó la Sala el 
artículo 157 en su inciso 20., Decreto Legis- 
lativo 2009, pues se hace consistir en que 
la empresa se negó a satisfacer la indem- 
nización; pero viendo lo que se pedía, que 
eran ochocientos quetzales, por gastos de 
curación y el valor de todas las pelucas, 
de lo que se le absolvió, la negativa de la 
empresa no era tan improcedente, ya que 
se ha reconocido a última hora que le asis- 
tía razón. Lo que se negó fué que el acciden- 
te fuera de trabajo, lo que es algo muy dis- 
tinto a negarse a entregar una indemniza- 
ción que estuviera previamente justifica- 
da. La defensa no ha tenido la intención 
Cde burlar el derecho de la actora, porque 
no estaba preestablecido, toda vez que el 
juicio ordinario llevaba como único objeto 
el de establecerlo en una forma obligato- 
ria; y en la denegatoria de la ampliación 
y aclaración del fallo de segunda instan- 
cia, hubo violación de los artículos 48 de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil y Mercan- 
til; 227, 228, 232 reglas 4a. y 6a. y 233 de 
la Ley Constitutiva del Poder Judicial, por- 
que no se hizo apreciación de pruebas de 
la empresa ni con respecto a la tercería 
coadyuvante con los demandados, inter- 
puesta por Víctor Pasarelli, que es res- 
ponsable del 29 por ciento de la indem- 
nización. Estando en debida forma el re- 
curso, se pidieron los autos y habiéndose 
verificado la vista, que oportunamente fué 
fijada, es el caso de dictar el fallo que 
conforme a la ley procede. 


CONSIDERANDO: 


Que el artículo 473 de la Ley de Enjui- 
ciamiento Civil y Mercantil, no fué vio- 
lado por la Sala, sentenciadora, al denegar 
el examen de varios testigos, por dos razo- 
nes fundamentales, la primera, porque la 
parte interesada dejó pasar una audiencia 
sin haber llevado los testigos para que 
fueran examinados por el Juez, por no ser 


obligación de los tribunales citarlos para 
que comparezcan, sino de los interesados; 
y si no fueron examinados en esa audien- 
cia dependió directamente de la voluntad 


“de la parte actora. Y la segunda, que la 


ley es bastante clara al decir: si se hu- 
kiere omitido interrogar a un testigo legal- 
mente presentado, se puede pedir su exa- 
men en la segunda instancia; pero no 
siendo uno sino varios los que pedía el 
recurrente que fueran interrogados, es in- 
dudable que su petición no encajaba en lo 
dispuesto en este artículo, por cuanto que 
las pruebas se deben rendir en primera 
instancia y solo por el principio de equi- 
dad, invocado por la Sala sentenciadora, 
es permitido que se completen en la se- 
gunda instancia, cuando no obedece a cul- 
pa del interesado, y siempre que se trate - 
de un testigo, pues al decir la ley, un tes- 
tigo, su sentido natural es en singular, 
aunque sea artículo indeterminado en gé- 
nero, y como singular se refiere a uno y 
no a varios testigos. Por los dos funda- 
mentos citados, no procedía la recepción 
iz la prueka testifical, o sea porque tuvo 
oportunidad el recurrente para que fuera 
¡ecibida y sin embargo no presentó los tes- 
tigos; y porque siendo varios no podíar 
ser examinados, legalmente, en segunda 
instancia. 


CONSIDERANDO: 


Que no se ha quebrantado substancial- 
mente el procedimiento al descalificar las 
cuatro preguntas adicionales que el inte- 
resado pretendía que se le dirigieran a la 
demandante en el acto de la confesión, en 
el tribunal sentenciador, por la razón de 
que habiendo sido propuesta la confesión 
como medio probatorio de las: dos nuevas 
excepciones, nacidas después de la con- 
testación de la demanda, que son: falta de 
incapacidad permanente para el trabajo 
y falta de obligación de reconocer el pre- 
cio excesivo de las pelucas, las preguntas 
debían encaminarse a probar estos hechos, 
que eran objeto de la prueba, y no a otros 
distintos, porque si bien la confesión se 
debe concretar a hechos objeto del jui- 
cio, en el caso de apertura a prueba en 
segunda instancia, tiene que referirse a 
lo que se trata de establecer y no a otros 
puntos, ya que en este último caso, es inad- 
misible, aunque tenga relación con el jui- 
cio, y los tribunales tienen facultad para 
repelerla, por disponerlo así expresamen- 
te la ley. Y al no haber dirigido, la Sala 
sentenciadora, las cuatro preguntas adi- 
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cionales, no infringió el artículo 345 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil y Mercantil, 
sino que se sujetó, estrictamente, a lo que 
dispone, Sin dejar limitado el derecho de 
la parte interesada para dirigir de nuevo 
las preguntas que descalficó, no sólo por 
haberlo advertido así expresamente, sino 
porque, realmente, las preguntas no se 
dirigieron y la prohibición es para volver 
a dirigir preguntas con respecto a los mis- 
mos hechos. 


CONSIDERANDO: 


Que el quebrantamiento del artículo 272 
del mismo Código, se hace consistir en que 
se pidió que los testigos presenciales estu- 
vieran presentes en el acto de la nueva 
inspección ocular, practicada por el Juez 
de lo Civil, para que ratificaran sus decla- 
raciones, porque se había presentado co- 
pia certificada de las diligencias practica- 
das en el Juzgado Quinto de Primera Ins- 
tancia, donde se siguió la averiguación; 
que sin razón se denegó y llevándose a ca- 
ko la inspección, sin la comparecencia de 
los testigos y la denegatoria se le notificó 
a los dos días de haberse practicado la di- 
ligencia, cuando ya no podía pedir su sub- 
sanación. Pero esto último es inexacto, 
puesto que al notificársele la denegatoria, 
aunque estuviera practicada la diligencia, 
pudo haber hecho uso del recurso ordina- 
rio que la ley le concedía para que se co- 
irigiera y sin embargo no lo hizo. Sin pe- 
dir la enmienda, habiendo podido hacerlo, 
es evidente que no procede el recurso ex- 
traordinario, por quebrantamiento de for- 
ma. 

CONSIDERANDO: 


Que las repreguntas que el recurrente 
pidió que fueran dirigidas a los testigos 
que aparecen en la certificación de las di- 
ligencias criminales seguidas en el Juzga- 
do Quinto de Primera Instancia, que fue- 
ron denegadas y la denegatoria confirma- 
da por la Sala sentenciadora, no procedían, 
desde luego que no han declarado como 
testigos en este juicio, sino que la certifi- 
cación, como documento auténtico, se pre- 
sentó como prueba. El sentido de la ley, 
al tratar de repreguntas, es bien claro, se 
refiere a los testigos que se proponen co- 
mo medio de prueba testimonial y no pa- 
ra el caso en que sus testimonios hayan si- 
do dados en otro asunto. Por la misma 
razón anterior, que la prueba no era admi- 
sible, no procede contra la denegatoria el 
“recurso de casación por quebrantamiento 
de forma 


CONSIDERANDO: 


Que la certificación de las diligencias 
criminales seguidas con motivo de este ac- 
cidente, que han sido apreciadas en con- 
junto y que ahora tienen el carácter de 
un documento auténtico, no se pueden to- 
mar en parte, estimando solo las declara- 
ciones de las personas que fueron exami- 
nadas en el sumario, por que se recibieron 
en un proceso que terminó sin discusión 
pienaria y donde no tuvo la actora seño- 
ra Oliva viuda de de León, la oportunidad 
de defender sus derechos y rebatirlas; y 
no sería justo aceptarlas como prueba tes- 
timonial en este asunto, ni tampoco legal, 
porque la prueba de testigos se debe pro- 
poner y recibir con las formalidades es- 
tablecidas, dentro del mismo juicio. Al 
estimarlo así el tribunal de segunda ins- 
tancia, apreciando el documento como au- 
téntico, no interpretó mal, sino debida- 
mente, los artículos 278 inciso 80. y 282 de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil y Mercan- 
til; y no podía aplicar los artículos 431 y 
432 del mismo Código, que tratan del va- 
lor de las declaraciones de los testigos, ya 
aue el documento lo tomó en conjunto, en 
todo lo que contiene, y no en parte. 

El artículo 369, de la misma ley, no pu- 
do haber sido violado, ya que al tener co- 
mo confesa, a la demandante, en las pre- 
auntas que hizo, no quedó desvirtuado el 
hecho de donde nace su acción, que es de 
haber tenido que recoger el carretel, y que 
ésto hacía cuando el pelo se le enredó en 
el extremo del eje y le fué arrancado vio: 
lentamente con todo y cuero cabelludo, 
causándole una lesión grave. 

El artículo 374 (de la Ley de Enjuicia- 
miento Civil _y Mercantil), no se ha. deja- 
do de aplicar, pues a la inspección judi- 
cial, practicada por el Juez que conoció 
de este asunto en primera instancia, se le 
ha dado el valor probatorio que tiene; me- 
nos en cuanto a los avisos prohibiendo re- 
coger objetos debajo de las máquinas,, por- 
que si bien prueba que estaban el día que 
el Juez llegó, que fué después del acciden- 
te, no demuestra que hayan estado antes 
o al tiempo en que ocurrió. El mismo cri- 
terio cabe sustentar con respectos al acta 
levantada por el notario Julio Camey He- 
rrera. No prueba que la mesa hava esta- 
do, efectivamente, cubriendo aquel extre- 
mo el día del suceso; y aún en el caso que 
lo probara, no sería suficiente para esta- 
blecer la falta de responsabilidad de la 
compañía, por no ser la forma adecuada 
para evitar el peligro ya que, podía dar 
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fácilmente, como dió, origen al accidente. 
En consecuencia, la compañía no cumplió 
con la obligación de evitar cualquier ries- 
go para seguridad de las obreras y demás 
personas que trabajaban en la fábrica. 


CONSIDERANDO: 


á 

Que la calificación de accidente de tra- 
bajo que se le ha dado al que sufrió la 
obrera, señora Oliva viuda de de León, en 
los talleres de la sociedad “Parelli Shirt 
Manufacturing Company”, no quebranta 
el artículo lo. del Decreto Gubernativo 
669, ni le dá una aplicación arbitraria. La 
prueba ha deslindado y determinado que 
el accidente lo sufrió la señora Oliva viu- 
da de de León, al ir a recoger un carretel 
de la máquina donde cosía, que se le había 
caído, por no estar cubierto debidamente 
el extremo del eje de rotación de las má- 
quinas. Y ese acto, es innegable que jurí- 
dica y legalmente, era parte integrante de 
su actividad en la fábrica. Se pretendió 
probar lo contrario, alegando que había 


un empleado especial para hacerlo; pero, 


como se verá más adelante, tal circuns- 
tancia, que es importante, no se probó en 
la forma debida; y sin esta prueba es in- 
dudable que el accidente queda como un 
accidente de trabajo. 

Todo accidente ocurrido a los obreros 
durante su trabajo, dice la ley respectiva, 
cualquiera que sea la causa, siempre que 
no haya sido intencional, dá derecho a in- 
cemnización; y teniendo el sucedido a la 
demandante, los elementos propios de un 
accidente de esta naturaleza, es legalmen- 
te, como se ha dicho, un accidente de tra- 
bajo. Las declaraciones obrantes en la cer- 
tificación de las diligencias criminales, no 
pueden demostrar ni demuestran lo con- 
trario. El aviso de peligro que, se dice, 
que una de las compañeras de trabajo le 
dió, no está probado en este jui- 
cio, y en las diligencias criminales só- 
lo una de las obreras lo afirma y las de- 
más no lo oyeren. Los servicios del em- 
pleado Pedro Guerra, hasta para recoger 
los objetos que se les caían a las obreras, 
tampoco resulta probado. Con respecto al 
empleo y ocupación de este individuo, las 
obreras que fueron examinadas en las di- 
ligencias criminales, se expresan en un 
sentido general, diciendo que era el encar- 
gado de proporcionarles lo que necesitaban 
y arreglarles las máquinas, sin incluír, ex- 
presamente, lo que se refiere a levantar 
los objetos caídos; y los avisos de prohi- 
bición de recogerlos está demostrado que 


estaban cuando el Juez llegó a inspeccio- 
nar, mucho tiempo después; pero no an- 
tes o al momento del accidente. 

La intención, de parte de la obrera, pa- 
ra ocasionarse el daño, tampoco está pro- 
bada, ni hay indicios, que conduzcan a es- 
tablecerla; toda vez que la declaración de 
una de las empleadas del taller recibida 
en la averiguación criminal, no solo es 
inadmisible como testimonio en este jui- 
cio, sino que, en, el caso que lo fuera, pro- 
duciría una semiplena prueba, que no la 
alcanza a demostrar, pues Se contrae a 
que le hizo ver el peligro solamente. Apar- 
te de ésto, es increíble que la obrera haya 
buscado intencionalmente el accidente que 
le causó la lesión y la dejó en el estado 
en que se encuentra. Por esta razón, el ar- 
tículo 1o. del Decreto Gubernativo 669 ya 
citado, en vez de haber sido interpretado 
en otro sentido, la Sala lo aplicó en el cla- 
ro y preciso que tiene. 


CONSIDERANDO: 


> d 

Que al apreciarse que la señora Oliva 
viuda de de León adolece de capacidad 
rfermanente parcial, nose ha cometido 
error de derecho, pues el tribunal se ha 
basado en lo que dictaminaron los exper- 
tos, especialmente, el tercero en discordia, 
de acuerdo con lo que, relacionado con im- 
pedimentos, preceptúa la ley protectora 
de las clases trabajadoras. 

Los médicos están acordes en que el es- 
tado de la señora Oliva viuda de de León 
era grave y que no se podía asegurar que 
llegara a obtener un restablecimiento 
completo, dentro de un plazo determinado, 
o que, después de un tratamiento más o 
menos largo, su salud llegara a readquirir- 
la completamente, a un grado satisfacto- 
rio. 


La situación en que quedará, ya cicatri- * 


zadas las heridas, es tal que siempre se- 
guirá con la falta de oclusión de los pár- 
pados. Y si quedan equiparadas la inca- 
pacidad leve y la temporal, a los casos de 
enfermedad, durando la primera desde 
seis días a doce semanas y la segunda, más 
de doce semanas, sin llegar a prolongarse 
todo el tiempo que la señora Oliva viuda 
de de León ha estado sufriendo, lo más 
justo y racional es calificar su impedimen- 
to como lo hizo la Sala sentenciadora, de 
permanente parcial, tanto más cuanto que 
Ja constancia extendida por el Hospital, 
donde a la vez que está en tratamiento 
se le ha favorecido con un empleo apro- 
piado a lo que puede hacer, no es suficien- 


a 


te para desvirtuar la opinión de los facul- 
tativos. En consecuencia, los artículos 
378, 384 y 385 del Decreto Legislativo 2009; 
3o., 90. y 100. del Decreto Gubernativo 669, 
relacionados con esta apreciación, no han 
sido infringidos. Tempoco los números 
374 y 385 del mismo cuerpo de leyes (De- 
creto Legislativo 2009), porque la inspec- 
ción ocular de la Sala, en la persona de 
la señora Oliva viuda de de León, iba en- 
caminada a observar las huellas que la 
lesión le dejara en el cráneo y su aspec- 
to físico general, para completar la opi- 
nión que debía formarse con los informes 
médicos; y en ese acto se hizo constar que 
carecía en lo absoluto de cabellos y que 
aún se apreciaban puntos en diversas par- 
tes del cráneo que no habían cicatrizado; 
no así lo relativo a la clase de incapaci- 
dad, por la razón de que se requiere el au- 
xilio de peritos especializados; y fundán- 
dose en todo ésto, no podía menos de ca- 
talogar el impedimento como permanente 
parcial. El juicio del tribunal de apela- 
ción, en lo que esto se refiere, lejos de con- 
travenir a lo dispuesto en esos dos ar- 
tículos, se ha adaptado rigurosamente a 
ellos. Si bien los da, lo ha hecho con cela- 
ridad y precisión, dando a cada uno lo que 
le corresponde y, de consiguiente, no ha 
infringido los artículos 48 Decreto Legisla- 
tivo 2009, 227, 228, 232 incisos 40. y 60. y 
233 de la Ley Constitutiva del Poder Judi- 
cial. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, fundada 
en los artículos 521 y 524 de la Ley de En- 
juiciamiento Civil y Mercantil, DESESTI- 
MA el recurso de casación interpuesto, 
condena al recurrente al pago de las cos- 
tas y a la multa de setenticinco quetza- 
les, que en caso de insolvencia deberá des- 
quitar con dos meses quince días de pri- 
sión. Notifíquese y con certificación de lo 
resuelto, devuélvanse los antecedentes al 
tribunal de su origen; y repóngase el pa- 
pel de conformidad con la ley. 


Raf. Ordóñez Solís. — José Serrano Mu- 
ñoz. — Alberto Argueta S. — Francisco E. 
Rodríguez. — Francisco Menéndez B. — 
Max García R. — Secretario, 
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CIVIL 


JUICIO ordinario seguido por Pascual 
Duarte y doña. Enriqueta Pinto viuda 
de Duarte. 


e 
DOCTRINA: Es improcedente interponer 
recurso de' nulidad contra las sentencias 
de casación. 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
veintiocho de Agosto de mil novecientos 
treinta y nueve. 


Visto el escrito en que el Abogado don 
H. Abraham Cabrera, firmando “por el pre- 
sentado” (don Pascual Duarte), y en su au- 
xilio, pide la nulidad de la sentencia fe- 
cha diez y siete de Julio del corriente año, 
y que previa la audiencia respectiva, se 
dicte el fallo por el Tribunal que legal- 
mente corresponde. La solicitud está fun- 
dada en que aquella resolución se pronun- 
ció por un Tribunal distinto del llamado 
a resolver el recurso extraordinario inter- 
puesto por el señor Duarte; en virtud de 
que la susodicha sentencia debió haber si- 
do firmada por el Presidente de la Sala 
Segunda de Apelaciones, quien según ma- 
nifiesta el peticionario, substituía al se- 
gundo Vocal de ésta Suprema Corte. 


( 


CONSIDERANDO: 


Que del contenido de los artículos que 
encierra el Capítulo VI, del Código de En- 
juiciamiento Civil y Mercantil, viene en 
conocimiento de que el recurso de nulidad 
deberá ser interpuesto antes del señala- 
miento de día para la vista de la senten- 
cia, con el objeto de subsanar las infrac- 
ciones de ley cometidas en los proc2ai- 
mientos y resoluciones de primero o segun- 
do grado. En el presente caso se puso fín 
a la casación (no a la Instancia) con el 
fallo al principio relacionado, y contra di- 
cho pronunciamiento solamente proceden, 
los recursos de aclaración y ampliación: 
y por las razones expuestas, carece de fun- 
damento legal la solicitud de que se trata. 


CONSIDERANDO: 


Que no obstante de que; como ya se di- 
jo, €s inadmisible la nulidad solicitada, 
2 mayor abundamiento, se detalla a con- 
tinuación la forma en que de una manera 
sucesiva fué integrada ésta Corte Suprema 
de Justicia, antes de resolver el asunto tan: 
tas veces mencionado; pero debe tenerse 
en cuenta que se procede así, únicamen- 
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te para demostrar: que el señor Duarte 
sostiene un error, cuando afirma que la 
referida sentencia, es nula por la causa ya 
indicada. 

El veinticuatro de Mayo (1938), día en 
que don Pascual Duarte interpuso el re- 
curso extraordinario de casación contra la 
sentencia pronunciada, por la ¡Sala Terce- 
ra de la Corte de Apelaciones, el veintidós 
de Abril del año que acaba de mencionar- 
se, el Tribunal estaba integrado por el Pre- 
sidente Licenciado don Rafael Ordóñez So- 
lís, y por los señores Magistrados, Licen- 
ciados José Serrano Muñoz, Abel Paredes, 
Alberto Argueta S. y Alfonso Hernández 
Polanco. El vocal segundo Licenciado Pare- 
des Se excusó por intervenir en el juicio 
el Licenciado Cabrera Rodríguez con quien 
cultiva relaciones de íntima amistad. El 
cuatro de Junio, se tuvo por separado al 
referido funcionario quedando integrado 
el Tribunal con el Presidente de la Sala 
Segunda de Apelaciones Licenciado don 
Octavio Aguilar. Desde el día primero de 
Septiembre se llamó a integrar la. Corte 
al Magistrado que acaba de mencionar- 
se por licencia que se concedió al vocal 
primero Serrano Muñoz, completando el 
Tribunal, el doce de: Septiembre con el 
Presidente de la Sala Primera de Apela- 
ciones Licenciado don Carlos Castelianos 
R. El dos de Noviembre ocupó nuevamen- 
te su puesto el vocal primero. Por acuer- 
do fecha trece de Enero (1939), fué lla- 
mado para integrar el Tribunal el Magis- 
trado Aguilar, a virtud de haberse ausen- 
tado de la República el vocal cuarto Li- 
cenciado Hernández Polanco. El diez y 
siete del mes que acaba de mencionarse, 
a solicitud del señor Duarte se integró el 
Tribunal con el Licenciado Castellanos. El 
primero de Abril tomó posesión de su car- 
go de Magistrado propietario de ésta Cor- 
te, el Licenciado don Francisco E. Rodrí- 
guez por haber sido electo por la Asamblea 
Nacional, por cuya razón el señor Presi- 
dente de la Sala Segunda de Apelaciones, 
don Octavio Aguilar, quien interinamente 
Jlenaba esa vacante, dejó de formar par- 
te del Tribunal que conocía no sólo del 
recurso del señor Duarte, sino de todos 
los pendientes en esta Corte. El Tribunal 
quedó organizado en la forma que última- 
mente acaba de expresarse o sea: con el 
Presidente Licenciado Rafael Ordóñez So- 
lís y Magistrados José Serrano Muñoz, Al- 
berto Argueta S., Francisco E. Rodríguez y 
Carlos Castellanos R. éste último suplien- 
do al Magistrado Paredes, porque el Li- 
cenciado Aguilar que había sido llamado 


anteriormente en lugar del Licenciado Pa- 
redes, pasó después a ocupar el puesto del 
Licenciado Hernández Polanco, interina- 
mente, y no podía quedar él solo subro- 
gando a dos miembros del Tribunal. Es 
de advertir que don Pascual Duarte fué 
notificado debidamente de las providen- 
cias fechas doce de Septiembre (1938), 
y diez y siete de Enero de mil novecientos 
treinta y nueve, 'en que se llamó a inte- 
grar el Tribunal al Magistrado don Carlos 
Casteilanos R., y ninguna objeción hizo 
sobre el particular, ni alegó lo que hasta 
ahora expresa, cuando el asunto está ya 
resuelto, pues si lo hubiese hecho, desde 
aquella fecha, se le abría desvanecido el 
concepto equivocado que tiene acerca de 
la materia de que se ha venido hablando. 
En los Tribunales colegiados el Magistra- 
do que se llama por impedimento recusa- 
ción, excusa, ausencia o falta temporal de 
alguno de sus miembros, integra la Corte 
y no substituye al funcionario que ha de- 
jado de formar parte de esta por alguna 
de las causas que acaban de expresarse. 
Las palabras integrar, integridad, íntegro 
y substituír, según el Diccionario de la 
Lengua Española, editado por la Real Aca- 
demia del idioma, significan: la primera 
dar integridad a una cosa; componer un 
todo con sus partes integrantes; la se- 
gunda, la calidad de íntegro; la tercera 
aquéllo a que no falta ninguna de sus par- 
tes; y por último la cuarta, poner a. una 
persona o cosa en lugar de otra. Por con- 
siguiente, ni el Magistrado Aguilar ni el 
Magistrado Castellanos, en cada caso, han 
cubstituído al vocal segundo de esta Cor- 
te, sino que la integraron por excusa de 
dicho Magistrado. Y como con su concu- 
rrencia se completó el número de miem- 
bros que es indispensable para resolver los 
asuntos sometidos al conocimiento del Tri- 
bunal, ceuparon el puesto que les corres- 
pondía, pero de ninguna manera el del 
Magistrado Paredes, como consta en la cer- 
tificación que obra en las actuaciones del 
recurso extraordinario tantas veces men- 
cionado. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, en obser- 
vancia de lo prescrito por los artículos 515 
y 523 del Decreto Legislativo número 2009 
y IV XIT, 90. y 91 inciso 4o. de la Ley 
Constitutiva del Poder Judicial, desecha 
de plano la nulidad pedida. Notifíquese, 
como está mandado, devuélvanse los autos 


al Tribunal de su origen y repóngase el pa- 
pel en la forma que determina el artículo 
27 del Decreto Legislativo número 2009. 


Ordóñez Solís. — Serrano Muñoz. — Ar- 
gueta S. — Rodríguez. — Castellanos R. — 
Max García R. — Secretario. 


CIVIL 


JUICIO ordinario seguido por Augusto Gar- 
cía Zelada en concepto de apoderado del 
señor Francisco Brinner Vicent, contra 
Alberto Quan y Juan Ciani y Ciani. 


DOCTRINA: Al computar el tiempo que 
la ley señala para interponer el recurso 
de casación, no se tiene en cuenta, el tér- 
mino de la distancia. 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
siete de Septiembre de mil novecientos 
treinta y nueve 


Visto el recurso extraordinario de casa- 
ción interpuesto por don Augusto García 
Zelada, como apoderado del señor Fran- 
cisco Brinner Vicent, contra la sentencia 
fecha veintisiete de Julio del corriente año, 
en Que la Sala Primera de la Corte de Ape- 
laciones, confirmó el fallo del Juez de Pri- 
mera Instancia del Departamento de Su- 
chitepéquez, con la modificación de que 
don Juan Ciani y Ciani queda absuelto de 
la demanda. El referido funcionario al 
poner fin al juicio resolvió: que don Al- 
berto Quan como deudor principal y el se- 
ñor Ciani y Ciani en su carácter de fiador 
mancomunado y solidario, estan obligados 
a pagar dentro de tercero día, la cantidad 
de que, según la escritura de mutuo se hi- 
cieron responsables, más los intereses con- 
venidos, y los legales fijados con posterio- 
ridad; y que no hay especial condenación 
en costas. 


CONSIDERANDO: 


Que el término de diez días señalado 
por el artículo 511 del Código de Enjui- 
ciamiento Civil y Mercantil, debe estimar- 
se que ya transcurrió, a virtud de que don 
Augusto García Zelada fué notificado del 
fallo susodicho, el diez de Agosto retropró- 
ximo, siendo esta notificación, la última 
que aparece hecha con respecto a la sen- 
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tencia precitada; y el escrito por medio 
del cual, el señor García Zelada interpuso 
su recurso de casación, se recibió en la 
Secretaría de este Tribunal Supremo, el 
veintitrés del. mismo mes, según consta en 
la razón respectiva. Por otra parte, debe 
de tenerse presente, que la disposición le- 
gal referida, también establece que no se 
tomará en cuenta el término de la distan- 
cia, y como este precepto regula una ma- 
teria especial, prevalece indudablemente, 
sobre la regla prescrita por el artículo 
XXX del Decreto Gubernativo número 
1862. 
POR TANTO" 


La Corte Suprema de Justicia, en obser- 
vancia de lo que prescribe la primera de 
las disposiciones legales mencionadas, y 
haciendo aplicación de lo dispuesto por los 
artículos 513 del Decreto Legislativo nú- 
mero 2009; y IV de la Ley Constitutiva del 
Poder Judicial, rechaza de plano el recur- 
so de que se ha hecho mérito. Notifíque- 
se y en la forma que corresponde, devuél- 
vanse los autos al Tribunal de su origen, 
reponiéndose el papel de conformidad con 
lo estatuído por el artículo 27 del Código 
de Enjuiciamiento Civil y Mercantil. 


Ordóñez Solís, — Serrano Muñoz. — Pa: 
redes. — Argueta S. — Rodríguez. — Max 
García R. — Secretario 


CIVIL 


HONORARIOS reclamados en el juicio or- 
dinario seguido por Rafael Rodil, contra 
el Licenciado J. L. Pinetta y Jerónima 
Martinez Gómez. 


DOCTRINA: Contra los autos que no sor 
definitivos ni ponen término al juicio, 
no procede el recurso de casación. 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
veintidós de septiembre de mil novecien- 
tos treinta y nueve. 


Por recurso extraordinario de casación, 
se ven los autos de la Sala Segunda de la 
Corte de Apelaciones, del catorce de abril 
y diecinueve de mayo del año en curso, 
dictados en la liquidación de honorarios 
en el juicio ordinario, ya fenecido, seguido 
por el señor Rafael Rodil contra el Licen- 
ciado J. L, Pinetta y Jerónima Martínez 
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Gómez, por los cuales, por el primero, con- 
firma la liquidación practicada en el Juz- 
gado Segundo de Primera Instancia de es- 
te departamento, en ese juicio, y por el se- 
gundo, declara sin lugar los recursos de 
aclaración y ampliación del primero. Se 
funda el recursc extraordinario en que se 
quebrantó substancialmente el procedi- 
miento al firmar el Licenciado Carlos Gi- 
rón Z., que por excusa había. sido separa- 
do del conocimiento; y por aplicación in- 
debida del artículo 15 del Decreto Legis- 
lativo número 1327 y violación de los ar- 
tículos lo. Decreto Gubernativo 885; 125 
Decreto 273; 528 y 529 del Código de Pro- 
rcedimientos Civiles; 1o., 80. y 14 del Decre- 
to Legislativo 1327; 160 del Decreto Legis- 
lativo 2009; 11, 12 y 32 del Decreto Guber- 
nativo 1406. Estando en tiempo se pidie- 
ron los antecedentes y habiéndose verifi- 
cado la vista. es el caso de resolver. 


CONSIDERANDO: 


Que contra los autos indicados no pro- 
cede el recurso de casación, por quebran- 
tamiento de forma, ni por violación de ley; 
porque el juicio está terminado por senten- 
cia definitiva en las dos instancias y se 
declaró sin lugar el recurso extraordinario 
que se interpuso contra la sentencia defi- 
nitiva; y los autos no tienen los caracteres 
del auto a que se refiere la fracción la. del 
artículo 506 de la Ley de Enjuiciamierto 
Civil y Mercantil, es decir, que no tiene las 
dos condiciones unidas: definitivo y que 
a la vez termine el juicio, por razón de es- 
tar ya terminado; y para que proceda el 
recurso, deben concurrir, conjuntamente, 
de modo que si existe una sin la otra, no 
es admisible. Por esta razón, es innecesa- 
rio entrar a examinar si se alteró el pro- 
cedimiento o violó alguna de las leyes in- 
vocadas por el recurrente. Artículos 510 
y 521 de la misma Ley de Enjuiciamiento 
Civil y Mercantil. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, fundada 
en las leyes citadas, rechaza el recurso 
extraordianario de casación y manda 'que 
se devuelvan los autos, con certificación 
a donde corresponde, previa notificación 
de las partes. Repóngase y revalídese el 
papel, de conformidad con la ley. 


Ordóñez Solís. — Paredes. — Argueta S. 
Rodríguez. — Castellanos R. — Max Gar- 
cía R. — Secretario. 


a, q 


CIVIL 


AMPARO Interpuesto por el señor Manuel 
de Jesús Ramírez López, como apodera- 
do de los señores Eugenio Tagre Morales 
y compañeros, contra la Sala Tercera 
de la Corte de Apelaciones. 


DOCTRINA: El recurso de amparo no pro-/ 
cede en asuntos del orden civil, con res- 
pecto a las partes que han intervenido, 
mi con relación a terceros que pueden 
usar de los recursos establecidos por la 
ley. 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
veintinueve de Julio de mil novecientos 
treinta y nueye. 

Se vé para resolver el recurso de ampa- 
ro interpuesto por el señor don Manuel de 
Jesús Ramírez López, en concepto de apo- 
derado especial de los señores Eugenio Ta- 
gre Morales, Herculano del Cid, Luis Her- 
nández Hiboy, Cirilo, Cleto, Visitación, 
Santiago y Gregorio Muñoz González, con- 
tra el auto proferido por la Sala Tercera 
de la Corte de Apelaciones el diecinueve de 
abril del corriente año, en el juicio ordina- 
rio posesorio seguido por sus poderdantes, 
ante el Juzgado de Primera Instancia de 
Santa Rosa, contra Ismael Lorenzana y 
compañeros. 

Se funda €n que por el auto de la Sala, 
contra el tenor claro y preciso de las le- 
yes, sin haber litis, se revoca el del tribu- 
nal de primera instancia de Santa Rosa, 
que denegó la solicitud de los señores Lo- 
renzana y compañeros, sobre que se les 
restituyera en la posesión de la finca “Sa- 
benetas”, de la pertenencia de los señores 
Fugenio Tagre y compañeros; con lo que 
la Sala ha cometido un despojo, modifi- 
cando los derechos de posesión civil y te- 
nencia legal que sus mandantes han te- 
nido y tienen actualmente por un lapso 
de más de cien años. 

Sus representados se opusieron a las di- 
ligencias supletorias que para lograr títu- 
lo inscribible de un terreno que no les per- 
tenecía iniciaron los señores Lorenzana y 
compañeros y en el fallo se reconoció el 
derecho preferente que sus poderdantes 
tienen sobre el inmueble; pero no logra- 
ron la posesión efectiva. 

Por un error sus mismos poderdantes, 
iniciaron un juicio posesorio contra los 
señores Lorenzana y compañeros, ya sin 
objeto, porque habían triunfado en el otro 
seguido anteriormente; y este segundo jui- 
clio se resolvió, con bases falsas a favor 
de Lorenzana y compañeros. Pasó a la Sa: 


la Tercera de Apelaciones, en apelación de 
la sentencia y por abandono del recurso, 
quedó ejecutoriada la sentencia que favo- 
rece a los señores Lorenzana y compañe- 
ros, a quienes ya no les quedaba más que 
la acción de propiedad. 


La sentencia recaída en el segundo jui- 
cio, que favorece a los intereses de la otra 
parte, no es propiamente sentencia recaí- 
da en juicio, porque la Sala' entró a cono- 
cer de un juicio seguido sobre el mismo 
asunto, que ya había sido fallado. Por es- 
ta razón el recurso de amparo no es de 
aquellos a que se refiere el artículo 27 del 
Decreto Legisltivo 1539; toda vez que vio- 
lando la resolución de la Sala la garantía 
constitucional, el. amparo procede en de- 
recho. ( 


Terminó pidiendo la suspensión del auto 
de la Sala Tercera de la Corte de Apela- 
ciones; que se les mantenga firmes en la 
posesión; que se disponga que el auto no 


les es aplicable y que se restituyan las co- - 


sas al estado que tenían antes, dejando 
a salvo los derechos de los señores Loren- 
zana y compañeros, para que los discutan 
en la vía ordinaria. 


Pedidos los antecedentes a la Sala Ter- 
cera y al Juzgado departamental de Santa 
Rosa, en ellos aparece: 1lo., que Manuel de 
Jesús Ramírez López, como apoderado de 
Eugenio Tagre Morales y compañeros, se 
presentó el veinticuatro de abril de mil 
novecientos treinta y cinco, pidiendo la 
posesión de la finca en cuestión, apoyán- 
dose €n la sentencia que anteriormente 
había dictado aquel tribunal; y en senten- 
cia del treinta de septiembre de ese mismo 
año, se absolvió a los demandados porque 
la sentencia dictada dos años antes en 
otro juicio, no probaba haber poseído y 
dejado de poseer el mismo inmueble y es 
insuficiente para demostrar el derecho a 
la posesión. Contra la sentencia se alzó 
Ramírez López, el diez de junio del año 
pasado, declaró la Sala Tercera de la Cor- 
te de Apelaciones, abandonado el recur- 
so y ejecutoriada la sentencia y al volver 
los autos al Juzgado de Santa Rosa, el 
Juez denegó la solicitud de restitución de 
la posesión presentada por Lorenzana y 
compañeros; pero habiendo apelado, la 
misma Sala, el diecinueve de abril de es- 
te año, revocó la denegatoria, fundándose 
en que la posesión que se pedía es una con- 
secuencia lógica de la absolución y el 
abandono del recurso. No habiendo que- 
dado conforme la parte representada por 
Ramírez López, interpuso recurso extraor- 


y 
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dinario de casación, que fué rechazado de 
plano por no tratarse de una resolución 
que pusiera término al asunto. 


20.—Que el mismo Manuel de Jesús Ra- 
mírez López, con el carácter ya indicado, 
el dieciocho de abril de mil novecientos 
treinta y tres — dos años antes —, Se pre- 
sentó en la vía ordinaria oponiéndose a la 
titulación supletoria de un inmueble pe- 
dida por los señores Lorenzana y compa- 
ñeros, oposición que fué fallada el veinti- 
uno de octubre de ese mismo año, deci- 
diendo que los señores Tagre y compañe- 
ros son los poseedores y dejando sin efec- 
to las diligencias supletorias, promovidas 
el tres de diciembre de mil novecientos 
treinta y uno. Esta sentencia se declaró 
consentida y ejecutoriada. Posteriormen- 
te, se decretó el lanzamiento de los seño- 
res Lorenzana y compañeros y más tarde 
se dictó un auto en el mismo juicio con- 
firmando la posesión, 


30.—Que Ramírez López, siempre como 
apoderado de Tagre y compañeros, el ca- 
torce de febrero del año de mil novecien- 
tos treinta y cuatro, se presentó manifes- 
tando: que de conformidad con el juicio 
de oposición a la titulación supletoria, sus 
mandantes le habían facultado para que 
entablara la demanda de desocupación 
contra Lorenzana y demás compañeros. El 
juicio se siguió hasta fallarse el veintio- 
cho de febrero del año de mil novecientos 
treinta y cinco, absolviendo a Lorenzana y 
compañeros; fundándose en que el des- 
ahucio ha de tener como base la existen- 
cia antericr de un contrato y que, para ad- 
quirir o recobrar la posesión, se debió ha- 
ber hecho uso de la vía legal correspon- 
diente. En este juicio, la Sala Tercera de 
Apelaciones declaró abandonada la se- 
gunda instancia y, de consiguiente, dejó 
firme la absolución. 


40.—En la pieza de segunda instancia 
consta, que el diecinueve de abril de este 
año se dispuso mandar a dar la posesión 
de la finca “Sabanetas” a los señores Lo- 
renzana y compañeros, como una lógica 
consecuencia del fallo absolutorio y el 
abandono del recurso ordinario que se in- 
terpuso contra él; revocando así el auto 
del Juez departamental de Santa Rosa que 
la había denegado. Ramírez López pidió 
aclaración y ampliación de ese auto y la 
misma Sala, previa la tramitación corres- 
pondiente, el cuatro de mayo de este año, 
denegó ambos recursos por no haberse de- 
jado de resolver ninguno de los puntos 
sometidos a su consideración. Más tarde 
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se interpuso recurso extraordinario de Ca- 
sación, que como ya se indicó, fué rechaza- 
do de plano. 

El mismo recurrente, señor Ramírez Ló - 
pez, presentó otro escrito, acompañando 
certificación de la inscripción de la finca 
“Tata Isidro”, de veintiocho manzanas, 
inscrito a favor de sus poderdantes, y ma- 
rnifestando que no tienen escritura de las 
nueve caballerías y que de ésto se han va- 
lido Lorenzana y compañeros, para moles- 
tarlos. 

Oído el Ministerio Público, expuso: que 
el recurso de amparo es improcedente, 
porque los señores Tagre y compañeros son 
parte en una contienda que han venido 
sosteniendo contra Ismael Lorenzana y 
compañeros sobre posesión de tierras y de 
la última resolución tienen expeditos los 
recursos que autoriza la ley. 


CONSIDERANDO: 


Que, además de que los juicios ordinarios 
se han seguido de conformidad con el pro- 
cedimiento, con intervención directa del 
señor Manuel de Jesús Ramírez López, 
apoderado de los recurrentes, que fué 
quien los entabló e hizo uso de todos los 
recursos establecidos, hasta del extraordi- 
nario de casación, no aparece que se ha- 
ya violado ninguna de las garantías indi- 
viduales, por exceso en el ejercicio de la 
autoridad judicial, pues los juicios fueron 
entablados, como se dice, por el propio 
apoderado de los recurrentes; y si bien en 
el juicio ordinario de oposición a la titula- 
ción supletoria, se resolvió a su favor, y en 
el ordinario posesorio, iniciado dos años 
más tarde por el mismo señor Ramírez 
López, se resolvió en otro sentido, quedan- 
do el fallo ejecutoriado por abandono del 
recurso de apelación, y de ésto se originó 
el auto en que se mandó a dar la posesión, 
el desacuerdo surgido entre ambas resolu- 
ciones, por causa de los recurrentes, no dá 
crigen al recurso de amparo, porque no 
procede en los asuntos del orden civil, con 
respecto a las partes que han intervenido 
en los juicios, ni con relación a terceros 
que pueden usar de otros recursos o les 
quedan expeditas las acciones establecidas 
por la ley; ni contra las sentencias defini- 
tivas y ejecutoriadas, por la razón de que 
si procediera, el recurso de amparo se con. 
vertiría en una manera de demorar o de 
controvertir las resoluciones judiciales, 
con perjuicio de la autoridad y firmeza de 
los fallos, y daría lugar a que se retardara 
más la administración de justicia. 


Por otra parte, en este caso, a los recu- 
rrentes les queda libre el ejercicio de la 
acción de propiedad, si todavía no ha sido 
discutida en juicio. Artículos 1lo., 100. y 27 
de la Ley de Amparo. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, fundada 
en las leyes citadas y en el artículo 32 de 
la Ley de Amparo, declara sin lugar el re- 
curso de amparo e impone al recurrente 
la multa de diez quetzales, quedando obli- 
gado a pagar las costas. Notifíquese y con 
transcripción, devuélvanse los autos a don- 
de corresponde; y repóngase el papel de 
conformidad con la ley. 


Ordóñez Solís. — Serrano Muñoz. — Pa- 
redes. — Argueta S. — Rodríguez. — Max 


García R, — Secretario. 


CRIMINAL 


PROCESO contra José Blás Alvarado, por 
el delito de hurto. 


DOCTRINA: Es procedente el recurso de 
casación contra los fallos condenatorios 
fundados en presunciones que, descan- 
san sobre hechos que no se encuentran 
debidamente probados. 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
veintisiete de Septiembre de mil novecien- 
tos treinta y nueve. 


Vista por recurso de casación y con sus 
respectivos antecedentes, la sentencia pro- 
ferida por la Sala Cuarta de la Corte de 
Apelaciones, el siete de junio del año en 
curso, en la causa instruida contra José 
Blás Alvarado por el delito de hurto, sen- 
tencia por medio de la cual se imprueba 
la del Juez Primero de Primera. Instancia 
del departamento de Quezaltenango, que 
absolvió del cargo a Blas Alvarado, decla- 
rando en su parte resolutiva, que Alvara- 
do es reo responsable del delito de hurto, 
imponiéndcle por ésta infracción la pena 
de un año de prisión correccional, incon- 
mutable, pena que con abono de la prisión 
sufrida purgará en la Penitenciaría del 
Centro; le suspende en el goce de sus de- 
rechos políticos durante el tiempo de la 
condena; le obliga al pago de las respon- 
sabildades civiles provenientes del delito; 
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y por último, lo exonera de reponer el pa- 
pel empleado en la causa por su notoria 
pobreza. 


RESULTA: 


Que la causa se inició por el auto cabeza 
de proceso del Juez menor de lo Villa de 
Coatepeque, departamento de Quezalte- 
nango, por el parte que le dió el Comisa- 
rio de la Policía Municipal y por el cual 
le ponía en su conocimiento, que el día 
primero de marzo del año en curso, a las 
nueve horas, compareció ante dicha comi- 
saría, el señor don Alejandro Tobar, ma- 
nifestando que había recibido un anónimo 
en donde se le decía, que de su labor, sito 
en el cantón Granados le habían hurtado 
el pecho de su pulpero y que la persona 
que vive en el cantón “Las Delicias”, po- 
dría informarle o señalarle el sitio donde 
se encontraba; que tenía sospechas en 
Elías Ruíz de León, agregando el Comisa- 
rio, que para investigar el hecho nombró 
una comisión integrada por el inspector 
Miguel Angel Alvarez y el agente Jesús 
Mazariegos, quienes acompañados de Fran- 
cisco Tobar, hijo del quejoso, averiguaron 
que el culpable era José Blas Alvarado 
Aguirre, quien indicó en donde se encon- 
traba la pieza substraída, con cuya indi- 
cación la localizaron con sus accesorios; 
cuatro tornillos y un lazo. El Comisario 
dió cuenta al Juez menor de Coatepeque 
con Alvarado, el sindicado Ruíz de León y 
los efectos encontrados, no sin antes agre- 
gar que Alvarado Aguirre es un individuo 
que está fichado como delincuente, por el 
delito de “Brujo curandero”; que en aquél 
despacho fué interrogado José Blas Alva- 
rado acerca del anónimo dirigido al señor 
Tobar, habiéndosele puesto a escribir en 
varios pliegos de papel, pudiéndose cons- 
tatar que era la misma letra del anónimo 
y por consiguiente, se probaba que tam- 
bién era autor del robo del pecho del pul- 
pero, y que el señor Elías Ruíz de León 
por ser trabajador de la labor del señor 
Tobar habían sospechas. Dió cuenta asi- 
mismo con el anónimo que recibió el señor 
Alejandro Tobar y dos papeles más en que 
se había hecho escribir a Alvarado Agui- 
rre para su cotejo con el anónimo. 


El Juez menor de Coatepeque principió 
por examinar al quejoso Alejandro Tobar, 
quien dijo que el día veintiocho del pre- 
sente año, estando ocupado, en sus queha- 
ceres, recibió una carta que contenía un 
anónimo en el que se le decía que de su 
labor “Santa Rita” le habían robado el 
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pecho del pulpero y que cierta persona que 
habitaba cerca podía darle informes; que 
como se le recomendaba que no hiciera 
“bulla”, ordenó a su hijo Francisco que 
fuera a enterarse de la verdad de lo que 
se le comunicaba, informándole a su re- 
greso que efectivamente la pieza indicada 
había sido substraída por lo que se vió en 
el caso de dar aviso a la policía; que su 
hijo con el auxilio de ésta institución, 
procedió a la búsqueda de la pieza desa- 
parecida, siguiendo las indicaciones del 
anónimo; que localizada la persona a que 
se refería el anónimo, José Alvarado (a) 
“brujo”, quien le sacó una baraja y les 
dijo: “que con sus poderes hipnóticos de 
alta escuela” y mediante pago por su tra- 
bajo, podía decir donde se encontraba lo 
robado por dos enemigos del caporal de su 
labor; que como su hijo le enseñara dine- 
ro, Alvarado le indicó que llegara por la 
noche y que irían al lugar preciso en don- 
de se encontraban los objetos para hacer 
allí “las pruebas”: que por preguntas de 
su hijo sobre si dicho lugar sería muy le- 
jos, Alvarado le indicó que en “El Mangal”, 
de la toma de palestina, camino de More- 
lia; que su hijo al comuncar ésto a los 
miembros de la policía que lo acompaña- 
ban, procedieron a su captura y se enca- 
minaron al lugar que señaló en donde 
efectivamente encontraron la pieza, ex- 
trayéndola a presencia de Alvarado. 


Al indagarse a José Blas Alvarado, ne- 
gó haberse hurtado el pecho del pulpero, 
así como también que haya escrito el anó- 
nimo en referencia que tampoco era ver- 
dad que en su presencia Se haya extraído 
la pieza en cuestión, ignorando quien o quie 
nes se hubieran hurtado u ocultado el re- 
ferido pecho del gulpero; que no era yer- 
dad que se dedicara a prácticas de bru- 
jerías ni a curaciones simuladas, siendo 
cierto sí que hace algunos años se le sin- 
dicó de hechicero y de brujo y se le pro- 
cesó, poniéndolo en libertad el Juez Se- 
gundo de Primera Instancia, no siendo su- 
yo el anónimo que se le ponía a la vista, 
reconociendo como suyas las dos hojas es- 
critas a lápiz y que obran a folios tres y 
cuatro, propuso para probar su honradez 
el dicho del Licenciado Carlos Carranza 
y los señores Abraham Mazariegos, Feli- 
ciano Franco y Obdulio Meré. Examinado 
como testigo el detenido Elías Ruíz de León, 
manifestó haber sido capturado el veintio- 
cho de Febrero cuando se dirigía a la la- 
bor “Monte Perla”, acompañado de su sue- 
gro ¡Susano Velásquez, y que ignoraba el 
motivo, que tampoco le constaba nada del 
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hecho que se le preguntaba. Examinado 
el agente de la policía Miguel Angel Al- 
varado, expuso: que el veintiocho de fe- 
brero del año en curso, había llegado a 
la Comisaría Alejandro Tobar dando par- 
te que sospechaba que José Blas Alvarado 
le había hurtado un pulpero; que al día si- 
guiente se nombró una comisión para in- 
vestigar el hecho, siendo elegidos él y el 
agente Jesús Mazariegos, acompañándolos 
también Francisco Tobar hijo del quejo- 
so; que llegaron a la casa del reo, entran- 
do solamente Tobar y quedándose ellos en 
el Juzgado auxiliar; que Tobar permaneció 
adentro como una hora, pero luego salió 
y les indicó que el acusado había quedado 
de entregar el pecho del pulpero, a las 
diez y seis horas; que como él supuso que 
tardándose más para la captura, se fuga- 
ría, dispuso capturarlo juntamente con su 
mujer Cristina Colindres; que ya los con- 
ducían cuando en la entrada de la finca 
Morelia, el reo les dijo que iba a enseñar 
en donde estaba el pecho del pulpero, y 
en seguida tomaron ese camino, pero des- 
pués de haber caminado como dos cuadras, 
Alvarado se negó a seguir caminando y a 
enseñar el lugar donde estaba el objeto 
i¡urtado; que en ese lugar se quedó el otro 
agente con Alvarado y su mujer, mientras 
él y Tobar fueron a buscar y encontraron 
enterrado el pecho del pulpero, tapado con 
“hojas y chiriviscos”; que regresaron y al 
ponerle a la vista el pecho del pulpero al 
reo, nada dijo. Francisco Tobar, mani- 
festó que por haber recibido un anónimo 
su padre fué a casa de José Blas Alvara- 
do, que le dijo que según él podría decir 
el lugar donde estaba la pieza de un pul- 
pero que se les había perdido; que enton- 
ces le contestó que con sus fluídos y estu- 
dios científicos podría averiguarlo, y que 
dos tipos enemigos del caporal se lo ha- 
bían robado; que si le daba tres quetzales 
diría y entregaría el objeto, pero que se- 
ría hasta por la tarde, y que por esto vol- 
vió a esa hora y entonces ya no encontró 
a Alvarado; que al siguiente día, acompa- 
ñado de los agentes de la policía fué a 
casa de Alvarado, dejando a los agentes 
en el Juzgado auxiliar; que habló con Al- 
“varado y éste le dijo que iba a trabajar 
un poquito y tomó un naipe y simuló ha- 
cer preguntas; que dijo que dos tipos te- 
nían escondido el pecho del pulpero, sin 
decir nombres porque no quería compro- 
meterse; que al preguntarle si entregaría 
la pieza, dijo que sí pero hasta por la no- 
che; que él salió sopretexto de ir a traer 
el dinero, pero que lo que hizo fué llevar 


a los agentes que capturaron a Alvarado 
y a su mujer, llevándoselos para que indi- 
caran el lugar; que ya €n el camino se 
arrepintió Alvarado, por lo que con un 
agente se dirigió al lugar indicado por Al- 
varado, encontrando bajo un palo de man- 
go la pieza hurtada.- El agente Jesús Mía- 
zariegos, se expresó en los mismos térmi- 
nos que Miguel Angel Alvarez. Ampliada 
la declaración indagatoria del reo, mani- 
festo que sí era cierto que había llegado 
Francisco Tobar para que por medio de 
los naipes le averiguara el paradero del 
pecho del pulpero, pero que él se negó ro- 
tundamente a ello, que era falso que hu- 
biera indicado el lugar en donde estaba 
el pulpero. Se practicó careo entre el reo 
y los agentes de la policía, sin adelantar- 
se nada, pues cada uno sostuvo su dicho. 

Se nombraron expertos para examinar 
la letra del anónimo, al Licenciado Isaí 
Cabrera y Albino Pellecer, quienes com- 
parando la letra del anónimo, con la del 
reo, llegaron a la conclusión que no había 
sido escrito el anónimo por Alvarado, por 
no tener similtud ambas letras. En el ca- 
reo practicado entre el reo y Francisco To- 
bar, sólo se logró que se pusieran de acuer- 
do en lo que respecta a que no asistió el 
acusado en el momento en que se encon- 
tró la pieza hurtada, por no haber queri- 
do seguir caminando. 


El experto Marciano Balcazar valoró la 
pieza hurtada en diez quetzales. Alejan- 
dro Tobar propuso para probar la propie- 
dad y preexistencia del objeto hurtado el 
dicho de Cristóbal Mérida y Otto Bahecly, 
declarando en conformidad el primero, no 
esí el segundo. La mujer Cristina Colin- 
áres, dijo no constarle nada del hecho y 
Que fué capturada juntamente con su ma- 
rido, habiendo sido puesta con posteriori- 
dad en libertad. Abraham B. Mazariegos, 
Feliciano Franco, Licenciado Carlos Ca- 
rranza y Obdulio Meré, dijeron: los dos 
primeros y el último que no les constaba 
la honradez y buenas costumbres del acu- 
sado, y el tercero que sí lo conocía y que 
era honrado, no constándole si últimamen- 
te hubiera cometido algún delito. Se prac- 
ticaron también dos inspecciones ocula- 
res, una en donde se desmontó el pecho 
del pulpero y otra en el lugar en donde 
fué encontrado por el Juez menor de Coa- 
tepeque. Los testigos Cliserio Castillo y 
Pedro Barrios Benítez, declararon sobre la 
honradez del reo. 

Con estos antecedentes el Juez Primero 
de Primera Instancia del departamento 
de Quezaltenango, dictó sentencia absol- 


A 


viendo por falta de prueba a José Blas Al- 
varado, y la Sala Cuarta de la Corte de 
Apelaciones, al conocer en consulta con- 
sidera: “que la culpabilidad del acusado 
en el delito por el cual se le formuló car- 
gos, quedó plenamente probada en autos 
con las presunciones que adelante se di- 
rán, las cuales, a juicio de este Tribunal, 


y por su gravedad, precisión y concordan- 


cia, son suficientes para poder fundamen- 
tar un fallo condenatorio. Dichas presun- 
ciones son: primera, al dueño del pecho 
del pulpero hurtado, señor don Alejandro 
Tobar se le dirige un anónimo en el cual 
se le dice que de su labor le habían hur- 
tado el objeto ya dicho y que una persona 
que vive cerca del Juzgado auxiliar de 
“Las Delicias” diría en que lugar se en- 
contraba tal objeto y al llegar el hijo del 
señor Tobar, don Francisco de igual ape- 
llido, a dicho lugar que la tal persona es 
el reo y al ser preguntado dijo que él po- 
día averiguar por medio de su ciencia hip- 
nótica el lugar donde estaba el objeto per: 
dido, siempre que se le reconociera su tra- 
bajo. Segunda, lo declarado por el poli- 
cía don Miguel Angel Alvarez, uno de los 
capturantes del reo, quien manifiesta que 
el reo al ser detenido dijo que iba a en- 
señar el lugar donde estaba escondido el 
pecho del pulpero y efectivamente se di- 
rigió al camino de la finca “Morelia”, pe- 
ro ya para llegar al lugar que había indi- 
cado a don Francisco Tobar, se resistió a 
seguir, declaración que en su fondo es co- 
rroborada por el otro agente aprehensor 
don Jesús Mazariegos; Tercera, la que na- 
ce del dicho del señor don Francisco To- 
bar, quien relata los hechos así: que cuan- 
do su padre recibió el anónimo le ordenó 
ir a ver si efectivamente se habían robado 
el pecho del pulpero y como esto era cier- 
to fué a la casa que indicaba el anónimo 
resultando ser la del reo, quien le prome- 
tió ejercer su oficio de “brujo” para ave- 
riguar el paradero de esa pieza, pero que 
sería hasta el día siguiente; que al otro 
día fué ya acompañado de los agentes in- 
dicados quedándose éstos en el Juzgado 
auxiliar en espera de lo que resultara; que 
entró a la casa del reo, quien después de 
echar las cartas le dijo que la pieza en 
cuestión estaba bajo un palo de mango, 
cerca del camino de “Morelia”; que le in- 
dicó que iba a traer el dinero para pagarle, 
pero lo que hizo fué avisar a los agentes 
gue capturaron al reo, quien convino en ir 
a enseñar el lugar, pero ya en el camino 
se arrepintió y no quiso seguir, pero él (el 
declarante) y uno de los agentes fueron 
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a buscar y encontraron la pieza hurtada. 
Cuarta, el hecho de haberse encontrado 
la pieza perdida, precisamente en el lu- 
gar que el reo señaló al señor don Fran- 
cisco Tobar, como queda establecido. 
Quinta, la que nace del propio dicho del 
acusado, quien en su segunda indagatoria 
dice ser cierto que llegó el señor Tobar, 
para que por medio de las cartas le averi- 
guara donde estaba el pecho del pulpero, 
pero que él se negó a ello porque no que- 
ría meterse en dificultades, apesar de que 
en su primera declaración, dijo no ser 
cierto lo que se le preguntaba, porque él 
ya no ejercía el oficio de brujo y por úl- 
timo la que proviene del hecho de que es- 
te individuo ya estuvo una vez procesado 
por anonimista, como se prueba con el in- 
forme rendidc en esta Instancia por el se- 
for Juez Segundo de Primera Instancia 
departamental, ¡informe que corre agre- 
gado a la pieza de Segunda Instancia a 
folios cuatro. Tomándose como base el 
valúo practicado por el experto señor don 
Marciano Balcázar, en el objeto hurtado, 
la pena que debe imponerse al reo es la 
de un año de prisión correccional, sin al- 
teración alguna por no existir circunstan- 
cias atenuantes o agravantes que calificar”. 
Desaprobando la sentencia del Juez y con- 
denando a Blas Alvarado a sufrir la pena 
de un año de prisión correccional, hacien- 
do las demás declaraciones en ley. 

Contra la sentencia de segunda instan- 
cia, el reo José Blas Alvarado, con auxilio 
del Abagodo Gabriel Jacinto Sotomayor 
Vásquez, introdujo recurso de casación, 
citando como infringidos los artículos 
siguientes: lo. Código Penal; 4o. 568, 
571 y 586 fracciones 4a., 5a. y 6a., 587, 
595 y 596 del Código de Procedimien- 
tos Penales. El recurrente alega entre 
Gtras cosas, que no hay ni siquiera indi- 
cios para condenarlo, mucho menos prue- 
ba de otra naturaleza. Pedidos los ante- 
cedentes y señalado día para la vista, es 
el caso de resolver. 


CONSIDERANDO: 


Que de las ¡presunciones que se han 
aejado transcritas en la historia de ésta 
sentencia, sólo puede aceptarse como fun- 
dada en un hecho cierto, la que se refiere 
al dicho de Francisco Tobar, no así las de- 
más ni la sacada de las declaraciones de 
los agentes, Miguel Angel Alvarez y Jesús 
Mazariegos, ya que a éstos testigos no lez 
consta que el reo haya dicho y señalado 
el sitio en donde fue encontrado el pecho 
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del pulpero, pues se quedaron esperando 
a Tobar en el Juzgado Auxiliar de “Las 
Delicias”, y hasta cuando regresó Tobar 
supieron que Alvarado le dijo que la pie- 
za en cuestión estaba bajo un palo de 
mango cerca del camino de Morelia. En 
consecuencia, no existe prueba que acre- 
dite que el procesado es autor del hecho 
que motivó su encausamiento, porque la 
enumerada por el Tribunal sentenciador, 
ro tiene la relación de necesidad moral y 
material que la ley requiere para cerrar 
todo camino a la duda. Tampoco tienen 
las presunciones que sirvieron de base al 
fallo condenatorio, los requisitos de grave- 
dad, precisión y concordancia y por consi- 
guiente, se violaron con tal apreciación, 
las disposiciones legales contenidas en los 
artículos 587, 595 y 596 de Procedimientos 
Penales, siendo por lo tanto, procedente 
la casación. 
CONSIDERANDO: 

Que si bien existe duda respecto de la 

inocencia de José Blas Alvarado en el he- 


cho que se le atribuyó, no concurren los 


demás requisitos exigidos por el artículo 
130 de Procedimientos Penales para limi- 
tar su absolución a la instancia y por lo 
mismo, debe absolverse del cargo. 


POR TANTO: 

La Corte Suprema de Justicia, de acuer- 
do con las leyes citadas y lo dispuesto en 
los artículos 676, 686, 131 y 132 Procedi- 
mientos Penales; 233 Ley Constitutiva del 
Poder Judicial, CASA Y ANULA la senten- 
cia de segunda instancia y resolviendo so- 
bre lo principal, absuelve por falta de 
prueba a José Blas Alvarado del cargo que 
por el delito de hurto se le formuló. Noti- 
fíquese y con certificación de lo resuelto 
cdevuélvanse los antecedentes a donde co- 
rresponde. 


Raf. Ordóñez Solís. — José Serrano Mu- 
ñoz. — Abel Paredes. — Alberto Argueta $. 
Francisco E. Rodríguez. — Max García R. 
Secretario. 


CRIMINAL 


PROCESO contra Lázaro Chávez Valenzue- 
la. 


DOCTRINA: Los tribunales de instancia 
tienen facultad para aceptar o no la con- 
fesión de un reo, en lo que le favorece; 
y contra lo que ellos resuelvan, no procede 
el recurso de casación, amparándose en 
el artículo 614 del Código de Procedimien- 
tos Penales. 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
doce de Julio de mil novecientos treinta 
y nueve. 


Por recurso de casación interpuesto por 
Lázaro Chávez Valenzuela, con auxilio del 
abogado Guillermo Campos, se examina la 
sentencia dictada por la Sala Tercera de 
Apelaciones, con fecha veintisiete de abril 
del corriente año, confirmándose la que 
pronurció el Juez de Primera Instancia 
del Departamento de Santa Rosa, en la 
cual se condena a Chávez a sufrir la pena 
de tres años de prisión correccional, reba- 
jada en una tercera parte por la atenuan- 
te de su confesión, permitiéndole la con- 
muta de las dos terceras partes a razón 
de diez centavos diarios. 


El hecho delictuoso cometido, es el si- 
guiente: el veintidós de septiembre de mil 
novecientos treinta y cuatro, Lorenzo Ló- 
pez iba para la finca “Las Alamedas”, lu- 
gar de su residencia, cuando se encontró 
a orillas de la población de Cuilapa, con 
Lázaro Chávez, quien lo invitó para que 
tomaran unos tragos de aguardiente, a lo 
cual accedió, pero sí observó que dicho in- 
dividuo le daba más a él, y se fueron jun- 
tos para la finca mencionada, yendo el de- 
clarante a caballo y el otro a pié, ambos 
ya muv pasados de aguardiente; como a 
las 22 horas llegaron a la cuesta llamada 
“El Pitillo” y poco después de haber pa- 
sado un puente, sin que mediara ninguna 
palabra entre los dos, Chávez se le fué pa- 
Ta encima tirándole varios machetazos, 
uno de los cuales lo hirió en el puño de la 
mano derecha y otros fueron a dar a la al- 
barda que montaba, después de lo cual 
Chávez huyó y el dicente se fué para la 
finca mencionada, en donde tuvo conoci- 
miento de lo ocurrido su señora madre y 
el Alcalde auxiliar, quien procuró por la 
captura del delincuente sin conseguirla. 

Después de haberse recibido declaración 
ai auxiliar y los del auxilio acerca de la 
captura del reo, se remitieron las prime- 
ras diligencias al Juzgado departamental, 
en donde quedaron en suspenso hasta el 
diecinueve de noviembre de mil novecien- 
tos treintiocho, en que fué capturado el 
reo Chávez, quien al ser interrogado estu- 
vo de acuerdo con lo referido por López, 
acerca de haberse tomado juntos algunos 
tragos y agrega que por no haber querido 
seguir tomando más, aquel se disgustó y 
como iba a caballo se adelantó, pero en el 
lugar donde hay un puente lo esperaba 
con su machete en la mano dispuesto a 
pegarle, pero a las reflexiones que le hizo 
no pasó nada; más adelante lo esperaba 
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de nuevo para pegarle y esta vez tampo- 
co sucedió nada por el mismo motivo; pe- 
ro en una tercera vez que también lo es- 
peraba le dijo “aquí ya no hay súplicas 
que se atengan” y se le fué para encima 
con su corvo, causándole una herida so- 
bre el dedo pulgar derecho, la cual ya no 
se le determinaba muy bien por el tiem- 
po transcurrido y que, entonces, en su pro- 
pia defensa, hizo uso de su corvo de traba- 
jo y le causó a López una pequeña lesión y 
éste al verse herido le suplicó que ya no 
pelearan y atendiendo a la súplica, cada 
uno se fué para su casa. 

Según lo informado por el Cirujano de- 
partamental, Lorenzo López necesitó de 
quince días para curarse la herida que su- 
frió quedando con impedimento consisten- 
te en la pérdida del funcionamiento de la 
mano, no pudiendo dedicarse a sus traba- 
jos habituales. 

El Juez y la Sala de Apelaciones dicta- 
ron sentencia en los términos anterior- 
mente relacionados y contra el pronuncia- 
miento de segunda instancia, se introdujo 
el recurso de casación por infracción de 
ley, porque siendo calificada la confesión 
en que se apoya la sentencia se dejó, no 
obstante, de practicar la diligencia a que 
se refiere el artículo 614 del Código de 
Procedimientos Penales en relación con el 
número primero del 676, los cuales fueron 
infringidos, así como también el 568 del 
mismo Código, en cuanto la sentencia no 
se funda en plena prueba, por cuanto de- 
ja de serlo la primera parte de su confe- 
sión, y sólo podría serlo su confesión en 
las dos partes de que se compone, 


CONSIDERANDO: 


Que es atribución especial que para la 
estimación de la prueba dá el artículo 614 
del Código de Procedimientos Penales a 
los tribunales de instancia, la de aceptaz 
o no la que proviene de la confesión cuan- 
do es calificada, de tal manera que solo 
cuando le pareciere que el culpado merece 
crédito, admitirán su confesión en la par- 
te que le favorece. De aquí se deduce que 
no estimando la Sala sentenciadora la 
concurrencia de una legítima defensa en 
el caso que se examina y que la confesión 
del reo solamente le sirve de atenuación 
de la pena que en otro caso le correspon- 
dería, no ha incurrido en infracción de tal 
artículo; así como tampoco en la del 568 
del mismo Código, por cuanto que con la 
misma confesión ha quedado establecida 
la preexistencia del hecho punible y que 
el procesado lo cometió. 
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POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con apo- 
yo en lo dispuesto en los artículos 686 y 
690 del Código de Procedimientos Penales 
y 233 de la Ley Constitutiva del Poder Ju- 
dicial, declara improcedente el recurso in- 
terpuesto y condena al que lo interpuso a 
un arresto de veinte días, que podrá con- 
mutar a razón de veinticinco centavos dia- 
rios. Notifíquese y con certificación de lo 
resuelto, devuélvanse los autos al tribunal 
de su origen. 


Raf. Ordóñez Solís. — José Serrano Mu- 
ño2. — Abel Paredes. — Alberto Argueta S. 
Francisco E. Rodríguez. — Max García R. 
Secretario. : 


CRIMINAL 


CAUSA contra Juan Jacinto Barrera por 
delito fiscal en el Ramo de Tabacos. 


DOCTRINA: Cuando se ha pagado el im- 
puesto establecido para la venta de ci- 
garros-puros, no puede estimarse que se 
incurra en delito, por el hecho de expen- 
derlos en otro lugar sin levar el respec- 
tivo “pase”; omisión que solamente pue- 
de dar origen a otra clase de responsabi- 
lidad. 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
veinticuatro de Julio de mil novecientos 
treinta y nueve. 

Por recurso de casación interpuesto por 
don Adolfo Perdomo E. en su carácter de 
Receptor-Pagador del Departamento de Ja- 
lapa, se examina el auto dictado por la 
Sala Quinta de Apelaciones con fecha die- 
cisiete de mayo del corriente año, en el 
cual confirma el auto de sobreseimiento 
definitivo dictado por el Juez de Primera 
Instancia del propio departamento, en la 
causa seguida contra Juan Jacinto Barre- 
ra por delito fiscal en el Ramo de Tabacos. 


RESULTA: 


Que Juan Jacinto Barrera fué capturado 
y procesado por habérsele decomisado la 
cantidad de seis mil novecientos setenti- 
cinco puros que condujo de la población 
de “El Progreso” situada en el Departa- 
mento de Jutiapa, para la cabecera de Ja- 
lapa, sin que llevara el pase firanco res- 
pectivo, aunque sí tenía cada puro el tim- 
bre de un veintiavo de centavo correspon- 
ciente. 
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Se estableció que el reo compró esa can- 
tidad de puros y otras más con los que se 
completaban diez mil a Rogelio Morales 
del Progreso, quien es fabricante y le dió 
ana constancia en papel simple, como ga- 
rantía suficiente para que la policía no le 


- dijera nada; y con el informe del Agente 


de la Tesorería Nacional en Jutiapa, se jus- 
tificó, que Rogelio Morales es patentado 
para la elaboración y venta de cigarros pu- 
ros; estando de acuerdo el Receptor Pa- 
gador de Jalapa en que no hubo defrau- 
Gación del impuesto establecido, por tener 
dichos puros, adheridos todos, sus timbres 
respectivos, 

A promoción del propio Pagador de Ja- 
lapa, el Juez de Primera Instancia decla- 
rÓó que no había lugar a seguir el proce- 
dimiento, ni a dictar auto de sobreseimien- 
to en la causa; pero habiendo la Sala de 
Apelaciones revocado esa resolución con la 
expresa manifestación que el hecho no im- 
plica la comisión de un delito sino de una 
falta que se traduce en el pago del timbre 
de la guía o pase franco, el Juez se vió 
compelido a dictar el auto de sobresei- 
miento, que elevado en apelación, fué apro- 
bado por la propia Sala y contra el cual 
se interpuso —como ya se dijo— el recur- 
so de casación, fundándose el Pagador en 
que él estima que el caso en cuestión, si 
es constitutivo de delito y que se han vio- 
lado los artículos 20 inciso lo. y 10 de la 
Ley de Tabacos (Decreto 1466) y el Acuer- 
do Gubernativo de fecha 15 de Noviembre 
de 1933 : 

CONSIDERANDO: 

Que en el recurso de casación que se 
examina, no se expresa categóricamente 
cuál es la disposición de la Ley de Tabacos 
(Decreto Gubernativo número 1466) que 
se ha infringido con el hecho de transpor- 
tar de un punto a otro del interior de la 
República, para su expendio al por menor, 
cierta, cantidad de puros, en los cuales se 
encontraban adheridos los timbres justifi- 
cativos de estar pagados los derechos es- 
tablecidos, circunstancia que demuestra 
que no se ha cometido ninguna defrauda- 
ción en la renta de ese artículo, ni de nin- 
guna otro naturaleza, pues de haberla, ha- 
bría sido indicada por el Receptor Paga- 
dor, por' cuyas razones no han podido ser 
objeto de violación los artículos 20 inciso 
lo. y 10 de la expresada ley. 


CONSIDERANDO: 


Que el acuerdo gubernativo de fecha 
quince de noviembre de mil novecientos 
terinta y tres, tampoco ha sido infringido, 


por cuanto que por una parte se refiere a 
cigarros-puros afectos al impuesto de un 
cctavo de centavo y para cigarros-puros 
exentos del impuesto, y los que dieron ori- 
gen a estas diligencias no están compren- 
didos en esta clase, sino en la que tienen 
el impueto de un veintiavo de centavo; y 
segundo porque este acuerdo no modifica 
los casos en que se comete el delito fiscal 
en materia de tabacos, sino que solamen- 
te establece la necesidad de proveerse de 
guía o pase franco para el transporte fue- 
ra de poblado. 


0 
POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con apo- 
yo en lo que disponen los artículos 686 de 
Procedimientos Penales y 233 Ley Consti- 
tutiva del Poder Judicial, declara impro- 
cedente el recurso de que se ha hecho mé- 
tito. Notifíquese y con certificación de lo 
resuelto, devuélvanse los antecedentes al 
tribunal de su procedencia. 


Raf. Ordóñez Solís. — José Serrano Mu- 
ñoz. — Abdel Paredes, — Alberto Argueta S. 
Francisco E. Rodríguez. — Max García R. 
Secretario 


CRIMINAL 


CAUSA Francisca Raquel Acosta Peña, por 
el delito de hurto. 


DOCTRINA: El tribunal de casación no 
puede entrar a conocer de una senten- 
cia ejecutoria, sólo por el hecho de que 
en ella no se monde proceder contra el 
acusador, por acusación calumniosa, por- 
que esta declaración, es de la competen- 
cia de los «.ribunales de Instancia. 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
primero de Agosto de mil novecientos 
treinta y nueve. 


Vista la solicitud presentada por Fran- 
cisca Raquel Acosta Peña, interponiendo 
recurso de casación por violación de ley, 
contra la sentencia dictada por la Sala 
Segunda de Apelaciones, en la que se con- 
firma la que pronunció el Juzgado Cuarto 
de Primera Instancia de este departamen- 
to, absolviéndose a la expresada señora 
Acosta Peña, del cargo que se le formuló 
por el delito de hurto de que fué acausa- 
da por Francisco Izquerdo Ramos. 


A EA 


Se funda la recurrente en que Izquierdo 
Ramos la acusó a sabiendas de que no ha- 
bía existido el hecho, como lo demostró en 
la causa, por lo que tanto en primera como 
en segunda instancia, fué absuelta; pero 
como no fué atendida en su solicitud so- 
bre que “Se mandara abrir procedimien- 
to criminal en contra de Ramos, por acu- 
sación calumniosa, y contra el mismo y los 
testigos que propuso, por falso testimo- 
nio”; pidió que esta Corte, al conocer, de- 
clare abierto tal procedimiento. 


CONSIDERANDO: 


Que en ninguno de los casos señalados 
por la ley para el efecto de que pueda ad- 
mitirse el recurso de casación por infrac- 
ción de ley, o sean los enumerados en el 
artículo 676 del Código de Procedimientos 
Penales, se encuentra comprendido el que 
ha presentado la señora Acosta Peña y su 
abogado director, pues de ninguna mane- 
ra puede llegarse al fin que se propone, 
con el apoyo de los artículos que cita co- 
mo infringidos, cita que por otra parte re 
sulta inútil e improcedente. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con apo- 


lo en los artículos citados y en lo que dis- 
ponen, además, los números 685 y 686 del 
mismo Código de Procedimientos Penales, 
rechaza de plano el recurso de que se ha- 
ce mérito. Notifíquese y con certificación, 
devuélvanse los autos al Tribunal de su 
origen. 


Ordóñez Solís. — Serrano Muñoz. — Pa- 
redes. — Argueta S. — Rodríguez. — Max 
- García R. — Secretario. 


CRIMINAL 


CAUSA contra el soldado Narciso Lima y 
Lima, por el delito de insultos a superio- 
res. 


DOCTRINA: Los maltratos de obra del sol- 
dado a su superior, no constituyen un« 
riña entre militares, sino el delito de in- 
sultos a superiores, cuando se cometen 
con ocasión del servicio y contra el su: 
perior de quien se depende. 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
nueve de Agosto de mil novecientos trein- 
ta y nueve. 
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Por recurso extraordinario de casación, 
se examina la sentencia que dictó la Sala 
Tercera de la Corte de Apelaciones, organi- 
zada en Corte Marcial, el diecisiete de Ma- 
yo del año en curso, en el proceso seguido 
vontra el soldado Narciso Lima y Lima, por 
el delito de insultos de hecho a su supe- 
rior, por la cual confirma la del tribunal 
militar de este departamento, que le impo- 
ne la pena de dieciocho meses de prisión, 
con servicio en obras públicas, y le permi- 
te conmutar una tercera parte a razón de 
la mitad del sueldo diario que devengaba; 
le suspende en el ejercicio de sus derechos 
políticos durante la condena y le obliga 
a reponer el papel, al sello de ley. 


RESULTA: 


Que el veintiuno de enero del año en 
curso, el sargento segundo, ecónomo del 
Hospital Militar, Enrique Arévalo, puso en 
conocimiento del jefe del Detall, que el 
soldado Narciso Lima y Lima, ayudante, 
encargado de la lavandería, le había in- 
sultado de palabra y que después que se lo 
Había puesto en su conocimiento, le había 
impuesto ocho días de arresto y cuando 
retornaba a su puesto, el citado Lima le 
esestó, por detrás, un bofetón cerca de la 
oreja izquierda y allí mismo continuó agre- 
uiéndole e insultándole. Ofreció los tes- 
timonios de Tomás Vásquez y el soldado 
de la guarnición Francisco Azurdia. 


Pasado el parte por el órgano correspon- 
diente a la Fiscalía Militar, procedió a ins- 
truír la ayeriguación, examinó al sargen- 
to segundo Enrique Arévalo, quien al rati- 
ficar su parte, agrego: que los insultos que 
le dirigió el soldado Lima y Lima, consis- 
tian en haberlo tratado de “pedazo de bru- 
to”, y como ésto es una insubordinación 
en el orden militar, le dió parte al jefe del 
Detall; quien le impuso a Lima un arres- 
to de ocho días y les ordenó que se fueran 
a sus respectivos puestos; habían camina- 
do dos pasos cuando sintió por detrás que 
Lima le había asestado un golpe cerca de 
la oreja izquierda, en presencia del mismo 
jefe, y siguió golpeándcle, por lo cual su 
jefe ordenó a unos soldados que conduje- 
ran a Lima al calabozo. 


Los soldados Francisco Azurdia y Tomás 
Vásquez, expresaron, Azurdia, que vió cuan- 
do Lima tenía al sargento Arévalo en el 
suelo, pegándole con las manos, frente a 
la Mayoría del Hospital; y Vásquez decla- 
ra en igual sentido, con la modificación de 
que cuando él salía del pabellón de los 
doctores, vió que Lima agarraba por el la- 
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do izquierdo al sargento Arévalo y lo botó 
al suelo en donde le agarró del cuello; y 
en esos momentos se acerco el soldado 
Azurdia a separar a Lima y al sargento 
Arévalo. 

En oficio de la Dirección y Comandan- 
cia del Hospital Militar, consta la filia- 
ción del soldado Narciso Lima y Lima. 

Interrogado el soldado Narciso Lima y 
Lima, manifestó: que sabía que su deten- 
ción obedecía al incidente que le había pa- 
sado con el sargento Enrique Arévalo, el 
día sábado veintiuno de enero del año en 
curso, a las nueve horas, que consistió en 
que estaba haciendo su trabajo en la la- 
vandería del Hospital Militar, cuando lle- 
gó el sargento Arévalo a mojar un trapo 
y lo retorció en el sitio donde estaba tra- 
peando; le hizo ver a Arévalo que su pro- 
ceder no era correcto, que le ensuciaba 
el piso, por cuyo motivo Arévalo le contes- 
tó soezmente, habiendo quedado ésto así; 
pero Arévalo se fué a quejar con el Mayor 
y sin oír al declarante le dijo que por ha- 
her insultado al sargento Arévalo, le im- 
ponía ocho días de arresto; que cuando 
salieron de allí, el mismo sargento le di- 
jo que agradeciera que no le había dado 
parte al Ministro para que lo sacaran a 
patadas, porque era muy abusivo, descar- 
gándole a la vez un bofetón y entonces 
lo agarró, cayeron ambos al suelo, el sar- 
gento debajo y en ese momento llegaron 
dos soldados a separarlos y lo condujeron 
al calabozo por orden del mayor. No se 
insubordinó, sino que el sargento tuvo la 
culpa por haberle querido pegar sin mo- 
tivo; y que ésto pasó como a veinte me- 
ros de distancia de la Mayoría. 

El Cirujano interno del Hospital Mili: 
tar, informó que el sargento Enrique Aré- 
valo presentaba una contusión de segundo 
grado, en la región mastoidea izquierda, 
que no revestía gravedad y curaría en cin: 
co días sin dejar consecuencias. 

Ia Dirección y Comandancia del Hospi- 
tal Militar informó: que el soldado Nar- 
ciso Lima y Lima dependía del sargento 
Enrigue Arévalo, en el desempeño de su 
cargo en la máquina lavadora de ropa, por 


- ser Arévalo ecónomo del Hospital. 


RESULTA: 


Que al soldado Narciso Lima y Lima se 
le dedujo cargo por el delito de insultos de 
hecho a sus Superiores, no se conformó y 
previa la defensa, se le condenó a sufrir, 
como autor del delito, la pena de diecio- 
cho meses de prisión con servicio en obras 
públicas. 


La Sala Tercera de la Corte de Apela- 
ciones, organizada en Corte Marcial, con- 
firmó el fallo de primera instancia, sin 
ninguna modificación, el diecisiete de ma- 
yo del año en curso. Contra este pronun- 
ciamento, interpuso el reo Lima, y Lima 
recurso extraordinario de casación, con au- 
xilio del abogado Héctor Villagrán, citan- 
do como violados los artículos 194 inciso 
80., Código Militar la. Parte; 16 inciso 1o., 
72 inciso 30., 197, 213, 215 y 225 del Código 
Militar 2a. Parte. 

Estando en tiempo, se señaló día para la 
vista y habiéndose verificado, es el caso de 
resolver. 


CONSIDERANDO: 


Que el artículo 194 inciso 80. del Código 
Militar la. Parte, que trata de las riñas 
entre militares o con paisanos de que no 
resultaren heridas y en las cuales no se 
hiciere uso de armas o palos, conceptuán- 
dolas como faltas, no es aplicable, porque 
no Se trata propiamente de una riña en- 
tre el sargento Enrique Arévalo y el sol- 
dado Narciso Lima y Lima, sino del mal- 
trato de obra del soldado a su superior, de 
quien dependía, en el interior del Hospital 
Militar donde prestaba sus servicios, y con 
motivo de habérsele impuesto por el Jefe 
de aquel cuerpo el arresto de ocho días: 
y el soldado que durante el servicio o con 
motivo de él, en tiempo de paz, ultraje de 
hecho o de palabra a los sargentos de su 
batallón O a cualquier otro del ejército, 
hallándose a sus órdenes, comete el deli- 
to militar de insultos a superiores y no 
una falta; delito que es el que encuentra 
probado la Corte Marcial de este departa- 
mento, y al estimarlo así, no ha violado 
el artículo 194, inciso 80. del Código Mili- 
tar la. Parte, que trata de un caso distin- 
to. 

CONSIDERANDO: 


Que los artículos 16, inciso lo., y 72, in 
ciso 30., del Código Militar 2a. Parte, no 
sen aplicables al caso, y por lo tanto no 
los pudo haber violado la Corte Marcial 
de este departamento. Que los números 
197, 213, 215 y 225 de esta misma parte del 
Código citado, el primero, se refiere a la 
inspección judicial, estableciendo que hace 
fé cuando no se requieren conocimientos 
especiales o facultativos, y si el tribunal 
sentenciador lo cita en su apoyo, en vez de 
hiaberlo violado o aplicado indebidamente, 
lo hizo con toda legalidad, apesar de que 
en la consideración no alude expresamen- 
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te al reconocimiento hecho por el Fiscal 
Militar, porque este funcionario cuando 
interrogó al sargento segundo Enrique Aré- 
valo, vió que presentakta un golpe en la 
parte superior y atrás del pabellón de la 
oreja izquierda y esto produce fé. Con 
respecto a los demás artículos, que tratan 
de las presuncicnes de hombre, no le es 
permitido a esta Corte entrar a examinar 
si fueron aplicados de acuerdo con los prin- 
cipios que contienen, por razón de que, es- 
timando el tribunal de segunda instancia. 
que con los testimonios de los soldados 
Tomás Vásquez y Francisco Azurdia se es- 
tablecen los fundamentos de donde des- 
prende las presunciones que le conven- 
cen que el soldado Narciso Lima y Lima 
ofendió de hecho a su superior, sargento 
Enrique Arévalo, quien sufrió un golpe 
contuso, y quedando la apreciación de las 
presunciones humanas al buen criterio de 
los tribunales de instancia, de conformi- 
dad con el artículo 226 del Código Militar 
2a. Parte, no procede el recurso de casa- 
ción, por este motivo. 


POR TANTO: 

La Corte Suprema de Justicia, organi- 
zada conforme al artículo 100. de la Ley 
Constitutiva del Poder Judicial y fundada, 
además, en los artículos 492 Código Mili- 
tar 2a. Parte y 690 del Código de Procedi- 
mientos Penales, DESESTIMA el recurso 
interpuesto y le impone al recurrente, la 
pena adicional de quince días de prisión 
simple, conmutables a razón de diez cen- 
tavos darios. Notifíquese y con certifica- 
ción de lo resuelto, devuélvanse los an- 
tecedentes al tribunal de su origen. 


Raf. Ordóñez Solís. — José Serrano Mu- 
ñoz. — Abel Paredes. — Alberto Argueta S. 
Francisco E. Rodríguez. — P. Reyes R. — 
E. Villagrán Ariza. — Max García R. — 
Secretario. 


CRIMINAL 


CAUSA contra Samuel Morales y Otilia de 
Morales. 


DOCTRINA: Cuando la competencia se es- 
tá tramitando ante los Jueces respecti- 
vos, no es la Corte Suprema de Justicia, 
la llamada a resolver, por no estar so- 
metída a su decisión. 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
Catorce de Agosto de mil novecientos 
treinta y nueve. 
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Se ve para resolver el escrito presentado 
por los señores Samuel Morales y Otilia 
de Morales, relativo a que se resuelva en 
esta Corte la competencia y se acumulen 
los procesos que se les instruyen en los 
Juzgados Quinto de Primera Instancia de 
esta capital y de Primera Instancia de Su- 
chitepéquez; tribunales a donde se dirigie- 
ron Sin haberlo logrado. 

De la petición se acordó pedir informe a 
jos dos jueces y el Quinto de Primera Ins- 
tancia, manifestó: que la acumulación no 
había prosperado porque, en virtud de cues- 
tión prejudicial, se suspedió el procedi- 
miento por el término de dos meses; y el 
de primera Instancia de Suchitepéquez: 
que con presencia de lo informado por el 
Juez Quinto, no se podía determinar cuál 
era el tribunal competente, máxime que 
los actos, objeto del proceso que se instruía 
ante él, habían sido perpetrados en terri- 
torio de su jurisdicción. 


CONSIDERANDO: 


Que no es este Tribunal el llamado, por 
ahora, a resolver la competencia, porque 
estando pendientes las solicitudes hechas 
ante los jueces respectivos, los interesados 
tienen expedito el derecho que las leyes les 
conferien, en caso de que no se les resuel- 
va de conformidad. Por otra parte, según 
los informes, el trámite dado a la acumu- 
lación no ha llegado al estado en que pue- 
da ser resuelto por este tribunal. Artícu- 
los 153, 154, 159 y 164 de la Ley Constitu- 
tiva del Poder Judicial. 


POR TANTO: 


Lia Corte Suprema de Justicia, apoyada 
en las leyes citadas, deniega, por ahora, 
la solicitud de que se ha hecho mérito. No- 
tifíquese. 


Ordóñez Solís. — Serrano Muñoz. — Pa- 
redes. — Argueta S. — Rodríguez. — Max 
García R. — Secretario. 


CRIMINAL 


CAUSA contra el Teniente Coronel, capo- 
ral de Caminos, Vicente Pérez Morales, 
por el delito de lesiones graves causadas 
por imprudencia temeraria. 


DOCTRINA: Cuando habiéndose podido 
evitar el mal con la más elemental y or- 
dinaria diligencia, no se evita, se incurre 
en imprudencia temeraria, 
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Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
Catorce de Agosto de mil novecientos 
treinta y nueve. 


En virtud de recurso extraordinario de 
casación y con los antecedentes respecti- 
vos, se examina la sentencia que pronun- 
ció la Sala Tercera de la Corte de Apela- 
ciones, el cuatro de mayo recién pasado, 
en el proceso instruido contra el Teniente 
Coronel, caporal de caminos, Vicente Pé- 
rez Morales, por el delito de lesiones gra- 
ves por imprudencia temeraria. La sen- 
tencia confirma la del Juez departamen- 
tal de Santa Rosa, que le impone tres años 
de prisión correccional como autor del in- 
dicado delito 


EL HECHO: 


El siete de octubre del año pasado, el 
propio Pérez Morales se presentó al Juz- 
gado menor de Barberena, exponiendo: 
Que ese día, a las nueve horas, en la carre- 
tera internacional que reparaba una cua- 
drilla de mozos, bajo sus órdenes, sucedió 
un derrumbe y desgraciadamente una de 
las piedras prensó al peón Serafín Juárez, 
fracturándole el antebrazo derecho y cau- 
sandole otros golpes. Los peones tenían 
prohibido trabajar en aquel sitio por el 
peligro que ofrecía; pero el lesionado des- 
obedeció. 


Seguida la averiguación, fué examinado 
Serafín Juárez y los demás compañeros de 
trabajo, Ovidio Jiménez, Luis Juárez, Rito 
Camey, Pablo Juárez, Eleuterio Santos, 
Leonardo Montúfar, Lázaro Aguilar, Vicen- 
te Montenegro y Toribio Ramírez, habien- 
do manifestado todos de acuerdo, que, sin 
embargo de haberle hecho observar al ca- 
poral Pérez Morales, el peligro que ofrecía 
el trabajo en aquel lugar, los obligó a que 
fueran a trabajar allí, amenazándolos con 
enviar a la cárcel al que no lo hiciera. 


En el informe médico consta: que Sera- 
fín Juárez sufrió la fractura del antebrazo 
derecho; que como se agravara se le tuvo 
que amputar y salió a los dos meses veinti- 
cinco días con deformidad e impedimento 
por la falta de antebrazo derecho, impo- 
tencia funcional por incapacidad, valuada 
en un sesenta por ciento. 


Interrogado oportunamente, ya en Cali- 
dad de reo, el teniente coronel, caporal de 
caminos, Vicente Pérez Morales, insistió 
en gue había prohibido a los peones que 
trabajasen en aquel lugar y que si el he- 
cho ocurrió, fué por desobediencia, 


FALLO DE PRIMERA INSTANCIA: 


Fundándose en los antecedentes ante- 
riormente descritos, el tribunal de primera 
instancia del orden militar de Santa Rosa, 
pronunció sentencia, condenándole a tres 
años de prisión correccional, como autor 
del delito de lesiones graves por impru- 
gencia temeraria. 


SEGUNDA INSTANCIA: 


Al conocer la Sala Tercera de la Corte 
de Apelaciones, por recurso de apelación, 
previo el trámite correspondiente, confir- 
mó la sentencia de primera instancia, apo- 
yándose en que: las lesiones, según la prue- 
ba testifical, que es suficiente para probar- 
las por llenar los requisitos legales y ser 
más de dos lo testigos, reforzados con la 
inspección judicial y el informe médico, 
ponen en evidencia que fueron ocasiona- 
das debido a que el caporal de caminos Pé- 
rez Morales, con autoridad sobre los peo- 
nes, entre quienes estaba Juárez, ordenó 
que trabajaran en el sitio donde ocurrió el 
suceso, a pesar de que el peligro era ma- 
nifiesto, por estar a la vista la enorme 
piedra que amenazaba desplomarse y ha- 
bérselo advertido los mismos peones; y en 


“vez de procurar evitarlo, siendo el llamado 


por razón de su cargo, no lo hizo, sino que, 
al contrario, les obligó a trabajar, ame- 
nazándolos con enviarlos a la cárcel si no 
le obedeciían. Con este fundamento con- 
firmó en todas sus partes el fallo de pri- 
mera instancia. 


RECURSO EXTRAORDINARIO DE 
CASACION. 


Contra este pronunciamiento, interpuso 


. el reo, con auxilio del abogado Guillermo 


Campos, el presente recurso extraordina- 
rio de casación, por infracción de ley, ci- 
tando como violados los artículos lo. y 13 
del Código Penal, en relación con el inci- 
so lo. del artículo 676 del Código de Pro- 
cedimientos Penales; 449 párrafo 20., Có- 
digo Penal, por haberse cometido error en 
la calificación, ya que si no existiera cua- 
si-delito, sería una simple imprudencia, 
castigable con seis meses y no con tres 
años de prisión correccional. 

El recurso se admitió, se pidieron los au- 
tos, se fijó día para la vista y habiéndose 
verificado, es el caso de resolver. 


CONSIDERANDO: 


Que la acción ejecutada por el caporal 
de caminos Vicente Pérez Morales, obligan- 
do a los peones que tenía bajo sus órdenes, 
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que trabajaran en un sitio que ofrecía pe- 
ligro, que ya era de su conocimiento por 
habérselo hecho observar los mismos peo- 
nes y por estar a la vista, sin tomar de su 
parte las más elementales y ordinarias di- 
ligencias para evitarlo, que fué lo que dió 
origen a la lesión grave que sufrió Sera- 
fín Juárez, está considerada como delic- 
tuosa, no por dolo, o lo que es igual, por 
intención, sino por culpa, que es la falta 
del cuidado que se debe poner en todas 
las acciones humanas para no causar da- 
ño; y Pérez Morales, sin embargo de que 
se dió cuenta del riesgo a que se exponían 
los peones, fué imprudente, al obligar a 
Juárez que trabajara en aquel lugar. En 
esto consiste su responsabilidad criminal, 
que se diferencia de los cuasi-delitos, en 
que, por el mal que produce la impresión, 
es más grave la culpa; y está considerada 
como delictuosa por ley anterior a la fe- 
cha en que fué lesionado. Conforme a es- 
ta razón, la Sala sentenciadora no pudo 
haber violado los artículos 1o. y 13 del Có- 
digo Penal, ni les ha dado una aplicación 
indebida. b 


CONSIDERANDO: 


Que la imprudencia temeraria, como la 
calificó la Sala, está bien definida, desde 
luego que concurren dos circunstancias 
que sirven para deslindarla de la simple, 
como son: haber podido evitar la herida 
grave que sufrió Juárez, con la más ele- 
mental y ordinaria diligencia, si atendien- 
do a lo que estaba a la vista y a las ad- 
vertencias, pone de su parte lo indispensa- 
ble para evitar el riesgo; y haber estado 
obligado, por ser caporal, a tener más pre- 
visión para no exponer a los peones al pe- 
ligro a que se expusieron, del cual resultó 
herido gravemente uno de ellos, que per- 
dió un miembro principal; y solo cuando 
no concurre ninguna de las cinco circuns- 
tancias que establece el artículo 14 del Có- 
digo Penal, entre las cuales están las dos 
indicadas, se puede calificar como simple, 
la imprudencia; pero no en un caso como 
éste, en que están dos, acusando la mani- 
fiesta falta de razón con que procedió el 
caporal, al obligar a los peones a que fue- 
ran a trabajar al sitio donde se lesionó 
Juárez, con la amenaza de ponerlos pre- 
sos, si no obedecían. 


Siendo un hecho que, si interviene ma- 
licia constituiría un delito grave, por ha- 
ber ocasionado la pérdida del antebrazo 
derecho, la pena de tres años de prisión 
correccional, que se le impuso, es la que 
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merece, ya que sólo cuando es menor de 
esta pena se aplica la mitad, y la de seis 
meses de arresto mayor, únicamente, en el 
caso de que la imprudencia sea simple, y 
no temeraria, razón por la cual la Sala 
sentenciadora no ha violado el párrafo 
segundo del artículo 449 del Códgio Penal. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, fundada 
en los artículos 686 y 690 Código de Pro- 
cedimientos Penales y 232 de la Ley Cons- 
titutiva del Poder Judicial, desestima el 
recurso interpuesto y condena al recurren- 
te a sufrir la pena de quince días de pri- 
sión, conmutables a razón de diez centa- 
vas diarios. Notifíquese y con certifica- 
ción de lo resuelto, devuélvanse los ante- 
cedentes al Tribunal de su origen, 


Raf. Ordóñez Solís. — José Serrano Mu- 
ñoz2. — Abel Paredes. — Alberto Argueta S. 
Francisco E. Rodríguez. — Max García R. 
Secretario. 


CRIMINAL 


CAUSA contra Ildefonso Chávez Morataya 
y Teresa Pérez Chinchilla de Chávez Mo- 
rataya, por el delito de estafa. 


DOCTRINA: Cuando dos o más personas 
cometen un hecho punible, y se prueba 
que existió unión de voluntades y con- 
cierto de esfuerzos para consumarlo, de- 
be reputarse a cada. una de ellas, como 
autora de ese delito. 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
veintiocho de Agosto de mil novecientos 
treinta y nueve. 

Vista por recurso de casación y con sus 
respectivos antecedentes, la sentencia que 
más adelante se relatará pronunciada en 
el proceso instruído contra Ildefonso Chá- 
vez Morataya y Teresa Pérez Chinchilla 
de Chávez por el delito de estafa. 


RESULTA: 


Que el proceso fué iniciado en el Juzga- 
do Sexto de Primera Instancia de éste De- 
partamento (Guatemala), el diez y siete 
de Febrero de mil novecientos treinta y 
seis, en virtud de haberse presentado el Li- 
cenciado Manuel Soto Marroquín denun- 
ciamdo los hechos que siguen: que Ildefon- 
so Chávez Morataya recibió a mutuo del 
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Banco Central de Guatemala, el siete de 
Marzo de mii novecientos veintisiete, la 
suma de cuatro mil quetzales oro, canti- 
dad que garantizó con primera, especial y 
unica hipoteca de su finca denominada 
“Santa Teresa”, situada en jurisdicción de 
Palencia y que está inscrita bajo el núme- 
ro nueve mil seiscientos diez y siete (9.617), 
folio ciento treinta y seis (136), del Libro 
ciento sesenta y uno (161) de Guatemala 
y la cual se formó de las fracciones que 
se enumeraron en la escritura respectiva. 
El mismo “Chávez Morataya reconoció 
adeudar al mencionado Banco, el veintí- 
siete de Septiembre del año siguiente 
(1928), la cantidad de tres mil quetzales 
(Q3.000), que recibió también en calidad 
de mutuo, y en garantía de esa suma, cons- 
tituyó a favor de la referida Institución 
de Crédito, primera y especial hipoteca 
sobre la finca rústica de su propiedad nú- 
mero nueve mil cuatrocientos cinco 
(9.405), folio doscientos ochenta y cinco 
(285) del Libro ciento diez y seis (116) de 
Guatemala, y segunda hipoteca sobre su 
finca “Santa Teresa”, situada en jurisdic- 
ción de Palencia y que está inscrita en el 
Registro de la Propiedad Inmueble con 
el número que se deja ya mencionado; y 
además, al celebrar dicho contrato, com- 
pareció el Doctor Víctor Sagastume e hizo 
constar que se constituía fiador solidario 
y mancomunado de Chávez Morataya por 
todas y cada una de las obligaciones con- 
traídas con motivo del negocio efectuado. 
El treinta y uno de Agosto de mil nove- 
cientos treinta y dos, el Banco Central se 
vió precisado a entablar ejecución que 
presentó ante el Juez Tercero de Primera 
Instancia de este Departamento (Guate- 
mala), a causa de haber incurrido en mo- 
ra el deudor; y seguidos todos los trámites 
legales, el funcionario referido ordenó que 
se otorgara la escritura traslativa de do- 
minio. En el inmueble no aparecieron: el 
ganado de leche, el destinado al trabajo 
de la finca, el trapiche, los peroles, la pun- 
tera, ni apero alguno; los semovientes 
fueron vendidos unos, y otros trasladados 
a sitios diferentes de la finca, con perjui- 
clo y fraude del Banco Central de Guate- 
mala. Chávez Morataya ha pretendido 
que en el predio no existen tubos para 
conducir agua, y que una faja del terreno, 
precisamente donde está la casa, y parte 
del cañaveral pertenecen a su esposa Te- 
resa Pérez de Chávez. 

Que el Licenciado Manuel Soto Marro- 
quín en el escrito que obra al folio sesen- 
ta y siete (67) de la primera pieza de la 
causa, expuso, entre otras cosas, lo que a 


continuación se expresa: que la finca San- 
ta Teresa, formada por la unificación de 
varios lotes que adquirió Ildefonso Chá- 
vez Morataya, según consta en la escritu- 
ra pública que autorizó el Notario José La- 
ra, comprendía entre otros, uno, que mali- 
ciosamente, los esposos Chávez denomi- 
naron “El Porvenir”, y que era por cierto 
conde Se encontraban el trapiche y la ca- 
sa de habitación; que la fracción susodi- 
cha “El Porvenir”, perteneció a don Feli- 
pe Muralles, quien la tituló supleroriamer- 
te, y después de varias negociaciones en 
el año de mil novecientos seis, vendió ese 
terreno al Coronel don Vicente Morales 
López, después de haker edificado la casa 
que Chávez Morataya calificó de “magní- 
fica” en la carta dirigida al señor Geren- 
te del Banco Central de Guatemala, el 
primero de Febrero del año de mil noye- 
cientos veintisiete; y que aquel terreno es- 
tá inscrito en el Registro de la Propiedad 
Inmueble con el número dos mil cuatro- 
cientos setenta y cuatro (2474), folio dos- 
cientos diez (210), del Libro ochenta y sie- 
te (87) de Guatemala. 

Que se tomó declaración a Norberto Ga- 
licia, Policarpo Chávez, Apolonio Torres 
Jolón, José Hermán Escobar, Francisco 
Galicia, Andrés Arévalo y Efraín Alvarez, 
quienes expusieron: el primero (Galicia) 
que supo por el rumor público que Ildefon- 
so Chávez había hipotecado al Banco 
Central, la finca “Santa Teresa”  exten- 
diéndose la hipoteca a los muebles, semo- 
vientes, una maquinaria completa para 
moler caña, tubería, treinta cabezas de 
ganado de leche, bueyes y mulas de carga; 
que también por el rumor público se ha- 
kía enterado de que el Banco ejecutó a 
Chávez y que este se negó a entregar todas 
las cosas existentes en la finca, pretextan- 
do que la casa pertenece a su mujer; que 
la maquinaria que se encuentra en Santa 
Teresa, no es la misma hipotecada, pues 
esa la sacó Chávez trasladándola al te- 
rreno denominado “El Plan”, el cual ase- 
gura Ildefonso que pertenece a su mujer, 
y que además dicho sujeto había substraí- 
do ganado. El segundo (Chávez), dijo: 
que le consta que cuando fué hipotecada 
la finca “Santa Teresa”, existía un trapi- 
che y unas yuntas de 'bueyes, cosas que 
ya no están ahí, pues la maquinaria fué 
trasladada a otra propiedad de Ildefonso 
Chávez Morataya. El tercero (Torres Jo- 
lón), dijo: que por el rumor público supo, 
que el Banco Central ejecutó a Chávez; 
y que este cerca de un río ha dividido la 
finca “Santa Teresa” para no entregar to- 
do el inmueble al mencionado Banco, di- 
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cierido, que una parte del fundo pertenece 
a su esposa; que lo ultimamente relacio- 
nado le consta de vista; que la maquinaria 
que existía (en la referida finca) fué 
traslada a otro terreno denominado “El 
Plan”; que en la finca también había ga- 
nado, pero Chávez lo ha vendido en su 
mayor parte. El cuarto (Escobar), expu- 
so: que el diez y nueve de Mayo de mil 
novecientos treinta y cuatro, en calidad 
de empleado del Banco Central, se hizo 
cargo de la finca Santa Teresa, que pasó 
a ser propiedad del mencionado Estableci- 
miento de Crédito, en virtud de ejecución 
entablada contra Ildefonso Chávez Morata- 
ya por falta de cumplimiento en sus obli- 
gaciones; que al recibir el inmueble, se dió 
cuenta de que estaba dividido por un río 
y una cerca de alambre, había un poco 
de caña cultivada y la casa de la finca 
era de lámina y sin machimbre; que por 
las frecuentes dificultades que surgieron 
con Chávez, fué necesario practicar un 
deslinde con intervención del Intendente 
Municipal de Palencia, y en el cual se hi- 
zo constar que la división hecha por Chá- 
vez Morataya, era indebida, pues desmem- 
bró una parte de terreno correspondiente 
a la finca Santa Teresa; que el veintidós 
de Diciembre (1935), Chávez trasladó un 
trapiche al terreno denominado “El Plan”; 
gue no encontró ganado caballar ni bueyes 
para manejar el trapiche; que la tubería 
y los semovientes estaban en la parcela se- 
gregada de la finca por Chávez; y que al 
practicar una medida el Ingeniero Domin- 
go Conde se estableció que Chávez había 
invadido terrenos pertenecientes al Banco 
Central, habiendo manifestado don Ilde- 
fonso Chávez, en aquel acto, que el men- 
cionado terreno se denomina “El Porvenir”, 
y es de su esposa, pero no presentó las es- 
crituras que probaran su propiedad. El 
quinto (Galicia Francisco), declaró sobre 
la posibilidad en que están situadas las 
fincas “Santa Teresa”, y “El Porvenir”, y 
además, acerca de que un trapiche que 
Chávez tenía en la primera de las fincas 
mencionadas, lo trasladó al segundo de di- 
chos inmuebles; que había sido recogida 
una maquinaria, pero esta pertenece a la 
señora de don Ildefonso; que cuando Chá- 
vez hipotecó la finca existía ganado, pero 
vna parte de éste se lo robaron y la otra, 
murió. El sexto (Arévalo), dijo: que la 
finca “Santa Teresa” y “El Porvenir”, que 
pertenece a la esposa de Chávez están se- 
paradas por el río “Viejo”; y que Chávez 
tiene dos maquinarias en el terreno de su 
mujer Teresa de Chávez. Y el séptimo 
(Alvarez), ratificó los informes que emi 
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tió al Gerente del Banco Central acerca 
de las fincas “El Quequexque” y “Santa 
Teresa”. 

Que a los nueve días del mes de Marzo 
de mil novecientos treinta y seis, el Juez 
ie Paz de Palencia recogió de la finca 
“Santa Teresa” un trapiche marca Búfalo, 
número A.194. y una caldera; que según 
pudo establecer el referido Juez, esa ma- 
quinaria había sido colocada recientemen- 
te en el precitado lugar; y que se presentó 
Margarito Torres manifestando ser. él, 
guien estaba encargado de cuidar este tra- 
piche, el cual pertenece a Ildefonso Chá- 
vez Morataya, y por orden del Juez fué de- 
positado (el trapiche) en el Juzgado Auxi- 
liar de “Los Mixcos”. Y con posterioridad se 
ordenó que la maquinaria tantas veces 
mencionada se entregara a don José María 
del Cid, en calidad de depósito. 

Que con los datos que aparecen en las 
diligencias el experto don Rodrigo Ramí- 
rez Prado justipreció las cosas desapare- 
cidas, así: cuarenta y cinco cabezas de ga 
nado vacuno, en seiscientos sesenta y cin- 
co quetzales; tres bestias de silla, en no- 
venta quetzales; un trapiche instalado en 
la finca, en ciento cincuenta quetzales; 
una yunta de bueyes, en cuarenta quetza- 
lez; y cinco mulas aparejadas, en ciento 
cincuenta quetzales; y que sumadas las 
partidas anteriores dan un total de un mil 
ciento noventa y cinco quetzales. 

Que al ser interrogado Ildefonso Chávez 
Morataya, reconoció las cartas dirigidas a) 
Gerente del Banco Central por medio de 
las cuales solicitó los créditos que se dejan 
ya relacionados, manifestando, entre otras 
cosas, que se fué a la costa por que no su- 
po que se había iniciado contra él un pro: 
ceso; que ciertamente firmó las escrituras 
fechas siete de Marzo de mil novecientos 
veintisiete y veintisiete de Septiembre de 
mil noyecientos veintiocho; que la finca 
“Santa Teresa”, tenía una casa de diez 
varas y ésta fué la que enseñó al inspec- 
tor del Banco, y es la misma que se des- 
cribió en su informe y era de bajareque 
con techo de lámina, “horcones” y corre- 
dor; y la finca de Su esposa tiene una ca- 
ña de adobe, grande, pintada, con los co- 
rredores, una pila en el centro, y toda la 
construcción tiene la forma de un núme- 
ro siete; que en el mes de Septiembre de 
mil novecientos veintinueve, el río se llevó 
el trapiche del “tren” completo que tenía 
la finca; que una caldera y otros imple- 
mentos pertenecen a un trapiche de su 
esposa; que le robaron cuatro bueyes que 
estaban en la finca, para uso del trapi- 
che, cuando se constituyó la hipoteca en 
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favor del Banco; que habían cinco vacas, 
aque murieron, y cuatro bestias que servían 
para carga y para silla; que tenía cua- 
renta animales, poco más o menos, entre 
caballos, bestias de carga, vacas y bueyes; 
que en la finca “Santa Teresa” habían cua- 
renta! animales y en “El Quequexque”, se- 
tenta; que la primera de dichas fincas te- 
nía una extensión de sesenta y dos manza- 
nas y dos mil y pico de varas, y la segunda 
una caballería y media; que le robaron 
cuarenta y ocho animales; y murieron diez 


y siete; y que cuando hizo el negocio con el 


Banco tenía doce mulas y de estas sola- 
mente le quedaron cuatro, pero ignoraba 
el paradero de dichos semovientes. 

Que tomada declaración a don Felipe 
Muralles Pineda expuso: que el año de mil 
novecientos cinco, obtuvo título supleño- 
rio del terreno que hoy se denomina “San- 
ta Teresa”, compuesto de cuatro manza- 
nas, poco más o menos, y que estaba com- 
prendido dentro de los linderos que si- 
guen: por el Oriente, con propiedades de 
Santago Maquí; por el Sur, con las de 
Nicolás Pineda, calle de por medio; por el 
Norte, con terrenos de Carmen Arévalo, 
calle de por medio; y por el Poniente, con 
los que pertenecen a Jos hermanos Galicia, 
calle de por medio; que en el año de mil 
novecientos seis, vendió dicho terreno a 
don Bernabé Rodríguez, y por “arreglo” 
que tuvo con este señor, le otorgó la co- 
rrespondiente escritura al Coronel Vicente 
Morales López; y que en el inmueble ha- 
bía construido una casa de ocho varas de 
largo por seis de ancho. 


Que obran en la causa los documentos 
que siguen: a) las cartas que Ildefonso 
Chávez Morataya dirigió al Gerente del 
Banco Central, fechadas en Guatemala, el 
primero, y el diez y seis de Febrero de 
mil novecientos veintisiete, respectivamen- 
te, solicitando la apertura de un erédito 
en cuenta corriente hasta por las sumas 
de dos mil quinientos y cuatro mil pesos 
cro, con garantía hipotecaria de sus fin- 
cas “El Quequexque” y “Santa Teresa” ubi- 
cadas en “Los Mixcos”, jurisdicción de Pa- 
lencia; b) una carta dirigida al Gerente 
del mencionado Establecimiento, en que 
el Doctor Víctor Sagastume, le manifestó 
que el Inspector de las fincas, en su infor- 
me había confundido la finca “Santa Te- 
resa”, la cual puso como anexo no obstan- 
te que esta es la de mayor valor, pues ahi 
está edificada la casa de habitación y se 
encuentran los cañaverales, un “tren” de 
peroles, los enseres para el beneficio de la 


caña, y las partes regables del terreno; y 
“El Quequexque” es mas bien un anexo de 
la finca que se deja ya mencionada, la 
cual en su concepto vale quince o veinte 
mil dollars; y recomendaba a Chávez “co- 
mo un hombre trabajador, honrado y cum- 
plido en sus negocios”; Cc) diligencias en 
que el Juez Sexto de Primera Instancia del 
Departamento de Guatemala, hizo cons- 
tar que tuvo a la vista los Protocolos de 
los Notarios Arturo Peralta Azurdia y Jor- 
ge Francisco Sánchez en los cuales obran 
las escrituras números cincuenta y seis, y 
ocho, respectivamente, instrumentos pú- 
blicos que fueron copiados en los autos li- 
teralmente, y se refieren a los contratos 
de mutuo con hipoteca y fianza celebrados 
entre el Banco Central de Guatemala y 
don Ildefonso Chávez; d) acta levantada 
ante el Jefe Político de este Departamento 
(Guatemala), a los diez y Seis días del mes 
de Enero de mil novecientos treinta y seis, 
en la cual se hizo constar: lo. que Ilde- 
fonso Chávez se comprometió a poner en 
posesión de la finca “Santa Teresa”, al re- 
presentante del Banco Central de Guate- 
mala, el día diez y Siete del mes que aca- 
ba de mencionarse, a Jas diez horas, con 
todo lo que se mostró al Inspector de di- 
cha Institución cuando el deudor recibió 
a mutuo el dinero, con las condiciones que 
se estipularon en los respectivos contra- 
tos; y 20. que la medida de la mencionada 
finca se lleve a cabo por el Ingeniero Do- 
mingo Conde; e) el expediente de la me- 
dida de la finca “Santa Teresa” practica- 
da por el referido Ingeniero en el cual 
consta, entre otras cosas, que con los titu- 
los de don Policarpo Chávez y de la seño- 
ra de don Norberto Galicia, se demuestra 
que la propiedad situada hacia el Sur del 
“Río Viejo”, y que Chávez la denomina 
“El Porvenir”, forma parte de la finca 
“Santa Teresa”; que los lotes de que se 
romponia el segundo de los inmuebles 
mencionados, y que reunidos acusaron una 
superíicie de sesenta y dos manzanas y 
mil ochocientas siete varas cuadradas, que 
comparada con la resultante, dió un exce- 
so de catorce manzanas tres mil doscien- 
tas ochentisiete varas cuadradas, que pro- 
viene indudablemente de haber tenido los 
lotes entre sí calles de ¡por medio; y 
que la casa principal está situada en la 
finca susodicha; f) diligencia en que el 
Juez Sexto de Primera Instancia de este 
Departamento (Guatemala), hizo constar 
que tuvo a la vista el Protocolo del Nota- 
rio José Lara, correspondiente al año de 
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mil novecientos diez-y nueve, y que a los 


folios cchocientos veintiseis y ochocientos 
treintisiete, obran respectivamente, las 
escrituras que fueron copiadas literalmen- 
te en los autos y que se rifieren, la del 
treinta y uno de Mayo de mil novecientos 
diecinueve, al contrato de comprayenta de 
las fincas “Santa Teresa” y “San Jorge” 
celebrado entre don Ildefonso Chávez Mo- 
rataya y el Coronel Vicente Morales Ló- 
pez y la señorita Rosalía Penagos. La pri- 
mera de dichas fincas se componía de se- 
sentidós manzanas y un mil ochocientas 
siete varas cuadradas, “ad-corpus”; y la 
segunda tenía una extensión de sesentiuna 
manzanas y novecientas sesenticuatro va- 
ras cuadradas, “ad-corpus”. En la escri- 
tura pública fecha dos de Junio (1919) 
Se consignó el contrato de mutuo con hi- 
poteca de Jos inmuebles que acaban de 
mencionarse, celebrado entre el Coronel 
Vicente Morales López y el señor Iidefon- 
so Chávez; g) una copia simple de la es- 
critura número trescientos sesentitrés ex- 
pedida por el Archivero General de Pro- 
tocolos a petición del Juez Sexto de Pri- 
mera Instancia del Departamento de Gua- 
temala. Este instrumento fué autorizádo 
por el Notario Celso D. Cerezo, en la capi- 
tal de la República, a los cinco días del 
mes de Diciembre de mil novecientos trein- 
ta y dos, y en el cual consta, entre otras 
cosas, que el Síndico Municipal de Palen- 
cia don Manuel del Cid Arévalo otorgó a 
favor de doña Teresa Pérez Cabrera de 
Chávez, la escritura de propiedad de tres 
lotes de terreno situados en jurisdicción 
de Palencia, el primero de los cuales se 
denomina “El Porvenir” y está compren- 
dido dentro de los linderos que siguen: al 
Oriente. mide doscientas noventa y siete 
varas, con tierras de Francisco Galicia y 
Policarpo Chávez, cercos y calle de por me- 
dio; al Poniente, mide doscientas diez va- 
ras, con terreno de Ruperto Barreda, cer- 
co y calle de por medio; al Norte doscien- 
tas treinta y dos varas, con terreno de Va- 
lerio Rodríguez y tierras de la finca San- 
ta Teresa, río y calle de por medio; y al 
Sur, doscientas sesenta y cuatro varas, con 
propiedad de Ruperto Barreda y terrenos 
de Teresa Pérez Cabrera de Chávez; h) 
la inspección ocular practicada el diez de 
Julio de mil novecientos treinta y siete, en 
la finca “Santa Teresa”, perteneciente a 
don José María del Cid Muralles, y en la 
cual el Juez menor de Palencia hizo cons- 
tar entre otras cosas lo que a continua- 
ción se expresa: lo. que el inmueble tiene 
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los linderos que siguen: al Oriente, cor 
predios de Máximo Pineda, Máximo Alva- 
rez, Máximo Boche y José Monzón, calle 
de por medio, Andrés Arévalo, cerco de 
alambre de por medio y Francisco Galicia, 
también con una cerca de por medio; al 
Sur, con terrenos de Ildefonso Chávez Mo- 
rataya, Ruperto Barreda y Marcelino Al- 
varez, calle de por medio; al Poniente con 
tierras de J. E. Villagrán, Norberto Gali- 
cia, en una extensión de doscientos me- 
tros aproximadamente, y Valerio Rodrí- 
eguez en una parte de diez metros; 20. que 
el vecino Norberto Galicia manifestó que 
el terreno que tiene por linderos Poniente 
la finca Santa Teresa, pertenece a su es- 
posa Magdalena Aquino, desde el año de 
de mil novecientos diez y nueve; que nun- 
ca ha oido mentar la finca El Porvenir, y 
que es y ha sido siempre vecino de la aldeu 
“Los Mixcos”; 30. que casi en el centro, y 
a unos trescientos metros, poco más o me- 
nos, de la casa que habita el señor del 
Cid Muralles, corre un río de Sur a Norte, 
y a la orilla opuesta y a veinte metros de 
distancia del mencionado río, existe una 
casita techada con lámina acanalada, mu- 
ros de bajareque, bastante deteriorados y 
que mide diez varas por cinco y media; y 
contigua a la mencionada casita hay una 
cocina pequeña con techo de lámina y pa- 
redes de tabla de pino, y que mide tres va- 
ras por cinco y media; i) una certificación 
expedida por el Secretario del Juzgado 
Tercero de la. Instancia de este Depar- 
tamento (Guatemala), en la cual se con- 
signó el auto fecha veintitrés de Junio de 
mil novecientos treinta y siete, pronuncia- 
úo por el Juez de dicho Juzgado en que 
fué declarado el abandono de la primeru 
instancia en el juicio ordinario iniciado 
por José María del Cid sobre la nulidad 
de la escritura pública otorgada por el 
Síndico Municipal de Palencia a favor d2 
doña Teresa Pérez de Chávez, y además, se 
mandó cancelar la anotación hecha en el 
Registro de la Propiedad Inmueble con 
motivo de la referida demanda. 

Que al proceso fué acumulada la causa 
que se inició contra Teresa Pérez de Ghá- 
vez, quien al ser interrogada expuso, entre 
otras cosas, lo que a continuación se ex- 
presa: que la finca “El Porvenir” le perte- 
nece, y no forma parte de “Santa Teresa” 
úe la cual está separada por cercas, pero 
estos inmuebles se comunican por medio 
de puertas; que es cierto que el casco de 
la finca Santa Teresa y la casa se encuen- 
tran en terrenos de “El Porvenir”, pero 
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además existía una casa en “Santa Tere- 
sa”, habitada por Anacleta Morataya, ma- 
dre de Ildefonso de este mismo apellido; 
que en el año de mil novecientos diez y 
nueve compró la finca “El Porvenir”, a 
don Vicente Morales López, y dicho señor 
fué quien vendió a su esposo la finca “San- 
la Teresa”, contrato que se efectuó con 
cocumentos privados, pues hasta hacía 
cuatro años que pudo obtener los títulos 
correspondientes; y que las fincas suso- 
dichas siempre estuvieron divididas “por 
razón de cultivos”; y que su esposo y la 
interrogada tenían comunidad de bienes, 
y Chávez administró la referida finca “El 
Porvenir”. 

Que el Juez Sexto de Primera Instancia 
de este Departamento (Guatemala), dió 
fin a los mencionados procesos, declaran- 
do: que Ildefonso Chávez Morataya y Te- 
resa Pérez Cabrera de Chávez, son autores 
del delito de estafa y por esta infracción 
les impuso a cada uno, la pena de cinco 
años de prisión correccional, que con abo- 
no de la prisión sufrida deberán extinguir 
en las cárceles correspondientes; les per- 
mite conmutar la pena en sus dos tercios 
a razón de diez centavos de quetzal por 
aía; los obliga al pago del papel emplea- 
do en la causa, los deja afectos al pago 
de las responsabilidades civiles; y suspen- 
de a Ildefenso Chávez Morataya, en el 
ejercicio de sus derechos políticos durante 
el tiempo de la condena. 

Que el Licenciado Soto Marroquín pidió 
la ampliación de la sentencia, en el sen- 
tido de que la fianza prestada a favor de 
la señora Pérez de Chávez se Cancelera y 
que ésta volviera a la prisión. 'El juez, pre- 
vios los trámites legales, declaró sin lu- 
gar la ampliación solicitada. 

Que El Procurador abogó por la absolu- 
ción de la instancia en favor de los enjui- 
ciados; y el señor Fiscal emitió su dictá- 
men pidiendo la confirmación del fallo 
por estimar probada preexistencia del he- 
cho delictuoso y la responsabilidad de los 
procesados. 

Que el veinte de Enero retropróximo, la 
Sala Primera de la Corte de Apelaciones, 
confirmó el fallo en lo que se refiere a Il- 
defonso Chávez Morataya y lo revocó en 
cuanto a Teresa Pérez de Chávez, absol- 
viéndola del cargo por falta de prueba. 

Que el Abogado Manuel Soto Marroquín, 
En su caracter de acusador formal de los 
enjuiciados, interpuso el recurso extraor- 
dinario de casación denunciando como in- 
fringidos por la Sala Primera de la Corte 


de Apelaciones, los artículos 28 inciso pri- 
mero, 30 incisos primero, segundo y ter- 
cero del Código Penal, al absolver a Te- 
resa Pérez de Chávez, toda vez que ella es 
también responsable, como co-autora del 
delito de estafa cometido por su esposo 
Ildefonso Chávez Morataya. 


CONSIDERANDO: 


Que el Banco Central de Guatemala, dió 
a mutuo las cantidades solicitadas por Il: 
defonso Chávez Morataya, teniendo en 
cuenta lo que informaron, en su oportuni- 
dad, don Efraín Alvarez, inspector de di- 
cho Establecimiento y el Doctor Víctor Sa- 
gastume. Chávez Morataya garantizó las 
obligaciones que habían contraído con hi- 
poteca de las fincas números nueve mil 
seiscientos diez y siete y nueve mil cua- 
renta y cinco (9617 y 9045), y con la fian- 
za solidaria y mancomunada del propio 
Doctor Sagastume. Cuando estos contra- 
tos fueron celebrados, la primera de las 
Tincas mencionadas o sea la que se deno- 
mina “Santa Teresa”, se componía de una 
extensión de sesenta y dos manzanas y un 
mil ochocientas varas cuadradas, estando 
comprendida dentro de los linderos que 
constan en la primera inscripción de do- 
minio asentada en los Libros del Registro 
de la Propiedad Inmueble, el once de Ju- 
nio de mil novecientos diez y nueve, y sien- 
do dichos linderos idénticos a los consig- 
nados en la medida practicada a solicitud 
del señor José María del Cid Muralles, es 
evidente que el terreno “El Porvenir” ti- 
tulado cuando ya estaban constituidos los 
gravámenes sobre la finca número nueve 
mil seiscientos diez y siete, formaban par- 
te integrante de ésta, pues así se deduce: 
áe la certificación expedida por el Primer 
Registrador de la Propiedad Inmueble y de 
los límites expresados en la escritura pú- 
blica a virtud de la cual la Pérez de Chá- 
vez Morataya, adquirió el predio que hoy 
aparece inscrito con el número catorce mil 
cuatrocientos treinta y uno, habiendo 
aceptado el referido contrato José Mansi- 
lia Barrientos como gestor de los negocios 
de dicha señora. Adquisición que cabe 
presumir hecha con aquiescencia de su €es- 
poso, y a sabiendas de que sobre la finca 
“Santa Teresa” pesaban los gravámenes 
anteriormente relacionados, toda vez que 
los cónguyes Pérez-Chávez tenían comu- 
¡idad de bienes, y que Chávez era el afl- 
ministrador de aquella finca, según afir- 
maciones que hizo la Pérez cuando fué in- 
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terrogada; y que por consiguiente, el he- 
cho de haber obtenido esta un nuevo tí- 
tulo, fraccionando para conseguirlo una de 
las propiedades hipotecadas por su mari- 
do, implica Sin duda alguna, una acción 
punible; ya que con ese procedimiento se 
redujo la garantía del crédito concedido, 
y ostensiblemente fueron perjudicados los 
derechos del acreedor hipotecario. El úni- 
co acto, que de una manera patente, apa- 
rece ejecutado por la enjuiciada es “el que 
acaba de relatarse, pero no debe de ser 
considerado aisladamente, porque en el ca- 
so sub-judice, los cónyuges no obraron en 
esa forma, sino por el contrario, lo hicie- 
ron “impulsados por una misma idea”, por 
un “propósito común” tendiente al mis- 
mo fín, el cual exteriorizó la Pérez de 
Chávez Morataya.  Existiendo pues, esa 
unión de voluntades y el concierto consi- 
guiente de esfuerzos para que el delito 
fuera consumado, se viene en conocimien- 
to de que aquella tomó una participación 
directa en su ejecución. Y al no estimarlo 
así, la Sala sentenciadora, infringió el in- 
ciso primero del artículo 28 del Código Pe- 
nal. 


CONSIDERANDO: 


Que con lo manifestado por la proce- 
sada y los instrumentos públicos y au- 
ténticos, anteriormente mencionados, se 
ha probado la culpabilidad de ésta como 
autora del hecho delictuoso investigado; 
y en ese concepto corresponde inflingirle 
la misma pena que le fué impuesta a su 
esposo Ildefonso Chávez Morataya. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con fun- 
damento en lo que prescriben los artículos 
11, 30, 34, 44, 47, 65, 68, 78, 95. 419 inciso lo. 
y 418 inciso 50. del Código Penal; 687, 729, 
735, 736, 613, 602 y 603 del Código de Proce- 
dimientos Penales, CASA Y ANULA el fa- 
llo recurrido, en lo que respecta a Teresa 
Pérez de Chávez a quien impone, como 
autora del delito de estafa, la pena de cin- 
co años de prisión correccional, que con 
abono de la prisión sufrida purgará en las 
cárceles destinadas a su sexo; le permite 
conmutar dicha pena hasta en sus dos 
terceras partes a razón de diez centavos 
de quetzal diarios, previo pago o afianza- 
miento de las responsabilidades civiles 
provenientes del delito a las cuales tam- 
bién queda afecta, y la obliga a la reposi- 


ción del papel empleado en la causa al del 
sello respectivo. Notifíquese y en la for- 
ma que corresponde, devuélvanse los autos 
al Tribunal de su origen. 


Raf. Ordóñez Solís. — José Serrano Mu- 


ñoz. — Alberto Argueta S. — Francisco 
E. Rodriguez. — Francisco Menéndez B. — 
Max García R. — Secretario. 


CRIMINAL 


CAUSA seguida contra Arturo Chapetón 
Trejo por defraudación a la Hacienda 
Pública en el Ramo de Alcoholes. 


DOCTRINA: Los patentados que compren 
alcoholes o bebidas alcohólicas, para su 
expendio, fuera de los Depósitos, incu- 
rren en el delito de Defraudación. 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
treinta y uno de Agosto de mil novecien- 
tos treinta y nueve. 


Por recurso de casación se examina la 
sentencia dictada por la Sala Primera de 
Apelaciones con fecha trece de Junio del 
corriente año, en la causa criminal ins- 
truída contra Arturo Chapetón Trejo, por 
el delito de defraudación a la Hacienda 
Pública en el ramo de Alcoholes. El reo 
djio ser de treinta y ocho años de edad, 
soltero, agricultor, originario y vecino de 
San Antonio Suchitepéquez, con cédula 
de vecindad Número G. 7, de Registro Nú- 
mero 484, expedida en el Municipio de Chi- 
cacao, hijo de matrimonio de Manuel Cha- 
petón y Mercedes Trejo, sin apodo cono- 
cido, ciudadano inscrito en el Registro de 
esa población. 

Del estudio de los autos, resulta: 

Que con fecha veintiocho de marzo del 
año en curso, el Controlador del Depósito 
Fiscal de San Antonio Suchitepéquez, Ro- 
sendo de León, dió parte al Juzgado de 
Paz de ese lugar de que en virtud de orden 
telegráfica que acababa de recibir de. la 
Comandancia de la Policía de Hacienda, 
a la que había consultado el caso, ocurría 
con la autoridad para el decomiso del es- 
tablecimiento del minorista Arturo Chape- 
tón Trejo, encontrando tres litros seis oc- 
tavos de aguardiente preparado de la In- 
dustria Licorera (Guatemalteca, que ex- 
pendía sin haberse surtido de él en el De- 
pósito Fiscal de ese lugar, como lo man- 
daba la ley, por lo que ponía a disposición 
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del Tribunal al infractor por haber incu- 
rrido en delito; que el decomiso tuvo lugar 
a las quince horas del día indicado y pe- 
día el decomiso de los demás objetos y li- 
cores de dicho establecimiento y la deten- 
ción del minorista. El Juez se constituyó 
en el establecimiento indicado y se de- 
comisaron, además de lo ya dicho, ciento 
dieciseis octavos de aguardiente natural 
del fabricante Pedro Echeverría; noventa 
y dos octavos de aguardiente preparada, 
del mismo Echeverría, todos llenos y con 
el timbre de ley; cuarenta y cuatro enva- 
ses vacíos y las existencias de aguardien- 
te y objetos que se especifican en el acta 
que se agregó a los folios seis y siete del 
proceso; se cerró el establecimiento y se 
ordenó la detención del reo. 

Examinado Carlos Molina  Saldoval, 
Guardalmacén del Depósito Fiscal, dijo: 
que ratificaba los oficios agregados a fo- 
lios tres y cuatro y que tuvo conocimiento 
del hecho por medio del Agente de la Po- 
licía de Hacienda Rosendo Albino de León 
a quien había prestado toda la ayuda del 
caso, en cumplimiento de su deber por tra- 
tarse de una infracción de ley, pues aun- 
que los licores decomisados eran de fabri- 
cación legal, su expendio por el referido 
minorista no lo era porque debió haberlos 
cbtenido bajo el control del Depósito Fis- 
cal. 

El encausado Chapetón Trejo, dijo en su 
indagatoria: que el día de autos, después 
del almuerzo había llegado a su estableci- 
miento un empleado del Depósito Fiscal, 
a quien no le supo el nombre, y le dió 
cuenta de que había cierta cantidad de 
aguardiente fabricada en la Licorera Na- 
cional, que es como se hace siempre, cuan- 
do llegó el Juez de Paz a decomisarle sus 
demás objetos del establecimiento; que 
aicho empleado al ver unos octavos y otro 
envases que no pertenecían a Echeverría, 
le preguntó al indagado que de donde pro- 
venían, a lo que él le contestó que los ha- 
bía comprado en el establecimiento de don 
Hermosindo Calderón, por súplica de unos 
amigos a quienes les iba a servir para un 
día de campo y como el declarante no te- 
nía existencia de esa clase de aguardiente, 


* les hizo el favor de mandar a comprarla 


a otro establecimiento, habiendo compra- 
do también en el de un señor Hersch; que 
dicho empleado así que vió la existencia, 
le preguntó que cuántos envases eran y 
él no tuvo inconveniente en decírselo y se 
fué; que después volvió ya con. un peón del 
mismo Depósito a llevarse dichos envases, 


CGiciéndole que era para que el señor Guar- 
dalmacén tomara nota y estando en el De- 
rósito éste último, le dijo que iban a le-. 
vantar una actita en la que harían cons- 
tar que ese licor lo quería para unos ami- 
gos y no para la venta, para mardarla a 
la Administracción de Rentas y que vieran 
que no se trataba de que esos licores los 
tenía el declarante para la venta; que co- 
mo el exponente tuvo que salir a la calle, 
cuando regresó ya habían formulado el 
acta y se la leyeron, pero por lo preocupa-- 
do que estaba, no puso mucha atención, 
recalcándole el Guardalmacén que se tra- 
taba de un asunto sencillo y la firmó; que 
los envases vacíos que aparecieron, se de- 
bía a que muchos de los clientes que lle- 
gaban a comprar, llevaban sus envases pa- 
ra ahorrase el gasto; que los amigos que 
le suplicaron la compra de dicho licor, 
eran Víctor Deras y Luis F. Méndez. Agre- 
gó que al suscribir el acta el Guardalma- 
cén le había indicado que se trataba so: 
lamente de un requisito, sin la menor in- 
tención de molestarlo; que no entendió el 
contenido de dicha acta; que su estable- 
miento de minorista, hacía pocos días que 
lo había abierto y por eso ignoraba las 
nuevas leyes que regían para la venta de 
licores y nunca creyó que fuera delito el 
hecho de guardar por breves momentos li- 
cor ajeno del Depósito de la población sin 
estar a la venta. ; 

El experto nombrado para valorar las 
exstencias decomisadas, don Alfonso Abas- 
cal, les dió el valor total de veintitrés 
quetzales sesenta y cuatro centavos, siendo 
el valor del licor procedente de la Indus- 
tria Licorera, objeto del delito, el de dos 
quetzales cuarenta centavos, ya incluído 
en la suma anterior. 

Víctor M. Deras declaró que él, asociado 
de Luis Méndez, un día domingo que lle- 
garon al establecimiento de Arturo Cha- 
petón, le encargaron un poco de aguar- 
diente que necesitaban para llevarse a 
Tahuesco en una excursión que estaban 
proyectando, pero como la querían com- 
puesta de la Licorera, él no tenía, por lo 
que le suplicaron. que la consiguiera de 
otro establecimiento, recomendándosela 
mientras llegaban por ella. En la misma 
forma declaró Luis F. Méndez. 

Remitidas las diligencias al Tribunal su- 
perior, correspondiente, éste ordenó varias 
diligencias y la prisión preventiva del pro- 
cesado por el delito de Defraudación a la 
Hacienda Pública en el ramo de Alcoholes 
y Bebidas Alcohólicas y Fermentadas. El 


: 


“y al contado, 


Cee 


_ testigo Méndez al ampliarle su declara- 


ción, dijo que como no tenía dinero en la 
fecha indicada para comprar aguardiente 
de la calidad indicada en los estableci- 


-_mientos patentados de San Antonio Su- 


chitipéquez, le encargó al enjuiciado unos 
tres o cuatro litros de la Licorera Nacio- 
nal, pero sin indicarle cuando lo iba a 


traer, ni aquel le dió aviso de si ya se la 


había conseguido o nó. En el mismo senti- 
do declaró nuevamente Deras, con la úni- 
ca diferencia en lo dicho por el anterior, 
de que no le dijeron a Chapetón Trejo el 
número de litros que necesitaban. 

Se agregó una nota de la Administración 
de Rentas Departamental, en la que co- 
munica al Juez que los señores Hermosin- 
do M. Calderón y Enrique Hertszch, eran 


patentados, y que el ex-patentado Chape--. 


tón Trejo había infringido la ley. 

Los señores Calderón y Hertszch, al ser 
examinados, dijeron no recordar si habían 
vendido el aguardiente relacionada al pa- 
tentado Chapetón, pues como tenían bas- 
tante demanda y ésta se hacía al menudeo 
no tenían nómina de los 
compradores y el segundo dijo además, 
que suponía que no se hubiera comprado 
en su establecimiento, ya que Chapetón 
como tenían una cuenta pendiente, no lle- 
caba a él. Se ordenó el embargo en bie- 
nes del enjuiciado, para garantizar los in- 
tereses del Fisco. 

En el plenario no se conformó el reo 
con el cargo que se le dedujo y de oficio 
se le nombró como su defensor al Licen- 
ciado don Esteban Calvillo, quien en su 
cportunidad pidió la absolución del mis- 
mo. 

El Juez dictó sentencia con fecha veinti- 
nueve de abril del corriente año, conde- 
nando al encausado por el delito indicado, 
a la pena de seis meses de arresto mayor, 
que extinguirá en la cárcel respectiva, y 
al pago de la multa de doscientos quetza- 
les; le abona la prisión sufrida; le permi- 
te su conmutación a razón de un quetzal 
diario, previo pago o afianzamiento de las 
responsabilidades civiles provenientes del 
delito, así como la reposición del papel 
empleado al sellado de ley y como acce- 
soria, el comiso de los efectos incautados 
materia del delito; le suspende en el go- 
Ce de sus derechos políticos durante el 
tiempo de la condena y declaró, además, 
que para el caso de que no haga efectiva 
la multa, será recluido en prisión, perma- 


.neciendo en ella, a razón de un día por 


cada dos. quetzales. 
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Interpuso el reo el recurso de apelación, 
y al resolverlo, la Sala Primera de la Cor- 
te de Apelaciones, por resolución de la fe- 
cha ya indicada, lo confirmó en todas sus 
partes, 

Contra este último fallo introdujo el reo 
el recurso extraordinario de casación, con 
el auxilio del Abogado Humberto Lewin, 
citando como violados los artículos lo. y 
11 del Código Penal; 259, 264, 568, 570 in- 
fisos lo., 20. y 30.; 571, 572, 573, 578, 589, 
596 y 614 Código de Procedimiento Pena- 
les; 193, 194, 195, 197, 199 incisos 20., 30. y 
40.; 203 incisos lo. y 20.; 212 incisos 1o., 
20. y 30.; 221, 218, 253, 254 y 259 Decrteo 
1602, fundándose en que el aguardiente re- 
ferido no lo tenía para su expendió, sino 
por encargo que se le había hecho y que 
si no les había dado aviso a quienes se lo 
habían encargado, había sido por no creer- 
lo necesario y esperó a que se lo pidieran; 
que el delito porque se le condenaba, si es 
que así pudiera llamársele, lo había con- 
fesado espontáneamente ante la autoridad 
y antes de ser perseguido como culpable 
y que en todo caso, la infracción debía 
conceptuarse cuando más como una falta 
penada como lo marcan los artículos 55 in- 
ciso B. y 104 del Reglamento de la Ley de 
Alcohoes y Bebidas Alcohólicas y Fer- 
mentadas. 


CONSIDERANDO: 


Que los artículos 1o. y 11 del Código Pe- 
nal, que se refieren a que no son punibles 
las acciones u omisiones que no estén cali- 
ficadas como delitos o faltas y penadas 
por ley anterior a su perpetración, y que 
delito es la infracción voluntaria de la 
ley penal, presumiéndose voluntaria toda 
infracción mientras no se prueba lo con- 
trario, respectivamente, no pudieron ser 
violados en el caso de que se trata, ya que 
la infracción cometida por el recurrente, 
está conceptuada como delito de Defrau- 
dación a la Hacienda Pública en el ramo 
de Alcoholes y Bebidas Alcohólicas y Fer- 
mentadas, según el artículo 204 inciso 50. 
del Decreto Número 1602 y la pena la es- 
tablece claramente el artículo 206 inciso 
20. de la misma ley. 

Los artículos 259, 264 de Procedimientos 
Penales, se refieren a la preexistencia de 
un hecho que la ley repute delito o falta, 
sin cuyo requisito todo procedimiento será 
nulo y a objetos que hubieren servido pa- 
ra la comisión del mismo, no pudieron ha- 
ber sido violados porque en el proceso apa- 
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rece plenamente probado que al encausado : 


se le encontraron en su establecimiento de 
venta de aguardiente al por menor, unos 
litros y octavos de licor que había compra- 
do fuera de los Depósitos Fiscales, los que 
fueron decomisados y por consiguiente, no 
pudieron ser violados. 

Los artículos 568 y 570 en sus incisos lo., 
20. y 30., tampoco, porque según lo ya in- 
dicado, el delito aparece preestablecido y 
plenamente probada la delincuencia del 
enjuiciado. 

Eso mismo puede decirse de los artícu- 
los 571, 572, 573, 578, 589, 596 y 614 del 
mismo, que se refieren a los diferentes me- 
dios de prueba y valor de las mismas, por- 
que las diligencias que se practicaron y 


“la confesión del reo, no dejan lugar a du- 


da de su delincuencia. : 
Los artículos 193, 194, 195, 197, 199 in- 


cisos 20., 30. y 40., se refieren a definir los 


delitos de Defraudación y Contrabando y 
a que las prescripciones de la Ley Penal 
común serán aplicables en determinados 
casos en esta clase de delitos, cuando no 
se Opusieran al Decreto 1602, no pudieron 
ser violados, tampoco lo fué el 199 en sus 
incisos 20., 30. y 40., que se refieren, res- 
pectivamente, a las circunstancias ate- 
nuantes de haber procurado con celo re- 
parar los daños causados al Fisco, satis- 
faciendo todas las responsabilidades civi- 
leg provenientes del delito, a que pudiendo 
el reo ocultarse o fugarse se presenta ante 
la Autoridad y confiesa espontáneamente 
su delito antes de ser perseguido como de- 
fraudador o contrabandista y a la confe- 
sión espontánea del delincuente cuando 
sin ella procediera su absolución, porque 
el primero de los incisos citados, no puede 
tener aplicación en este caso, porque no se 
trata de haber defraudado al Fisco, sino 
de una infracción a una disposición ter- 
minante de la ley, de surtirse un patenta- 
do minorista ¡uera de los Depósitos Fisca- 
les. sin hacer referencia a que se hubieren 
pagado o no los impuestos respectivos, la 
segunda, no aparece preestablecida en los 
autos y la tercera, porque aun sin la con- 
fesión, había prueba suficiente para con- 
denarlo. Los incisos lo. y 20. del artículo 
206 del mismo Decreto, tampoco fueron 
violados, porque el avalúo del licor mate- 
ría del delito corresponde a la base que se 
tomó para la calidad de la pena que es la 
que determina con toda claridad el mis- 
mo inciso 20. citado; los incisos 1o., 20. y 
30. del artículo 212, se refieren al comiso 
de los efectos y demás implementos que 


se aprehendierey en el delito de contra-- 
kando y por consiguiente, no tienen apli: 
cación en este caso. Los artículos 221 y 
218, se refieren a la conmuta de esta cla- 
se de condenas y al embargo de bienes pa- 
ra garantizar los derechos del Fisco, fue- 
ron correctamente aplicados. El artículo 
253, se refiere a que en toda sentencia con- 
denatoria se obliga al reo a pagar el va- 
lor del papel empleado en el proceso; el 
254 se refiere a que causan ejecutoria los 
autos y sentencias que no fueren apelados 
por los reos o el representante del Fisco 
y el 259 de dicho Decreto, a la obligación 
de los Jueces de dar los datos a donde co- 
rresponda al dictarse sentencia en estos 
delitos, no pueden haber sido violados, por- 
que al aplicarse se cumple con lo que ex- 
presamente manda la ley. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con fun- 
damento en lo considerado y en lo dispues- 
to en los artículos 686 y 690 Procedimien- 
tos Penales y 233 Ley Constitutiva del Po- 
der Judicial, DESESTIMA el recurso de 
casación interpuesto e impone al recurren- 
te quince días de arresto conmutables a 
tazón de diez centavos de quetzal por ca- 
da día, Notifíquese y con certificación de 
lo resuelto, devuélvanse los antecedentes al 
tribunal de su origen. 


Raf. Ordóñez Solis. — José Serrano Mu- 


ñoz. —= Alberto Argueta S. — Francisco 
E. Rodríguez. — Francisco Menéndez B. — 
Max García R. — Secretario. 


CRIMINAL 


CAUSA contra Rómulo Nufio Hidalgo, por 
el delito de contrabando a la Hacienda 
Púbica en el Ramo de Licores. 


DOCTRINA: Los agentes de la policía de 
hacienda, son testigos hábiles para de- 
clarar en esta clase de asuntos. 


Corte Suprema de Justicia, Guatamala, 
seis de septiembre de mil novecientos 
treinta y nueve. 

Por recurso extraordinario de casación, 
se examina la sentencia que dictó la Sala 
Cuarta de la Corte de Apelaciones, el diez 
de mayo del año en curso, confirmando ev 
todas sus partes la que a su vez pronunció 
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el diecisiete de abril de este año, el Juez 
departamental de Huehuetenango, por la 
cual condena a Rómulo Nufio Hidalgo a su- 


frir 3 meses de arresto menor, inconmuta- . 


bles, y a pagar 100 quetzales de multa, por 
el delito de contrabando a la Hacienda Pú- 
blica en el ramo de alcoholes. Además de 
las declaraciones de rigor manda abrir pro- 
cedimiento contra los testigos José Domin- 
go López y Francisco Palacios, a fin de 
investigar si incurrieron en el delito de fal- 
so testimonio, 


RESULTA: 


Que el veintiséis de diciembre del año 
próximo pasado, Pedro Castilla y Arana. 
en su concepto de Jefe de la Policía de Ha- 
cienda del departamento de Hughuetenan- 
go, dió parte al Juez de Paz del mismo lu- 
gar, que había practicado un registro en 
la cantina del patentado Eliseo Sánchez, 
encontrando dos envases de medio litro y 
un octavo, abiertos, sin el timbre; una co- 
pa con vestigios de haber sido usada re- 
cientemente, con aguardiente, y en el in- 
terior de un cajón seis timbres de control 
para medio litro de aguardiente y cinco 
para un cuarto de litro, con señales de 
haber sido despegados con cuidado para 
usarlos otra vez; y en el interior de la ca- 
Sa que pertenece al señor Rómulo Nufio 
Hidalgo, fueron hallados veintiséis garra- 
fones grandes y veintinueve pequeños, así 
comp dos tinajas de cobre, Terminó ma- 
nifestando que condujo a la detención al 
señor Nufio Hidalgo, por ser el que habi- 
taba en aquella casa y el propietario de 
la cantina, según se lo expresó, diciéndole 
además, que la patente la había sacado a 
nombre de Eliseo Sánchez, que era su em- 
pleado y a quien ya había despedido. 

El Juez de Paz de Huehuetenango, Se 
constituyó en la casa habitada por Nufio 
Hidalgo y levantó el acta, correspondien- 
te al decomiso llevado a cabo por la Po- 
licía de Hacienda. 

Después de ratificado el parte, fueron 
examinados el sargento Santiago Gómez y 
los agentes J. Rodrigo Méndez Vásquez, 
Juan Alvarado Mogollón y Carlos Guiller- 
mo Robinson, quienes declararon de 
acuerdo con lo expresado en el parte que 
encabeza el proceso. 


Los expertos Humberto Herrera y Ro- 
drigo García, valoraron los dos envases en 
cuarenta y seis centavos. 

Interrogado Rómulo Nufio Hidalgo de- 
elaró, que es el propietario de la cantina 
y demás objetos decomisados; que la pa- 


tente estaba a nombre de Eliseo Sánchez, 
empleado a quien había despedido hacía 


como un mes; que el aguardiente que es- 


taba en el envase de un octavo, era resi- 
duo que le servía para limpiar los vidrios 
y el espejo; y que el medio litro no esta- 
ba abierto, pues el timbre sólo estaba da- 
ñado y seguramente se rompió en la caja. 
Los timbres que estaban guardados en el 
cajón, no habían sido quitados con mali- 
cia, Sino que como no iban bien pegados, 
fácilmente se podían separar; ¡ignoraba 
que estuvieran allí y si su empleado, el pa- 
tentado Sánchez, lo hizo, no fué con miras 
de defraudar. 

Ya sabía que era delito tener envases con 
1esiduos de aguardiente. Pero resultaba 
que muchas veces los compradores devyol- 
vían los envases con residuos que inad- 
vertidamente se quedaban allí; sabía tam- 
bién que estaba considerado como delito 
la rotura de los sellos de control y si le 
fué encontrado un envase con el sello da- 
ñado, no cabía duda que en el transporte 
de la administración a su casa, con el mo- 
vimiento, había sido. 

Por el delito de contrabando en el ramo 
de alcoholes, se decretó la prisión preven- 
tiva de Rómulo Nufio Hidalgo, el veintinue- 
ve de diciembre del año pasado, y más 
tarde se le excarceló fajo fianza. 

Examinado Gregorio Guevara, expuso: 
que conoce a Nufio Hidalgo y que en su 
concepto es un hombre honrado, trabaja- 
dor y de buenas costumbres. 


RESULTA: 


Que el proceso se elevó a plenario, se le 
tomó confesión con cargos por el delito de 
contrabando a la Hacienda Pública en el 
ramo de alcoholes, no quedó conforme y 
después de correrse los traslados al Admi- 
nistrador de Rentas y al defensor, a pe- 
dimento de éste, se recibió a prueba, ha- 
biendo rendido las siguientes: examen de 
los testigos David Ruiz y Carlos Castillo, 
sobre los antecedentes del acusado, a quie- 
nes les consta que se dedica a transportes 
de Huehuetenango a otras cabeceras de 
la República y no a la elaboración de 
eaguardiente; ampliación del informe de 
los expertos Rodrigo García y Humberto 
Herrera, que contestaron negativamente al 
interrogatorio que les fué formulado; de- 
claraciones de los señores Manuel Morales 
López, Juez de Paz de Huehuetenango, y 
Gilberto Hernández, Secretario del mismo 
Juzgado, quienes contestaron negativamen- 
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te a las preguntas dirigidas por la defen- 
sa; dec'aractiones de los testigos José Do- 
mingo López y Francisco Palacios, que 
respondieron en sentido afirmativo al 
cuestionario que se les dirigió; informe de 
la Comisaría de la Policía, con respecto a 
que la cantina del señor 'Nufio Hidalgo 
permaneció cerrada los días veintiséis y 
veintisiete de septiembre del año pasado; 
certificación del Doctor Mariano Mazarie- 
gos P., que dice que los meses de Octubre, 
Noviembre y Diciembre del año pasado, 
irató a la señorita Emma Virginia Nufio 
M., que estaba enferma y por indicación 
suya fué cuidada por su propia madre; 
inspección ceular por el Juez de los autos, 
estando presentes los expertos, en todos 
los envases decomisados, haciéndose cons- 
tar en el propio acto, que los timbres es- 
taban en perfecto estado; inspección que 
también se practicó en la casa de Nufio 
Hidalgo; y varios oficios de los señores Ad- 
ministrador de Rentas y Comisario de la 
policía nacional, relacionados con este 
asunto 


RESULTA: 


Que se corrieron los traslados finales, 
en el mismo orden, y al estar contestados, 
para mejor fallar, se practicaron las si- 
guientes diligencias: examen de los testi- 
gos José Domingo Xutuc y Matilde Valdés; 
examen del patentado Eliseo Escobar 0 
Sánchez, quien explicó, estuvo empleado 
como sirviente en la casa del señor Nufio 
Hidalgc; como no sabe leer, ignoraba si es- 
te señor lo puso como patentado de la 
cantina; y que tenía más de tres meses 
de haberse retirado del empleo. Careo en- 
tre Escobar o Sánchez con Nufio Hidalgo, 
sin haber logrado que se pusieran de 
acuerdo; se recibió un oficio de la Comi- 
saría de policía, referente a que el proce- 
sado atendía personalmente su negocio de 
transportes en los últimos meses del año 
pasado; y razón de la Secretaría del tri- 
bunal sentenciador, sobre los antecedentes 
de Nufio Hidalgo, que dice que el año de 
mil novecientos treinta y dos, fué conde- 
nada sufrir dos meses de arresto menor, 
por el delito de defraudación a la Hacien- 
da Pública en el ramo de licores. 


RESULTA; 


Que se falló en primera instancia, en el 
sentido que se deja expresado al principio. 
Por inconformidad del reo, llegó. el proceso 
a la Sala Cuarta de Apelaciones en donde, 


al estar en trámite el recurso, se presen- 
tó el mismo reo pidiendo que se revocara 
la sentencia, por no ser legal, y en caso 
contrario, que se anulara el procedimiento 
por no haberle sido notificado el nombra- 
miento de expertos. La Sala resolvió con- 
firmar el fallo de primera instancia y en 
auto de dieciséis de mayo, declaró sin lu- 
gar los recursos de aclaración y amplia- 
ción. Contra la sentencia y auto, inter- 
puso el señor Nufio' Hidalgo el recurso ex- 
traordinario de casación, con auxilio del 
abogado “José León Castañeda Ayala, ci- 
tando como violados los artículos 11, 22 
incisos 3o. y 9o., 28 inciso 20., 31, 67, 711 y 
80 del Código Penal; 197, 199 fracción 
cuarta del Decreto 1602; 100. y 11 del De- 
creto 1981; 55 y 56 del Reglamento del 26 
de noviembre de 1934 a la Ley de Alcoho- 
les; y 373 del Código de Procedimientos 
Penales. El recurso es por infracción de 
ley y quebrantamiento de forma, que con- 
siste, esta última, en no haberle hecho sa- 
ber el nombramiento de expertos, como lo 
ordena el artículo 373 que se acaba de ci-, 
tar y al dejar de cumplir con esta ley, vul- 
neró los artículos IX Preceptos fundamen- 
tales de la Ley Constitutiva del Poder Ju- 
dicial; 649 incisos 10. y 20. 735 inciso 30. 
del Código de Procedimientos Penales. A 
los ya mencionados agregó antes de que 
se pidiera el proceso, los artículos 259, 581 
inciso 80., 583 inciso lo. y 586 incisos 10., 
20., 30., 40., 50. y 60. del Código de Proce- 
dimientos Penales. Se admitió el recurso 
y habiéndose verificado la vista, es el caso 
de resolver 


CONSIDERANDO: 


Que al recurrente no se le hizo saber la 
designación de expertos; pero tampoco la 
objetó en todo el curso de la primera ins- 
tancia, donde tuvo la oportunidad de ha- 
cerlo, sino que al contrario, manifestó su 
conformidad, solicitando que ampliaran su 
dictamen; y hasta en la segunda, en una 
forma alternativa, pidió que si no se revo- 
caba la sentencia condenatoria, que en- 
tonces se anulara lo actuado por no ha- 
bérsele hecho la notificación como lo pre- 
venía el artículo 373 del Código de Proce- 
dimientos Penales; solicitud que en el au- 
to de aclaración y ampliación se declaró 
sin lugar. — 

La falta de notificación del nombra- 
miento de expertos no dá origen al recur- 
so de Casación por quebrantamiento de 
Torma, por no estar comprendida en nin- 
euno de los ocho incisos del artículo 677 - 
del mismo Código, que trata de los casos 
de quebrantamiento de forma; y si estu- 
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viera, tampoco tendría derecho a inter- 
ponerlo por no haber pedido la subsana- 
ción en la primera instancia, que fué don- 
de se cometió la falta, habiendo podido 
hacerlo en cuanto se. enteró del proceso. 
y reproducido en la segunda, sino que, lo 
que hizo fué manifestar su conformidad, 
y hasta en la Sala pidió que se declarara 
la nulidad. si el fallo le sería adverso; y 
para que se admita el recurso, es necesa- 
rio que se haya pedido la subsanación en 
la instancia donde se cometió el error, y 
cuando se trata de la primera, que se re- 
produzca en la segunda, de lo contrario 
no es admisible, razón por la cual el señor 
Nufio Hidalgo, en el caso de que, la omi- 
sión que invoca, diera lugar al recurso de 
casación, no tendría derecho a interponer- 
lo, de conformidad con lo que dispone el 
artículo 679 del Código de Procedimien- 
tos Penales. 


CONSIDERANDO: 


Que la tenencia de envases con residuos 
de aguardiente o timbres rotos o despega.- 
dos, en establecimientos autorizados para 
su venta, está considerada como delito de 
contrabando en el ramo de alcoholes. Con 
la prueba que se logró recoger, consisten- 


“te en las declaraciones de los agentes de 


la policía de hacienda, hábiles para de- 
clarar en esta clase de asuntos, por dispo- 
nerlo así expresamente el artículo 250 del 
Decreto Gubernativo 1602; la.materia re- 
cogida, cuya existencia está bien determi- 
nada con la apreciación hecha por el Juez 
que instruyó las primeras diligencias y el 
dictamen de los expertos, y la declaración 
del procesado Nufio Hidalgo, que convie- 
ne en que uno de los envases tenía resi- 
duos de aguardiente y el otro el timbre de 
control fiscal dañado, reconociendo a la 
vez ser el propietario de la cantina, aun 
cuando la patente estaba a nombre de su 
ex-empleado Eliseo Sánchez, que no re- 
sulta ser Sánchez sino Escobar, quedó de- 
ridamente establecido que en su cantina 
fueron encontrados dos envases, uno con 
residuos de aguardiente y el otro de medio 
litro con el timbre de control dañado y 
además en una de las gavetas varios tim- 
bres de esta misma clase, despegados. Co- 
mo la tenencia de envases con licor en 
este estado, está conceptuada como con- 
trabando en el ramo de alcoholes, al es- 
timar la Sala sentenciadora que el pro- 
pietario de la cantina Rómulo Nufio Hi- 
dalgo es responsable de este delito y al 
imponerle al mismo tiempo la pena de tres 
meses de arresto menor y la multa de cien 
quetzales, dejando compensadas las agra- 


vantes de la reincidencia con la atenuante 
especial, constituida por el valor de lo de- 
comisado que no llega a cincuenta centa- 
vos, lejos de haber violado los artículos 
197 y 199 del Decreto Gubernativo 1602; 
100. del Decreto Gubernativo 1981; 67 y 
80 del Código Penal; 259, 586, en sus seis 
incisos, y 135 inciSo 20. de sus Procedimien- 
tos; 55 y 56 del Acuerdo del 26 de Noviem- 
bre de 1934, los aplicó debidamente y por 
tal motivo, en lo que a estas leyes se re- 
fiere, el recurso de casación es improce- 
dente. 


CONSIDERANDO: 


Que la separación o rotura de los tim- 
bres adheridos a los envases que contie- 
nen aguardientes, no puede ser sanciona- 
da con multa, desde luego que está consi- 
derada como delictuosa, al reputarla co- 
mo de origen clandestino y fraudulento y 
está expresamente comprendida en los ar- 
tículos 60. y 10. del Decreto Gubernativo 
número 1981, pues el artículo 11 de la mis- 
ma ley, castiga a los patentados menoris- 
tas que no mantengan sus existencias en 
lugares adecuados y visibles que faciliten 
la inspección; y si bien trata del cuidado 
que deben tener para evitar la destruc- 
ción o separación de los timbres de con- 
trol, la misma ley agrega que es para que 
no den lugar “a indicios o presunciones de 
culpabilidad”, y esta culpabilidad no pue- 
de ser otra más que la que comprenden 
los artículos 60. y 1Co., o sea la que con- 
sidera Ja destrucción o separación de la 
estampilla fiscal como contrabando en el 


“ramo de alcoholes. Por lo tanto el articu- 


lo 11 del Decreto Gubernativo número 1981, 
tampoco ha sido violado. 


CONSIDERANDO: 


Que los incisos 80. del artículo 581 y 10. 
del 583 del Código de Procedimientos Pe- 
“ales. no fueron violados. En efecto, los 
agentes de policía de hacienda al decla- 
rar como testigos, son hábiles, por permi- 
tirlo así, expresamente, la ley de alcoho- 
les, y sí el recurrente creía que tenían al- 
gún interés en este proceso, debió haberlo 
probado y no lo hizo; y al declarar, dieron 
razón de su dicho y no incurrieron en con- 
tradicciones de las que desvirtúan el mé- 
rito testimonial. 

Los artículos 11, 22 insisos 30. y 9o., 28 
inciso 20., 31 y “71 del Código Penal; 649 
incisos 10. y 20. del Código de Procedimien- 
tos Penales, los cinco primeros no los ha 
aplicado la Sala sentenciadora, ni son 
aplicables al caso, y, de consiguiente, no - 
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los pudo haber violado; y el último, al re- 
solver los recursos de aclaración y amplia- 
ción de la sentencia, lo hizo sujetándose a 
lo que dispone. 

POR TANTO: 

Ia Corte Suprema de Justicia, fundada 
en las leyes citadas y en los artículos 686 
y 690 del Código de Procedimientos Pena- 
les y 233 de la Ley Constitutiva del Poder 
Judicial, DESESTIMA el recurso interpues- 
to e impone al recurrente, la pena adicio- 
nal de quince días de prisión, conmutables 
a diez centavos diarios. Notifíquese y con 
certificación de lo resuelto, devuélvanse 
los antecedentes al tribunal de su origen. 


Raf. Ordónez Solís. — José Serrano Mu- 
ñoz. — Abel Paredes. — Alberto Argueta S. 
— Francisco E. Rodríguez. — Max García 
R. — Secretario. 


CRIMINAL 


PROCESO contra Inés Calderón y Calixto 
Villatoro, por el delito de asesinato. 


DOCTRINA: El recurso de casación es pro- 
cedente, cuando los hechos en que se 
fundan las presunciones no son ciertos 
mi estan probados plenamente. 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
nueve de Septiembre de mil novecientos 
treinta y nueve. 

Vista por recurso de casación, la  Sen- 
tencia proferida por la Sala Cuarta de la 
Corte de Apelaciones, el veintinueve de 
marzo del año en curso, en la causa inms- 
truída contra Inés Calderón y Calixto Vi- 
ilatoro por el delito de asesinato, y contra 
Alberto Villatoro Alvarado por complici- 
dad en el mismo hecho, sentencia por me- 
dio de la cual se imprueba el fallo dictado 
por el Juez de Primera Instancia del de- 
partamento de Huehuetenango, que absol- 
vió de la instancia a los reos ya mencio- 
nados y resolviendo, declara: que Inés 
Calderón y Calixto Villatoro, son autores 
Gel delito de asesinato perpetrado en la 
persona de Teófilo Vásquez, por lo que les 
impone la pena capital, la que deberá ser 
ejecutada dentro del término de ley y des- 
pués de agotados todos los recursos que 
ella misma concede y la aprueba en lo 
demás. 

RESULTA: 


Que el veintiséis de sepetiembre del año 
próximo pasado, el individuo Candido 


Vásquez, se presentó ante el Juez de Paz 
de Malacatancito, Municipio del departa- 
mento de Huehuetenango, dando parte 
que su tío Teófilo Vásquez estaba herido. 
Al ratificar dicho parte, agregó: que es- 
tando en su casa como a” las vyeintiuna 
horas y treinta minutos, oyó unos gritos 
de mujer que pedía auxilio y entonces se 
cCirigió a casa de su tío, a quien encontró 
herido y con muchas manchas de sangre, 
que tan pronto como entró averiguó que 
era la mujer de su tío la que gritaba, quien 
le suplicó fuera a dar parte al Comisio- 
nado Militar que su esposo había sido he- 
tido en su propia casa por Inés Calderón 
y Calixto Villatoro. Los empíricos Miguel 
María Alvarado y Justo Barrios, recono- 
cieron al herido juntamente con el Juez 
menor de Paz de Malacatancito y dijeron 
que Teófilo Vásquez presentaba en el ojo 
izquierdo un balazo que se lo había daña- 
do completamente, sin tener el proyectil 
crificio de salida, otro balazo en la man- 
dibula inferior con revólver y sin orificio 
de salida, otro en la garganta con revólver 
sin orificio de salida, dos balazos en la 
clavícula a la misma altura distante cinco 
pulgadas una de la otra, y sin orificio de 
salida, dos balazos más en el pecho con 
postas de escopeta distantes cinco pulga- 
das una de ia otra, otro balazo en la ingle 
lado derecho, que le interesó los intestinos 
y sin orificio de salida, siendo esta herida 
con revólver; diez heridas más en la mano 
derecha con postas y munición de escopeta 
y de las cuales salieron dos; que las pri- 
meras ocho heridas eran mortales y por 
consiguiente le causaron la muerte. In- 
formaron por último, que el ofendido pre- 
sentaba diez y ocho impactos con arma de 
fuego, encontrando al señor Vásquez muy 
grave pero que hablaba perfectamente. 
Teófilo Vásquez al ser examinado dijo: 
que el día anterior veintiséis de septiem- 
bre como a las siete horas había salido 
con dirección a Huehuetenango, con el ob- 
jeto de hacer un su mandado, que había 
regresado como a las diez y nueve horas, 
desensillando la bestia y a continuación 
entró a la cocina a tomar unos tragos de 
café, permaneciendo allí como una hora, 
y tomo regresara cansado le dijo a su se- 
ñora Josefina Avila que se fuera a acostar, 
encendiendo ésta unos ocotes y saliendo al 
corredor con la claridad de la luz, y al 
sentir unos balazos en el pecho, vió que 
tras un rosalito le dispararon Inés Calde- 
rón y Calixto Villatoro, a quienes conoció, 
y que luego sintió otros dos golpes en la 
cara y cayó al suelo. donde ya botado se 
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acercaron sus agresores habiéndole hecho 
muchos disparos que no pudo contar, y que 
fueron con pistola y escopeta y oyó cuan- 
do estos corrieron dejándolo por muerto; 
que su señora le prestó ayuda para levan- 
tarse y entró a la sala a sentarse en la 
butaca en donde se le encontró, y como 
se consideraba verdaderamente grave, su 
esposa asustada echó a dar de gritos pi- 
diendo auxilio, y como no le oyeran los 
vecinos se subió al tapanco quitando unas 
tejas del techo de la casa y abriendo un 
hoyo grande, sacó la cabeza y siguió gri- 
tando, y Un rato después llegó su sobrino 
Cándido Vásquez a quien mandaron a dar 
parte al Comisionado Militar. En el acta 
descriptiva el Juez instructor hizo cons- 
tar las heridas que el herido presentaba. 
Teófilo Vásquez agregó que con sus agre- 
sores jamás había tenido disgusto, por lo 
que le extrañó el proceder de Inés Calde- 
rón, en el mes de noviembre del año an- 
terior mil novecientos treinta y siete, 
cuando el declarante se encontraba en la 
cocina, pues le disparó seis balazos, que 
por suerte no hizo blanco ninguno, que 
habiéndolo conocido puso este hecho en 
conocimiento de la autoridad, habiendo 
estado preso como dos meses en las cár- 
celes de la cabecera Inés Calderón y que 
seguro por eso es el rencor que le lleva; 
que el día anterior resultó muerto su pe- 
rro y que probablemente Alberto Villato- 
to hijo de Calixto le haya envenenado, 
perque sólo él estuvo limpiando el frijo- 
lar que es del declarante y que está pró- 
ximo a la casa, desde las doce horas has- 
ta las diez y seis; que con Calixto Villa- 
toro tenía pendiente desde hacía ocho 
años la escritura de un terreno que Villa- 
toro le había vendido y ya le había entre- 
gado la suma de veintidós mil doscientos 
pesos billetes antiguos y un caballo por 
valor de diez quetzales, faltándole única- 
mente para cumplir su obligación cua- 
renta quetzales, valor del terreno deno- 
minado “E! Durazno”, que motivó el con- 
trato. El Juez de Paz hizo constar que prar- 
ticada una inspección ocular en el corre- 
dor de la casa donde cayó Vásquez a los 
golpes c2 los proyectiles, se encontraron 
dos postas de escopeta entre el charco de 
sangre, y como a una vara de distancia 
unos tacos quemados y otros sin quemar, 
que los reos utilizaron para cargar la es- 
copeta, no habiendo huellas en el rosal 
donde dispararon contra el ofendido por 
haber lloyido muy fuerte momentos des- 
pués del suceso y ser el terreno sólido; 
que del rosal al lugar donde cayó Vásquez, 
hay cuatro varas de distancia, siendo la 
posición de la casa de Norte a Sur, y dista 
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de la ploblación de Malacatancito, o sea 
de la aldea San Ramón a Malacatancito 
cinco kilómetros. 


Josefina Avila de Vásquez, dijo entre 
otras cosas, ser vecina de la aldea San Ra- 
món, del Municipio de Malacatancito y 
que el día del hecho como a las siete horas 
Marchó su esposo a Huehuetenango a ha- 
cer un su mandado, y regresó a la casa co- 
mo a las diez y nueve horas, desensilló el 
caballo que montaba y luego se dirigió a 
la cocina a tomar unos tragos de café y 
estuvo como una hora, le dijo que venía 
cansado y que se fueran a acostar, que 
ella encendió unos ocotes y saliendo de 
dicha cocina al corredor, yendo la decla- 
rante atrás de su esposo con la luz al mo- 
mento de los disparos, y que conoció a 
Inés Calderón y Calixto Villatoro, y como 
siguieran disparando abrió la puerta del 
cuarto y entró, al momento salió y viá 
cuando corrieron, que entonces se ccercó 
en donde cayó Su esposo y ayudó a levan- 
tarlo, llevándolo a sentarlo donde lo en- 
contró la autoridad; que en seguida ella 
estuvo dando de gritos y pidiendo auxilio, 
pero que nadie le oyó, que habiendo sen- 
tido miedo se subió al tapanco y quitó unas 
tejas del techo por donde asomó la cabeza 
para seguir pidiendo auxilio a gritos, ha- 
biendo logrado al fin que llegara el sobri- 
no de su esposo Cándido Vásquez, a quien 
suplicó que fuera a dar parte al Juzgado 
del crimen, que Vásquez pasó también a 
dar parte al Comisionado Militar de la al- 
dea; afirmó también que con Inés Calde- 
rón han tenido antecedentes de enemistad, 
porque en el mes de noviembre del año 
anterior, llegó a su casa a dispararle seis 
balazos a su esposo y por cuyo hecha estu- 
vo preso como dos meses. Al ser habido 
e interrogado Alberto V. Alvarado, mani- 
festó que en la fecha y hora que se lc men- 
cionaba, Se encontraba trabajando en el 
terreno de su tío Teófilo Vásquez, lim- 
piando frijol y al terminar el trabajo pasó 
a recoger su dinero, que no se había acom- 
pañado de ninguno y nada le había pasa: 
do; que no le pagaron porque no estaba 
Teófilo Vásquez, e ignoraba en donde se 
encontraba ese día; que él no había visto 
al perro que se le menciona y que dieron 
muerte, que anteriormente sí lo conocía 
que era de color blanco, negando todos los 
demás hechos que se le atribuían. Inés 
Calderón dijo ignorar el motivo de su in- 
dagatoria, el día lunes ya mencionado se 
encontraba en la casa de Pedro López 
quien había fallecido ese día en la aldea 
“Cacum”, donde había permanecido des- 
de las tres de la tarde, hasta la hora del 
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entierro en que lo habían capturado, sa- 
liendo de la casa con el cadáver como a 
las siete horas del día anterior, permane- 
ciendo todo ese tiempo en el velorio, que 
a Teófilo Vásquez lo conocía porque era 
áe la misma aldea y hacia como un mes 
que lo había visto, pero que no tenía re- 
laciones con él; que era falso que en com- 
pañía de Calixto Villatoro hubiera herido 
2 Teófilo Vásquez la noche del lunes ci- 
tado, que podia probar su inocencia con 
los señores que velaban el cadáver de Pe- 
dro López y con el yerno de él, que es Ar- 
nulfo Calderón, quienes tenían que decla- 
rar que el declarante ahí estuvo el lunes 
desde las tres de la tarde, hasta el martes 
a la hora del entierro, que al salir de la 
casa con el cadáver fué capturado, siendo 
los señores que velaban junto con él, Ba- 
silio Alvarado, Urbano Barillas, Facundo 
Alvarado, Cecilia López, Saturnino Barrios, 
Félix López, Esteban Calderón, Basilio 
Albarado hijo, Guillermo Ramos, Clemen- 
ta R. de Martínez Flavia Ramos, Inés M. 
Monroy, Felisa de Ramos, Delfino Alva- 
varado, Fulgencio Hernández, Mateo Pé- 
rez V., Fidel Ramos, Faustino Monzón, 
Claudia López, HEverilda L. de Monzón, 
Victoria Calderón, Andrés Barrios, Feli- 
cia López, Rosa Ventura, Petronilo Pérez 
V., Mónica de Barrios, Gervacia P. de Ló- 
pez, Domingo Ramos y Gregoria Monzón, 
a quienes rogaba fueran examinados. In- 
dagado Calixto Villatoro negó el hecho 
que se le atribuía, diciendo que ese día 
estuvo en la aldea de “Cacum”, acompa- 
ñando a los dolientes de Pedro López, y que 
nada le había sucedido, habiendo sido 
capturado cuando iban en el entierro de 
Pedro López; que conocía a Teófilo Vás- 
quez. sin recordar qué día lo había visto, 
que había hecho un trato hacía como sle- 
te u Ocho años de un terreno en treinta y 
cinco mil pesos billetes antiguos, faltán- 
dole noventa quetzales por pagarle, los que 
tenía que entregarle Vásquez el veinti- 
cinco de aquel mes, habiéndole mandado a 
avisar con un su muchachito que no po- 
día, y que él le avisaría; que todavía no 
le ha dado traspaso de la escritura, y que 
Vásquez quedó de pagarle en febrero del 
año siguiente los últimos cuarenta quet- 
zales; que era falso que en unión de Inés 
Calderón hubiera lesionado a Teófilo Vás- 
quez, en su casa de habitación y que en 
esa fecha estuvieron en el velorio de Pe- 
dro López, que podía probar con todos los 
de la aldea de “Cacum”, que de los que 
estuvieron en el velorio únicamente se re- 
cordaba de Isidro López, Félix López, don 
Basilio Alvarado, Facundo Alvarado, Mar- 
celino Alvarado, Saturnino Barrios, Gre- 


gorio Barrios, Arnulfo Calderón, Urbano 
Barillas, Fidel Calderón y otros. 
Examinados que fueron Fidel Ramos, 
Guillermo Ramos, el Auxiliar de la aldea 
“Cacum”, Basilio Alvarado Samayoa, Ba- 
silio Alvarado, Facundo Alvarado, Arnul- 
fo Caledrón y Fulgencio Hernández, de- 
clararon con ligeras variantes que les 
consta que los reos Inés Calderón y Ca- 
lixto Villatoro con motivo de la muerte 
de Pedro López, permanecieron en esta 
casa desde las tres de la tarde del día 
veintiséis del mes ya citado, hasta el sí- 
guiente en la hora del entierro, en que ha- 
bían sido capturados. Ampliada la de- 
claración indagatoria de Inés Caledrón, 
dijo: que la noche del veintiséis de sep- 
timbre entre las diez y nueve y veintiuna 
horas, se encontraban en la casa del fi- 
nado Pedro López, y no le había sucedido 
ninguna cosa; que de la casa de Pedro Ló- 
pez a la suya había más de una legua; 
que el dicente tenía un hermano en la 
aldea “Cacum”, llamado Fidel Calderón y 
ese día había dispuesto irlo a visitar, pero 
que como la casa de López se encuentra en 
el camino, antes de la de su hermano, al 
pasar por esa casa, ahí estaban sus sobri- 
nas y le dijeron que para donde iba, y co- 
mo les indicara que para la casa de su 
hermano, éstas le dijeron que él ahí esta- 
ba porque había muerto don Pedro, que 
esto sería como a las quince horas y que 
llegó so'o: que no había visitado a su her- 
mano el día domingo por motivo que ese 
día fué a la ciudad de Huehuetenango a 
comprar unas cosas, y el lunes lo hizo con 
el objeto además de pregutarle por sus 
animalitos que tiene en el lugar de “Los 
Chipilines”, arriba del río negro en la 
misma jurisdicción de Malacatancito; que 
con Teófilo Vásquez no tuvo disgustos de 
ninguna especie, siendo falso que la noche 
del veintiséis de septiembre del año pasa- 
do en compañía de Calixto Villatoro le ha- 
Ya disparado a Teófilo Vásquez, ocasionán- 
dole diez y ocho lesiones, ya que como in- 
dicó se encontraba en el velorio de Pedro 
López y en donde había permanecido des- 
de las quince horas hasta el siguiente día 
2 la hora del entierro en que había sido 
capturado; que era falso también que por 
medio de A'kerto Alvarado hubiera man- 
dado a envenenar el perro que cuidaba la 
casa de Teófilo Vásquez; que ignoraba el 
motivo por el cual se le sindicaba, ya que en 
esa fecha se encontraba en el velorio, que 
pedía se le probaran los hechos; que era 
falso que el motivo hubiera sido por ha- 
berlo acusado en el mes de noviembre del 
año anterior haberle disparado seis cartu- 
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chos, pues era inocente y no podia come- 
ter un disparate de esa naturaleza; que le 
extrañaba el proceder de Vásquez ya que 
había mucha gente en la aldea, y el de- 
clarante era hombre honrado; que por las 
preguntas que se le habían hecho en el Juz- 
gado de Malacatancito, sabía que Teófilo 
Vásquez, había muerto, pero que no sabía 
quien lo había herido, ni sabía si en la al- 
dea tenía enemigos. Calixto Villatoro, ma- 
nifestó que la noche del veintiséis de sep- 
tiembre del año pasado, entre las diez y 
nueve y veinte horas, se encontraba en el 
velorio de Pedro López en la aldea “Ca- 
cúm”, en donde había permanecido toda 
la noche y parte del siguiente día, hasta 
la hora del entierro en que había sido cap- 
turado; que había sabido la muerte de Pe- 
dro López porque ese día había llegado al 
pueblo de Malacatancito a comprar unas 
sus encomiendas a la tienda de Antonio 
Calderón, y ahí supo que Pedro López ha- 
bía fallecido y como eran amigos, dispuso 
tr a acompañar a los do'ientes; que Teófilo 
Vásquez le debía la suma de ciento treinta 
quetzales como resto del terreno que le 
había vendido, pero por la falta de cum- 
plimiento no podía enojarse ya que no le 
había traspasado las escrituras, que últi- 
mamente había convenido que el veinti- 
cinco de septiembre le entregaría en la 
ciudad de Huehuetenango la suma de no- 
venta quetzales y el resto de cuarenta pa- 
ra la fiesta de Navidad, lo que no se realizó 
porque unos días antes le mandó avisar 
con su patojito que no fuera a llegar a 
aquella ciudad porque no había podido 
arreglar el dinero, y que le avisaría al te- 
nerlo; dijo que no tenía porque entablar 
dificultades con Vásquez porque ya había 
convenido que le entregaría los noventa 
quetza'es y al no entregarle en la fecha 
señalada el resto de cuarenta, perdería por 
completo el derecho que tenía en el terre- 
no y el dinero que le había entregado; que 
era falso que en la noche que se desarro- 
llaron os hechos en compañía de Inés Cal 
derón hubiera lesionado a Teófilo Vásquez; 
que su casa dista de la de Inés Calderón 
un kilómetro, siendo cierto que Alberto 
Alvarado es su hijo y no se daba cuenta si 
éste había trabajado en la casa de Teófi- 
lo Vásquez, porque vivían separados y dis- 
tantes como tres kilómetros; que era fal- 
so que aprovechando la estancia de su hi- 
jo en la casa de Vásquez hubiera manda- 
do a envenenar al perro que cuidaba la 
casa; que su casa dista de la de Teófilo 
Vásquez como tres kilómetros, y que igno- 
raba el motivo porque se le sindicaba, ya 
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que se encontraba muy limpio y que no se 
dió cuenta que Vásquez tuviera enemigos, 
que él como primos en segundo grado que 
eran no tenía nada que sentir. Alberto 
Villatoro Alvarado declaró: que había tra- 
bajado cuatro días en la casa de su tío 
Teófilo Vásquez siendo éstos: jueves, vier- 
nes, sábado y lunes; que era falso que hu- 
biera envenenado por consejos al perro de 
Teófilo Vásquez; que se había dado cuern- 
ta que Teófilo Vásquez no estaba en su 
casa hasta las quince horas en que había 
llegado a recoger su dinero, indicándole su 
esposa que no estaba, que ella no tenía 
con que pagarle, que ese día no había vis- 
to a su padre para nada pues vivia muy 
retirado; repitió que era falso que hubiera 
envenenado al perro con el objeto de fa- 
cilitar la perpetración del crimen, por- 
que de nada se daba cuenta y no sabía si 
Vásquez tenía enemigos en la aldea. 

Examinados que fueron Domingo Ramos, 
Petronilo Pérez Ventura, Rosa Ventu- 
rz Pérez, Andrés Barrios, Victoria López, 
Everilda López de Monzón, Claudio López 
Samayoa, Faustino Monzón Mateo Pérez 
Ventura, Flayia Ramos, Inés Macedonia Ra- 
mos, Felisa de Ramos, Felina López, Del- 
fino Alvarado, Félix López, Marcelino Al- 
varado, Isidro López, Fidel Calderón Mon- 
zón, Saturnino Barrios y Mónica Mazarie- 
gos de Barrios, dijeron que les constaba 
que los señores Inés Calderón y Calixto 
Villatoro, habían permanecido en la casa 
de Pedro López, desde las quince horas 
hasta el siguiente día veintiséis de sep- 
tiembre del año pasado. 'En la misma for- 
ma declaró el testigo de descargo Esteban 
Calderón. A folios cuarenta y siete corre 
agregado el informe de la Secretaria del 
Juzgado de Primera Instancia del depar- 
tamento de Huehuetenango, respecto de 
los antecedentes de Inés Calderón. 

Elevada la causa a plenario se tomó 
a los reos su confesión con cargos, dedu- 
ciéndoles a Inés Calderón y Calixto Villa- 
toro, el de haber dado muerte a Teófilo 
Vásquez en su casa de habitación, la no- 
che del veintiséis de septiembre de mil no- 
vecientos treinta y ocho, con premedita- 
ción y alevosía, y Alberto Villatoro Al- 
varado por sospecharse haberle dado 
muerte al perro que cuidaba la casa de 
Teófilo Vásquez, en connivencia con los 
reos principales, cargos con los cuales no 
se conformaron. 

El Síndico Municipal como Representan- 
te del Ministerio Público, alegó entre otras 
cosas, que el occiso señaló antes de morir 
a los verdaderos culpables, en su declara- 
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ción que dió ante el Juez menor de Mala- 
catancito y que obra a folios seis, siete, 
ocho y nueve, en pleno uso de sus facul- 
tades mentales, y que todos los testigos 
que habían declarado con una uniformi- 
dad asombrosa eran falsos y convenía a 
los intereses sociales sentar un precedente, 
por lo que pedía se abriera procedimiento 
contra de ellos. Abierta la causa a prue- 
ba a solicitud de la defensa, fueron exa- 
minados los testigos Pablo Rivas, Calixto 
Pérez Ventura y Pioquinto Avila, de acuer- 
do con el interrogatorio de folios cincuen- 
ta y ocho, declarando a la primera pre- 
gunta que conocían a las partes del pro- 
ceso con quien eran sin generales de ley 
y que no tenían interés; a la segunda que 
era cierto que en el pueblo de Malacatan- 
cito la mayor parte de la gente era dueña 
de uno o más semovientes vacunos o Ca- 
ballares; a la tercera que era cierto que 
con mucha frecuencia sucedían robos de 
animales y no era posible averiguar el pa- 
radero de éllos; a la cuarta que también 
era cierto que por el rumor público se sa- 
bía que Teófilo Vásquez era entregador 
de animales a los ladrones y que en el Juz- 
gado de Malacatancito existía una nómina 
de ellos según indicación del ladrón Ra- 
fael Echeverría que había sido fusilado en 
Sibilia. Silvano Rodríguez, Martín Alva- 
rado, Dámaso Monzón que también fueron 
examinados en conformidad con el inte- 
rrogatorio de folios cincuenta y nueve, di- 
jeron: a la primera pregunta, que cono- 
cian a las partes del proceso, siendo sin 
generales de ley y que no tenían interés 
en declarar; a la segunda, que por 
su conocimiento les constaban y daban 
fe que los señores Inés Calderón y Ca- 
lixto Villatoro y Alberto Alvarado, eran 
personas honradas y que se mante- 
nían ocupadas en sus trabajos. El juez 
de Paz de Malacatancito, informó que la 
distancia que había de la casa de Teófilo 
Vásquez en la aldea de “San Ramón”, a 
la de Pedro López, en la aldea de “Cacúm”, 
era de cinco kilómetros. A folios sesenta 
y dos se agregó un pliego anónimo que 
existía en el Juzgado de Malacatancito, y 
en el que se menciona a varias personas 
como ladrones de semovientes. A folios 
setenta y cuatro, setenta y cinco y setenta 
y seis, corre agregado un informe del Co- 
mandante de Malacatancito y uno de la 
junta municipal del mismo lugar, en la 
que se hizo constar que los reos Inés Cal- 
derón Calixto Villatoro y Alberto Villatoro 
Alvarado eran honrados y de buenos ante- 


cedentes, y que Teófilo Vásquez gozó de 
muy mala reputación por sindicarlo el ru- 
mor público como ladrón de semovientes. 
La Secretaría del Juzgado de la. Instancia 
de Huehuetenango, informó acerca de los 
antecedentes de los reos y de Teófilo Vás- 
quez, informe que obra a folios ochenta y 
siete. 

Repreguntada que fué Josefina Avila 
viuda de: Vásquez, dijo a la primera, que 
era cierto que al primer disparo dirigido 
sobre su esposo Teófilo Vásquez, la noche 
áel hecho se había asustado mucho; a la 
segunda, que era falso que por instinto de 
salvación se hubiese entrado a su cuarto, 
porque se había quedado al lado de su es- 
poso; a la tercera, que con la luz gue lle- 
vaba había visto perfectamente a los agre- 
sores, que estaban trás el rosalito, siendo 
ellos Inés Calderón y Calixto Villatoro; a 
la sexta, que no era sospecha la que tenía 
que los agresores de su esposo hubieran si- 
do Inés Calderón y Calixto Villatoro, por- 
que como ya había dicho, los vió; a la sép- 
tima, que la dificultad que había con Ca- 
lixto Villatoro era por un terreno, pero 
que la componenda que éstos hayan teni- 
do con Inés Calderón para llevar a cabo 
sus propósitos lo ignoraba, puesto que con 
éste eran primos hermanos por el padre; 
a la octava, que Calixto Villatoro cuando 
se trataba de arreglar definitivamente el 
asunto relacionado con el terreno, nunca 
le faltaban pretextos para no llevar a 
efecto el arreglo; a la novena, que era fal- 
so que su esposo Teófilo Vásquez, después 
de haber declarado sindicando a Inés Cal- 
derón y a Calixto Villatoro como sus agre- 
sores, se hubiera arrepentido y mandara a - 
l'amar nuevamente a la autoridad para 
hacer una aclaración, pues nada de ésto 
había intentado, y que además, la decla- 
rante los había visto; a la décima, que era 
falso que la sindicación que hacía contra 
les reos fuera por considerar de su deber 
apoyar las sospechas de su esposo, porque 
lo que dec!aró le constaba. 

Después de los demás trámites del ple- 
nario el Juez de Primera Instancia de Hu*- 
buetenango dió fin al proceso, absolvien- 
do de la instancia a Inés Calderón y Ca- 
lixto Villatoro, y a Alberto Villatoro Alva- 
rado, en virtud de no existir prueba de su 
culpabilidad. 

Al recibirse en la Sala Cuarta de la 
Corte de Apelaciones el proceso, se man- 
caron practicar para mejor fallar las di- 
ligencias siguientes: l1o.— Ampliación de 
las declaraciones de los procesados; 20.— 
Examen del hijo del interfecto, Fidencio 
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Vásquez; 30.—Ampliación de la declara- 
ción de la señora Josefina Avila de Vás- 
quez y de la sirvienta Agustina Calderón; 
40.—Declaración de Bonifacio Vásquez, 
Justo Barrios Alvarado, Cándido Vásquez, 
Natalio Molina, Cándido Chávez, Crisanto 
Alvarado, Narciso Villatoro, Reina Calde- 
rón, Cándido Avila, Macario Villatoro y 
Jorge Alvarado, y cateo practicado en las 
casas que formaban la aldea de “San Ra- 
món”. 

Ampliadas las declaraciones de Inés 
Calderón, en cumplimiento del auto para 
mejor fallar, dijo que ratificaba las que 
había dado anteriormente, por ser las mis- 
mas que dió ante los Tribunales de justi- 
cia, y al preguntarle si existía discordia 
entre él y Teófilo Vásquez, por la circuns- 
tancia de que lo acusó ante el Juzgado de 
Primera Instancia del departamento de 
Huehuetenango, por el hecho de haberle 
disparado seis balazos sin haberle herido 
en aquella ocasión, contestó ser cierto, 
pero que no tenía rencor por ésta acusa- 
ción; que según decía la gente Teófilo 
- Vásquez robaba animales ajenos para ven- 
derlos a los vecinos de “Sibilia” y “Estan- 
cia”, pero que a él no le constaba perso- 
nalmente; también contestó a la pregunta 
que se le hizo sobre si era cierto que para 
librarse de la amenaza de Teófilo Vásquez 
dispusieron darle muerte entre los vecinos 
de la aldea, que no sabían quiénes fueran 
los hechores, y que el día del hecho él se 
encontraba en el velorio de Pedro López, 
y por último, que era falso que él en unión 
de Calixto Villatoro haya ultimado a Teó- 
filo Vásquez la noche del veintiséis de sep- 
tiembre del año próximo pasado. Amplia- 
das Jas declaraciones de Calixto Villatoro, 
manifestó ratificar las que había dado en el 
proceso, y que era cierto que vendió un te- 
rreno a Teófilo Vásquez por la suma de 
35.000 pesos billetes antiguos, haciendo una 
rebaja de diez mil pesos, quedándole en 
veinticinco mil; que Teófilo Vásquez no le 
había pagado esta cantidad, pues sola- 
mente le había adelantado veintidós mil 
seiscientos pesos que le había dado en se- 
movientes, adeudándole la suma de cua- 
renta quetzales, que no le había hecho el 
traspaso de las escrituras porque no le ha- 
bía cancelado totalmente el valor del te- 
rreno, y en cuanto a los malos anteceden- 
tes de Teófilo Vásquez, dijo que no le cons- 
taba nada, pues sólo por referencia sa- 
bía que Vásquez era ladrón, pero que a él 
no le ocasionó ningún daño y qUe era falso 
que en unión de Inés Calderón le hubieran 
dado muerte a Teófilo Vásquez, lamentán- 
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dose que con dicha muerte la señora ya 
no le pagaría. Examinado Fidencio Santos 
de once años de edad, dijo ser hijo ilegíti- 
mo de Teófilo Vásquez, y de Jorgelia San- 
tos, que con relación a la cita que le re- 
sulta de las presentes diligencias, manifes- 
tó: que por encontrarse durmiendo a la 
hora que sucedió el crimen no se dió cuen- 
ta de nada, habiendo despertado hasta que 
estaba su papá adentro de la casa, y que 
las primeras personas que llegaron a la ca- 
sa, fueron su tío Bonifacio Vásquez y su 
primo Cándido del mismo apellido. La se- 
ñora Josefina Avila de Vásquez, al ampliar 
su declaración después de ratificarla dijo 
que la única persona extraña que estaba 
en su casa la noche del hecho, antes de 
que se cometiera, era la siervienta Agusti- 
na Calderón, quien se encontraba en aquel 
momento en el interior de la cocina. Exa- 
rninada al respecto Agustina Calderón, ma- 
nifestó que la noche del veintiséis de sep- 
tiembre del año pasado, a eso de las siete 
de la noche regresó de Huehuetenango don 
Teófilo Vásquez a donde había ido a hacer 
unas compras, que al llegar, entró a la co- 
cina donde estuvo un buen rato sentado 
para esparar su comida y después siendo 
y2 tarde, dispuso irse a acostar con su se- 
ñora, habiendo quedado la declarante en 
el interior de la cocina, y que al nada más 
salir, oyó unos disparos y le dió tanto 
miedo que se puso a detener la puerta por 
dentro, porque pensaba que ya se entra- 
ban a la cocina los hechores, que cuando 
pasó la bulla salió al patio y entonces vió 
a don Teófilo que estaba herido, quien di- 
jo al preguntarle que lo habían lesionado 
Inés Calderón y Calixto Villatoro, pero 
que ella no se dió cuenta de nada por estar 
encerrada en la cocina. Justo Barrios Al- 
varado manifestó que el día del hecho se 
encontraba en su casa de habitación y 
que no le sucedió nada; que por encontrar- 
se acostado a la hora que se le pregunta, 
no oyó los disparos y no se dió cuenta de 
nada, y además porque la distancia que los 
separa con la casa más próxima, es de 
quinientos metros aproximadamente; que 
se dió cuenta del suceso porque a las on- 
ce de la noche llegó a darle aviso Bonifa- 
cio Vásquez que habían asesinado a su 
hermano, y en ese momento se levantó 
para ir a visitarlo, encontrando a don Teó- 
filo sentado en una butaca, quien estaba 
herido de gravedad, pero que hablaba con 
toda lucidez, habiendo dicho que su perro 
lo había envenenado Alberto Villatoro, y 
que a él lo habían baleado Calixto Villa- 
toro e Inés Calderón, como a la una de la 
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mañana, llegó la autoridad de Malacatan- 
cito, que por referencias sabía que el fi- 
nado tenía en trato un terreno con Calixto 
Villatoro, y que ya le había pagado casi 
tcdo su valor, faltándole únicamente cua- 
renta quetzales, que Villatoro no quería 
darle el traspaso por ese motivo, que con 
Inés Calderón sabe que tenían enemistad 
también por el hecho de que hace como 
diez meses le hizo unos disparos, Calderón 
a Vásquez en la cocina de su casa, y por 
éste hecho se le acusó a Calderón y estu- 
vo preso como tres meses en Huehuetenan- 
go. Bonifacio Vásquez declaró en parecidos 
términos que el anterior. Cándido Vás- 
quez dijo, que el día del hecho estando 
a una distancia como de seiscientos metros 
de la casa de su tío Teófilo Vásquez, como 
a las nueve oyó que estaban gritando y co- 
mo él ya estaba acostado se levantó a ver 
lo que sucedía, encaminándose a la casa 
de su tío a quien encontró sentado en una 
butaca herido de gravedad, diciéndole que 
los autores eran Calixto Villatoro e Inés 
Calderón, diciendo también que llegó jun- 
tamente con su tío Bonifasio Vásquez, Na- 
talio Molina manifestó entre otras cosas, 
que como a las diez u once de la noche del 
día dei hecho, llezó a su casa Cándido 
Vásquez a solicitarle auxilio para que lo 
acompañara al pueblo a dar parte que su 
tío Teófilo Vásquez estaba herido grave- 
mente, que en vista de lo que se le dijo se 
levantó y se fué al pueblo acompañado 
de Vásquez, dirigiéndose él a dar parte ai 
Comandante y Cándido al Intendente Mu- 
nicipal; que a él le ordenó el Comandan- 
te prestara los auxilics para lograr la 
eaptura de los delincuentes, y que al re- 
egresar a la casa del difunto Vásquez, el 
Intendente ordenó la captura de Inés Ca!- 
derón y Calixto: Villatoro, y en esa vir- 
tud acompañado de Cándido Vásquez, prin- 
cipiaron a solicitar auxilio de los vecinos 
desde las primeras casas que encontraron, 
llegando a la de Inés Calderón y al ser 
requerido le informaron que se había ido 
a la casa de su hermano, sita en la aldea 
“Cacum”, y que entonces se dirigieron a 
la casa de Calixto Villatoro, en donde le 
dijeron que no estaba porque se había ido 
al pueblo; que en dicha comisión le 
acompañaban Cándido Chávez, Cándido 
Vásquez, Alfonso Molina, Crisanto Alvara- 
ao, Narciso Villatoro y Alberto Alvarado; 
que a continuación se dirigió a buscar a 
Inés Calderón a la casa de su hermano, y 
en el camino encontraron que traían el 
cadáver de don Pedro López, vecino de la 
aldea Cacum, distante de la aldea de San 
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Ramón lugar de su domicilio, como cinco 
kilómetros. 
que la noche del hecho, fué requerido por 
el Comisionado Militar de la aldea San 
Ramón, para prestar auxilio para una co- 
misión, pero que no les dijeron de qué se 
trataba, y en seguida lo nombraron para 
pasar a la casa de Calixto Villatoro a cap- 
turarlo, que como le dijeron, que no esta- 
ba porque desde el día anterior, veintiséis 
de septiembre del año próximo pasado, por 
la tarde había salido con dirección al pue- 
blo de Malacatancito, que después le orde- 
nó el comisionado que pasaran al pueblo 
a dejar al reo Alberto Villatoro. Crisan- 
to Alvarado manifestó que el día del suce- 
so fué solicitado por el Comisionado Mi- 
litar de su aldea, para que prestara auxilio 
en la captura de Inés Calderón y Calixto 
Villatoro, que él la prestó con buena vo- 
luntad, yendo a la casa de Villatoro en 
donde le dijeron que había salido desde 
el día anterior con dirección a la aldea 
“La Cal”, y que no había regresado, en 
vista de ésta contestación se dirigieron al 


pueblo y casualmente en el camino encon- . 


traron que Inés Calderón y Calixto Villa- 
toro venían en el entierro de un señor que 
murió en la aldea “Cacúm”, distante de la 
de su domicilio cinco kilómetros, y ahí los 
capturaron. Narciso Villatoro, dijo que 
la noche del suceso fué solicitado por el 
encargado de las milicias de la aldea de su 
domecilio para la práctica de una diligen- 
cia, sin saber de qué se trataba, y lo lleya- 
ron a la casa de su hermano a quien iban 
a capturar, pero al ser requerido les dije- 
ron que se había ido el día anterior al 
pueblo, que entoces tomaron la dirección 
que se les dió, y en el camino los encon- 
traron que traían el cadáver de don Pedro 
López. Reina Calderón, manifestó vivir 
contiguo a la casa de su hermano Inés 
Calderón en la aldea de San Ramón, y no 
obstante hacérsele saber el privilegio que 
la ley le daba, dijo que deseaba declarar; 
que el veintiséis de septiembre del año 
pasado, como a las trece horas, pasó su 
hermano por su casa y supo que iba para 
la aldea Cacúm, a ver a su hermano Fi- 
del, pero que después ya no regresó en 
todo el día. sabiendo después que estaba 
en la cárcel. Cándido Avila dijo que vi- 
vía cerca de la casa de Calixto Villatoro 
en la aldea San Ramón, y que en la ma- 
ñana del veintiséis de septiembre del año 


pasado, vió en su casa a don Calixtó, sa- 


biendo después que lo habían capturado 
en un velorio que hubo por la aldea Ca- 
cúm. .Macario Villatoro dijo que la casa 


Cándido Chávez manifestó 


- 


- donde vive se encuentra situada cerca de 


la de Calixto Villatoro en la aldea San Ra- 


món; que el día de lasmuerte de Teófilo 


Vásquez lo vió por la mañana, no así por 


la tarde. Jorge Alvarado manifestó que 
el día del hecho se encontraba en su casa 
sita más o menos a medio kilómetro de la 
casa de Calixto Villatoro, pero que no lo 
vió ese día ni por la noche, que no se dió 
cuenta como sucedió la muerte de Teófilo 
Vásquez. El Comisario —de la Policía Na- 
cional, informó al Jefe Político de Huehue- 
tenango, que el día trece del mes de marzo 
del año en curso, se constituyó a las seis 
horas en la aldea San Ramón jurisdicción 
de Malacatancito de aquel departamento, 
acompañado del inspector Federico Mon- 
zón Mérida y agentes Simeón Alvarado, 
Macario Argueta, Sergio Ramiro, Rafael 
Alvarez Marín y Ramiro Carrión, con el 
cbjeto de proceder al cateo general de to- 
das las casas que forman dicha aldea, cu- 
ya operación se terminó a las once horas, 
no habiendo encontrado ninguna clase de 
armas ni indicios de contrabando. 

El fallo de segunda instancia, se fundó 
en las consideraciones siguientes: “La pre- 
existencia del delito de asesinato perpe- 
trado en la persona del señor Teófilo Vás- 
quez, se estableció: con la inspección ocu- 
lar que la misma noche de autos llevó a 
cabo el Juez Menor de Malacatancito, re- 
conociendo las múltiples heridas que pre- 
sentaba en todo el cuerpo el interfecto, 
todas ocasionadas con arma de fuego; con 
el informe médico-legal rendido por los 
empíricos Miguel María Alvarado y Justo 
Barrios, quienes también estuvieron pre- 
sentes en el momento que se practicó la 
inspección ocular (ver informe al folio 
3); con las declaraciones de la señora Jo- 
sefina Avila de Vásquez, testigo ocular 
de todo lo sucedido, de la sirvienta Agusti- 
na Calderón, y de las personas que concu- 
rrieron la noche de autos a la casa del 
herido, señores Cándido y Bonifasio Vás- 
quez, Justo Barrios Alvarado y Natalio Vás- 
quez, a quienes refirió Teófilo Vásquez, que 
Inés Calderón y Calixto Villatoro eran los 
hechores; con la copia certificada de la 
partida de defunción del occiso; y con las 
demás pruebas que pudieron recogerse du- 
rante la investigación. El delito de ase- 
sinato juzgado, por la suma gravedad que 
reviste, merece ser estudiado muy deteni- 
damente, analizándose la prueba que exis- 
te en autos a fin de determinar, si las 
personas sujetas a procedimiento son o no 
responsables de tan horrendo crimen. El 
criterio de esta Sala, hecho el estudio del 
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caso, es adverso a los procesados Inés 
Calderón y Calixto Villatoro, a quienes 
reputa autores de la muerte alevosa del 
individuo Teófilo Vásquez. Para llegar a 
esta conclusión, se ha basado en los si- 
guientes medios de prueba: 10.—Declara- 
ción de la señora Josefina Avila de Vás- 
quez, esposa del occiso, quien la noche de 
autos al ir caminando a la par de su ma- 
rido, pudo ver cuando los reos Calderón y 
Villatoro quienes estaban ocultos en el co- 
1redor detrás de unos rosales, dispararon 
varias veces sobre aquel, dando lugar a que 
ella se asustara sin atinar que partido to- 
mar; lo declarado por ésta señora es ab- 
solutamente verídico, dando pormenores 
que solamente una persona que ha vivido 
esos momentos trágicos, puede relatar; el 
hecho de que ella discrepe en el detalle 
de que corrió y se encerró, y que luego sa- 
lió del cuarto para recoger a su esposo, en 
nada desvirtúa su dicho, pues humana- 
mente es aceptable que en un momento 
tan álgido, no se sepa lo que se hizo, es 
decir, si se quedó parada del susto o si co- 
rrió; por otra parte, la descripción que ha- 
ce está en perfecto acuerdo con toda la 
prueba de cargo; de consiguiente, su de- 
claración es idónea y constituye semi-ple- 
na prueba, en atención a que el delito se 
cometió de noche, en lugar despoblado y 
en el interior de la casa del ofendido. Y 
segundo, una serie de presunciones graví- 
simas, que por su concordancia, íntima 
relación entre sí y con el hecho que trata 
de descubrirse, y su fuerza, inducen al cri- 
terio judicial a la conclusión antes expues- 
ta; las presunciones se especifican así: a) 
declaración de la sirvienta Agustina Cal- 
derón, la cual la noche de autos estando 
en la cocina, al momento de salir sus pa- 
trones con el fin de acostarse, oyó los mul- 
tiples disparos, por lo que asustada cerró 
la puerta, y como hasta los cinco minutos 
salió viendo a Vásquez -ya herido, quién 
le refirió que Inés Calderón y Calixto Vi- 
llatoro lo acababan de balear; esta de- 
claración, alargando los conceptos, puede 
reputarse hasta como de testigo presen- 
cial, siendo de notar, que dicha mujer no 
ha tratado de falsear la verdad, pues de 
haber sido así, de seguro que hubiese 
afirmando que vió huír a los reos; b) sin- 
dicación inmediata del occiso Teófilo Vás- 
quez, el que declaró ante el Juez Menor de 
MaJacatancito esa misma noche, la forma 
en que fué atacado, relatando con bastan- 
te lucidéz, apesar de la gravedad de las 
heridas, detalles - precisos e inequívocos; 
debe alejarse toda idea de que inventó una 
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historia basada en la calumnia, pues un 
hombkre en el umbral de Ja muerte no está 
capacitado para tal cosa, no solamente por 
el temor que todo ser humano siente ante 
la extinsión de la vida, sino por que re- 
sulta innecesaria e illógica la mentira, a 
menos que se tratara de un hombre per- 
verso y amoral; esto último debe de des- 
cartarse por que Vásquez afirmó igual cosa 
que su señora; c) declaraciones de los se- 
ñores Cándido y Bonifasio Vásquez y Jus- 
to Barrios Alvarado, los cuales al oír los 
gritos de auxilio, se apersonaron en casa 
del herido a quién encontraron sentado en 
una butaca y acto seguido les relató que 
acababa de ser baleado por Inés Calderón 
y Calixto Villatoro, conviniendo en un to- 
do, en la esencia del hecho; d) declara- 
clones de los señores Natalio Molina, Cán- 
cido Chávez, Crisanto Alvarado, Narciso 
Villatoro, Reyna Calderón, Cándido Avi- 
la, Macario Villatoro y Jorge Alvarado, 
quienes esa misma noche se pusieron en 
persecución de los hechores, ante la afir- 
mación rotunda del herido y familiares de 
Que hacía poco habían perpetrado tan in- 
fame acción; de acuerdo con el artículo 
389 del Código de Procedimientos Penales. 
los procesados vienen colocándose dentro 
del marco de delincuentes “infraganti” 
puesto que el clamor público los perseguía 
como a los asesinos; e) antecedentes que 
existían entre el interfecto y los reos, co- 
mo se aprecia de lo confesado por los úl- 
timos y por la razón de la Secretaría del 
Tribunal juzgador; la enemistad grave era 
patente entre ellos, en el uno por razón de 
intereses, y en el otro, por resentimientos 
originados de un proceso anterior; f) ins- 
pección ocular verificada por el Juez Me- 
nor de Malacatancito, en cuya diligencia, 
no solamente se examinó y reconoció al 
herido, sino también, se revisó la casa en 
sus diferentes partes, apreciándose el si- 
tio donde cayó Vásquez, la sangre, los pro- 
yectiles, el agujero por donde la señora 
Avila de Vásquez pidió auxilio, en fin, da- 
tos que coinciden exactamente con lo afir- 
mado por el occiso, por su mujer y por la 
sirvienta; y g) el hecho notable, de que el 
hijo de uno de los hechores llamado Al- 
berto Villatoro Alvarado haya trabajado la 
tarde de autos en la limpia de un frijolar 
de la víctima, resultando el perro envene- 
nado, lo que hace pensar, que la muerte 
del infelíz animal no fué casual sino pro- 
vocada por mano criminal. Si las pre- 
sunciones relatadas, cuya gravedad no 
puede discutirse, se suman a la semi-ple- 
na prueba que rinde el dicho de la señora 


Avila de Vásquez, se forma una prueba in- 
conclusa que conduce a un sólo camino 
que es, la responsabilidad de Inés Calderón 
y Calixto Villatoro como autores del deli- 
to de asesinato. En el hecho juzgado, 
además de las circunstancias cualificati- 
vas del asesinato de alevosía y premedita- 
ción, milita también en contra de los 
reos, la agravante genérica de haberlo 
consumado de noche y en lugar despobla- 
do. En lo que se refiere al presunto cóm- 
plice Alberto Villatoro Alvarado, no existe 
mas prueba en su contra, que el hecho de 
haber estado la tarde de autos limpiando 
el frijolar perteneciente al occiso, y de que 
casualmente el perro que cuidaba la casa 
resultara muerto. Con prueba tan preca- 
ria, no es posible condenarlo; pero como 
aún existe la posibilidad de que pueda me- 
jorarse, la absolución debe limitarse a la 
instancia”. 

Contra la sentencia de segunda ins- 
tancia, el Procurador oficial, Licenciado 
Luis Gerardo Barrios Cárdenas, introdujo 
recurso de casación, citando como violados 
los artículos siguientes: 572, 573, 574, 580 
inciso 20., 581 inciso 80. 582, 586, 587, 589, 
593, 595 y 601 Procedimientos Penales. Los 
reos Inés Calderón Monzón y Calixto Vi- 
llatoro al serles notificada la sentencia de 
la Sala Cuarta de Apelaciones, auxiliados 
por el Abogado Edmundo Méndez Hidalgo, 
introdujeron también recurso de casación, 
denunciando como infringidos los artícu- 
lo siguientes: 568, 570 inciso lo. 571, 573 
incisos 1o., 20., 30. y 4o., 574, 583 inciso 1o., 
586 incisos 10. y 4o., 589, 593, 595 y 601 del 
Código de Procedimientos Penales; ha- 
ciendo en el mismo escrito de introduc- 
ción del recurso, un análisis de los hechos, 
y asegurando que se cometió error de de- 
recho al aceptar como verdaderos y reales 
sin estar debidamente probados la mayo- 
ría de ellos. Pedidos los antecedentes y 
señalado día para la vista, es el caso de 
resolver 


CONSIDERANDO: 


Que la relación que antecede demues 
tra que Natalio Molina, Cándido Chávez, 
Jorge Alvarado, Crisanto del mismo ape- 
llido, Justo Barrios Alvarado, Cándido Vás- 
quez, Bonifacio del mismo apellido y la 
sirviente Agustina Calderón —cuyos tes- 
timonios invocó la Sala sentenciadora en 
parte substancial como fundamento de la 
sentencia recurrida— atribuyeron a los 
reos la perpetración del asesinato de que 
se trata basados, no en el conocimiento 


GACETA DE LOS TRIBUNALES 


325 


directo e inmediato que tuvieron personal- 
mente de los hechos, sino en la referen- 
cias que de ellos les hicieron el interfecto 
y su mujer, doña Josefina Avila; de donde 
se desprende que lo declarado por éstos es 
la única prueba que efectivamente se pro- 
dujo en autos respecto a la identidad de 
los procesados; pero, por haber recaído so- 
bre él la acción de los delincuentes, el tes- 
timonio del primero sólo podría tener efi- 
cacia como indicio coadyuvante de otros 
hechos establecdos en la causa en la rela- 
ción con la identidad referida. Y en 
cuanto a la segunda, prescindiendo de las 
ostensibles contradicciones en que incu- 


. rrió, su testimonio únicamente tendría el 


valor de una semiplena prueba si no ado- 
leciera del vicio de inverosimilitud que 
surge de las peculiares circunstancias en 
que se desarrollaron los acontecimientos 
que testificó; pues el que caminando de 
noche, a la luz de un hachón de ocote y 
sin prevención alguna, es sorprendido de 
pronto y a muy corta distancia por fogo- 
rnazos y detonaciones de armas de fuego, 
ordinariamente no está en la posibilidad 
de identificar a los agresores por la con- 
moción y sobresalto sufridos y por el des- 
lumbramiento acusado por los fogonazos, 
máxime si se atiende a que, en el caso sub- 
judice, además de que se trata de una mu- 
jer, reinaba una profunda oscuridad ya 
que, poco después, cayó un aguacero, se- 
gún consta del acta descriptiva levantada 
durante la instrucción de las primeras di- 
ligencias. Luego, en cuanto al descubri- 
miento y convicción de los delincuentes, en 
autos no existen hechos plenamente pro- 
bados capaces de producir, por su enlace 
y relación causal lógicamente coordinada, 
la presunción que se adujo substancial- 
mente en la sentencia recurrida como fun- 
damento de la condena impuesta a los 
reos, y €n tal concepto la Sala sentencia- 
dora infringió los artículos 568, 571, 589 y 
595 del Código de Procedimientos Penales, 
por cuanto, por una parte, dedujo conse- 
cuencias de hechos no establecidos en el 
modo y forma que la ley prescribe; y, por 
la otra, profirió una sentencia condenato- 
ria sin que concurriera el extremo concet- 
niente a la plena prueba de la delincuen- 
cia de los procesados. 


CONSIDERANDO: 


Que si bien no existe prueba para con- 
denar a Inés Calderón y a Calixto Villa- 
toro, dada la gravedad del delito que se les 
imputa, que la pena asignada a dicha in- 


fracción excede de tres años de prisión co- 
rreccional, y la esperanza de que la prueba 
pueda mejorarse con el transcurso del 
tiempo, la absolución se limita a la ins- 
tancia, Artículo 730 Procedimientos Pe- 
nales. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, de acuer- 
do con lo preceptuado en los artículos 676, 
686, 687, 596, 597 y 723 Procedimientos Pe- 
nales, CASA Y ANULA la sentencia recurri- 
da y resolviendo sobre lo principal, absuel- 
ve de la instancia a Inés Calderón Monzón 
y a Calixto Villatoro. Notifíquese y con 
certificación de lo resuelto, devuélvanse 
los antecedentes al Tribunal de su origen. 


Raf. Ordóñez Solís. — José Serrano Mu- 
ño2. — Abel Paredes. — Alberto, Argueta S. 


— Oct. Aguilar. — Max García R. — Se- 
cretario. 


CRIMINAL 


PROCESO contra Carlos Iriarte Erdoiza, 
por uso público de nombre supuesto, ce- 
lebración de matrimonio ilegal y propo- 
sición de testigos falsos en expediente 
administrativo; y contra Adolfo Rosa 
Chávez y Luis Alfonso Hermenegildo Es- 
caler Rubio, por falso testimonio. 


DOCTRINA: No hay usurpación del estado 
civil sino uso público de nombre supues- 
to, cuando al usar del nombre de otro 
persona, no se le suplanta en el goce de 
sus derechos ni se le sustituye en su pa- 
trimonio ni relaciones usurpándolos frau- 
dulentamente, y la persona cuyo nombre 
se usa, está ejerciendo plenamente sus 
derechos sin menoscabo alguno. 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
trece de Septiembre de mil novecientos 
treinta y nueve. 


Vista por recurso de casación, la sen- 
tencia proferida por la Sala Primera de la 
Corte de Apelaciones, el diez y siete de 
marzo del año en curso, en la causa ins- 
truída contra Carlos Iriarte Erdoiza, a 
quien se le procesó por los delitos de usur- 
pación de estado civil, celebración de ma- 
trimonio ilegal, proposición de testigos 
falsos, estafa, uso público de nombre su- 


. República, estaba usando 
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puesto y falsificación de documentos, sen- 
tencia por medio de la cual se confirma 
la que dictó el Juez Sexto de Primera Ins- 
tancia de este departamento, con las re- 
tormas siguientes: que Iriarte incurrió en 
el delito de uso público de nombre supues- 
to, imponiéndole por ésta infracción un 
año de arresto mayor, conmutable en sus 
dos terceras partes, a razón de un quetzal 
por día, y no en el delito de usurpación de 
estado civil, por lo que en cuanto a ese 
cargo revoca el fallo absolviéndole del 
mismo por falta de prueba; y que la pena 
que corresponde imponer a los testigos Ro- 
sa Chávez y Escaler Rubio, es la de cinco 
meses de arresto menor, conmutables en 
su totalidad a razón de diez centavos de 
quetzal diarios. 


La Dirección General de la Policía Na- 
cional con fecha siete de octubre de mil 
novecientos treinta y siete, se dirigió al 
Juez de instrucción de esta capital, trans- 
cribiéndole un oficio que en la misma fe- 
cha dirigió el señor encargado de Negocios 
ad-interin de México a la Secretaría de 
Relaciones Exteriores, informándole: que 
el Consulado de México en esta ciudad, 
había recibido del Licenciado Alberto Ra- 


.mos Elorduy, Secretario del Tribunal Su- 


perior de Justicia de Tabasco, con residen- 
cia en Villa Hermosa, la denuncia de que 
un individuo que se encontraba en esta 
indebidamente 
su nombre; que el señor Ramos Elorduy 
para comprobar su personalidad, había en- 
viado al Consulado de referencia una tar- 
jeta de identificación expedida por el Tri- 
bunal Superior de Justicia de Tabasco, con 
la fotografía del interesado y demás datos 
respecto a su persona. Dicho oficio lo gi- 
ró el Ministerio de Relaciones Exteriores 
a la indicada Dirección General de Policía 
y ésta a su vez al Juez de Instrucción, 
quien inició el procedimiento en la propia 
fecha. Al ratificar el Director General de 
Policía el oficio de referencia, entregó al 
Juzgado para que se agregara, una copia 
fotostática de la carta que dirigió el señor 
Rafael Sánchez Escobar al Consul General 
de México en Guatemala, fechada en Ta- 
cubaya el siete de septiembre de mil no- 
vecientos y treinta y siete, suplicándole in- 
formarle sobre si era cierto que en esta 
capital había fallecido de tuberculosis el 
ciudadano mexicano Carlos Iriarte y Er- 
doiza, cuya carta podía relacionarse con 
los hechos que se pesquisaban. 


El primero de octubre del año citado el 
señor Secretario de Estado en el Despacho 
de Relaciones Exteriores, remitió a Gober- 
nación y Justicia, una carta enviada a 
aquella Secretaría por el Licenciado Alber- 
to Ramos Elorduy, manifestándole haber 
sabido, que Carlos Iriarte Erdoiza, había 
ingresado a esta República y contraído 
matrimonio reciente con una guatemalte- 
ca, bajo el nombre de Alberto Ramos Elor- 
duy, adjuntando también una hoja que el 
señor Ramos Elorduy había remitido con 
su firma y forma de letra y una copia de 
la carta que Erdoiza dirigió al Doctor Car- 
los Senosiain, de México, firmada por el 
nombre de Ramos Elorduy. En las prime- 
ras indagatorias que se tomaron al enjui- 
ciado, afirmó ser el Licenciado Alberto 
Ramos Elorduy. 

El Canciller del Consulado General de 
México señor, Armando González, declaró 
que a fines de junio del año citado mil no- 
vecientos treinta y siete, había compare- 
cido'a su despacho un individuo a quien 
no conocía personalmente y le dijo llamar- 
se Alberto Ramos Elorduy, manifestándo- 
le que llegaba a hacer una visita de corte- 
sía y deseaba visitar al señor Consul; que 
le mostró una tarjeta expedida por el ser- 
vicio de Migración de México, en la que 
aparecía que dicho individuo era de na- 
cionalidad mexicana, pues dice: “compro- 
kó su nacionalidad mexicana” ignorando 
el declarante de qué manera haya compro- 
bado su nacionalidad; que dicho señor Ra- 
mos Elorduy le solicitó un documento pa- 
ra acreditar su nacionalidad, dato que le 
fué suministrado como se acostumbra en 
casos análogos, concretándose el decla- 
rante a manifestar por medio de oficio al 
Registrador Civil, que la nacionalidad del 
individuo, era la mexicana según lo com- 
probó con su tarjeta de migración referi- 
da, sin decir nada respecto al estado civil. 

Al folio veintiséis, se ve certificación del 
acta de matrimonio celebrado el seis de 
agosto de mil novecientos treinta y siete 
en esta ciudad, entre Alberto Ramos Elor- 
duy y María Margarita Eladia Tejada Ru- 
bio, siendo el primero de treinta y tres años 
Cde edad, soltero, Abogado, originario de 
Morelia, hijo de Antonio Ramos y de Ma- 
ría Elorduy. 

A folios veintinueve, treinta, treinta y 
uno, treinta y dos y treinta y tres,. está 
agregada una certificación del expediente 
matrimonial de las mismas personas men- 
cionadas, apareciendo el escrito que inicia 


A SN 


BE? 


GACETA DE LOS TRIBUNALES | 327 


las diligencias, firmado por los que pre- 


tendían contraer el matrimonio, quienes 
proponen como testigos de la información 
a don Adolfo Rosa Chávez y don Luis Al- 
fonso Escaler. En tal expediente figuran 
las declaraciones de los citados testigos, 
asegurando conocer a Alberto Ramos Elor- 
duy desde hacía dos años, siendo soltero 
y que no tenía impedimento para contraer 
matrimonio. 


En ampliación a su indagatoria de fecha 
quince de octubre, el procesado dijo: que 
al venir a esta capital, en su trayecto de 
Belice a Puerto Barrios, conoció al señor 
William Officer, quien le atendió y fué su 
compañero de viaje y ambos se hospedaron 
en el Hotel Rex; que fué presentado en 
casa de don Demetrio Escaler por el Doctor 
Calixto Valenzuela y después de relacio- 
narse con la familia, el seis de agosto de 
mil novecientos treinta y siete, contrajo 
matrimonio con la señorita Margarita Te- 
jada Rubic. 


El Doctor Calixto “Valenzuela aseguró 
haber presentado al Licenciado Alberto 
Ramos Elorduy en casa de doña Clara Ru- 
bio de Escaler, en ocasión que pasaba por 
la casa; que conocía a Ramos Elorduy co- 
mo tal, desde junio del año citado, porque 
estando asistiendo a un enfermo en el Ho- 
tel Continental, dicha persona se le pre- 
sentó con el nombre indicado; pero antes 
no lo conocía ni sabía qué clase de perso- 
na era; que como Ramos Elorduy se le 
presentó diciéndole que era amigo de su 
hermano, Edgardo Valenzuela, pidió infor- 
mes a éste, y no le contestó: que no habia 
dicho en parte alguna conocer a Ramos 
Elorduy y menos responder de él. y que la 
presentación que hizo, fué como las que 
se hacen corrientemente. 


Indagados nuevamente Adolfo Rosa 


Chávez y Luis Alfonso Escaler, dijeron: 


que en agosto de mil novecientos treinta y 
siete, habían conocido a Alberto Ramos 
Elorduy en casa de la familia Escaler Ru- 
bio; que no les constaba que fuera soltero 
ni su libertad de estado; que fueron a de- 
clarar por complacencia con la familia, 
agregando Rosa Chávez que le hablaron 
para dar su declaración doña Clara Rubio 
de Escaler y Margot Tejada Rubio. 


Se tomó declaración en forma indagato- 
ria a Margarita Tejada Rubio de Ramos 
Elorduy, declarando: que en los últimos 
días de junio de mil novecientos treinta y 


siete, concció a Alberto Ramos Elorduy en 
su casa de habitación, donde fué presen- 
tado per el Doctor Calixto Valenzuela, 
quien un día antes estuvo a sólicitar la 
venia de su mamá y de la declarante para 
lievar a presentar a dicho Ramos Elorduy, 
Ciciéndoles que se trataba de una perso- 
na estimable perteneciente a la mejor so- 
ciedad de México; que Ramos Elorduy se 
encargó del arreglo del matrimonio, dan- 
do la indagada los nombres de Adolfo 
Rosa Chávez y Luis Alfonso Escaler como 
testigos, por el conocimiento que dichos 
señores tenían de la persona de la depo- 
nente, pero ella ignoraba si iban a decla- 
rar respecto al señor Ramos, ni lo que te- 
nían que declarar; que ella se concretó a 
tirmar la solicitud de matrimonio que su 
novio le llevó. Entregó en el acto un saco 
color café perteneciente a su esposo, que 
tenía en la bolsa izquierda de pecho, cosi- 
da, una etiqueta con la leyenda siguiente: 
“M. de la Flor C. Constitución 18 Villa 
Hermosa. Sr. Lic. Iriarte y otro apellido que 
no se leía bien, aunque parecía decir Que- 
zada, fecha Marzo No. 28”. 


El señor Demetrio Escaler Salduga, di- 
jo: que Ramos Elorduy había sido presen- 
tado en su casa por el Doctor Valenzuela, 
donde siguió visitando hasta contraer ma- 
trimonio con su hijastra Margot Tejada, 
Rubio; que unos días antes de contraer 
matrimonio, Ramos Elorduy le dijo: que 
por haber estado dando una demostración 
de huellas dactilares en la Dirección Ge- 
neral de Policía, se le había volteado el 
ácido con que trabajaba y se había que- 
mado la mano, lo que le imposibilitaba 
de firmar correctamente, por lo que no po- 
dría firmar los cheques, quedándose en 
consecuencia sin dinero temporalmente; 
que en vista de eso y sin ninguna sospecha, 
le ofreció dinero del cual Ramos hizo uso 
para pagar algunas cuentas de su matri- 
monio; que dos días después de dicho ma- 
trimonio, llegó a su casa Juan Herrera a 
averiguar quién era la persona que debía 
pagar una cuenta que Ramos Elorduy te- 
nía en el Salón Granada y ese señor le di- 
jo que uno de los choferes de la Once Ca- 
lle, había recibido en pago de una cuenta 
de Ramos, un par de aretes que presumía 
serían de su esposa, y efectivamente resul- 
tó cierto, siendo los aretes que una tía de 
Margot Tejada, le había regalado y que 
habían desaparecido de su valija y no Se 
encontraron; que posteriormente también 
se le desaparecieron a Margarita Tejada 
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Rubio, un reloj de pulsera y las arras del 
matrimonio y notaron que Ramos ya no 
tenía su argolla matrimonial. 


Otra indagatoria de Ramos Elorduy ex- 
plica que el saco que se le puso a la vista 
era suyo y se lo había dado en México el 
padre Andonegui, ya que a los cristeros 
que andaban desbandados y en harapos, 
siendo él uno de tantos, dicho padre se 
cuidaba de darle toda clase de ropa; y la 
misma procedencia tenía el saco que lleya- 
ba puesto; que es cierto que dijo al señor 
Escaler que se había quemado la mano 
con ácido y ya no podría firmar cheques, 
por lo que el señor Escaler le facilitó fon- 
dos; que los aretes los dió en pago por 
una deuda que tenía y lo hizo sin autori- 
zación de su esposa; que no era cierto que 
hubiera dispuesto de un reloj de pulsera 
de su señora y de las arras; que reconocía 
la carta agregada a la causa y dirigida a su 
esposa, en la cual firma con el nombre de 
Alberto. 


El señor Ricardo Shuster, propietario del 
Hotel Astoria, expuso haber conocido a 
Alberto Ramos Elorduy, quien llegó a ins- 
cribirse con ese nombre, acompañado de 
su esposa Margarita Tejada Rubio de Ra- 
mos. En nueva declaración, el señor De- 
metrio Escaler, dijo: que por las dudas que 
tenía sobre la veracidad de Ramos Elorduy, 
quien le había dicho que había dado los 
cheques a don William Officer, para que 
los hiciera efectivos en su casa de Chicago, 
le propuso que fueran a ver al señor Offi- 
cer y así lo convinieron; pero antes de que 
fueran llegó Ramos con una carta que ase- 
guró la había suscrito Mister Officer, en 
la que el propio señor Officer reconocía 
tener en depósito cierta suma de dinero 
propiedad de Ramos; pero no satisfecho 
con esa carta, le exigió a Ramos que fue- 
ran a ver a Officer, quien le aseguró que 
ciertamente había recibido los cheques y 
los había mandado a su casa de Chicago y 
que no tenía inconveniente en firmar una 
escritura haciendo constar lo que le había 
dicho, quedando que a las tres de la tarde 
irían con el Notario; que como no llegara 
Officer, fué a buscarlo al Hospital Ame- 
ricano y allí Officer, le dijo que no era 
cierto lo que le había asegurado, pues lo 
único que tenía de Ramos, era un sobre 
cerrado, que según le dijo Ramos, conte- 
nía documentos valiosos que debía cobrar, 
por valor de doce mil dólares. 


La señora Clara Rubio de Escaler decla- 
ró sobre la presentación que hizo el Doc- 
tor Valenzuela, en su casa, del Licenciado 
Ramos Elorduy, cuya presentación influyó 
en permitir que Ramos visitara la casa, ya 
que se comportaba como un caballero cul- 
to, por lo que no tuvo inconveniente en 
aceptar a Ramos, cuando pidió en matri- 
monio a su hija Margot. 

En veinticinco de octubre fué pd 
la indagatoria al procesado y confesó lla- 
marse Carlos Iriarte Erdoiza, de treinta y 
tres años, casado en la ciudad de México 
con Emma Arellano, siendo hijo legítimo 
del Licenciado Ismael Iriarte y Drusina y 
de María Erdoiza de Iriarte, fallecida; 
QUe era Abogado Mexicano y nació en 
Atotonilco el Grande del Estado de Hidal- 
go, el diez y siete de mayo de mil noyecien- 
tos cuatro QUe había negado su estado ci- 
vil y usurpado el del Licenciado Ramos 
Elorduy, porque había tenido dificultades 
en el estado de Hidalgo por la cuestión re- 
ligiosa, y en vista de la persecución de 
que era objeto que relata con detalles, lle- 
gó a Tabasco donde se hizo un poco de 
ropa, tres trajes con el sastre M. de La Flor 
de Villa Hermosa y allí en Tabasco cono- 
ció accidentalmente al Licenciado Alberto 
Ramos Elorduy de Villa Hermosa; tomó 
avión para Campeche; de allí se dirigió 
en Ferrocarril a Mérida Yucatán; de allí 
en Camioneta, a Progreso, en donde se alo- 
jó en el Hotel Miramar, con el nombre de 
Alberto Ramos Elorduy, con la tarjeta que 
éste le había dado cuando se lo presenta- 
ron; regresó a Mérida donde también dió 
el nombre de Ramos Elorduy y allí tomo 
avión para Chetumel, en Quintana Roo, 
donde se embarcó rumbo a Belice y de Be- 
lice a Puerto Barrios y Guatemala; que el 
seis de agosto de mil novecientos treinta y 
uno, contrajo matrimonio en México con 


Emma Arellano quien resultó muy enfer- 


ma desde los diez días del matrimonio y 
no era posible la vida conyugal, por lo que 
desde entonces solicitaba el indagado que 
se divorciaran y su esposa no quiso acep- 
tar, yéndose ella a vivir con sus padres y 
el indagado por otro lado, y no tuvieron 
familia, por impedimento de su mujer; que 
lo que había asegurado de haber encontra- 
do en territorio guatemalteco a Carlos 
Iriarte Erdoiza, era falso y lo hizo estúpi- 
damente, al pretender que haciendo creer 
a su padre que había muerto, para que es- 
tuviera tranquilo, porque estaba seguro, 
sin saber por qué, que aquí seguiría pa- 
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sando o siendo Alberto Ramos Elorduy; 
que la carta que mostró al señor Escaler, 
fué hecha de su puño y letra lo mismo 
que la firma de Officer; que confesaba 
haber usurpado un estado civil que no te- 
nía, usando un nombre supuesto y cele- 
brado matrimonio ilegalmente. 


En la indagatoria del veintiséis de oc- 
tubre, reconoció como suya la fotografía 
marcada con la letra R. indicando que co- 
rrespondía a su primer matrimonio con 
Emma Arellano; que a su paso por Villa 
Hermosa dió el nombre de Iriarte Queza- 
da, pero sus verdaderos apellidos son 
lirarte Erdoiza; que la tarjeta de turismo 
con que ingresó a Guatemala, se la dieron 
sin exigirle identificarse; que reconocía la 
fotografía agregada a folios nueve, como 
la verdadera del Licenciado Ramos Elor- 
duy; que el cable que puso a su padre Li- 
cenciado Ismael Iriarte, avisándole la 
muerte de Carlos Iriarte, lo firmó sola- 
mente “Alberto Ramos” y decía: “Carlos 
falleció ésta”; que la firma que había con- 
signado en las actuaciones judiciales y ad- 
ministratvas y extrajudciales que dice A. 
Ramos, la había ideado para justificar el 
nombre que indebidamente llevaba; que 
al venir a Guatemala, se hizo pasar por 
soltero, siendo casado, consintió en un 
nuevo matrimonio en esta ciudad; que él 
había gestionado en el expediente matri- 
monial y en consecuencia, era el único res- 
ponsable de la presentación de testigos 
1alsos. 


La Dirección General de Policía, con fe- 
cha veinticinco del citado octubre dió 
cuenta al Juez de la causa, con la carta 
agregada al folio ochenta, que fué incau- 
tada en la finca María Elisa, del departa- 
mento de Quezaltenango, la que Iriarte 
Erdoiza había tratado de destruir hacién- 
dola pedazos y cuyos fragmentos fueron 
arreglados lográndose dejarla legible; y 
copias de la fotografía del pretendido 
Ramos Elorduy y de una comunicación 
recibida en la Dirección, pidiendo informes 
de la llegada a Guatemala y defunción de 
Triarte Erdoiza. 


Marta Klein viuda de Calvo y Margari- 
ta Batres de Chocano, declararon que co- 
nocieron a Ramos Elorduy en casa de la 
señora de Escaler donde lo presentó el 
Doctor Calixto “Valenzuela quien hacía 
muy buenas referencias de dicho in- 
dividuo presentándolo como un joven ca- 
sadero, 


El señor Guillermo Officer manifestó: 
haber conocido en el campo de Aviación de 
Belice a un individuo que le dijo llamarse 
Alberto Ramos Elorduy; que juntos se vi- 
nieron a esta capital y se hospedaron en 
el Hotel Rex; que le prestó a Ramos cien- 


to sesenta y cinco quetzales confiado en * 


las promesas que le hacía, asegurándole 
que pronto le vendría dinero de México; 
que también le dijo que quería que le 
guardara un sobre que contenía documen- 
tos valiosos, pero no se lo dió nunca; que 
no era cierto que hubiera dicho al señor 
Demetrio Escaler que Ramos le hubiera 
entregado cheques por valor alguno, sino 
que Ramos le había ofrecido darle un so- 
bre cerrado y tampoco dijo a Escaler que 
hubiera conocido a la familia de Ramos en 
México; agregó no haber escrito él la car- 
ta que se le puso a la vista que aparece 
suscrita con el nombre de “Wm. S. Officer”. 

Se tomó declaración a Carlos Iriarte 
Erdoiza sobre los nuevos hechos denuncia- 
dos por el señor Officer y dijo: que efec- 
tivamente Officer le había dado en dife- 
rentes ocasiones cantidades de dinero que 
ascendían a más de ciento sesenta y cinco 
dólares, porque le demostró cariño y lo 
hacía como lo habría hecho con un hijo; 
que el sobre se lo dió a Officer, pero des- 
pués se lo devolvió; que no engañó a Offi- 
cer para que le diera dinero, sino que úni- 
camente le pintaba su situación; que lo 
único que esperaba, era lo que representan 
los derechos suyos en el intestado de su 
madre, 

A folios noventa, figura un informe de 
la Tropical Radio Telegraph Company al 
Juez del proceso, manifestándole que el 
veintinueve de junio de mil novecientos 
treinta y siete, fué depositado en las ofi- 
cinas de dicha Compañía, para su tramita- 
ción, un mensaje firmado por Ramos Elor- 
duy, dirigido a Ismael Iriarte a México. 

La tarjeta de turismo está agregada al 
folio noventa y cinco. Aparece expedida 
a favor del Licenciado Alberto Ramos 
Elorduy el diez y siete de julio de a no- 
vecientos treinta y siete. 


La Secretaría de Relaciones Exteriores 
informó al Juzgado, el veinticinco de oc- 
tubre, que bajo el nombre Carlos Iriarte 
Erdoiza, no había ingresado ninguna per- 
sona al país; pero que la, oficina había te- 
nido conocimiento de que con el nombre 
supuesto de Alberto Ramos Elorduy había 


venido a Guatemala una persona que dice : 


ser de nacionalidad Mexicana y acompa- 
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ñaba la tarjeta de turismo de que se hizo 
mérito, expedida por el Cónsul de Guate- 
mala en Progreso, Yucatán, México. 


Fué elevado el proceso a su estado públi- 
co y al tomarle confesión con cargos, 
Iriarte Erdoiza solamente se conformó 
con-.los que se le formularon relativos al 
uso de nombre supuesto, usurpacón de 
estado civil; haber celebrado matrimonio 
ilegal con Margarita Tejada Rubio, ya que 
era casado con Emma Arellano; presen- 
tación de testigos falsos en su expediente 
matrimonial. Negó los cargos de falsifi- 
cación de documentos y estafa. Los pro- 
cesados Adolfo Rosa Chávez y Luis Alfon- 
so Escaler aceptaron el cargo que se les 
dedujo por falso testimonio. 

El Ministerio Público formalizó acusa- 
ción y pidió la recepción a prueba de la 
causa. Y lo mismo hicieron los defensores 
nombrados a los encausados. Posterior- 
mente se pidió el término extraordinario 
de prueka por el propio Ministerio Públi- 
co, por las que había que producir en Mé- 
xico y así fué acordado, por noventa días. 
El término ordinario venció, sin que se rin- 
diera ninguna justificación, según aparece 
de razón puesta por la Secretaría del Juz- 
gado. ” 

De los exhortos girados a la República 
de México, aparece lo siguiente: declara- 
ción de Emma Arellano, quien dijo que 
Carlos Iriarte Erdoiza era su esposo y que 


“el retrato que se le ponía a la vista, era 


el de su propio marido. 


Declaración del Licenciado  Ismagl 
Iriarte y Drusina, padre de Carlos Iriarte, 
expresando: que en junio de mil novecien- 
tos treinta y siete, había recibido un tele- 
grama de Alberto Ramos, en el que le par- 
ticipaba el fallecimiento de Carlos Iriarte, 
cuyo telegrama no conservaba. 

Copia certificada de la partida de ma- 
trimonio de Carlos Iriarte Erdoiza y Emma 
Arellano, matrimonio que fué celebrado 
en México a las trece horas treinta minu- 
tos del día ocho de agosto de mil novecien” 
tos treinta y uno, ante el Juez Segundo del 
Registro Civil. 

Declaración prestada por Manuel de la 
Flor, en Villa Hermosa, Capital del Esta- 
do de Tabasco, relativa a que en los libros 
de su taller de sastrería “M. de La Flor” y 
cuando estaba al frente de ella su herma- 
ro Alfredo de la Flor, se hicieron al Li- 
cenciado Carlos Iriarte Erdoiza dos trajes 
de casimir tropical, uno color plomo y el 


otro café, habiendo quedado debiendo el 
importe del último que fué de sesenta pe- 
sos, Acompañaba dos formas de las eti- 
quetas que se usaban en su taller y las 
medidas en centímetros, de los trajes he- 
chos a Iriarte. 

Informe de la Jefatura del Distrito Fe- 
deral de México, en que se dan las filiacio- 
nes de Carlos Iriarte Erdoiza y Alberto 
Ramos Elorduy, las cuales difieren; y ade- 
Irrás se acompañan las fotografías de di- 
chas personas. 

Declaración del señor Notario Felipe 
Arellano Milián quien manifestó: que ha- 
cía nueve años conocía a Carlos Iriarte 
Erdoiza, quien el día ocho de agosto de 
mil novecientos treinta y uno contrajo 
matrimonio civil con la hija del declaran- 
te, Emma Arellano y Núñez, siendo tal in- 
dividuo el retrato en la fotografía que se 
le mostró; que hacía como dos años su hi- 
ja estaba separada de hecho de su marido 
y no tuvieron hijos; que la persecución 
que hacía la Policía en contra de su yerno, 
obedecía a actos delictuosos cometidos por 
él en la ciudad de Tulancingo, Estado de 
Hidalgo, habiendo sido aprehendido en la 
ciudad de Iguala, Estado de Guerrero, 
conde desempeñaba el cargo de Juez de 
Primera Instancia; y reducido a prisión, 
se fugó tres meses después de preso, diri- 
siéndose a Villa Hermosa Tabasco, de 
donde también se fué porque iba a ser 
aprehendido y se dirigió a Guatemala; que 
sabía que para internarse a Guatemala, 
había tomado el nombre del Licenciado 
Alberto Ramos Elorduy, a quien conoció 
en Villa Hermosa; que sabía que Iriarte 
Erdoiza se había casado en Guatemala, 
con la señorita Margarita Tejada Rubio, 
sin haber resuelto legalmente el vínculo 
matrimonial con su hija Emma. Entregó 
una fotografía de su yerno del día que 
contrajo matrimonio con su hija, recor- 
tada, porque no quería que apareciera el 
retrato de su referida hija. 

Informe de la Escuela Libre de Derecho 
de México, Distrito Federal, en que cons- 
ta: que Carlos Iriarte Erdoiza fué alumno 
de dicha Escuela en los años de mil nove- 
cientos veintisiete, veintiocho, veintinueve 
y treinta. 

Declaración del Licenciado Alfredo Bolio 
Espincsa sobre haber conocido a Iriarte 
Erdoiza en la Escuela Libre de Derecho de 
México, donde fueron compañeros y dije 
que el retrato que le fué puesto a la vista, 
era de Iriarte Erdoiza. 


GACETA DE LOS TRIBUNALES 331 


Declaración de la señora Emma Arella- 
no de Iriarte sobre haber contraído ma- 


_trimono con Iriarte, como ya queda expre- 


sado en diligencia anterior y que por sub- 
sistir todavía su matrimonio, se acogía al 
privilegio de Ley, siendo su voluntad no 
declarar otra cosa. Tres copias fotostáti- 
cas del acta del examen de Abogado de 
Carlos Iriarte Erdoiza y tres fotografías 
del mismo individuo. 


Declaración del Licenciado Ricardo 
Prieto Mota, quien conoció a Iriarte Erdoi- 
Za en la Escuela Libre de Derecho de Mé- 
xico y le consta que presentó su examen 
de Abogado en Toluca, 


El Ministerio Público alegó en el sen- 
tido de que debía condenarse a Iriarte por 
los delitos de uso público de nombre su- 
puesto, usurpación del estado civil, matri- 
monio ilegal y proposición de testigos fal- 
sos y a Adolfo Rosa Chávez y Luis Alfonso 
Escaler Rubio, por el delito de falso testi- 
timonio. 

El defensor de Iriarte Erdoiza, sostuvo 
que los delitos en que incurrió fueron los 
de uso público de nombre supuesto, cele- 
bración de matrimonio ilegal y proposición 
de testigos falsos. El defensor de Adolfo 
Rosa Chávez y Luis Alfonso Escaler Rubio, 
pidió la absolución de dichos señores; pe- 
ro en el caso de que fueran condenados, 
se tomara en cuenta las circunstancias 
atenuantes que militan en su favor. 


Para mejor fallar se ordenó la práctica 
de diligencias que expresa el auto res- 
pectivo, habiéndose evacuado las siguien- 
tes: 


Ampliación de las indagatorias del reo 
Iriarte Erdoiza, quien expuso a virtud de 
preguntas: que conoció al Licenciado Al- 
berto Ramos Elorduy en Villa Hermosa 
Tabasco; que sabía de la personalidad de 
Gicho Abogado, porque éste le refirió su 
posición, el puesto que desempeñaba y 
otros detalles; que cuando cambió su 
nombre por el de Alberto Ramos Elorduy, 
fué con el fín de tomarse para sí los atri- 
butos propios de la personalidad de Elor- 
duy y dió principio a la simulación, pre- 
sentando una tarjeta que el propio Ramos 
Elorduy.le había dado y usando del nom- 
bre mismo, hizo gestiones ante la Emba- 
jada de México en Guatemala, a efecto de 
lograr hasta que se le facilitara el auto- 
móvil de dicha Embajada para conducir- 
se a la ceremonia de su matrimonio; y que 


sabía que al tomar el nombre de Ramos 
Elorduy, lo hacía de una persona determi- 
nada. 

Dictámen pericial del maestro sastre 
Ernesto Pérez, con el cual se estableció 
cue las medidas del cuerpo de Carlos Iriar- 
te Erdoiza, coincidían con las enviadas de 
México, suministradas por la sastrería de 
M. de la Flor, a excepción de la medida 
del pecho, que acusaba un centímetro de 
diferencia, lo que podía explicarse por au- 
mento del procesado en su grueso; y que 
las etiquetas enviadas y la muestra de la 
tela, coincidían con la etiqueta y tela del 
saco perteneciente a Iriarte. * : 

Dictamen pericial del señor Desiderio 
Menchú con el que se establece: que las 
filiaciones y retratos enviados por la Jefa- 
tura de Policía de México, correspondientes 
a Alberto Ramos Elorduy y Carlos Iriarte 
Erdoiza, pertenecían a distintas personas, 
concordando la perteneciente a Carlos 
Iriarte Erdoiza con el procesado; que los 
rasgos fisonómicos de Iriarte Erdoiza, son 
los mismos del supuesto Ramos Elorduy. 
Concluía en el sentido de que el procesado 
supuesto Alberto Ramos Elorduy, no es la 
persona de tales nombres y no cabía duda 
de que lo era Carlos Iriarte Erdoiza. 

Con estos antecedentes, el Juez de la 
causa dictó sentencia declarando: prime- 
ro, que Carlos Iriarte Erdoiza, es autor del 
delito de usurpación de estado civil de las 
personas, celebración de matrimonio ilegal 
y presentación de testigos falsos en expe- 
diente administrativo, por cuyas infrac- 
ciones lo condena a sufrir las penas de 
cinco años de prisión correccional, con- 
mutables en sus dos terceras partes a ra- 
zón de un quetzal por día por la primera 
infracción, y por las dos últimas, de acuer- 
do con lo considerado a veinte meses de 
prisión correccional conmutables en sus 
terceras partes a razón de un quetzal por 
día, haciendo las demás declaraciones co- 
rrespondientes en ley; segundo, de acuelr- 
do también con lo considerado, por estar 
exento de responsabilidad criminal y por 
falta de prueba lo absuelve de los cargos 
que se le dedujeron por los delitos de esta- 
fa, falsificación de documentos privados y 
uso público de nombre supuesto; tercero, 
que Luis Alfonso Hermenegildo Escaler 
Rubio y Adolfo Rosa Chávez, son autores 
del delito de falso testimonio en expedien- 
te administrativo, por cuya infracción los 
condena a sufrir la pena de quince meses 
de prisión correccional, conmutables en sus 
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dos terceras partes a razón de diez centa- 
vos de quetzal por día, y hace las demás 
Geclaraciones correspondientes. 

Tramitada la segunda instancia, el se- 
ñor Procurador pidió la imposición de la 
pena correspondiente al delito más gra- 
ve, proposición de testigos falsos, aumen- 
da en una tercera parte, ya que el otro 
hecho de la celebración de matrimonio 
ilegal tenía asignada una pena menor. El 
Ministerio Público, se mostró conforme 
con la sentencia de primer grado. 

El señor Fiscal, pide que se condene a 
Iriarte Erdoiza por celebración de matri- 
monio ilegal y uso de nombre supuesto y 
se le absuelva por los demás hechos, ya 
que no existe el de usurpación de estado 
civil, de proposición de testigos falsos, fal- 
sificación de documentos y estafa. Res- 
pecto a los testigos, opina que deben juz- 
garse como cómplices de matrimonio ile- 
gal. 

La Sala considera: “Está establecido de 
modo completo en el proceso, que el en- 
juiciado Carlos Iriarte Erdoiza, solicitó en 
Chetumal, Quintana Roo, una tarjeta de 
turismo con el propósito de ingresar a Gua- 
temala, dando en esa ocasión el nombre 
de Alberto Ramos Elorduy; que este nom- 
hre siguió usándolo posteriormente, antes 
y después de su ingreso a Guatemala; que 
ya en esta República, se hizo pasar por 
el Licenciado Ramos Elorduy, persona que 
realmente existe en la República de Méxi- 
co; que se relacionó en esta capital y ad- 
quirió amistades, siempre usando el refe- 
rido nombre: que luego contrajo matri- 
monio como Ramos Elorduy en esta propia 
capital, con la señorita María Margarita 
Eladia Tejada Rubio, diciéndose, soltero 
no obstante que el ocho de agosto de mil 
novecientos treinta y uno, contrajo matri- 
monio en México con la señorita Emma 
Arellano, de quien en la actualidad está 
separado de hecho, pero subsiste el víncu- 
lo matrimonial, ya que no ha obtenido su 
divorcio; que después y aún guardando 
prisión, siguió sosteniendo ser Alberto Ra- 
mos Elorduy. De esos actos, se desprende 
la comisión de dos infracciones legales, a 
saber: el uso público de un nombre su- 
puesto, (supuesto para el procesado), con 
el fin evidente, según se deduce de los au- 
tos, de despistar a la Autoridad, ya que 
era perseguido en México, por la comisión 
de algunos delitos. Aunque en sus confe- 
siones, el reo acepta haber usurpado el es- 
tado civil del Licenciado Ramos Elorduy, 
fuera del uso de su nombre, no se ve que 


haya realmente existido un acto de Iriar- 
te Erdoiza que entrañe jurídicamente con- 
siderado, esa usurpación de estado, porque 
Lara esto es preciso que el inecriminado se 
apodere de la personalidad completa del 
usurpado, ejercitando sus derechos, en los 
distintos órdenes en que habría podido ha- 
cerlo el ofendido, introduciéndose en la fa- 
milia del mismo, como si evidentemente 
fuera el propio sujeto a quien trata de 
usurpar y causando, como es natural, los 
trastornos y daños consiguientes al ofen- 
dido o a los familiares. Si se examina con 
sereno criterio la actitud de Iriarte Erdoi- 
za, es forzoso convenir en que no concu- 
rren los extremos apuntados como natu- 
raleza y eiectos de la usurpación de esta- 
tado civil, y lo único que resalta, de ma- 
nera clara y precisa, es como ya se indicó, 
el uso público de nombre supuesto. El otro 
hecho punible, es el de celebración de ma- 
trimonio ilegal, acerca del cual no cabe 
lugar a duda alguna, por la circunstancia 
de estar casado en México el delincuente; 
pero al comentarlo, incurrió igualmente 
en otra infracción, consistente en la pro- 
posición de testigos falsos en asunto ad- 
ministrativo, hecho plenamente demostra- 
do y que, para su sanción, debe ser con- 
siderado como un medio de que se valió 
Iriarte Erdoiza para la consumación del 
matrimonio ilegal, ya que sin que los tes 
tigos depusieran sobre su libertad de esta- 
do, no habría sido posible la celebración 
del indicado matrimonio. La falsificación 
de documentos y la estafa sobre cuyos he- 
chos también le fué deducido cargo a Iriar- 
te Erdoiza, no aparecen debidamente ca- 
racterizados y como consecuencia. no cabe 
deducirle responsabilidad. La facción de 
la carta de la cual se deduce el delito de 
falsificación con la firma del señor Wiiliam 
G. Officer, hecha por Iriarte, no tuvo por 
mira engañar con propósito lucrativo a 
persona alguna y el hecho de Iriarte Er- 
doiza de haber pagado una deuda con un 
anillo de su esposa, no resulta en modo al- 
guno, aparejador del delito de estafa. De 
todo lo expuesto, se concluye que Iriarte 
Erdoiza es reo autor de los delitos de uso 
público de nombre supuesto, celebración 
de matrimonio ilegal y proposición de tes- 
tigos falsos en asunto administrativo. Por 
el primero le corresponde la pena de un 
año de arresto mayor, ya que no se ha 
probado que al usar ese nombre llevara 
por mira perjudicar al Estado o a un par- 
ticular, en cuyos casos, la pena debería ser 
mayor. Por los otros dos, celebración de 
matrimonio ilegal y proposición de testi- 
gos falsos, debe aplicarse la regla conte- 
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nida en el artículo 88 del Código Penal, es 
decir que debe imponerse la pena corres- 
pondiente al delito de más gravedad que 
en este caso es el de proposición de testi- 
gos falsos penado con quince meses de pri- 
sión correccional, aumentada en una ter- 
cera parte, porque al matrimonio ilegal 
corresponde pena menor O sea la de un 
año de arresto mayor, o lo que es lo mismo 
la pena debe ser la de yeinte meses de pri- 
sión correccional. La responsabildad pe- 
nal de Adolfo Rosa Chávez y Luis Al- 
fonso Hermenegildo Escaler Rubio, esta- 
blecida plenamente en autos, debe enten- 
derse que es la de falso testimonio, penado 
con quince meses de prisión correccional 
como se dijo anteriormente. Si bien es 
verdad que el matrimonio es una institu- 
ción social y que en su celebración y efec- 
tos está regida por la ley civil y la de pro- 
cedimientos civiles, sin más atingencia con 
el poder administrativo, que en lo relativo 
a la forma y solemnidades necesarias para 
contraerlo y a las garantías que todas las 
autoridades de cualquier orden deben 
prestarle, también lo es que en cuanto a la 
secuela de su celebración, constituye un 
expediente administrativo y por lo mismo, 
las declaraciones dadas por los señores 
Rosa Chávez y Escaler Rubio en dicho ex- 
pediente faltando a la verdad, les han he- 
cho incurrir en falso testimonio. Para que 
pudiera ser conceptuado el hecho como un 
acto de complicidad con Iriarte Erdoiza 
en el delito de celebración de matrimonio 
ilegal, sería preciso que los testigos hubie- 
ran sabido, al ir a declarar que efectiva- 
mente Iriarte Erdoiza trataba de cometer 
el hecho delictivo de contraer un matri- 
monio ilegal; solamente así, se encontra- 
ría en la actitud de los testigos una co- 
operación con actos anteriores a la comi- 
sión del delito; pero de ninguna manera 
haciéndolo como lo hicieron, ignorando el 
propósito de Iriarte Erdoiza, y las circuns- 
tancias de que aquel fuera casado. Sin 
ese conocimiento, no cabe hablar de com- 
plicidad, porque los testigos de modo in- 
opinado, pero sin intención de ocasionar 
daño a persona alguna, se prestaron a 
desempeñar el encargo que se les diera de 
servir de testigos en el exepdiente matri- 
monial. Esta consideración tiene el apovo 
de relaciones del Tribunal Supremo de Es- 
paña, Sentencias de seis de Noviembre de 
mil ochocientos ochenta y tres, Página 
trescientos cuatro y trescientos cinco; dos 
de Abril de mil ochocientos ochenta y seis, 
Página trescientos cinco y once de Julio 
de mil ochocientos noventa y uno, Pá- 
gina trescientos siete. Código Penal de 
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Hidalgo García. Dadas las especiales con- 
diciones en que los testigos prestaron sus 
declaraciones, sin intención de ocasionar 
un mal a persona determinada, sino más 
bien accediendo a las súplicas de la perso- 
na interesada y que resultó perjudicada 
con ellas, como lo fué la señorita María 
Margarita Eladia Tejada Rubio, según se 
ve de su propia declaración, en la que ma- 
nifiesta que ella les habló a Rosa Chávez 
y a Escaler Rubio para que fueran a de- 
clarar respecto a su persona (la de la de- 
clarante), concurren dos circunstancias de 
atenuación de la pena: No haber tenido 
intención de causar mal alguno y la de 
haberlo hecho con asentimiento y por sú- 
plica de la misma parte perjudicada; cir- 
cunstancia esta última que, por razones de 
analogía y en aplicación del inciso 100. 
del Artículo 22 del Código Penal, es equi- 
tativo tomarla en consideración como 
atenuante, ya que creyeron los testigos que 
con ello le deparaban un servicio, el cual, 
por su calidad de amigos y hasta de fami- 
liar, el señor Escaler Rubio, no pudieron 
rehusar. Por tales razones, la pena de 
quince meses de prisión correccional debe 
ser disminuida en dos terceras partes, que- 
dando entonces reducida a cinco meses de 
arresto menor, que puede ser conmutada 
en su totalidad, en la proporción que esta- 
blece el fallo que se examina. La respon- 
sabilidad de Iriarte Erdoiza queda de- 
mostrada de manera plena con todas las 
pruebas que se enumeraron ya en la par- 
te expositiva, consistentes en documentos 
auténticos, prueba testimonial y pericial 
y la propia confesión del incriminado, con- 
fesión que no le favorece como atenuante, 
porque sin ella procedería condenarle. De 
igual manera la de los señores Rosa Chá- 
vez y Escaler Rubio, que se desprende de 
la de Iriarte Erdoiza, descarta la estima- 
ción de la confesión de los mismos como 
circunstancia atenuante”. 


Contra este último pronunciamiento, el 
representante del Ministerio Público, in- 
trodujo el recurso de casación que se exa- 
mina, denunciando como infringidos los 
artículos 4o., 570, 571, 609, 726, 729, 731, 
732 Código de Procedimientos Penales; 11, 
22 incisos 3 y 10, 31, 67, 68, 78, 81, 84, 88, 
229, 361 Código Penal. Pedidos los ante- 
cedentes y señalado día para la vista, €s 
el caso de resolver. 


CONSIDERANDO: 

Que al calificar el Tribunal sentenciador 
que en la acción llevada a cabo por Adol- 
fo Rosa Chávez y Luis Alfonso Herme- 
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negildo Escaler Rubio, en el expediente 
administrativo seguido por Carlos Iriarte 
Erdoiza y Margarita Tejada Rubio, con el 
objeto de contraer matrimonio, concurrie- 
ron las circunstancias atenuantes enume- 
radas en los incisos 30. y 100. del artículo 
22 del Código Penal, o sean, la de no haber 
tenido los procesados intención de causar 
un mal de tanta gravedad como el que 
produjeron y cualquiera otra circunstancia, 
de igual entidad y análoga a las anterio- 
res, violó con tal apreciación los incisos 
cel artículo ya citado, toda: vez que no 
existe prueba que justifique tales ate- 
nuantes y por lo tanto, no podía. rebajár- 
seles de la pena que les corresponde, las 
dos terceras partes. En consecuencia, pro- 
cede por este motivo casar y anular la sen- 
tencia recurrida y dictar la que corres- 
ponde en derecho. Artículo 687 Procedi- 
mientos Penales, 


CONSIDERANDO: 


Que en cuanto al enjuiciado Carlos Iriar- 
te Erdoiza es indispensable estudiar si al 
afirmar ser el Licenciado Alberto Ramos 
Elorduy, cometió el delito de usurpación 
de estado civil o el de uso público de nom- 
bre supuesto; al efecto, debe analizarse la 
naturaleza jurídica de cada una de estas 
modalidades y examinar asimismo los ac- 
tos ejecutados por el inculpado para es- 
tablecer en cuál de las dos infracciones 
enumeradas incurrió, : 

El estado civil que constituye un patri- 
monio de las personas, se informa en un 
conjunto de cualidades que determinan la 
identificación individual o como dice el 
tratadista de Derecho Penal Argentino, 
Rodolfo Rivarola, es la situación jurídica 
en las relacoiones de familia, agregando es- 
íe autor, que la calidad de hijo, de padre y 
de esposo, no pueden ser simuladas, supri- 
midas o usurpadas, sin grave alferación de 
aquéllas relaciones que la ley social tiene 
interés en preservar de todo fraude, por ser 
dichas cualidades las que engendran de- 
rechos y Obligaciones en el estado de fa- 
milia, y por consiguente este delito, tiene 
que residir en el ataque a dichas relacio- 
nes por ser la alteración de ellas, las que 
dan nacimiento a la punición. La ley pe- 
nal requiere además, de las condiciones 
materiales ya mencionadas, que los actos 
ejecutados recaigan sobre una finalidad 
jurídica perjudicial, o en otras palabras, 
que el atentado al estado civil de las per- 
sonas, produzcan un perjuicio, siendo co- 
mo lo es un delito formal que requiere el 


dolo de propósito y no el eventual o re- 
moto. Por ésto, la usurpación del estado 
civil consiste en la atribución total o par- 
cial de la personalidad de otro, y con ella 
los derechos que le son inherentes, prin- 
cipalmente el patrimonio, o sea la univer- 
salidad jurídica de los derechos reales y 
personales, bajo la relación de un valor 
pecuniario; es decir, como bienes. Es fin- 
girse como dicen los autores de la mate- 
ria, para usar de los derechos, ya de filia- 
ción, ya de paternidad o ya conyugales; es 
la falsedad aplicada a la persona con áni- 
mo de subsistirse por otra real y existente, 
pero debe tenerse presente que para que 
exista el delito aquí previsto es condición 


. Indispensable que la usurpación se verifi- 


que para gozar de los derechos que perte- 
necen o puedan pertenecer a la persona cu- 
yo nombre, calidad y existencia, se atribu- 
ye al usurpador. En cambio, el uso público 
de nombre supuesto, no requiere estas con- 
diciones, ya que esta infracción tiene co- 
mo característica el ostentar un nombre 
diferente del propio y usarlo como tal en 
las actividades y relaciones sociales. En 
la causa que se estudia se comprobó por 
los medios que la ley procesal señala, que 
Carlos Iriarte Erdoiza se concretó única y 
exclusivamente a usar en público un pa- 
tronímico que no era el suyo, y que corres- 
pondía al Licenciado Alberto Ramos Elor- 
duy, quien estaba y está gozando de to- 
dos sus derechos civiles en México, incu- 
rriendo con este hecho en el delito penado 
por el artículo 229 del Código Penal y no 
en el de usurpación de estado civil, ya que 
su acción no tuyo como fín asumir aje- 
na personalidad. Hay más, los autores 
de Derecho Penal hacen de una manera 
precisa la diferenciación entre el delito de 
uso público de nombre supuesto y el de 
usurpación de estado civil, diciendo que el 
mero uso del nombre supuesto, no imposi- 
bilita ni impide a la persona cuyo nombre 
Se toma el uso de sus derechos, profesión 
u oficio, ocupando su lugar y que la usur- 
pación de estado civil sí lleva consigo el 
propósito y el hecho de asumir los dere- 
chos y acciones pertenecientes a la perso- 
na cuyo nombre se toma; que el uso de 
nombre supuesto es infracción genérica de 
las falsedades y que en ella no se trata 
de una verdadera usurpación de la perso- 
nalidad con todo su contenido social o ge- 
nérico como en la usurpación. Cuello 
Colón nos aclara más el primer delito, 
cuando dice: “nombre supuesto es equiva- 
lente a nombre que no es el propio, siendo 
indiferente para que exista este delito, 
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que el nombre sea imaginario o el de una 
persona existente, requiriéndose sí, que el 
uso sea público, ostensible y manifiesta- 
mente, ya que este delito exige la concien- 
cia de que el nombre usado públicamnte 
nc es el propio y además, la voluntad de 
usarlo, siendo indiferente el móvil, cual- 
quiera que sea el objeto propuesto por el 
autor y el éxito alcanzado. En virtud de 
todo lo expuesto, la pena que corresponde 
imponer a Carlos Iriarte Erdoiza por este 
hecho, es la de un año de arresto mayor, 
en conformidad con lo estatuido por el ar- 
tículo 229 del Código Penal. 


CONSIDERANDO: 


Que con las certificaciones acompañadas 
se ha establecido plenamente en el pro- 
ceso, que el inculpado Carlos Iriarte Erdoi- 
za contrajo matrimonio en la República 
Mexicana, con la señorita Emma Arellano 
y en ésta, con la señorita Margarita Teja- 
da Rubio, sin que estuviera disuelto el 
primer matrimonio, por lo que procede 
declararle responsable de la infracción 
punible señalada por el artículo 362 inciso 
40. del Código Penal y como también in- 
currió en la infracción del artículo 30. 
Decreto Legislativo número 2308 por la 
presentación de testigos falsos en expe- 
diente administrativo, debe tomarse éste 
delito como medio para cometer el de ce- 
lebración de matrimonio ilegal y por lo 
tanto es el caso de imponerle la pena que 
corresponde al delito mayor aumentada 
en una tercera parte, quedándole en con- 
secuencia la pena reducida por éstas dos 
infracciones a veinte meses de prisión co- 
rreccional. Leyes citadas y artículos 88 y 
223 del Código Penal. 


CONSIDERANDO: 


Que en lo que se refiere a los delitos de 
falsificación de documentos privados y es- 
tafas a los señores Demetrio Escaler y Gui- 
llermo Officer, debe absolvérsele de los 
cargos que se le formularon, por no existir 
prueba para condenarlo. Artículos 568 y 
7131 del Código de Procedimientos Penales. 


"CONSIDERANDO: 


Que es insubsistente un matrimonio li- 
gado por otro anterior, en conformidad 
con el artículo 93 inciso 1o. del Código Ci- 
vil, y en tal concepto, procede dejar abier- 
to el procedimiento criminal contra Carlos 
Iriarte Erdoíiza para que se averigue en 
forma, el hecho de haber dispuesto de al- 


gunas cosas pertenecientes a Margarita 
Eladia Tejada Rubio, pues siendo insub- 
sistente el matrimonio celebrado con ésta, 
la exención de responsibalidad a que se re- 
fiere el artículo 448 del Código Penal por 
las defraudaciones, hurtos y daños que re- 
ciprocamente se causaren los cónyuges, no 
es aplicable y por lo tanto dada la circuns- 
tancia muy especial de que al elevarse la 
causa a plenario no se le dedujo cargo 
por este hecho; que aparece la sindicación 
directa de don Demetrio Escaler y que 
aceptó Erdoiza como se observa en una de 
sus declaraciones indagatorias, disculpán- 
dose solamente que hizo uso de dichas co- 
sas por tener necesidad de cancelar una 
deuda, corresponde como ya se dijo, averi- 
guar con qué título dispuso de las cosas 
dadas en pago. Artículos 60. Decreto Le- 
gislativo número 1728; 499, 501 y 516 Pro- 
cedimientos Penales. 


CONSIDERANDO: 


Que si bien las declaraciones dadas por 
los testigos Escaler Rubio y Rosa Chávez, 
no son dolosas, sí son responsables por 
culpa, ya que con su acto voluntario origi- 
varon un hecho ilícito, como es el segundo 
matrimonio sin estar disuelto el primero, 
y por lo tanto, debe castigárseles por su 
falta de cuidado y diligencia debidos, toda 
vez que no siendo el señor Iriarte Erdoiza 
guatemalteco, debieron como es natural, 
antes de dar su declaración tener la segu- 
ridad de su libertad de estado, por lo que 
habiendo faltado con este cuidado inexcu- 
sable, debe imponérseles la pena que se- 
ñalan los artículos 45, 449 del Código Pe- 
nal y 3o. del Decreto Legislativo número 
2308, o sean siete meses quince días de 
arresto mayor. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, de acuer- 
do con las leyes citadas y lo preceptuado 
por los artículos 676, 686, 687, 732 y 133 
Procedimientos Penales; 233 Ley Constitu- 
tiva del Poder Judicial; 11, 34, 44, 46, 47, 
59, 67, 68, 69, 79, 89, 96 y 97 del Código 
Penal, CASA Y ANULA la sentencia recu- 
rrida y resolviendo sobre lo principal de- 
clara: lo. que Carlos Iriarte Erdoiza es 
responsable de los delitos de uso público 
de nombre supuesto, celebración de matri- 
monio ilegal y de presentación de testigos 
falsos en expediente administrativo, im- 
poniéndole por el primer delito un año de 
arresto mayor y por el segundo y tercero, 
la pena de veinte meses de prisión correc- 
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cional, de acuerdo con las razones dadas 
en la parte considerativa; 20. que los tes- 
tigos Adolfo Rosa Chávez y Luis Alfonso 
Hermenegildo Escaler Rubio son responsa- 
bles por la imprudencia temeraria, que 
sanciona y castiga el artículo 449 del Có- 
digo Penal, con la mitad de la pena que 
señala el artículo 30. del Decreto Legisla- 
tivo número 2308, o sean siete meses quin- 
ce días de arresto mayor; 3o. obliga tan- 
to a Iriarte Erdoiza, como a Rosa Chávez 
y Escaler Rubio al pago de las responsa- 
bilidades civiles provenientes del delito; 
4o. le permite a Iriarte Erdoiza conmutar 
en su totalidad la pena de un año de 
arresto mayor a razón de tres quetzales 
diarios, y las dos terceras partes de la pe- 
na de prisión correccional en la misma 
proporción; a Rosa Chávez y Escaler Ru- 
bio, la totalidad de la pena impuesta a 
razón de veinticinco centavos de quetzal 
por día; 50. suspende a Rosa Chávez y a 
Escaler Rubio en sus derechos políticos 
durante el tiempo de la condena, no así a 
Iriarte Erdoiza por ser Mexicano; 60. ab- 
suelve a Iriarte Erdoiza de los cargos que 
se le formularon por los delitos de falsi- 
ficación de documentos privados, usurpa- 
ción del estado civil, y estafa; y deja 
abierto el procedimiento en su contra, en 
lo que se refiere al hecho denunciado por 
don Demetrio Escaler de los objetos perte- 
necientes a Margarita Tejada Rubio; y 70. 
condena tanto a Iriarte Erdoiza como a 
Fscaler Rubio y Rosa Chávez, al pago del 
papel empleado en la causa, proporcional- 
mente. Notifíquese y con certificación 


de lo resuelto, devuélvanse los anteceden- 


tes al Tribunal de su origen, 


Raf. Ordóñez Solís. — José Serrano Mu- 
ñaz. — Abel Paredes. — Alberto Argueta S. 
— Francisco E. Rodríguez. — Max García 
R. — Secretario. 


CRIMINAL 


CAUSA contra Diego Alonso Méndez por 
contrabando en el Ramo de Licores. 


DOCTRINA: Por la simple tenencia de be- 
bidas alcohólicas o fermentadas cuya 
procedencia no sea legitima, se incurre 
en el delito de contrabando. 


Corte Sunprema de Justicia, Guatemala, 
veintéis de Septiembre de mil novecientos 
treinta y nueve, 


Por recurso de Casación y con sus ante- 
cedentes, se tiene a la vista la sentencia 
dictada por la Sala Cuarta de Apelaciones 
con fecha veintinueve de Mayo del corrien- 
te año, que confirma la que dictó el Juez 
Segundo de Primera Instancia de Quezal- 
tenango, en la causa instruída contra Die- 
go Alonzo Méndez, a quien condena a su- 
frir la pena de dos meses de arresto mayor 
y al pago de una multa de sesentiséis quet- 
zales y sesentiséis centavos, por el delito 
de contrabando en el ramo de licores. 


El presentado Diego Alonzo Méndez 
quien es de noventiséis años de edad, sol- 
tero, agricultor, guatemalteco, originario 
y vecino del pueblo de Cajolá del depar- 
tamento de Quezaltenango, introduce el 
presente recurso de casación con auxilio 
del abogado Ernesto Polanco, por estimar 
que la Sala violó los artículos 194, 201—in- 
ciso 30., 210 y 258 del Decreto 1602, así co- 
mo el 556, 571-676 incisos 50. y 60. del 
Código de Procedimientos Penales y 21 in- 
ciso 10., 22 incisos lo. y 10 y 81 del Código 
Penal. 


De los autos aparece: que el catorce de 
enero del año en curso, dió parte al Juez 
de Paz de Cajolá, el sargento de la Poli- 
cía de Hacienda Clemente García, que en 
Ja Casa de habitación del reo había encon- 
trado una botella conteniendo como medio 
litro de aguardiente clandestina y otra 
kotella con vestigios del mismo licor. Los 
agentes de la misma institución Humber- 
to Pacas y Alfredo Herrera, declararon en 
la misma forma que García, 


Al ser interrogado Alonzo Méndez, re- 
conoció como suyos algunos objetos con- 
sistentes en mesa, servilletas etc., que le 
fueron decomisados por suponerse que le 
servían para el ejercicio de la brujería no 
las botellas, pues dice que éstas no eran 
de su propiedad y supone que talvez la 
misma policía las haya llevado a su casa. 

El señor Benigno Loarca Montes fué 
nombrado como experto en el asunto y 
dictaminó que el medio litro de aguardien- 
te, al ser probado con papel tornasol man- 
chó su color, siendo por consiguiente de 
crigen clandestino, además al ser pesade 
dió un ángulo de treinta y nueve grados y 
un décimo, por ser su riqueza alcohólica 
de cuarenta grados por diecisiete de calor 
y que dicho aguardiente defrauda al fisco 
en la suma de diecinueve centavos y medio. 

El representante del Fisco mantuvo su 
acusación contra el reo, y aunque la cau- 
sa se abrió a prueba, ninguna se practicó, 
terminándose el proceso en primera instan- 
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CRIMINAL. 


cia con la sentencia que fué confirmada 


- por la Sala de Apelaciones en la forma que 


se ha referido. 


CONSIDERANDO: 


Que se incurre en el delito de contra- 


kando en el ramo de licores por el simple 
hecho de la tenencia de bebidas alcohóli- 
cas O fermentadas, cuya procedencia no 
sea legítima; y como se encuentra com- 
probado con las declaraciones de los pro- 
pios agentes y la del sargento del resguar- 
do de hacienda que practicó el cateo en 
casa de Diego Alonzo Méndez, que en po- 
der de éste fué encontrado el poco de 
aguardiente de procedencia clandestina se- 
gún la opinión del experto nombrado al 
efecto, sin que se ofreciera ninguna prue- 
ba en contrario, no cabe duda que, al ser 
condenada dicha persona, se aplicó recta- 
mente la ley y por consiguiente no fueron 
infringidos los artículos 194, 201 inciso 3o., 
210 y 258 de la Ley de Alcoholes Decreto 
Número 1502. 


CONSIDERANDO: 


Que respecto de las demás disposiciones 
del Código de Procedimientos Penales y 
Código Penal que se citan como infringi- 
das, no procede examinarlas, no sólo por- 
que no tienen aplicación, ya que para el 
caso existen leyes especiales que' regulan 
la materia, sino porque respecto de ellas 
ninguna razón se ha dado para explicar 
en qué consiste su infracción. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con apo- 
yo en los artículos 686 y 690 del Código de 
Procedimientos Penales y 233 de la Ley 
Constitutiva del Poder Judicial, declara 
improcedente el recurso interpuesto, e im- 
pone al que lo interpuso un arresto de 
quince días, que podrá conmutar a razón 
de diez centavos diarios. Notifíquese y con 
certificación de lo resuelto, devuélvanse 
los antecedentes al tribunal de su origen. 


Raf. Ordóñez Solís. — José Serrano Mu- 
ñoz. — Abel Paredes, — Alberto Argueta S. 
— Francisco E. Rodriguez. — Max García 
R. — Secretario. 
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PROCESO contra Mateo Castañeda Aldana, 
por estafa. 


DOCTRINA: La constitución del mutuo, y 
las obligaciones y derechos derivados de 
dicho contrato, deben controvertirse en 
conformidad con las normas regulado- 
ras de las acciones del orden civil. 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
treinta de Septiembre de mil novecientos 
treinta y nueve y 

Vista por recurso extraordinario de ca- 
sación y con sus respectivos antecedentes, 
la sentencia que más adelante se relatará 
pronunciada en el proceso instruido con- 
tra Mateo Castañeda Aldana por el delito 
de estaía. 


RESULTA: 


Que David Marroquín se presentó por es- 
crito ante el Juez menor de “Río Hondo”, 
el treinta de Enero próximo pasado, ma- 
nifestando, entre otras cosas, lo que sigue: 
“que el ocho de Agosto (1936), en virtud 
de súplicas anteriores a esa fecha”, le dió 
a don Mateo Castañeda, en calidad de 
préstamo, la suma de cien quetzales, en 
presencia de los señores Abel Oliva y 
José María Aldana Marroquín, en su pro- 
Pia casa de habitación (la de don Mateo), 
situada en Sunzapote, cantidad que invir- 
tió en la compra del terreno “El Tamarin- 
do”, perteneciente a doña Leonor Arriaza, 
inmueble que antes de la fecha anterior- 
mente indicada, no lo había adquirido Cas- 
tañeda, y que hoy posee este señor; que en 
el mes de Agosto del año retropróximo, le 
cobró a Castañeda, y como no pudo pagar- 
le, convinieron en que dicho señor iría a 
la ciudad de Zacapa a otorgarle un docu- 
mento, pero no lo verificó; enel mes de 
Abril (1938), en ocasión de que el compa- 
reciente, se encontraba sentado en el co- 
rredor de la Comandancia Local de “Río 
Hondo”, acompañado de los señores Cris- 
tino Ovalle, Ramón Portillo y Alberto Pe- 
ña, llegó Castañeda a ofrecerle en pago 
de la cantidad que se deja ya mencionada, 
una muleta retinta, una yegua mora y dos 
vacas, y como no le convino la propuesta, 
claramente le manifestó a don Mateo, an- 
te las personas susodichas, que no acepta- 
ba, en virtud de que carecía de potreros, 
y que mejor procurara arreglarle su dine- 
ro para lo cual le concedía otro plazo. El 
acusador acompañó a su memorial una 
certificación expedida por los testigos de 
asistencia del Juzgado de Paz de “Río Hon- 
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do”, en la cual constan las posiciones ab- 
sueltas por Castañeda en la audiencia del 
diez y ocho de Enero (1939), a solicitud 
del señor Marroquín. El absolvente, en 
esa ocasión, negó haber solicitado los cien 
ouetzales en calidad de préstamo, y recibi- 
do ese dinero para comprar el terreno de- 
pominado “El Tamarindo”, y por consi- 
guiente adeudar la suma tantas veces 
mencionada 


Que tomada declaración a las personas 
citadas por Marroquín expusieron: José 
María Aldana Marroquín, que en el mes de 
Agosto (1936), fué a pasear a la aldea Sun- 
zapote en compañía de Abel Oliva, y esta- 
ba lloyiznando cuando llegaron a la casa 
de Castañeda Aldana, quien le dijo a Di- 
vid Marroquín que deseaba que le facili- 
tara cien quetzales para comprar un te- 
rreno, y Marroquín en ese acto entregó a 
don Mateo dicha suma en billetes; y el di- 
cente y Oliva se retiraron, habiéndose 
quedado Castañeda y Marroquín hablando 
acerca de “un documento”. Manifestó 
también este testigo que la esposa de Cas- 
tañeda Aldana es tía de Abel Oliva. Oli- 
va Sosa se produjo en los mismos términos 
que Aldana Marroquín, en lo que respecta 
al mes y año en que llegaron a la casa de 
Castañeda, al préstamo y a la entrega del 
dinero, agregando que el señor Marroquín 
a la sazón se encontraba sirviendo el car- 
“go de Comandande Local de “Río Hondo”, 
puesto que aun desempeña; y el terreno a 
que se refirió Castañeda se denomina “El 
Tamarindo”, que el dicente es hermano 
en segundo grado de la esposa de don Da- 
vid y sobrino de la mujer de Castañeda 
Aldana; pero no le habla a su tía (María 
Sosa) por que habían tenido algunas cues- 
tiones sobre un terreno. Alberto Peña 
Ruíz, Juan Ramón Portillo y Cristino Ova- 
lle Barahona, relataron la conversación 
que habían sustentado Marroquín y Casta- 
ñeda en el mes de Abril (1938), pero Por- 
tillo al referirse a los semovientes no ex- 
presó el número de vacas y Ovalle Bara- 
hona aseguró que don David y don Mateo 
no habían “precisado la cantidad” de la 
deuda. Peña Ruíz y Ovalle Barahona 
agregaron: el primero, que Castañeda es 
su amigo, y supo que los cien quetzales, los 
había usado Castañeda Aldana para com- 
prar a una señora Arriaza de Santa Cruz, 
el terreno anteriormente mencionado. Y 
el segundo dijo: que a las trece horas, po- 
co más o menos, había llegado en compa- 
ñía de su amigo Ramón Portillo a la Co- 
mandancia Local de “Río Hondo”. Leonor 
Arriaza Aldana expuso: que hacía como 
tres años, que vendió a Mateo Castañeda 


y a María Sosa de Castañeda, un terreno 
denominado “El Tamarindo”, situado en 
jurisdicción de “Santa Cruz”, por la can- 
tidad de trescientos quetzales, dicha suma 
le. pagó don Mateo en la forma siguiente: 
le entregó cien quetzales ey su casa (la 
habitada por la dicente), tres meses antes, 
poco más o menos, de que la escritura co- 
rrespondiente, fuera otorgada y el resto lo 
cubrió por abonos de veinticinco, treinta 
y cincuenta quetzales; que el instrumento 
público fué autorizado por el Notario Ela- 
dio Paz Castañeda en Zacapa a nombre de 
la esposa de don Mateo, pues ella manifes- 
tó ser la compradora, y cuando el contra- 
to se consignó en la mencionada escritu- 
ra, Castañeda Aldana ya le había dado 
doscientos quetzales; y que ignoraba don- 
de había obtenido dicho señor el dinero 
con que pagó el valor del terreno referido, 
el cual posee la familia del comprador. Al 
ser interrogado Mateo Castañeda Aldana 
negó los hechos expresados en la acusación, 
y aseguró que nunca le había pedido- di- 
nero a Marroquín en calidad de préstamo; 
y que su esposa, es la dueña del terreno 
cenominado “El Tamarindo”, el cual com- 
pró en trescientos quetzales a Leonor 
Arriaza, hacía ya como dos años, la escri- 
tura la autorizó el Notario Eladio Paz Cas- 
tañeda, y que el dinero invertido en la 
compra venta de ese predio, lo adquirió su 
mujer por herencia. de sus padres, como 
podía probarlo con el testimonio de todos 
los vecinos de “Río Hondo” y “Sunzapote”. 
A la causa fué agregada la certificación 
expedida por el Registrador Civil de “Río 
Hondo”, en la cual aparece inscrito a vein- 
ticinco de Septiembre de mil ochocientos 
noventa y uno, Mateo, hijo legítimo de 
Luis Castañeda y Josefa Antonia Loyo. 


A solicitud del defensor de Castañeda 
Aldana, fueron repreguntados los testigos 
Abel Oliva Sosa y José María Aldana Ma- 
rroquín, y quienes expusieron: que ratifi- 
caban sus respectivas declaraciones; que 
el contrato se verificó el ocho de Agosto 
(1936), presenciaron que Marroquín entre- 
2ó a Castañeda Aldana, el dinero, contán- 
dolo en billetes del valor de diez, cinco y 
dos quetzales y de un quetzal, pero no es- 
cucharon qué plazo habían fijado los con- 
iratantes. Oliva Sosa agregó que Castañe- 
Ga le dijo a Marroquín que si le facilitaba 
cien quetzales, y éste le contestó, que sí, 
entregándole en el acto el dinero; que el 
dicente se encontraba a seis varas de dis- 
tancia, poco más o menos, de dichas per- 
sonas; y que Castañeda manifestó que al 
tener la cantidad mencionada la deyolve- 
ría en efectivo; que él (Oliva Sosa), tiene 
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parentesco con la esposa del Capitán Ma- 
rroquín, por que el padre de ésta señora 
era .hijo de un hermano de la abuela del 
dicente; que María Sosa es su tía, por ser 
hermana de su mamá; que está enojado 
con su tía María, por que ella tenía el pro- 
pósito de hacer un camino dentro de un 
“regadillo” que pertenece a la madre del 
deponente y a consecuencia de eso, el Juez 
de Paz de “Río Hondo”, le impuso (al tes- 
tigo), cinco días de arresto, que cumplió, 
pero no tiene presente la fecha en que se 
disgutó con su tía. Marroquín Aldana 
agregó: que las palabras cruzadas entre 
Castañeda y Marroquín, fueron: que si és- 
te le daba prestados, al primero cien quet- 
zales, y al responder Marroquín afirmati- 
vamente, le entregó la referida cantidad a 
Castañeda, quien en aquella ocasión esta- 
ba acostado en una hamaca y don David 
sentado sobre unos cajones, y por haberse 
retirado ya no escuchó si Castañeda se ha- 
bía obligado a devolver ese dinero; y cuan- 
do se fué acompañado de Oliva, aquellos 
señores se quedaron hablando “de un do- 
cumento”, que supone era relativo a la 
cantidad ya expresada. El defensor soli- 
citó también, que se obtuvieran los datos 
relativos al sueldo devengado por don Da- 
vid Marroquín; y si dicho señor, tenía de- 
clarados bienes inmuebles en la Matrícula. 


-El administrador de Rentas de Zacapa, y 


el Director General de Rentas evacuando 
el informe que les pidió el Juez del pre- 
citado Departamento, manifestaron: el 
primero, que don David Marroquín, en 
concepto de Comandante Local de “Río 
Hondo”, devenga mensualmente el sueldo 
de treinta quetzales; y el segundo, que el 
señor Marroquín tiene en los municipios 
de Cuilapa y Sacapulas, respectiva:ments, 
las matrículas número dos mil trescientos 
treinta y nueve (2339) por valor de nove- 
cientos cincuenta quetzales, y número se- 
tenta (70), por valor de quinientos seten- 
ta quetzales, según el detalle que aparece 
en el informe rendido por la Sección de la 
Matrícula de aquella Dirección General. 
El Juez Departamental de Zacapa dió 
fín al proceso condenando a Mateo Casta- 
ñeda Aldana a purgar la pena de un año 
de arresto mayor por el delito de estafa, 
sonmutable en todo o en parte, a razón de 
diez centavos de quetzal diarios, siempre 
que pague O afiance previamente las res- 
ponsabilidades civiles provenientes del 
hecho delictuoso; la pena la extinguirá el 
reo con abono de la prisión sufrida, en las 
cárceles de aquélla localidad, y quedando 
suspenso en el ejercicio de sus derechos 
políticos durante el tiempo de la condena; 
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y por último, exonera a Castañeda Aldana 
de la reposición del papel empleado en 
la causa al sello respectivo, por su notoria 
pobreza. 


En segunda Instancia, el Procurador 
abogó por la absolución del procesado, 
fundándose en que los testigos son con- 
tradictorios, y por lo tanto la infracción 
legal que originó la causa no fué caracte- 
rizada ni se probó de una manera plena, 
quedándole al acusador expedita única- 
mente la acción civil correspondiente, da- 
da la naturaleza del supuesto contrato. 

El señor Fiscal pidió que la sentencia se 
reyocara, pues estima que cuando la estafa 
surge de un contrato, debe previamente 
ser establecida la existencia de este, en la 
vía civil que corresponde; que la acusación 
no se funda en un engaño propiamente 
dicho, sino en la negación de una deuda, 
que aunque también genera una estaía, 
debe, por su naturaleza, establecerse de 
un modo previo, la existencia del contrato 
o deuda negada, pues es inconcebible un 
delito originado de una acción civil, sin que 
civilmente haya sido probada la existen- 
cia de esta acción. Para mejor fallar, el 
Tribunal de segunda Instancia, decretó la 
práctica de las diligencias enumeradas en 
el auto fecha diez de Junio (1939); y que 
se presentara una copia simple de la es- 
critura de compra-venta del terreno de- 
nominado “El Tamarindo”. 


En cumplimiento de la resolución pre- 
citada fueron examinadas las personas 
que a continuación se expresan: María 
Sosa de Castañeda Aldana, Juan Tomás 
Cordón Aguirre, Juan Cordón Aguirre y 
Silverio Paz Cordón. Este testigo firmó su 
aeclaración consignando el apellido “Paiz”. 
y no “Paz” como aparece en el interroga- 
torio respectivo. María Sosa de Castañeda 
Aldana expuso: que nada le consta acerca 
de que David Marroquín haya dado pres- 
tada a Mateo Castañeda Aldana la canti- 
dad de cien quetzales, y más bien crée, 
que “esto” no sucedió, pues si así hubiese 
sido, su mencionado esposo Mateo, se lo 
habría dicho; que en el mes de Diciembre 
(1936), compró a la señora Leonor Arria- 
za, “El Tamarindo”, terreno ubicado en ju- 
risdicción de la aldea “Santa Cruz”, por la 
suma de cien quetzales, cantidad que en- 
tregó a la señora Arriaza, en efectivo, per- 
sonalmente y en la fecha que el Notario 
Eladio Paz Castañeda autorizó la escritu- 
ra de compra venta; los cien quetzales los 
obtuvo haciendo economías del producto 
de las ventas de artículos de primera ne- 
cesidad que tenía en el poblado donde vi- 
vía, y además, con lo que ganaron su re- 
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ferido esposo y sus hijos en los trabajos 
a que estaban dedicados. Los testigos Cor- 
dón Aguirre (Juan Tomás), y Paiz Cordón, 
respondieron en sentido afirmativo a las 
preguntas que les fueron dirigidas con el 
fin de establecer los hechos que siguen: 1o. 
que Mateo Castañeda Aldana, siempre ha 
sido y es hasta la fecha, un hombre de 
buenas costumbres, buena conducta y “an- 
tecedentes honrados”, laborioso y trabaja- 
dor, y que evita contraer obligaciones, pe- 
ro si las contrae, las cumple con puntua- 
lidad; y 20. que Castañeda Aldana es no- 
toriamente pobre. Y Cordón Aguirre 
(Juan) manifestó ser cierto el contenido 
de las preguntas que se le dirigieron, pero 
al responder al primer punto dijo: que 
únicamente le consta: que Castañeda Al- 
dana es honrado, trabajador y de buenas 
costumbres. 


Fué agregada al proceso, una copia sim- 
ple de la escritura pública número tres- 
cientos treinta, autorizada por el Notario 
Eladio Paz Castañeda, en la ciudad de Za- 
capa a los cinco días del mes de Diciembre 
de mil novecientos treinta y seis, en la 
cual consta que doña Leonor Arriaza Alda- 
na por la suma de cien quetzales que te- 
nía ya recibida a su satisfacción vendió a 
doña María Sosa Aldana de Castañeda, “El 
Tamarindo”, lote de terreno situado en el 
municipio de “Río Hondo”, sin título ins- 
crito, compuesto de catorce manzanas de 
extensión y comprendido dentro de los lin- 
deros que Se expresan en dicho instrumen- 
to Y según consignó el referido Notario: 
“el titulo de propiedad correspondiente 
procede de herencia del padre de la ven- 
dedora, don Leonzo Arriaza, y consiste en 
un documento con legalización de firmas,, 
extendido en la aldea “Monte-Grande”, 
del indicado municipio de “Río Hondo”, el 
dos de Marzo de mil ochocientos noventa y 
dos”. 


El veintiuno de Junio retropróximo, la 
Sala Quinta de la Corte de Apelaciones, 
confirmó el fallo de Primera Instancia, por 
mayoría de votos, habiendo disentido, el 
Presidente del Tribunal Licenciado Daniel 
Arellano h. por estimar “que se trata de 
un contrato de mutuo sin interés, no ga- 
rantizado”, y por lo tanto procedía la ab- 
solución de Castañeda Aldana. 


El reo con auxilio del Abogado José Li- 
berato Valdez, interpuso contra la senten- 
cia de la Sala referida, el recurso extraor- 
dinario de casación; citando como infrin- 


gidos los artículos 259, 568, inciso 80. del 
artículo 581, inciso lo. del 583 y 731 del Có- 
digo de Procedimientos Penales; y los in- 
cisos 50. y 100. del artículo 419 del Código 
Penal, 


CONSIDERANDO: 


Que entre las modalidades constitutivas 
Gel delito de estafa, se encuentra la co- 
metida por los que en perjuicio de otro se 
apropiaren o distrajeren dinero, efectos: 
oc cualquiera otra cosa mueble que hubie- 
ren recibido en depósito, comisión o ad- 
ministración o por otro título que produz- 
ca obligación de entregarla o devolverla 
o negaren haberla recibido. Integran esta 
figura de delito los elementos siguientes: 
lc. la posesión de la cosa trasmitida por 
el dueño al culpable; 20. la circunstancia 
de que la cosa entregada esté comprendida 
entre las que acaban de ser enumeradas; 
3o. el hecho de que no se transfiera el do- 
minio de la cosa; y 4o. el perjuicio que se 
cause. En el caso sub-judice, según expu- 
so don David Marroquín en su escrito de 
acusación, le dió cien quetzales a Mateo 
Castañeda Aldana en cañidad de préstamo, 
este hecho en manera alguna caracteriza 
la modalidad de la estafa mencionada an- 
teriormente; a virtud de que no concurren 
los elementos necesarios para darle vida, : 
pero sí, se contempla un mutuo, y por lo 
tanto, su constitución, y los derechos y 
obligaciones derivados del mismo deben 
ser controvertidos en conformidad con las 
normas reguladoras de acciones del orden 
civil. De la negativa de Castañeda Alda- 
na en lo que respecta a que recibió la can- 
tidad susodicha, tampoco surge otro de los 
modos de manifestarse el delito imputado 
al presunto reo, pues como acaba de ex- 
presarse, se trata del contrato ya referido, 
y en este, el mutuario desde que recibe la 
cosa la hace suya por ser fungible, y sola- 
mente queda obligado a devolver “otro 
tanto de la misma especie y calidad”. De 
todo lo expuesto se viene en conocimiento 
de que al pronunciarse la sentencia reeu- 
rrida, estimando bien caracterizado el de- 
lito de estafa, fué infringido el inciso 
quinto del artículo 419 del Código Penal, 
denunciado por el recurrente. 


CONSIDERANDO: 


Que por no generar acciones u omisio- 
nes punibles, el hecho que originó el en- 
causamiento del procesado, debe de ser 
absuelto sin limitación alguna, 


- POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, en obser- 
-— yancia de lo dispuesto por los artículos lo. 

- y 11 del Código Penal; 259, 687, 731 y 735 
inciso 50. fracción última; y 81 de la Ley 
Constitutiva del Poder Judicial: primero, 
absuelve a Mateo Castañeda Aldana del 
cargo que se le formuló por que el hecho 
objeto del proceso no constituye delito; y 
segundo, ordena que después de hechas las 
notificaciones se comunique por el medio 
más rápido la parte resolutiva, a efecto de 
que el procesado sea puesto en libertad. 
Notifíquese y con certificación de lo re- 
suelto, devuélvanse los autos al Tribunal 
de su origen, 


Raf. Ordóñez Solís. — José Serrano Mu- 
ñoz. — Abel Paredes. — Alberto Argueta S. 
Francisco E. Rodríguez. — Max García R 
— Secretario. 


CRIMINAL 


PROCESO contra Román Ortiz Chávez, por 
el delito de violación. 


DOCTRINA: La confesión queda perfecta, 
si no se prueban plenamente los hechos 
afirmados en la retractación. 


Corte Suprema de Justicia, Guatemala, 
treinta de Septiembre de mil novecientos 
ireinta y nueve. 

Vista por recurso extraordinario de ca- 
sación y con sus respectivos antecedentes, 
la sentencia que más adelante se relatará, 
pronuncada por la Sala Primera de la Cor- 
te de Apelaciones, el veintisiete de Febre- 
ro del corriente año, en el proceso instruido 
contra Román Ortiz Chávez por el delito 
de violación. 


RESULTA: 


Que don César A. Blanco Bueso, Coman- 
dante Local de San Agustín Acasaguas- 
tlán, el catorce de Agosto (1938), puso a 
la disposición del Juez de Paz de aquel Mu- 
nicipio a Román Ortiz Chávez, quien fué 
detenido, por que su hija Custodia Sán- 
chez manifestó que su papá “pegándole 
primero”, y por la fuerza después, “la hizo 
su mujer”, hacía como un mes, y ofreció 
matarla, si propalaba lo sucedido 

Que tomada declaración a Custodia y 
Ovidia Sánchez, dijeron: Custodia, que su 
padre, vivía maridablemente con Cándida 
y Ovidia Sánchez, la primera madre de la 
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dicente y la. segunda su hermana; que 
cuando Cándida le reclamaba a Ortiz Chá- 
vez “algo con respecto a su hija”, dicho su- 
jeto le pegaba y por esta causa falleció su 
mamá; que haría un mes, poco más o me- 
nos, que su padre le pegó a Ovidia, quien 
se fué de la casa durante ocho días, y 
aprovechando su ausencia, una noche, co- 
mo a las veintidós horas, y mientras ella 
dormía, llegó aquel, y asiéndola por “los 
brazos trató de abrirle las piernas”, y Co- 
mo la declarante se resistiera, “tratando 
de huir”, su papá le dió una bofetada, di- 
ciéndole “que si no se dejaba la mataría”; 
que nuevamente fué llevada a la cama, 
ahí continuó oponiéndose, pero ante la 
fuerza y amenazas, “ya no pudo más”, y 
Ortiz Chávez la estupró; que cuando yvol- 
vió a la casa su mencionada hermana, Or- 
tiz Chávez se levantaba de la cama donde 
dormía con ésta pasándose a la de ella 
(Custodia); que varios vecinos le habían 
aconsejado que se quejara, pero como su 
padre la vigilaba constantemente y le im- 
pedía salir no había podido llevarlo a efec- 
to, sino hasta que éste fué detenido por 
vago. Ante el Juez Departamental de “El 
Progreso”, la Sánchez manifestó: que no 
ratificaba la diligencia que acaba de rela- 
cionarse por no ser cierto su contenido, 
y que si había declarado en el sentido que 
aparecía en aquella fué debido a que el 
Comandante Local de San Agustín, le ame- 
nazó con matarla poniéndole la pistola al 
cuello si no decía la verdad; y que ella “es 
niña”, pues nunca ha tenido reaciones 
carnales. Custodia Sánchez más tarde se 
presentó al Juzgado manifestando que 
comparecía espontáneamente a exponer la 
verdad de lo sucedido y detalló la mane- 
ra de cómo Cristino Hernández había usa- 
do de su persona hacía como dos años, lo 
cual aseguraba, por haberle dicho el Ci- 
rujano que la reconoció, que ya había per- 
dido su virginidad. La segunda, Ovidia 
Sánchez dijo: que cultivó relaciones amo- 
rosas con Ortiz Chávez y procrearon tres 
hijos; cuando aún vivía su mamá Cándida 
Sánchez; que su amante le pegaba a Cán- 
dida cuando “ésta le reclamaba algo”, y a 
consecuencia de las “cóleras” falleció su 
madre; que se retiró de la casa ocho días 
por que Ortiz Chávez le pegó, quedándose 
Custodia Sánchez al cuidado de sus her- 
manos y de los hijos de la declarante. Pos- 
teriormente la testigo expuso: que ignora- 
ka si su marido había tenido relaciones 
sexuales con su hermana Custodia a quien 
“no le ha pasado nada”. El Juez hizo 
constar que la declarante parecía tener 


alteradas sus facultades mentales. 
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Que a la causa se agregaron: a) una cer- 
tificación de la partida de nacimiento de 
Custodia Sánchez en que consta que dicha 
menor nació el tres de Octubre de mil no- 
vecientos veintidós; y lb) el informe del 
Cirujano Departamental de El Progreso, 
quien manifestó que la ofendida fué des- 
fiorada; que no presentaba señales de vio- 
lencia o contusión alguna; que las rasga- 
duras “himeneales” estaban completamen- 
te cicatrizadas, y ya no era posible preci- 
sar la fecha en que había tenido lugar la 
desfloración. 


Que Ramón Ortiz Chávez en su primera 
indagatoria, dijo: ser cierto que llegó algo 
ebrio a la casa de su hija Custodia y la 
estupró en la forma consignada en el in- 
terrogatorio que se le dirigía; que su men- 
cionada hija lloró un poquito, y no quería 
dejarse; pero por haber estado heodo ya 
no recordaba si había amenazado a Cus- 
todia o hizo uso de la fuerza; que vivía ma- 
ridablemente con Ovidia, cuando su mujer 
Cándida Sánchez, aun no había muerto; 
que a Cándida le pegaba, pero no era cier- 
to que hubiera fallecido a consecuencia 
de ese maltratamiento. Al ser interroga- 
do nuevamente, Ortiz Chávez manifestó: 
que no ratificaba su declaración anterior, 
por que cuando la dió estaba atemorizado; 
qUe habría como'ocho o diez años Ovidia 
lo enamoró y entonces él con la voluntad 
de ésta la había estuprado, y la madre se 
.la entregó para que continuara viviendo 
con ella. Al responder el enjuiciado a las 
últimas preguntas que le fueron dirigidas 
se contradijo asegurando que su hija era 
Goncella y que él no la había “tocado”. 

Que Cristino Hernández negó haber co- 
metido el delito imputado por Custodia 
Sánchez; y al ser careado con ésta sostu- 
vo su negativa. 


Que el referido Comandante Local de 
San Agustín Acasaguastlán expuso: que 
tres días antes de que diera su parte al 
Juez menor de aquel Municipio, el Comi: 
sonado Militar del Cantón “El Tamarin- 
do”, le comunicó que Román Ortiz Chá- 
vez había estuprado a su hija Custodia 
Sánchez; que Ortiz Chávez estaba deteni- 
do por vago y Custodia llegaba a verlo; 
que el día en que ésta le llevó el valor de 
la multa y salió Román, como el dicente 
ya sospechaba que fuera cierto lo referido 
por el susodicho Comisionado, ordenó al 
soldado Víctor Morales que llamara a la 
“patoja”, y al ser interrogada, negó prime- 
ro tal especie, pero después, cuando le ma- 
nifestó que Francisca Vargas, madrina de 
Custodia. ya se lo había contado, y que le 


dijera la verdad, entonces, la muchacha 
le relató lo que él había consignado en su 
precitado parte, pidiéndole que se castiga- 
12 a su ofensor; y que no era cierto que él 
hukiera amenazado a Custodia Ortiz ni a 
Román de este apellido. 


Que el soldado Víctor Morales y Cándido 


- Caravantes Cruz declararon, el primero 


corrokoró lo expuesto por el Comandante 
César Blanco Buezo, en lo que respecta a 
que él (Morales), fué a llamar a la Ortiz; 
y el segundo dijo: que el catorce de Agosto 
(1938), fué detenido y en la cárcel encon- 
tró a Román Ortiz, quien al día siguiente 
le refirió que el Comandante Local, Cé- 
sar Blanco lo había amenazado cuando fué 
sacado del calabozo para declarar, pero no 
le dijo por qué motivo; y que no era cier- 
to que él le hubiera dicho a Custodia Sán- 
chez que habían amenazado a Román 
Ortiz, 

Que a solicitud del defensor del proce- 
sado fué examinada Custodia Sánchez y 
habiéndole dirigido las preguntas conteni- 
das en el respectivo interrogatorio expu- 
so: que Cristino Hernández la estupró, pre- 
sumiendo que Ciriaca Ortiz y otra mujer 
habían presenciado la perpetración de ese 
hecho delictuoso, y que antes no las men- 
cionó por no recordar que esas dos señoras 
la vieran salir de la casa de aquel sujeto. 

Que tomada declaración a Ciriaca Ortiz, 
dijo: que hacía como un año, al pasar 
frente a la morada de Cristino Hernández, 
situada en el cantón “San Sebastián”, vió 
acostados en una cama, abrazándose a 
Hernández y a la Sánchez, pero no se dió 
cuenta de que cohabitaran por que ambos 
estabas vestidos; y nunca supo que Cus- 
todia tuviera relaciones con otro hombre; 
y pudo observar lo que declaraba, a causa 
de haber estado abierta la puerta de la casa 
habitada por Cristino. 

Que el Juez Departamental de El Pro- 
greso dió fin a la causa imponiendo a Ro- 
mán Ortiz Chávez como autor del delito 
de violación, la pena de cinco años y cua- 
tro meses de prisión correccional, hecha la 
rebaja correspondiente, a virtud de mili- 
tar en favor del procesado la circunstan- 
cia atenuante de su confesión, prueba sin 
la cual procedería absolverlo. Declaró di- 
cho funcionario: a) que esa pena es in- 
conmutable y deberá ser purgada en la Pe- 
nitenciaría del Centro con abono de la 
prisión sufrda; b) que deja afecto al reo 
al pago de las responsabilidades civiles 
provenientes del hecho punible; ec) que lo 
suspende en el ejercicio de sus derechos 
políticos durante la condena, lo inhabili- 


ta para ejercer la tutela, la autordad pa- 
terna, para ser guardador y albacea de in- 
lereses de menores; y d) que por su noto- 


Tia pobreza lo exonera de reponer el papel 


. enfonces 


ñ, 
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empleado en la causa al del sello respec- 
tivo. 

Que en segunda Instancia, el Procura- 
dor, el Fiscal y el Ministerio Público pi- 
dieron la confirmación de la sentencia ape- 
lada. Se declaró sin lugar a solicitud de 
Custodia Sánchez, relativa a que fuera 
puesto en litertad su padre Román Ortiz 
Chávez, en virtud de que ella le otorgaba 
perdúnm imcondicional, por que tenía la 
convicción de que Ortiz Chávez no había 
cometido el delito por el cual se le juzga- 
ba. Y la Sala Primera de la Corte de Ape- 
laciones, confirmó el fallo de que se ha 
hecho mérito. 

Que Román Ortiz Chávez con auxilio del 
Abogado León de León Flores, interpuso 
el recurso de casación denunciando como 
infringidos los artículos 330 inciso primero, 
332 fracción segunda del Código Penal; y 
609 del Código de Procedimientos Penales, 
disposiciones legales que relaciona con lo 
dispuesto por el inciso tercero del artículo 
676 del Cuerpo de Leyes últimamente ci- 
tado. 


CONSIDERANDO: 


Que con la libre y espontánea confesión 
del procesado se caracteriza el delito que 
originó su encausamiento. Y si bien es 
verdad, que aquel no ratificó lo dicho en 
su primera indagatoria manifestando que 
“estaba :(siemorizado”, también 
es cierto, que el juicio fué abierto a prue- 
ha, y ninguna se presentó tendiente a esta- 
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blecer dicha circunstancia. En cuanto a 
la especie relatada por la menor, imputan- 
do a Cristino Hernández su desfloración, 
es un hecho que tampoco se logró probar, 
toda vez que de las dos personas propues- 
tas con ese objeto solamente declaró una, 
Ciriaca Ortiz, y ésta testigo no refirió el 
suceso de una manera precisa. Y en con- 
secuencia al estimar el Tribunal senten- 
ciador, que la infracción legal que come- 
tió el acusado, es la señalada por el inci- 
“o lo. del artículo 330 del Código Penal, 
no quebrantó el precitado artículo ni el 332 
fracción segunda del Cuerpo de Leyes que 
acaba de citarse, pues éste último se re- 
fiere a un hecho delictuoso diferente del 
perpetrado por el reo, ni el 609 del Códi- 
go de Procedimientos Penales, en virtud 
de que la confesión reune los requisitos 
que la ley determina. 


POR TANTO: 


La Corte Suprema de Justicia, con fun- 
camento en lo dispuesto por el artículo 
690 del Código que acaba de mencionarse 
declara improcedente el recurso interpues- 
to e impone a Román Ortiz Chávez la pe- 
na adicional de un mes de arresto conmu- 
table a razón de veinticinco centavos dia- 
rios. 


Notifíquese y con certificación de lo re- 
suelto, devuélvanse los autos al Tribunal 
de su origen. 


Raf. Ordóñez Solís. — José Serrano Mu- 
ñoz. — Abel Paredes. — Alberto Arguetua S. 
— Francsco E. Rodríguez. — Max García 
R. — Secretaro. 
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Reformas al Código Penal 
| DECRETO NUMERO 2286 


JORGE UBICO, 
PRESIDENTE DE LA REPUBLICA, 


En uso ee las facultades que le concede el inciso 23 del artículo 77 de la 
Constitución de la República, 


DECRETA: 
Las siguientes REFORMAS AL CODIGO PENAL 


DECRETO LEGISLATIVO NUMERO 2164, 


El artículo 208, queda así: 


ARTICULO 208.—El que hiciere uso del pasaporte o de la cédula de vecindad de 
que trata el artículo anterior, será castigado con la pena de 
un año de arresto mayor. 


En la misma pena incurrirán los que hicieren uso de un pasa- 
porte verdadero o de una cédula de vecindad verdadera, ex- 
pedidos a favor de otra persona; y en la mitad, el que estando 
obligado a llevar pasaporte, sale del territorio nacional : sin 
llenar ese requisito. 


El artículo 211, queda así: 


ARTICULO 211.—La falsificación de placas de vehículos y de los distintivos que 
las autoridades acuerden para éstos, se castigará con un año 
de prisión correccional. 


En la misma pena incurrirá el funcionario público o el parti- 
cular que altere las fechas o consigne otras distintas de las 
verdaderas en las licencias para manejar vehículos. 


El artículo 366, queda así: 


ARTICULO 366.—El funcionario público que autorizare matrimonios prohibidos 
por la ley, será castigado con un año de arresto mayor, sin 
perjuicio de las otras penas a que hubiere dado lugar, si re- 
sultare falsedad u otro delito cometido o tolerado por el que 
autoriza el matrimonio. 

En la misma pena incurrirá el Ministro de cualquier culto que 
proceda a la ceremonia religiosa de un matrimonio sin que se 
le exhiba constancia legal de estar ya celebrado el civil. 


Del presente Decreto se dará cuenta a la Asamblea Nacio- 
nal Legislativa, en sus próximas sesiones ordinarias. 


Dado en la casa del Gobierno: en Guatemala, a los veinti- 
ocho días del mes de agosto de mil novecientos treinta y nueve. 


JORGE UBICO. 
El Secretario de Estado 
en el Despacho de Gobernación y Justicia, 
Gmo. S. de Tejada. 


VAR Y Publicado en el Diario Oficial el 31 de agosto de 1939. 
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Presidente: Licenciado Don Francisco Me- 
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Magistrado, Licenciado Don Julio César Mar- 
tínez P., Calle Real de Ciudad Vieja, N9 50. 
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Barrios. 
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Presidente: Licenciado Don Daniel Arellano. 

Miagistrado: Licenciado Don Francisco Ba- 
rrios Solís. 

Magistrado: 
tañeda. 

Magistrados suplentes: Licenciado Don Vir- 
gilio Alvarez Castro y Licenciado Don Javier 
Ramos Orozco. 

Fiscal: Licenciado Don José Isauro Cabrera 
Estrada. 

Procurador: Licenciado Don Alfredo Enri- 
que Figueroa Palma. 

Secretario: Licenciado Don Virgilio Alva- 
rez Castro. 


Licenciado Don Antonio Cas- 
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Propietarios: General de División Don Ma- 
riano Serrano Muñoz, Ciudad. 

General de División Don Miguel Castro Mon- 
zón, Escuintla. 

Suplentes: General de División Don Pedro 
Reyes Reynelas, Ciudad. 

General de División Don Eduardo Villagrán, 
Ciudad. 


SALAS PRIMERA, SEGUNDA Y TERCERA 
DE APELACIONES 
Propietarios: General de Brigada Don Ro- 

salío Reina, Ciudad. 
General de Brigada Don Manuel Gómez 
Ponce, Ciudad. 


JUECES DE PRIMERA 


Juez 19% del Departamento de Guatemala: 
Licenciado Don J. Joaquín Palma, Avenida 
La Reforma “Villa Palma”. 


Juez 22 del Departamento de Guatemala: 
Licenciado Don Hernán Morales Dardón, Ciu- 
dad. 


Juez 39 del Departamento de Guatemala: 
Licenciado Don Carlos A. Recinos, 3? Avenida 
Norte. 


Juez 4% del Departamento de Guatemala: 
Licenciado Don Víctor M, Cáceres, Ciudad. 


Juez 5% del Departamento de Guatemala: 
Licenciado Don José Luis Lemus, Villa de 
Guadalupe, Chalet “Las Palmas”. 


Juez 6% del Departamento de Guatemala: 
Licenciado Don Fernando Juárez Aragón, 7* 
Avenida Sur, N9 82. 


Juez Propietario del Departamento de Alta 
Verapaz: Licenciado Don Víctor Manuel Gu- 
tiérrez. 


Juez Propietario del Departamento de Baja 
Verapaz: Licenciado Don Francisco Carrillo 
Magaña. / 


Juez Propietario del Departamento de Chi- 
maltenango: Licenciado Don Carlos Fernán- 
dez Chavarría. 


Juez Propietario del Departamento de Chi- 
quimula: Licenciado Don Alfonso Gálvez $. 


Juez Propietario del Departamento de Es- 
cuintla: Licenciado Don Eugenio Nuila, 


Juez Propietario del Departamento de Hue- 
huetenango: Licenciado Don J. Arturo Ruano 
Mejía. 

Juez Fropietario del Departamento de Iza- 
bal: Licenciado Don Arturo Herbruger As- 
turias. 
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VOCALES MILITARES 


Suplentes: Coronel Don Encarnación de 
León Corzo. 


Coronel Don Manuel Maldonado Robles. 
SALA CUARTA DE APELACIONES 


Fropietarios: Teniente Coronel Don Regino 
Siliézar. 

Teniente Coronel Don Gustavo Ovalle. 

Suplentes: Teniente Coronel Don Juan J. 
Maldonado. 

Teniente Coronel Don Manuel J. Rodas. 


SALA QUINTA DE APELACIONES 


Propietarios: Teniente Coronel Don Adrián 
Salazar. 

Teniente Coronel Don Moisés Morales. 

Suplentes: Coronel Don Felipe Solórzano. 

Teniente Coronel Don Martín Carías. 


INSTANCIA 


Juez Propietario del Departamento de Jala- 
pa: Licenciado Don Baudilio Jordán. 


Juez Propietario del Departamento de Ju- 
tiapa: Licenciado Don Haroldo Barillas, 


Juez Propietario del Departamento del Pe- 
tén: Licenciado Don Fausto Antonio Enríquez. 


Juez 19 Propietario del Departamento de 
Quezaltenango: Licenciado Don José Vicente 
Rodríguez h. 


Juez 22 Propietario del Departamento de 
Quezaltenango: Licenciado Don Francisco 
Rendón. 


Juez Propietario del Departamento del Qui- 
ché: Licenciado Don Oscar Paiz. 


Juez Propietario del Departamento de Re- 
talbuleu: Licenciado Don José Juan Alvarez. 


Juez Propietario del Departamento de Sa- 
catepéquez: Licenciado Don Gonzalo Menén- 
dez de la Riva. 


Juez Propietario del Departamento de San 
Marcos: Licenciado Don Ismael Ortiz Ore-— 
lana, 


Juez Propietario del Departamento de San- 
ta Rosa: Licenciado Don Ricardo Marroquín. 


Juez Fropietario, del Departamento de So- 
lolá: Licenciado Don Alberto Herrarte. 


Juez Propietario del Departamento de Su- 
chitepéquez: Licenciado Don Humberto Ro-- 
bles. 


Juez Propietario del Departamento de To- 
teonicapán: Licenciado Don Carlos Villela R. 


Juez Propietario del Departamento de Za- 
capa: Licenciado Don Justo Rufino Morales. 


Juez Propietario del Departamento de El 
Progreso: Licenciado José María Grajeda S. 
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COMANDANTES DE ARMAS 


Comandante de Armas del Departamento 
de Guatemala: General don Juan B. Alonso. 


Comandante de Armas del Departamento 
de Alta Verapaz, Coronel don Fidel Torres. 


Comandante de Armas del Departamento 
de Baja Verapaz, Coronel don Mario Ochoa 
Méndez. 


Comandante de Armas del Departamento 
de Chimaltenango, Coronel don Ramón Gro- 
tewold. 


Comandante de Armas del Departamento 
de Chiquimula, General don Daniel Monte- 
negro. 


Comandante de Armas del Departamento 
de Escuintla, General don Miguel Castro Mon- 
zÓn. 


Comandante de Armas del Departamento 
de Huehuetenango, Coronel don Isidoro Mo- 
tales. 


Comandante de Armas del Departamento 
de Izabal, General don Buenaventura Pineda. 


Comandante de Armas del Departamento 
de Jalapa, Coronel Enrique Ardón. 


Comandante de Armas del Departamento 
de Jutiapa, General don Sarbelio Castillo, 


Comandante de Armas del Departamento 


del Petén, Coronel don Federico Ponce. 


Comandante de Armas del Departamenio 
de Quezaltenango, Coronel don Carlos Enrí- 
quez Barrios. 


Comandante de Armas del Departamento 
de El Quiché, General don Daniel Corado R. 


JUECES DE PAZ 


DE. LA CAPITAL 


Juez 19 Licenciado Don Oliverio García A., Ciudad. 

Juez 22 Licenciado Don Laureano Torres Lorenzana, Ciudad. 
Juez 3% Licenciado don José Luis Villacorta Francés, Ciudad. 
Juez 4? Br, Don Cecilio Mayorga Cordón, Ciudad. 

Juez 5% Br. Don Alberto Portillo, Ciudad. 

Juez 6% Don Basilio Ramírez, 72 Avenida Norte, N? 81. 

Juez 1% Licenciado don Isauro Berganza. Ciudad. 

Juez de Instrucción, Br. Don Humberto Solís Gallardo, Ciudad 


Juez del Tránsito: Lic. don Ramón Alvarez, Ciudad. 


Comandante de Armas del Departamento 
de Retalhuleu, General don Rafael Aldana. - 


Comandante de Armas del Departamento 
de Sacatepéquez, General don Manuel J. Ve- ES , 
lásquez. ' 3 

Comandante de Armas del Departamento LS 
de San Marcos, Coronel J. Domingo Juárez Benie 
Aragón. 


Comandante de Armas del Departamento 
de Santa Rosa, Coronel don Gustavo Alfaro. 


Comandante de Armas del Departamento 
de Sololá, Coronel don Artemio E. Ruiz. 


Comandante de Armas del Departamento ds 
de Suchitepéquez, General don Nicolás de 
León. E 


Comandante de Armas del Departamento A 
de Totonicapán, Teniente Coronel don Carlus 
Cipriani. 

Comandante de Armas del Departamento 
de Zacapa, General don Factor Méndez. 


Comandante de Armas del Departamento 
de El Progreso, Coronel don Oscar H. Peralta. 


Auditor General de Guerra: Licenciado Don 
Eliseo Solís. Avenida Central N? 10, 


Auditor de Guerra del Departamento de 
Guatemala: Licenciado don Guillermo Cabre- 
ra Martínez: 32 Avenida Sur, N2 48. 


Fiscal Militar: Bachiller Don Urbano Gra- 
majo, Ciudad. 
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